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1. Disposiciones generales

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

DECRETO 210/2001, de 18 de septiembre, por el
que se aprueba la Oferta de Empleo Público para incre-
mentar recursos humanos en la Consejería de Agricultura
y Pesca en el marco del Plan Andaluz Coordinado contra
la Encefalopatía Espongiforme Bovina (EEB).

El Plan Andaluz Coordinado contra la Encefalopatía
Espongiforme Bovina (EEB), aprobado por Acuerdo del Consejo
de Gobierno de 16 de enero de 2001, es el principal ins-
trumento ordenador en la lucha contra la citada enfermedad
en nuestra Comunidad Autónoma. En el mismo se establecen
los recursos humanos que son necesarios incrementar en la
Consejería de Agricultura y Pesca para afrontar esta tarea con
eficacia. Desde su aprobación se han llevado a cabo los pro-
cesos oportunos de modificación de su Relación de puestos
de trabajo para la inclusión de los nuevos, ya que la lucha
contra esta enfermedad va a ser de larga duración, lo que
aconsejaba adecuar las estructuras de la Consejería con un
carácter estable y no meramente transitorio. Todo ello sin per-
juicio de que durante todo este tiempo se esté actuando a
través de los sistemas provisionales de incorporación de per-
sonal y provisión de puestos de trabajo.

El régimen de la Oferta de Empleo Público en la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía para el año 2001 viene
determinado por el artículo 35 de la Ley 6/1985, de 28 de
noviembre, de Ordenación de la Función Pública de la Junta
de Andalucía, en la nueva redacción dada por el artículo 37
de la Ley 17/1999, de 28 de diciembre, por la que se aprueban
medidas fiscales y administrativas. Dicha regulación permite
la aprobación de Ofertas de Empleo Público singulares, al obje-
to de cubrir las vacantes que, siendo de cobertura necesaria,
no lo puedan ser con los efectivos de personal existentes.
Por otra parte, y en aplicación del principio de eficacia admi-
nistrativa, resulta necesario y conveniente gestionar dichas pla-
zas junto con las que para los mismos Cuerpos, especialidades
y opciones de las plazas se contienen en el Decreto 92/2001,
de 3 de abril, por el que se aprueba la Oferta de Empleo
Público correspondiente a 2001 (BOJA núm. 41, de 7 de
abril).

En su virtud, de acuerdo con lo establecido en los artícu-
los 4.2.f) y 35 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de
Ordenación de la Función Pública de la Junta de Andalucía,
a propuesta de la Consejera de Justicia y Administración Públi-
ca, con el informe favorable de la Consejería de Economía
y Hacienda, y previa deliberación del Consejo de Gobierno
en su reunión del día 18 de septiembre de 2001,

D I S P O N G O

Artículo 1. Aprobación de la Oferta de Empleo Público
para incrementar recursos humanos en la Consejería de Agri-
cultura y Pesca en el marco del Plan Andaluz Coordinado
contra la Encefalopatía Espongiforme Bovina (EEB).

Se aprueba la Oferta de Empleo Público para incrementar
recursos humanos en la Consejería de Agricultura y Pesca
en el marco del Plan Andaluz Coordinado contra la Ence-
falopatía Espongiforme Bovina (EEB), en los términos que se
establecen en el presente Decreto.

Artículo 2. Cuantificación y distribución de la Oferta de
Empleo Público.

1. En la presente Oferta de Empleo Público se incluyen
necesidades de recursos humanos con asignación presupues-
taria que no pueden ser cubiertas con los efectivos de personal

existentes, de acuerdo con la distribución, por Cuerpos y espe-
cialidades u opciones de acceso del personal funcionario, que
se establece en el Anexo a este Decreto.

2. Las respectivas convocatorias determinarán las titu-
laciones requeridas para las opciones de acceso que figuran
en el Anexo de este Decreto.

Artículo 3. Gestión de la Oferta de Empleo Público.
Las plazas incluidas en la presente Oferta de Empleo Públi-

co incrementarán, a efectos de su convocatoria por el sistema
de acceso libre y gestión del proceso selectivo, a las aprobadas
por el Decreto 92/2001, de 3 de abril, por el que se aprueba
la Oferta de Empleo Público correspondiente a 2001 (BOJA
núm. 41, de 7 de abril).

Disposiciones Finales.

Primera. Habilitación para desarrollo y aplicación.
Se autoriza al titular de la Consejería de Justicia y Admi-

nistración Pública para dictar las disposiciones que sean nece-
sarias para el desarrollo y aplicación del presente Decreto.

Segunda. Vigencia.
El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 18 de septiembre de 2001

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Justicia y Administración Pública

A N E X O

OFERTA DE EMPLEO PUBLICO

PLAN ANDALUZ COORDINADO
CONTRA LA ENCEFALOPATIA ESPONGIFORME BOVINA

(EBB)

Personal funcionario.

A.1. Cuerpo Superior de Administradores.

A.1.1. Esp. Administradores Generales.
Acceso libre: 8.

A.2. Cuerpo Superior Facultativo.

Ingeniería Agrónoma.
Acceso libre: 25.

Veterinaria.
Acceso libre: 31.

Total Grupo A: 64.

C.2. Cuerpo de Ayudantes Técnicos.

Informática.
Acceso libre: 80.

Total Grupo C: 80.

Total personal funcionario: 144.
Total plazas oferta: 144.
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CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

ORDEN de 21 de septiembre de 2001, por la
que se dictan normas para la aplicación en la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía de las ayudas previstas
en el Real Decreto-Ley 10/2001 para reparar los efec-
tos producidos por las lluvias persistentes en deter-
minados cultivos y zonas geográficas en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y se establecen medidas
adicionales.

Las circunstancias climatológicas, lluvias persistentes, de
la campaña agrícola 2000/2001, originaron importantes pér-
didas en el cultivo de la fresa en las provincias de Huelva,
Cádiz y Sevilla, y en los cítricos en las provincias de Cádiz,
Córdoba, Huelva y Sevilla.

En virtud de ello se aprobó el Real Decreto-Ley 10/2001,
de 1 de junio, por el que se adoptan medidas de carácter
urgente para paliar los efectos producidos por las lluvias per-
sistentes en determinados cultivos en la Comunidad Autónoma
de Andalucía, y las Ordenes del Ministerio de Agricultura, Pesca
y Alimentación que lo desarrollan, de fechas 24 y 31 de julio.

Por la presente Orden, la Consejería de Agricultura y Pes-
ca, en el ámbito de sus competencias, establece ayudas com-
plementarias a las anteriores y el procedimiento para aplicar
en Andalucía las ayudas del Estado contenidas en la citada
normativa.

En su virtud, en el ejercicio de las competencias que
me confiere el art. 107 de la Ley General de Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía y a propuesta de
la Dirección General de la Producción Agraria,

D I S P O N G O

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.
La presente Orden tiene por objeto:

a) Dictar normas para la aplicación del régimen de ayudas
previsto en el Real Decreto-Ley 10/2001, de 1 de junio, de
adopción de medidas de carácter urgente para paliar los efectos
producidos por las lluvias persistentes en determinados cultivos
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

b) Establecer ayudas específicas de la Consejería de Agri-
cultura y Pesca de la Junta de Andalucía, complementarias
con las contenidas en el citado Real Decreto-Ley 10/2001,
de 1 de junio, y desarrolladas por las Ordenes del Ministerio
de Agricultura, Pesca y Alimentación de 24 y 31 de julio
de 2001.

Artículo 2. Definiciones.
A los efectos de la presente Orden, se entenderá por explo-

tación agraria el conjunto de bienes y derechos organizados
empresarialmente por su titular para la producción agraria,
primordialmente con fines de mercado y que constituye en
sí mismo una unidad técnico-económica.

Artículo 3. Ambito de aplicación.
1. El ámbito de aplicación del régimen de ayudas que

se contempla en la presente Orden es el previsto en el Anexo
del Real Decreto-Ley 10/2001, de 1 de junio, y para las ayudas
específicas de la Consejería de Agricultura y Pesca al cultivo
de fresa que en esta Orden se establecen, además de las
explotaciones localizadas en el ámbito geográfico anterior, se
considerarán auxiliables las que estén localizadas en los tér-
minos municipales de Castilblanco de los Arroyos, Lebrija,
Los Molares, Los Palacios y Villafranca, Villamanrique de la

Condesa, Aznalcázar y El Viso del Alcor, de la provincia de
Sevilla.

2. En el caso de explotaciones compuestas por varios
elementos inmuebles, su ubicación, a los efectos de la solicitud
para acogerse a alguna de las medidas a las que se refiere
la presente Orden, será la de la provincia donde esté localizado
el elemento de la explotación de mayor dimensión.

Artículo 4. Tipos de ayudas.
1. La presente Orden establece los siguientes tipos de

ayudas:

a) Ayudas destinadas a titulares de explotaciones de cítri-
cos y fresas, consistentes en:

- Bonificación de intereses a los préstamos que concedan
las entidades financieras a los titulares de explotaciones agra-
rias, con el objetivo de mantener la actividad económica de
sus explotaciones.

- Subvención del coste del aval concedido, en su caso,
por la Sociedad Anónima Estatal de Caución Agraria (SAECA),
cuando sea necesario para la concesión a los titulares de explo-
taciones agrarias de los préstamos bonificados.

b) Ayudas destinadas a las asociaciones u organizaciones
de productores y cooperativas agrarias de la fresa, consistentes
en la bonificación de intereses a los préstamos de campaña
para el suministro de inputs a sus socios y, en su caso, a
los no asociados, hasta los límites legalmente establecidos
en este último caso.

2. Estas ayudas de la Consejería de Agricultura y Pesca
serán adicionadas a las que, de igual tipo y finalidad, corres-
pondan del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación
de acuerdo a la normativa anteriormente citada. Ambas ayudas
serán resueltas por la Dirección General de la Producción
Agraria.

3. En el caso de titulares de explotaciones de cultivo de
la fresa, son incompatibles las ayudas previstas en las letras
a) y b) del apartado primero del presente artículo.

CAPITULO II

BONIFICACION DE INTERESES A LOS PRESTAMOS PARA
TITULARES DE EXPLOTACIONES DE CITRICOS Y DEL

CULTIVO DE LA FRESA

Artículo 5. Beneficiarios.
Podrán ser beneficiarios de esta línea de ayudas los titu-

lares de explotaciones de cítricos y/o fresas que reúnan los
siguientes requisitos:

a) Sus explotaciones estén localizadas en los términos
municipales de Andalucía recogidos en el anexo del Real Decre-
to-Ley 10/2001, de 1 de junio, y en la presente Orden.

b) Haber sufrido pérdidas medias de producción bruta
correspondiente a la campaña 2000/01 superiores al 30%
en el caso del cultivo de la fresa y al 50% en el de cítricos.
Estas pérdidas de producción se referirán a la media de tres
campañas de cultivos anteriores en caso de cítricos y, en el
caso de las fresas, a las campañas 96/97, 97/98 y 98/99,
que no estuvieron afectadas por inclemencias climatológicas.

c) Los cultivos tengan póliza de seguro agrario en vigor
en el momento de la percepción de las bonificaciones de los
intereses y para cada una de las campañas de vigencia del
préstamo.

d) Cumplir los requisitos exigidos por el Real Decre-
to-Ley 10/2001, de 1 de junio, y los restantes de la presente
Orden.
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Artículo 6. Características de los Préstamos Bonificados.
1. Las características de los préstamos son las siguientes:

a) Plazo: 4 años, para el pago del principal.
b) El importe del principal del préstamo auxiliable al soli-

citante se determinará teniendo en cuenta la aplicación de
los módulos unitarios siguientes:

- Cultivos de cítricos: 100.000 ptas./Ha (601,01
euros/Ha).

- Cultivos de fresa: 2.000.000 ptas./Ha (12.020,24
euros/Ha).

c) El importe máximo de los préstamos bonificados des-
tinados al titular de la explotación será, en todo caso, de
5.000.000 de ptas. (30.050,61 euros) si es persona física
o de 15.000.000 de ptas. (90.151,82 euros) si es persona
jurídica o Comunidad de Bienes.

d) El titular de la explotación solamente puede ser bene-
ficiario de la bonificación de intereses en un solo préstamo.

e) Los préstamos deberán estar formalizados en el período
comprendido desde el día de la entrada en vigor del Real
Decreto-Ley 10/2001, de 1 de junio, hasta el 31 de diciembre
de 2001.

2. La superficie de cultivos que sirva de base para el
cálculo del importe máximo del préstamo a formalizar será
la contenida en la solicitud de ayuda y justificada mediante
la documentación que se requiera.

Artículo 7. Cuantía de las ayudas.
1. La ayuda de la Consejería de Agricultura y Pesca con-

sistirá en:

a) Bonificación de la mitad del tipo de interés del préstamo
que, con las condiciones descritas en el artículo anterior, quede
a cuenta del beneficiario, hasta un máximo de 2 puntos. Esta
bonificación se adicionará a la que de igual cuantía le corres-
ponda del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación en
base a la normativa citada.

b) Subvención destinada a financiar el coste del aval
correspondiente a la comisión de gestión, que se acordará
con SAECA sin superar medio punto porcentual anual sobre
el saldo vivo de los préstamos avalados. Esta subvención es
compatible con la que le pueda corresponder del Ministerio
de Agricultura, Pesca y Alimentación con la misma finalidad,
sin superar entre ambas el coste total de la comisión de gestión
del aval.

2. En ningún caso la suma de las bonificaciones de los
intereses podrá ser superior al interés que figure en la póliza.

3. Si tras la aplicación de los módulos unitarios contenidos
en el artículo anterior a la superficie amparada por la póliza
de seguro agrario en vigor, en cualquiera de los años de vigen-
cia del préstamo, diese lugar a un importe inferior al 90%
del préstamo formalizado, la bonificación de intereses se efec-
tuará por la parte del principal amparada en dicha campaña
por la póliza de seguro agrario en vigor.

Artículo 8. Solicitudes y plazos.
1. El solicitante, directamente o a través de su repre-

sentante legal, presentará su solicitud de ayudas, cuyo modelo
se recoge en el Anexo I, dirigida a la Dirección General de
la Producción Agraria, preferentemente en las Delegaciones
Provinciales de la Consejería de Agricultura y Pesca, sin per-
juicio de lo previsto en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
y en el artículo 51.2 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del
Gobierno y Administración de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

2. El plazo de presentación de las solicitudes será de
un mes a contar desde el día siguiente al de la publicación
de la presente Orden en el Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía, no pudiendo en ningún caso sobrepasar el 31 de octubre
de 2001.

3. La solicitud deberá recoger los datos del solicitante
y de su representante, la localización y descripción de la explo-
tación, especie y superficie de cultivo, así como el resumen
de los datos que sirvan para el cálculo del préstamo.

4. Solamente podrá presentarse una solicitud por entidad
solicitante.

Artículo 9. Documentación.
A la solicitud se adjuntará la siguiente documentación:

a) Fotocopia de la tarjeta de identificación fiscal.
b) Declaración de que no ha recaído sobre el beneficiario

resolución administrativa o judicial firme de reintegro, o acre-
ditación de su ingreso.

c) Declaración del beneficiario de ser la única solicitud
que presenta para esta línea de ayuda ante la Consejería de
Agricultura y Pesca.

d) En el supuesto de que los solicitantes formen parte
de comunidades de bienes o sean personas jurídicas, copia
compulsada de los estatutos de la entidad y certificación del
órgano competente de la misma con la relación de la totalidad
de los socios que la componen, en la que se incluirá el nombre
y NIF de cada uno de ellos y su cuota de participación. Docu-
mentación acreditativa de la representación que ostenta su
representante.

e) En el supuesto de préstamos ya formalizados, copia
de la póliza.

f) Declaración responsable del solicitante sobre las pér-
didas medias de producción bruta sufridas en la campaña
2000/2001, calculadas en relación a las que se indican en
el artículo 5.b); la declaración contendrá para cada una de
ellas:

- Nombre y NIF de la entidad, o entidades, a la que
vendió o entregó la producción para su comercialización.

- Liquidación de cada una de las entidades.

Artículo 10. Verificación de los datos de la póliza de seguro
agrario.

La Consejería de Agricultura y Pesca verificará, en base
a la información de que dispone, los datos de la póliza suscrita
en cada una de las campañas, a cuyo efecto podrá requerir
al interesado la información complementaria que sea nece-
saria.

Artículo 11. Disponibilidades de préstamos.
1. El volumen máximo de préstamos bonificados es de

10.000 millones de pesetas (60,10 millones de euros), según
lo previsto en el apartado 3.º del artículo 3 del Real Decre-
to-Ley 10/2001, de 1 de junio.

2. Finalizado el plazo de presentación de solicitudes, si
la suma del importe de los préstamos bonificables calculados
de acuerdo con lo indicado en el artículo 6 superara la cifra
establecida en el apartado anterior, se adecuarán los módulos
unitarios de aplicación para el cálculo del importe del préstamo
al objeto de asegurar que el montante total no sobrepase los
10.000 millones de pesetas; esta reducción se aplicará de
forma modulada inversamente proporcional al nivel de pér-
didas sufrido en cada caso.

Artículo 12. Convenios.
La Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta de Anda-

lucía podrá suscribir los oportunos convenios con las entidades
interesadas para la instrumentalización de esta línea de apoyo.
Tales convenios serán publicados en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía y contendrán, en todo caso, las obliga-



BOJA núm. 112Sevilla, 27 de septiembre 2001 Página núm. 16.089

ciones que para las entidades colaboradoras se establecen
en el artículo 106 y 108.f) de la Ley General de la Hacienda
Pública.

Artículo 13. Informe sobre el derecho a préstamo boni-
ficado.

1. Tras las verificaciones que procedan, la Dirección Gene-
ral de la Producción Agraria emitirá, respecto de cada bene-
ficiario, informe sobre el derecho al préstamo bonificado al
objeto de su presentación ante cualquier Entidad Financiera
Colaboradora, siempre que cumplan los requisitos para la per-
cepción de las ayudas.

2. La Consejería de Agricultura y Pesca dará traslado al
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación de la relación
de potenciales beneficiarios y los importes máximos de ayudas
de acuerdo con los informes emitidos.

Artículo 14. Formalización de los préstamos.
1. Los préstamos deberán estar formalizados en cual-

quiera de las Entidades Financieras que colabore en esta línea
de ayuda en el plazo indicado en el artículo 6.e).

2. La formalización posterior a la fecha límite conllevará
la pérdida total del derecho a la bonificación de intereses salvo
que concurran circunstancias excepcionales, en cuyo caso
podrá prorrogarse el citado plazo a petición del interesado
mediante resolución motivada de la Dirección General de la
Producción Agraria.

3. El beneficiario sólo podrá tener formalizada una única
póliza de préstamo amparada por el informe emitido por la
Dirección General de la Producción Agraria.

4. De acuerdo con los convenios que se firmen, las Enti-
dades Financieras remitirán a la Consejería la relación de prés-
tamos formalizados con expresión de su importe, los intereses,
fecha de formalización y, en su caso, los avales suscritos con
SAECA.

Artículo 15. Resolución.
Corresponde al titular de la Dirección General de la Pro-

ducción Agraria resolver las ayudas de bonificación de los prés-
tamos formalizados y, en su caso, a los avales concedidos
una vez verificado el cumplimiento de los requisitos estable-
cidos en la presente Orden.

Artículo 16. Obligaciones de los beneficiarios.
1. Los beneficiarios deberán tener póliza del seguro en

vigor para el cultivo que corresponda en cada una de las cam-
pañas en la que se efectúa la bonificación de intereses y,
en su caso, presentar la documentación que le sea requerida.

2. Esta documentación, en su caso, deberá presentarla,
sin perjuicio de lo dispuesto para la presentación de solicitudes
en el apartado primero del artículo 8, en la Delegaciones Pro-
vinciales de la Consejería de Agricultura y Pesca.

3. La no presentación de la documentación requerida en
plazo supone el incumplimiento de uno de los requisitos para
tener derecho al préstamo bonificado y en consecuencia se
procederá a desestimar la solicitud de ayudas o, en su caso,
a requerir la devolución de las bonificaciones de intereses que
se hubiesen abonado al amparo de la presente normativa.

Artículo 17. Pago de la ayuda.
1. La Consejería hará efectivas las subvenciones a las

Entidades Financieras para que éstas a su vez las abonen
en las cuentas de los beneficiarios:

a) Una vez vista y verificada la documentación de liqui-
dación de intereses para el período considerado y aportada
por las mismas, de acuerdo con el contenido de los convenios
suscritos.

b) Una vez verificados el cumplimiento por el beneficiario
de los requisitos que se establecen en la presente Orden.

2. El abono de la subvención anual se hará en una sola
vez, a partir del 1 de julio, en cada uno de los años de vigencia
de los préstamos.

3. No obstante lo anterior, en todos los documentos con
trascendencia contable-financiera que se tramiten en el expe-
diente, figurará como perceptor de la ayuda, a todos los efectos,
el beneficiario de la misma, siendo la Entidad Financiera, en
todo caso, sustituto legal de aquél.

4. Si como consecuencia de una revisión del expediente
de ayuda posterior a la formalización de la póliza diese lugar
a una variación de la cuantía reconocida, se subsidiará el
importe total reconocido del último título emitido.

CAPITULO III

PRESTAMOS DE CAMPAÑA PARA ASOCIACIONES U ORGA-
NIZACIONES DE PRODUCTORES Y COOPERATIVAS

AGRARIAS DEL SECTOR DE LA FRESA

Artículo 18. Beneficiarios.
Podrán ser beneficiarios de estas ayudas las asociaciones

u organizaciones de productores y cooperativas agrarias del
sector de la fresa, entre cuyos fines se encuentre el suministro
de inputs a sus socios y, en su caso, a los no asociados,
hasta los límites legalmente establecidos en este último caso,
que cumplan los siguientes requisitos:

a) La adquisición bonificada de inputs se destine a las
explotaciones localizadas en el ámbito territorial de aplicación
según el anexo del Real Decreto-Ley 10/2001, de 1 de junio,
y en la presente Orden.

b) Haber sufrido pérdidas medias de producción bruta
en la campaña 2000/01 superiores al 30% en las explota-
ciones de fresa a que se destine la adquisición bonificada
de inputs. Estas pérdidas de producción se referirán a la media
de las tres últimas campañas de cultivos, 96/97, 97/98 y
98/99, que no estuvieron afectadas por inclemencias cli-
matológicas.

c) Cumplir los requisitos exigidos por el Real Decre-
to-Ley 10/2001, de 1 de junio, y los restantes de la presente
Orden.

Artículo 19. Características de los préstamos de campaña
bonificados.

1. Los préstamos objeto de ayuda tendrán las siguientes
características:

a) Tiempo máximo de vigencia de la póliza a efectos de
subvención: 1 año desde su formalización.

b) El importe del principal del préstamo auxiliable por
la entidad solicitante se determinará en base a la superficie
de cultivo de fresa de los titulares de explotaciones a los que
le suministra inputs, a razón de 2.000.000 de ptas./Ha
(12.020,24 euros/Ha). En todo caso el máximo computable
por titular a efectos de subvención de intereses por parte de
la Consejería será 5.000.000 de pesetas (30.050,61 euros)
si el titular de la explotación es persona física o 15.000.000
de pesetas (90.151,82 euros) en el supuesto de personas
jurídicas o comunidades de bienes.

c) Los préstamos deberán estar formalizados en el período
comprendido desde el día de la entrada en vigor del Real
Decreto-Ley, antes citado, hasta el 31 de diciembre del 2001.

2. No podrá ser auxiliable el importe del principal que
corresponda a los titulares de explotaciones beneficiarios de
las ayudas reguladas en el Capítulo II de la presente Orden,
de acuerdo con el artículo 4.3 de la misma.

3. Un mismo titular de explotación sólo será considerado
en una sola entidad solicitante.

4. Podrá ser objeto de auxilio varios préstamos por bene-
ficiario, formalizados en fechas diferentes, siempre dentro de
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los límites establecidos en el apartado 1 del presente artículo,
a condición de que la superficie de cultivo del titular de la
explotación sólo sirva de base para cálculo de la cuantía del
préstamo de una sola póliza.

Artículo 20. Cuantías de las ayudas.
1. Los beneficiarios percibirán una ayuda de la Consejería

de Agricultura y Pesca consistente en una bonificación del
50% del tipo de interés del préstamo formalizado en las con-
diciones descritas en el artículo anterior sin sobrepasar los
2 puntos. En el caso de póliza de crédito se subvencionará
los intereses en igual cuantía y de acuerdo con el capital dis-
puesto de la citada póliza. El capital subvencionable del prés-
tamo o póliza de crédito será igual al calculado de acuerdo
con el artículo 19 de esta Orden y nunca superior al
formalizado.

2. Esta bonificación será adicional a la que con la misma
cuantía y con la misma finalidad se establece en el Real Decre-
to-Ley 10/2001, de 1 de junio, antes citado. Ambas ayudas
se resolverán en el mismo acto administrativo.

3. En ningún caso la suma de las bonificaciones de los
intereses podrá ser superior al interés que figure en la póliza.

Artículo 21. Solicitudes y plazos.
1. A través de su representante legal, los solicitantes pre-

sentarán su solicitud de ayudas, cuyo modelo se recoge en
el Anexo 2, dirigida a la Dirección General de la Producción
Agraria, preferentemente, en las Delegaciones Provinciales de
la Consejería de Agricultura y Pesca, sin perjuicio de lo previsto
en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y en el artículo 51.2
de la Ley 6/1983, del 21 de julio, del Gobierno y Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. El plazo de presentación de las solicitudes será de
un mes a contar desde el día siguiente al de la publicación
de la presente Orden en el Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía, no pudiendo en ningún caso sobrepasar el 31 de octubre
de 2001.

3. Solamente podrá presentarse una solicitud por entidad
solicitante.

4. La solicitud deberá recoger los datos de la entidad
solicitante, y de su representante, así como los que han de
servir de base para el cálculo del importe de la póliza de
préstamo o crédito que resulte bonificable, número de agri-
cultores a los que se va a suministrar inputs y total de Ha
de fresa, distinguiendo entre socios y no asociados.

Artículo 22. Documentación.
A la solicitud de subvención de intereses a préstamos

ya formalizados o pendientes de formalización, en virtud del
informe a que se refiere el apartado primero del artículo 24,
se acompañará la siguiente documentación:

a) En relación a la identificación de la entidad solicitante:

- Fotocopia de la tarjeta de identificación fiscal.
- Documentación de acreditación de la personalidad de

la agrupación y de su representante.
- Certificado del órgano competente de la misma que

incluya una relación nominal de socios con su NIF, y en el
caso de que entre ellos figuraran titulares bajo fórmulas jurí-
dicas asociativas, NIF de ese titular con su relación de
asociados.

- Declaración de que no ha recaído sobre el beneficiario
resolución administrativa o judicial firme de reintegro, o acre-
ditación de su ingreso.

- Declaración del beneficiario de ser la única solicitud
que presenta para esta línea de ayuda ante la Consejería de
Agricultura y Pesca.

b) Para el cálculo del importe del préstamo bonificable:
Relación de titulares, nombre y NIF, a los que se suministra
inputs, distinguiendo entre socios y no asociados. Para cada
uno ellos se especificará el número de Ha de cultivo declaradas
objeto de subvención y los términos municipales de su loca-
lización geográfica. Esta información la aportarán, en soporte
informático preferiblemente, en las Delegaciones Provinciales
de la Consejería de Agricultura y Pesca según modelos que
se pondrán a su disposición.

c) En relación al préstamo formalizado o a formalizar por
la entidad objeto de la ayuda:

- Declaración responsable de la entidad sobre las super-
ficies de cultivo de fresa por agricultor a los que hace referencia
el apartado anterior de este mismo artículo.

- Declaración responsable de la entidad solicitante de que
los agricultores a los que se suministra inputs financiado a
través del préstamo de campaña han sufrido en la del 2000
2001 pérdidas medias superiores al 30% de la producción
bruta en relación a las campañas señaladas en el artículo 5.b).
En la entidad, deberá estar a disposición de la Consejería
de Agricultura y Pesca la documentación que las acredite.

d) En su caso documentación acreditativa del préstamo
formalizado.

Artículo 23. Disponibilidades de préstamos.
1. El volumen máximo de préstamos de campaña a boni-

ficar es de 6.000 millones de pesetas (36,06 millones de
euros).

2. De acuerdo con el apartado 3 del artículo 3 del Real
Decreto-Ley 10/2001, esta dotación de 6.000 millones de
pesetas podrá incrementarse, si fuera necesario, con el exce-
dente que, en su caso, pudiese producirse del volumen de
préstamos con interés bonificado destinado a titulares de explo-
taciones agrarias de fresas o cítricos, una vez resueltas las
solicitudes presentadas.

3. El exceso, en su caso, del importe global de los prés-
tamos susceptibles de reconocimiento sobre el volumen máxi-
mo disponible dará lugar a las reducciones en la cuantía de
los préstamos bonificables, mediante el reajuste por prorrateo
de los módulos unitarios a aplicar por superficie; esta reducción
se aplicará de forma modulada inversamente proporcional al
nivel de pérdidas sufrido en cada caso.

Artículo 24. Informe sobre el derecho a préstamo boni-
ficado.

1. Tras las verificaciones que procedan, la Dirección Gene-
ral de Producción Agraria emitirá respecto de cada beneficiario
los informes sobre el derecho a préstamo bonificado al objeto
de su presentación ante cualquier Entidad Financiera Cola-
boradora, siempre que se cumplan los requisitos para la con-
cesión de las ayudas.

2. La Consejería de Agricultura y Pesca dará traslado al
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación la relación de
potenciales beneficiarios y los importe máximos de ayudas
de acuerdo con los informes emitidos.

Artículo 25. Formalización de los préstamos.
1. Los préstamos deberán estar formalizados en cual-

quiera de las entidades financieras en el plazo señalado en
el artículo 19.1.c).

2. La formalización posterior a la fecha límite conllevará
la pérdida total del derecho a la subvención de intereses salvo
que concurran circunstancias excepcionales, en cuyo caso
podrá prorrogarse el citado plazo a petición del interesado
y mediante resolución motivada de la Dirección General de
la Producción Agraria.

3. Las entidades que hubiesen formalizado el préstamo
con posterioridad a la presentación de la solicitud deberán
de remitir la documentación acreditativa de la operación en
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el plazo máximo de los quince días siguientes a su forma-
lización, en los lugares previstos en la presente Orden.

Artículo 26. Resolución.
1. Tras las verificaciones que procedan, y a la vista de

los préstamos formalizados, la Dirección General de la Pro-
ducción Agraria resolverá las ayudas de bonificación de
intereses.

2. La Consejería de Agricultura y Pesca dará traslado al
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación de las ayudas
concedidas en bonificación de intereses a préstamos de cam-
paña al cultivo de fresa con arreglo a la normativa específica
ya descrita.

Articulo 27. Obligaciones de los beneficiarios.
1. Tras la liquidación del préstamo bonificado, el bene-

ficiario deberá presentar a la Consejería de Agricultura y Pesca:

a) Certificados de las Entidades Financieras en el que
figure los datos de cancelación de los préstamos, y los intereses
efectivamente pagados y, en su caso, del capital dispuesto
de la póliza de crédito, así como certificación de los datos
de su número de cuenta bancaria.

b) Memoria económica-justificativa del gasto en la que
se detalle la operación de adquisición de inputs (tipo de sumi-
nistro, origen, cantidad, precio, destino, núm. y fechas de
aprovisionamiento, en su caso).

c) Certificación del órgano correspondiente de la entidad
beneficiaria que exprese la relación de titulares de explota-
ciones, NIF, con el importe de inputs facturados a cada uno
para la campaña de cultivo del 2001/2002 y su superficie
de cultivo.

d) Certificación de la Entidad Financiera sobre la cuenta
corriente en la que el beneficiario desea recibir la subvención.

2. Documentación que acredite las obligaciones que con
carácter general le son de aplicación y que están recogidas
en el capítulo siguiente.

3. Esta documentación deberá presentarla en las Dele-
gaciones Provinciales de la Consejería de Agricultura y Pesca
en los treinta días siguientes a la cancelación del préstamo,
sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado primero del artícu-
lo 21 para la presentación de solicitudes.

4. La no presentación de dicha documentación en los
plazos citados supone el incumplimiento de uno de los requi-
sitos de la concesión de ayudas y en consecuencia se procederá
a la anulación del citado reconocimiento.

Artículo 28. Pago de la ayuda.
1. La Consejería hará efectivas las subvenciones en las

cuentas de los beneficiarios:

- Una vez vista y verificada la documentación de liqui-
dación de intereses para el período considerado y aportada
por las mismas.

- Una vez verificados el cumplimiento por el beneficiario
de los requisitos que se establecen en la presente Orden.

2. Si como consecuencia de una revisión de la ayuda
concedida diese lugar a una variación de la cuantía del prés-
tamo subvencionable, se subsidiará el importe que corres-
ponda a esta última cuantía.

3. En el supuesto de que la justificación fuese menor
a la cantidad especificada en la resolución de aprobación de
ayuda, ésta se minorará en la parte proporcional correspon-
diente, siempre que sigan cumpliendo las condiciones espe-
cificadas en resolución de concesión.

CAPITULO IV

DISPOSICIONES COMUNES

Artículo 29. Obligaciones de los beneficiarios.
Son obligaciones de los beneficiarios de las ayudas regu-

ladas en la presente Orden, además de las específicas reco-
gidas en cada una de las líneas de ayudas, las siguientes:

a) Realizar la actividad que fundamenta la concesión de
la subvención en la forma y plazo establecidos.

b) Justificar ante esta Consejería la realización de la acti-
vidad, así como el cumplimiento de los requisitos y condiciones
que determinan la concesión de la subvención.

c) El sometimiento a las actuaciones de comprobación
a efectuar por la Consejería de Agricultura y Pesca y a las
de control financiero que corresponden a la Intervención Gene-
ral de la Junta de Andalucía, en relación con las ayudas con-
cedidas, y a las previstas en la legislación del Tribunal de
Cuentas y de la Cámara de Cuentas de Andalucía. Asimismo
el beneficiario tiene obligación de facilitar cuanta información
le sea requerida por el Tribunal de Cuentas, la Cámara de
Cuentas de Andalucía y la Intervención General de la Junta
de Andalucía.

d) Comunicar a la entidad concedente o la entidad cola-
boradora, en su caso, la obtención de otras subvenciones o
ayudas para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera
Administraciones o entes públicos o privados, nacionales o
internacionales, así como las alteraciones a que se refiere el
art. 110 de la LGHP de la Comunidad Autónoma de Andalucía
(alteraciones de las condiciones tenidas en cuenta para la
concesión de ayudas).

e) Acreditar, previamente al cobro de la subvención o
ayuda, que se encuentra al corriente de sus obligaciones fis-
cales con la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como
que no es deudor de la misma por cualquier otro ingreso de
Derecho Público.

Artículo 30. Alteración de las condiciones.
Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para

la concesión de las subvenciones y, en todo caso, la obtención
concurrente de otras subvenciones o ayudas otorgadas por
diferentes Administraciones o entes públicos o privados, nacio-
nales o internacionales, que la Administración pudiese detectar
en base a los datos aportados por los interesados o a sus
comprobaciones, podrá dar lugar a la modificación de la reso-
lución de concesión.

Artículo 31. Pago de la ayuda.
1. No podrá resolverse la concesión de subvenciones o

ayudas a beneficiarios sobre los que haya recaído resolución
administrativa o judicial firme de reintegro hasta que sea acre-
ditado su ingreso.

2. En ningún caso, el importe de las subvenciones o ayu-
das podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en con-
currencia con subvenciones o ayudas de otras Administra-
ciones Públicas, o de otros entes públicos o privados, nacio-
nales o internacionales, supere el coste de la actividad a
desarrollar por el beneficiario.

3. Asimismo no podrá proponerse el pago de subvenciones
o ayudas a beneficiarios que no hayan justificado en tiempo
y forma las subvenciones concedidas con anterioridad.

Artículo 32. Reintegro.
1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y

la exigencia del interés de demora desde el momento del pago
de la subvención, en los siguientes casos:

a) Obtener la subvención sin reunir las condiciones reque-
ridas para ello.
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b) Incumplimiento de la finalidad para la que la sub-
vención fue concedida.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación.
d) Incumplimiento de las condiciones impuestas con moti-

vo de la concesión de la subvención.
e) La negativa u obstrucción a las actuaciones de control

establecidas en el artículo 85 bis de la Ley 5/1983, de 19
de julio, de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía.

2. Igualmente, en el supuesto contemplado en el apartado
segundo del artículo anterior, procederá el reintegro del exceso
obtenido sobre el coste de la actividad desarrollada.

Artículo 33. Régimen sancionador.
De conformidad con lo establecido en el artículo 116

de la Ley 5/1983, de 19 de julio, de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el régimen san-

cionador aplicable será el previsto en el Texto Refundido de
la Ley General Presupuestaria.

Disposición Final Primera. Desarrollo y ejecución.
Se faculta al titular de la Dirección General de la Pro-

ducción Agraria para dictar cuantas disposiciones sean nece-
sarias para el desarrollo y ejecución de la presente Orden.

Disposición Final Segunda. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 21 de septiembre de 2001

PAULINO PLATA CANOVAS
Consejero de Agricultura y Pesca
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CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

ORDEN de 13 de septiembre de 2001, por la
que se establecen las normas reguladoras de la con-
cesión de becas de formación.

La Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía establece que las subvenciones y ayu-
das que se concedan con cargo al Presupuesto de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía se otorgarán con arreglo a los
principios de publicidad, libre concurrencia y objetividad, exi-
giendo a tal efecto la previa aprobación de la regulación espe-
cífica o, en su defecto, de las oportunas bases reguladoras
de la concesión previamente a la autorización de los créditos.

Distintas Consejerías y Organismos de la Junta de Anda-
lucía vienen efectuando periódicamente convocatorias de
becas en los ámbitos de sus competencias respectivas, enca-
minadas a aportar a los titulados con estudios recientemente
concluidos una formación complementaria en distintas mate-
rias en el ámbito de la gestión pública.

La experiencia adquirida en tales convocatorias y la con-
veniencia de seguir apoyando la formación en materias espe-
cíficas de la Administración Educativa permiten establecer,
mediante la presente Orden, la normativa reguladora que ha
de regir con carácter indefinido las convocatorias anuales de
las becas de esta naturaleza a conceder por la Consejería de
Educación y Ciencia, que quedarán sometidas a la presente
Orden, limitándose las convocatorias a especificar el contenido
mínimo indispensable que se determina en el artículo 4.

En su virtud, y en uso de las facultades conferidas por
el artículo 107 de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
La presente Orden tiene por objeto establecer las normas

reguladoras y el procedimiento general para la concesión y
ejecución de las becas de formación de la Consejería de Edu-
cación y Ciencia.

Artículo 2. Principios que rigen la concesión.
Las becas a que se refiere la presente Orden se concederán

con arreglo a los principios de publicidad, libre concurrencia
y objetividad.

Artículo 3. Finalidad y materia.
Las becas que se regulan en esta Orden tendrán como

finalidad la formación de personas por medio de la realización
de estudios y trabajos en materias de la competencia de la
Consejería de Educación y Ciencia.

Artículo 4. Convocatoria.
1. La convocatoria de las becas se efectuará anualmente,

preferiblemente en una única convocatoria en la que se inclui-
rán todas las becas de los distintos Centros Directivos, median-
te Orden de la Consejería de Educación y Ciencia.

2. La convocatoria habrá de especificar la aplicación a
la concesión y ejecución de las becas de la presente Orden,
como normativa específica reguladora de las mismas, sin per-
juicio de la aplicación de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía y demás normas
que procedan, así como los siguientes extremos:

a) Número de becas que se convocan.
b) Duración de las becas.
c) Distribución de becas por Centros Directivos y su ads-

cripción a los mismos.
d) Cuantía bruta de la asignación mensual de las becas.
e) Finalidad y materias de las becas.

f) Plazo de presentación de solicitudes.
g) Titulación y, en su caso, otros requisitos específicos

exigidos a los beneficiarios, conforme a lo establecido en el
artículo 5 de la presente Orden.

h) Méritos específicos para la concesión, conforme a lo
previsto en el artículo 10.1.e) de la presente Orden, en su
caso.

i) Las determinaciones que deban especificarse en la con-
vocatoria del ejercicio en cumplimiento de lo que establezca
la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma u otra
disposición de aplicación, así como aquellas otras que se con-
sidere necesario especificar.

3. La Orden de convocatoria se publicará en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Artículo 5. Beneficiarios.
1. Podrán solicitar las becas objeto de esta Orden las

personas físicas que, en la fecha de finalización del plazo
de presentación de solicitudes, reúnan los siguientes requisitos:

a) Residir en cualquiera de los municipios de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

b) Tener la titulación requerida en la convocatoria.
c) No haber sido separado del servicio de cualquiera de

las Administraciones Públicas mediante expediente discipli-
nario.

2. Además de los anteriores, la convocatoria de las becas
podrá exigir otros requisitos específicos, tales como conoci-
miento de idiomas, transcurso de un número máximo de años
desde la finalización de los estudios requeridos por la con-
vocatoria, o cualquier otro que resulte adecuado a la finalidad
y materia de la beca.

3. Los requisitos deberán mantenerse hasta la finalización
de la beca, incluidas, en su caso, las prórrogas de que pueda
ser objeto, excepto el de no haber transcurrido un número
de años desde la finalización de los estudios, cuando se exija
como requisito específico.

4. El disfrute de una beca al amparo de esta Orden es
incompatible con cualquier otra beca procedente de cuales-
quiera otras Administraciones o Entes públicos o privados,
nacionales o internacionales.

Artículo 6. Dotación de las becas.
1. Cada beca comprenderá una asignación mensual cuya

cuantía bruta se especificará en la correspondiente convoca-
toria y que se abonará durante todo el período de disfrute
de la misma por mensualidades vencidas, así como un seguro
combinado de accidentes individuales, intervención quirúrgica,
hospitalización y asistencia médica. Asimismo, podrá com-
prender gastos de carácter extraordinario ocasionados por la
actividad, que deberá ser autorizada de forma expresa por
el titular del Centro Directivo correspondiente al que figure
adscrito el becario.

2. La asignación mensual de las becas que sean objeto
de prórroga experimentará durante la misma la correspondiente
revisión con arreglo al Indice de Precios al Consumo. No obs-
tante, convocatorias posteriores de becas que deban ejecutarse
concurriendo con las becas prorrogadas, podrán establecer
para estas prórrogas la misma asignación mensual.

Artículo 7. Duración.
1. Las becas tendrán una duración inicial máxima de

doce meses, pudiendo prorrogarse, en su caso, por otros doce
meses, como máximo, con la limitación establecida en el apar-
tado 3 de este artículo, siempre que lo permitan las dispo-
nibilidades presupuestarias y con arreglo a lo dispuesto en
el Decreto 44/1993, de 20 de abril, por el que se regulan
los gastos de anualidades futuras. Antes de transcurrir el perío-
do inicial de las becas, el titular del Centro Directivo corres-
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pondiente al que se encuentre adscrito el becario podrá, tenien-
do en cuenta la memoria elaborada por los becarios y el informe
del Director del trabajo o, en su caso, Tutor, prorrogar el disfrute
de las mismas mediante Resolución que deberá dictarse al
efecto, por delegación del titular de la Consejería de Educación
y Ciencia.

2. El período de duración se contará desde la fecha de
iniciación de las actividades becadas, la cual se determinará
en la respectiva Resolución de concesión, debiendo tener lugar
su iniciación necesariamente dentro del ejercicio en que se
efectúa la convocatoria.

3. Si se hubieran disfrutado con anterioridad becas de
la misma finalidad y materia que la convocada, en ningún
caso la acumulación máxima entre ésta y las anteriores podrá
exceder de 36 meses.

Artículo 8. Solicitudes y documentación.
1. Las solicitudes se dirigirán al titular del Centro Directivo

que corresponda de la Consejería de Educación y Ciencia,
se ajustarán al modelo de impreso que figura como Anexo I
de esta Orden, y se presentarán en el Registro General de
la citada Consejería de Educación y Ciencia, sito en Sevilla,
calle Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio Torretriana, planta
baja, o en los Registros de los demás órganos y en las oficinas
que correspondan, de conformidad con lo establecido en los
artículos 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y 51 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y Administración de la Comunidad
Autónoma.

2. El plazo de presentación de solicitudes será de veinte
días naturales a contar desde el día siguiente al de la publi-
cación de la Orden de convocatoria en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

3. A la solicitud se acompañará la siguiente documen-
tación:

a) Fotocopia autenticada del Documento Nacional de
Identidad y de la Tarjeta de Identificación Fiscal. Este último
documento sólo se exigirá cuando no figure en el DNI el código
o carácter de verificación, constituido por una letra mayúscula.
Los extranjeros residentes en la Comunidad Autónoma apor-
tarán la documentación equivalente.

b) Declaración expresa responsable de ser residente en
cualquiera de los municipios de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, con el compromiso de presentar la correspondiente
certificación de empadronamiento o el correspondiente per-
miso de residencia, temporal o permanente, en el supuesto
de resultar seleccionado.

c) Copia autenticada del título exigido, y para el caso
de no disponer del mismo, copia autenticada de la certificación
acreditativa de haberlo solicitado y tener abonados los derechos
correspondientes.

d) Copia autenticada de la certificación del expediente
académico del solicitante con las asignaturas y calificaciones
obtenidas y fecha de finalización de los estudios en la titulación
requerida por la convocatoria.

e) Declaración expresa responsable de no haber sido sepa-
rado del servicio de cualesquiera de las Administraciones Públi-
cas mediante expediente disciplinario.

f) Currículum vitae del solicitante, en el que se especificará
la formación recibida y la experiencia que, en su caso, pudiera
tener en la materia objeto de la beca, acompañándose copia
autenticada de los documentos que acrediten los méritos ale-
gados. No se valorarán aquellos méritos que no se acrediten
documentalmente.

g) Declaración expresa responsable de otras becas con-
cedidas por otras Administraciones o Entes públicos o privados,
nacionales o internacionales, de las que esté disfrutando en
el momento de la solicitud y, en su caso, el compromiso de
renunciar a las mismas en el supuesto de resultar seleccionado.

h) Aquellas otras declaraciones que se exijan en cada
convocatoria en cumplimiento de lo que establezca la Ley
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma u otra disposición
de aplicación. Las referidas declaraciones expresas respon-
sables se ajustarán al modelo de impreso que figura en el
Anexo II de esta Orden.

4. Si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos o
no se acompañasen los documentos que se señalan en el
apartado anterior, se requerirá al interesado para que, en el
plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los docu-
mentos, con la indicación de que, si no lo hiciera, se le tendrá
por desistido de su petición, previa Resolución que deberá
ser dictada en los términos previstos en el artículo 42.1 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Artículo 9. Comisiones de Selección.
1. Para llevar a cabo la valoración de las solicitudes y

la selección de los candidatos, se constituirá una Comisión
de Selección por cada Centro Directivo que deba otorgar las
becas.

2. Cada Comisión de Selección tendrá la siguiente com-
posición: Presidente: Será el titular del Centro Directivo corres-
pondiente al que se adscriban los becarios, o persona que
le sustituya. Tres Vocales designados por el titular del Centro
Directivo respectivo entre el personal adscrito al mismo. Un
Secretario, con voz y sin voto, designado, asimismo, por el
titular del Centro Directivo respectivo entre el personal adscrito
al mismo.

3. Las Comisiones de Selección se regirán por las normas
contenidas en el Capítulo II del Título II de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Artículo 10. Criterios y procedimiento de selección.
1. La selección de los candidatos se efectuará atendiendo

a los siguientes criterios y con la ponderación asimismo
indicada:

a) Expediente académico en su conjunto: Hasta el 35%.
b) Nivel previo de formación en las materias objeto de

las becas convocadas, derivado del expediente académico:
Hasta el 25%.

c) Participación en estudios, trabajos o proyectos, direc-
tamente relacionados con la materia de la beca: Hasta el 15%.

d) Cursos y seminarios impartidos o recibidos, directa-
mente relacionados con la materia objeto de las becas: Hasta
el 10%.

e) Otros méritos específicos previstos en la convocatoria:
Hasta el 15%.

2. La convocatoria podrá declararse desierta, total o par-
cialmente, cuando, a juicio de la Comisión de Selección, la
valoración de los méritos alegados por los aspirantes no alcance
los niveles mínimos razonablemente exigibles.

Artículo 11. Resolución, publicación y notificación.
1. Concluida la valoración de las solicitudes, la Comisión

de Selección respectiva elaborará una relación de los can-
didatos seleccionados, por orden de puntuación. El Presidente
de la Comisión notificará dicha selección a los candidatos con
mayor puntuación, para que presenten, en el plazo máximo
de siete días desde la notificación, la renuncia, en su caso,
a otras becas, así como copia autenticada de la certificación
de empadronamiento expedida por el Ayuntamiento corres-
pondiente, o del permiso de residencia, en su caso. Trans-
currido dicho plazo sin haberse efectuado la renuncia o sin
presentar la referida documentación, el candidato quedará
excluido del proceso selectivo. A la vista de la relación defi-
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nitiva, el titular del Centro Directivo correspondiente resolverá
lo procedente, por delegación del titular de la Consejería de
Educación y Ciencia, procediéndose a la notificación de las
Resoluciones a los interesados, de conformidad con lo previsto
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

2. En la Resolución de concesión se indicará la fecha
de incorporación del becario al Centro Directivo correspon-
diente al que figure adscrita la beca, que, en ningún caso,
será superior a un mes, a contar desde la fecha de notificación
de la Resolución de concesión.

3. Las becas concedidas deberán ser publicadas en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, con expresión del
programa y crédito presupuestario al que se impute, bene-
ficiario, cantidad concedida y finalidad o finalidades de la ayu-
da, de acuerdo con lo establecido en el artículo 109 de la
Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía y en las Leyes anuales del Presupuesto
de la Comunidad Autónoma.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la Resolución
será de tres meses; transcurrido el mismo sin que se hubiese
dictado y notificado Resolución expresa, la solicitud podrá
entenderse desestimada por silencio administrativo, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 42.1 de la Ley
17/1999, de 28 de diciembre, por la que se aprueban medidas
fiscales y administrativas.

5. En los cinco días siguientes a la notificación de la
Resolución de Concesión, los seleccionados deberán proceder
a aceptar la beca, así como cuantas obligaciones se derivan
de esta Orden, y declararán, expresamente, no estar incursos
en la incompatibilidad establecida en el apartado 4 del artícu-
lo 5. Transcurrido el plazo sin haberse efectuado la aceptación,
quedará sin efecto la adjudicación efectuada. Asimismo, que-
dará sin efecto la adjudicación si el seleccionado no se incor-
porase en el plazo establecido en la Resolución de Concesión,
salvo que medie causa justificada.

6. En los supuestos previstos en el apartado anterior en
que quede sin efecto la adjudicación de la beca, se resolverá
la misma a favor del candidato que figure a continuación en
la relación ordenada elaborada por la Comisión de Selección
respectiva.

Artículo 12. Condiciones del disfrute de la beca.
1. La concesión y disfrute de las becas no implicará ningún

tipo de relación laboral entre el beneficiario y la Junta de
Andalucía.

2. El disfrute de la beca comenzará al incorporarse el
becario al Centro Directivo correspondiente de la Consejería
de Educación y Ciencia.

3. Los trabajos, estudios e informes realizados por el beca-
rio serán propiedad de la Consejería de Educación y Ciencia.
Sólo podrá procederse a su publicación o difusión previa auto-
rización expresa de la citada Consejería, en cuyo caso el becario
deberá hacer constar que la actividad se ha realizado mediante
una beca de la Consejería de Educación y Ciencia.

4. El becario deberá cumplir el régimen de formación
que se establezca por el Centro Directivo correspondiente, y
sus actividades se desarrollarán en el Centro administrativo
y en el horario que se determine por aquéllos.

5. Con periodicidad mensual, el becario acreditará la eje-
cución del programa de formación, que deberá certificarse por
el Director del trabajo o Tutor.

Artículo 13. Obligaciones del becario.
Los becarios habrán de cumplir las obligaciones estable-

cidas en el artículo 105 de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía y, en par-
ticular, las siguientes: a) Deberán realizar las actividades que

determine el Director del trabajo o Tutor, ejecutándose en la
forma y plazo establecido de acuerdo con el programa ela-
borado y contando con su asesoramiento y orientación. A dicho
Director o Tutor corresponderá el seguimiento del trabajo
desarrollado por el becario. b) En el último mes de duración
de la beca, presentarán al Director del trabajo o Tutor una
memoria de las actividades realizadas. c) Facilitarán cuanta
información les sea requerida por el Tribunal de Cuentas, la
Cámara de Cuentas de Andalucía y la Intervención General
de la Junta de Andalucía. d) Comunicarán al Centro Directivo
correspondiente de la Consejería de Educación y Ciencia al
que se encuentre adscrito la obtención de otras becas o ayudas
procedentes de cualesquiera Administraciones o Entes públicos
o privados, nacionales o internacionales, así como toda alte-
ración de las condiciones tenidas en cuenta para la adjudi-
cación de la beca a las que se refiere el artículo 110 de la
Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía. e) Aquellas otras que, en cumplimiento
de lo que disponga la Ley del Presupuesto de la Comunidad
Autónoma u otra disposición de aplicación, se recojan en cada
convocatoria anual.

Artículo 14. Incidencias, renuncias y reintegro de can-
tidades.

1. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta
para la concesión de la beca y, en todo caso, la obtención
concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras
Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o
internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la Reso-
lución de concesión, siendo competente para resolver dichas
incidencias así como cualesquiera otras el titular del Centro
Directivo correspondiente, por delegación del titular de la Con-
sejería de Educación y Ciencia.

2. La renuncia a la beca por parte del beneficiario, una
vez iniciado el disfrute de la misma, deberá ser comunicada
por escrito al titular del Centro Directivo correspondiente al
que figure adscrito con, al menos, siete días de antelación
a la fecha en que solicite sea aceptada su renuncia. La beca
a la que se renuncia podrá ser adjudicada, por el período
restante, al candidato siguiente por orden de puntuación, siem-
pre que este período permita cumplir con la finalidad de la
beca. En todo caso, el becario deberá presentar una memoria
con las actividades realizadas hasta el momento de su renun-
cia. La renuncia a la beca dará lugar a la pérdida de los
derechos económicos que se prevén en el apartado 1 del ar-
tículo, para la parte de la beca no disfrutada.

3. El titular del Centro Directivo correspondiente de la
Consejería de Educación y Ciencia podrá declarar la pérdida
de la beca, en su caso, con reintegro de las cantidades per-
cibidas, si el beneficiario no realizase en plazo y forma las
tareas que le sean asignadas o si aquéllas no reunieran los
requisitos de calidad exigibles. En tal caso, se podrá proceder
a adjudicar la beca al candidato siguiente por orden de pun-
tuación, siempre que durante el período restante permita cum-
plir con la finalidad de la beca.

4. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y
la exigencia del interés de demora desde el momento del pago
de la beca en los casos previstos en el artículo 112 de la
Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

Disposición Final Unica. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor al día siguiente de

su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 13 de septiembre de 2001

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia
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CORRECCION de errores de la Orden de 12 de
julio de 2001, por la que se convocan actividades en
centros de educación ambiental para los centros edu-
cativos sostenidos con fondos públicos de nivel no uni-
versitario de Andalucía, durante el curso escolar
2001/2002. (BOJA núm. 94, de 16.8.01).

Advertidos errores en la inserción de la disposición de
referencia, se transcribe a continuación la oportuna recti-
ficación:

En la página 14.078, en el texto del artículo 6. Plazos,
donde dice: «El plazo de presentación de solicitudes será de
30 días naturales, ...», debe decir: «El plazo de presentación
de solicitudes será de 60 días naturales, ...».

En la página 14.081, donde figura el Anexo II. Orden
de preferencia de centros de educación ambiental, éste deberá
ser reemplazado en su totalidad por el siguiente modelo:

Sevilla, 29 de agosto de 2001
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CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

CORRECCION de errores de la Orden de 1 de
agosto de 2001, por la que se regula el régimen jurídico
y el procedimiento de concesión de licencia de uso
de la marca Parque Natural de Andalucía (BOJA
núm. 99, de 28.8.2001).

Advertido error material de omisión en el apartado 3.4.2.
«Compromiso de Mejora Continua», del Anexo IV, donde se
dice:

«La empresa ha de asumir un compromiso de mejora
continua del comportamiento medioambiental, que se refleje
en el establecimiento formal de, al menos, un objetivo anual
de mejora medioambiental relativo a sus actividades relacio-
nadas con el servicio.»

Se debe añadir el siguiente párrafo:

«Cada objetivo de mejora medioambiental ha de ir acom-
pañado del programa correspondiente, donde se especifiquen
etapas, responsables, medios y plazos para el cumplimiento
del objetivo.»

12 de septiembre de 2001

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 12 de septiembre de 2001, de
la Universidad de Jaén, por la que se convocan, dentro
del Plan de Ayuda a la Investigación 2001, dos becas
asociadas a Proyectos de Investigación de la Univer-
sidad de Jaén.

La Universidad de Jaén, dentro del Plan de Ayuda a la
Investigación 2001 (aprobado en Junta de Gobierno de
18.5.01), convoca dos becas de investigación asociadas a
Proyectos desarrollados por los Grupos de Investigación del
Plan Andaluz de Investigación en la Universidad de Jaén.

La presente convocatoria se regirá tanto por sus normas
propias recogidas en el citado Plan de Ayuda a la Investigación
2001 como por las normas específicas que figuran contenidas
en esta Resolución.

1. Objetivos: Las becas van destinadas a titulados supe-
riores que deseen elaborar un trabajo de investigación o una
tesis doctoral dentro de alguno de los proyectos llevados a
cabo por los Grupos de Investigación del Plan Andaluz de
Investigación en la Universidad de Jaén, recogidos en el Anexo I
de la presente convocatoria.

2. Requisitos de los solicitantes, que deberán mantenerse
durante el período de disfrute de la beca y posibles prórrogas:

a) Poseer la nacionalidad española o ser nacional de un
país miembro de la Unión Europea, o ser extranjero residente
en España en el momento de solicitar la beca.

b) Haber superado todas las materias exigidas para la
obtención del título de licenciado, o de Ingeniero o Arquitecto
por una Escuela Técnica Superior, incluidas las del proyecto
fin de carrera o preproyecto. La fecha de fin de estudios debe
ser junio de 1997 o posterior.

c) Para optar a estas becas, la nota mínima del expediente
académico del candidato deberá ser igual o superior a 2.

d) Todas las solicitudes de becas tendrán un director del
trabajo que deberá ser doctor y profesor permanente de la

Universidad de Jaén. Este profesor deberá pertenecer a un
Grupo de investigación del PAI al que se le haya concedido
una beca asociada a proyecto.

3. Dotación de las becas:

a) La cuantía de las becas será de 125.000 ptas. brutas
mensuales. Además, la dotación cubrirá los precios públicos
por servicios académicos de los cursos de doctorado del pre-
sente año académico, así como un seguro de accidentes cor-
porales, con cargo a los créditos del Plan Social de la
Universidad.

b) El pago de las becas se efectuará a los beneficiarios
por mensualidades completas, contándose la primera de ellas
a partir de la incorporación del becario al organismo.

c) El disfrute de una beca al amparo de esta convocatoria
es incompatible con cualquier otra beca o ayuda financiada
con fondos públicos o privados españoles o comunitarios, así
como con sueldos o salarios que impliquen vinculación con-
tractual o estatutaria del interesado, salvo los contratos deri-
vados de la aplicación del artículo 11 de la Ley de Reforma
Universitaria (Ley 11/1983, de 25 de agosto), o del artícu-
lo 11.2 de la Ley de Fomento y Coordinación General de
la Investigación Científica y Técnica (Ley 13/1986, de 14
de abril). Las cantidades indebidamente percibidas deberán
ser inmediatamente reintegradas a la Universidad.

4. Duración de las becas: Las becas tendrán una duración
de un año, pudiendo ser renovadas por períodos de un año
hasta la finalización del proyecto. Las solicitudes de prórroga
se presentarán en el Vicerrectorado de Investigación y Rela-
ciones Internacionales, dentro del décimo mes desde la reso-
lución por la que se conceden las becas. Al final del disfrute
de la beca, el beneficiario deberá presentar una memoria de
la actividad realizada con indicación de los logros conseguidos
(publicaciones, patentes, etc.). En su momento, se podrá con-
templar la posibilidad de renovación asociada a un nuevo pro-
yecto del mismo Grupo, en las condiciones que se determinen.

5. Carácter de las becas:

a) La concesión y disfrute de una beca no establece rela-
ción contractual con la Universidad de Jaén, ni implica por
parte del organismo receptor ningún compromiso en cuanto
a la posterior incorporación del interesado a la plantilla del
mismo.

b) La renuncia a las becas deberán presentarse ante el
Vicerrectorado de Investigación y Relaciones Internacionales.

c) La Comisión de Investigación podrá conceder la
interrupción del disfrute de la beca a petición razonada del
interesado, previo informe del director del trabajo. Sólo en
aquellos casos en los que se aprecie la existencia de fuerza
mayor o de maternidad se podrá recuperar el período interrum-
pido, siempre que las disponibilidades presupuestarias lo per-
mitan. Las interrupciones por cualquier causa de incompa-
tibilidad no podrán ser superiores a seis meses a lo largo
de la duración de la beca y de sus posibles renovaciones.
Las interrupciones se producirán con los efectos económicos
y administrativos establecidos en el apartado 6.

d) Los becarios podrán prestar colaboraciones, con fines
formativos, en tareas docentes del Departamento al que estén
adscritos, impartiendo clases prácticas, hasta un máximo de
ochenta horas/año, previa solicitud del Departamento al
Vicerrectorado de Ordenación Académica.

6. Condiciones del disfrute: El disfrute comienza con la
integración del becario al Grupo de Investigación, dentro del
plazo que se señale en la Resolución de adjudicación, pro-
duciéndoseles efectos económicos y administrativos con refe-
rencia a la situación de derecho del becario el día 15 del
mes a que corresponda.
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7. Solicitudes y documentación:

a) El plazo de presentación de solicitudes comenzará el
día siguiente al de la publicación de esta Orden en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y finalizará a los veinte días
naturales.

b) Las solicitudes se formalizarán en el impreso norma-
lizado, recogido en el Anexo II de esta Resolución, y que estarán
a disposición de los interesados en el Registro General de
la Universidad de Jaén. Las solicitudes, dirigidas al Vicerrector
de Investigación y Relaciones Internacionales deberán presen-
tarse en el Registro General de la Universidad de Jaén.

c) Las solicitudes deberán ir acompañadas de la siguiente
documentación:

c.1. Fotocopia del Documento Nacional de Identidad o
equivalente para los ciudadanos de la Unión Europea, o tarjeta
de residente del solicitante en caso de naturales de otros países.

c.2. Título o resguardo de haberlo solicitado y certificación
académica oficial, en original o fotocopia, en la que figuren
de forma detallada las calificaciones obtenidas, fechas de las
mismas y constancia expresa de que las materias constituyen
el programa completo de la titulación correspondiente. En caso
de ser seleccionado se requerirá la documentación debida-
mente compulsada.

c.3. Aceptación del Director del Departamento donde se
vaya a incorporar el becario.

c.4. Memoria del proyecto de investigación o formación
a realizar durante el disfrute de la beca, con un informe del
Director de la actividad.

8. Evaluación de las solicitudes: La Comisión de Inves-
tigación de la Universidad de Jaén evaluará las solicitudes
considerando tanto el Grupo de Investigación por el que se
solicita la beca como el expediente académico del solicitante.

9. Obligaciones de los becarios:

a) La aceptación de la beca por parte del beneficiario
implica la de las normas fijadas en esta convocatoria.

b) Incorporarse al Grupo de Investigación en el plazo de
quince días desde la notificación de la concesión de la beca,

salvo que cuenten con autorización de aplazamiento, enten-
diéndose la no incorporación como renuncia a la beca.

c) Desarrollar eficazmente el plan de trabajo presentado
de acuerdo con las fases previstas y de conformidad con las
normas propias del Grupo en que se lleve a cabo la inves-
tigación.

d) Realizar su labor en el Grupo de Investigación de apli-
cación de la beca, siendo necesario para cualquier cambio
de director, proyecto de investigación, trabajo de investigación,
paralización del mismo, ausencia temporal o renuncia por parte
del interesado, solicitar autorización previa al Vicerrector de
Investigación.

e) Justificar ante la Comisión de Investigación la reali-
zación de la actividad. Para ello deberá remitir memoria anual
sobre el desarrollo de la investigación según modelo establecido
al efecto, en la que deberá constar el estado de la misma
y la conformidad del Director del trabajo.

f) Someterse a las actuaciones de comprobación que quie-
ra efectuar la Comisión de Investigación.

g) Comunicar al Vicerrectorado de Investigación y Rela-
ciones Internacionales la obtención de otras subvenciones o
ayudas para la misma finalidad.

Jaén, 12 de septiembre de 2001.- El Rector, Luis Parras
Guijosa.

ANEXO I

Código Grupo: CVI184.
Denominación del Grupo: Biología y Fisiología Celular.
Responsable: M.ª Angeles Peinado Herreros.

Código Grupo: CVI258.
Denominación del Grupo: Estudios Moleculares de Pato-

logías Humanas.
Responsable: Francisco Luque Vázquez.

Código Grupo: RNM296.
Denominación del Grupo: Ecología Forestal y Dinámica

del Paisaje.
Responsable: José A. Carreira de la Fuente.



BOJA núm. 112Sevilla, 27 de septiembre 2001 Página núm. 16.103



BOJA núm. 112Página núm. 16.104 Sevilla, 27 de septiembre 2001



BOJA núm. 112Sevilla, 27 de septiembre 2001 Página núm. 16.105

2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 4 de septiembre de 2001, de
la Dirección General de la Función Pública, por la que
se autoriza a don Antonio Fernando López López el
desempeño del puesto de Tesorería del Ayuntamiento
de Ubeda (Jaén).

Tramitado expediente instruido a instancias del Ayunta-
miento de Ubeda en aplicación de la Disposición Adicional
Tercera del Real Decreto 1732/1994, interesando la auto-
rización excepcional para el desempeño del puesto de Tesorería
por el funcionario de esa Corporación don Antonio Fernando
López López,

Esta Dirección General de la Función Pública, de con-
formidad con la competencia atribuida en el artículo 11.1.e)
del Decreto 139/2000, de 16 de mayo, resuelve:

Primero. Autorizar el desempeño accidental de la plaza
de Tesorería del Ayuntamiento de Ubeda (Jaén), por el fun-
cionario don Antonio Fernando López López, Jefe del Nego-
ciado de Recaudación del Ayuntamiento de Ubeda, hasta su
cobertura por funcionarios de Administración Local con habi-
litación de carácter nacional, de conformidad con los artícu-
los 13 y 25, y 30, 31 y 32 del Real Decreto 1732/1994,
de 29 de julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados
a funcionarios de Administración Local con habilitación de
carácter nacional.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-



BOJA núm. 112Página núm. 16.106 Sevilla, 27 de septiembre 2001

sición ante este órgano, en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, todo
ello de conformidad con lo establecido en los artículos 116
y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 4 de septiembre de 2001.- El Director General,
Vicente Vigil-Escalera Pacheco.

RESOLUCION de 4 de septiembre de 2001, de
la Dirección General de la Función Pública, por la que
se nombra a don Hilario Hurtado Gómez Interventor
del Ayuntamiento de Almonte (Huelva), con carácter
provisional.

Vista la petición formulada por don Hilario Hurtado
Gómez, funcionario de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, Subescala Intervención-Tesorería, cate-
goría de entrada en virtud de Resolución de 13 de julio de
2001 de la Secretaría de Estado de Organización Territorial
del Estado, para obtener nombramiento provisional en el pues-
to de trabajo de Intervención del Ayuntamiento de Almonte
(Huelva), así como la Resolución favorable adoptada por la
Presidencia de esa Corporación el día 30 de agosto de 2001,
de conformidad con lo establecido en el artículo 30 del Real
Decreto 1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos
de trabajo reservados a funcionarios de Administración Local
con habilitación de carácter nacional, y en el Decre-
to 467/1994, de 13 de diciembre, por el que se asignan
a la entonces Consejería de Gobernación las competencias
atribuidas por la Disposición Adicional Novena de la
Ley 22/1993, de 29 de diciembre, en relación con el artícu-
lo 11.1.e) del Decreto 139/2000, de 16 de mayo, por el
que se establece la Estructura Orgánica de la Consejería de
Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Nombrar a don Hilario Hurtado Gómez, con DNI
52.693.891, como Interventor, con carácter provisional, del
Ayuntamiento de Almonte (Huelva).

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano, en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden en el plazo de dos meses, contados desde
el día siguiente al de la notificación de este acto, todo ello
de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y
117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 4 de septiembre de 2001.- El Director General,
Vicente Vigil-Escalera Pacheco.

RESOLUCION de 5 de septiembre de 2001, de
la Dirección General de la Función Pública, por la que
se nombra a don Luis Martín Ruiz de Gauna Secre-
tario-Interventor del Ayuntamiento de Bonares (Huel-
va), con carácter provisional.

Vista la petición formulada por don Luis Martín Ruiz de
Gauna, funcionario de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, Subescala Secretaría-Intervención, en vir-
tud de resolución de 13 de febrero de 2001, de la Secretaría
de Estado de Organización Territorial del Estado (BOE núm. 48,
de 24 de febrero), para obtener nombramiento provisional en
el puesto de trabajo de Secretaría-Intervención del Ayunta-
miento Bonares (Huelva), así como la conformidad de esta
Corporación, manifestada mediante Acuerdo plenario de fecha
30 de agosto de 2001, de conformidad con lo establecido
en el artículo 30 del Real Decreto 1732/1994, de 29 de
julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados a fun-
cionarios de Administración Local con habilitación de carácter
nacional, y en el Decreto 467/1994, de 13 de diciembre,
por el que se asignan a la entonces Consejería de Gobernación
las competencias atribuidas por la Disposición Adicional Nove-
na de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, en relación con
el artículo 11.1.e) del Decreto 139/2000, de 16 de mayo,
por el que se establece la Estructura Orgánica de la Consejería
de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Nombrar a don Luis Martín Ruiz de Gauna, con
DNI 28.907.183, como Secretario-Interventor, con carácter
provisional, del Ayuntamiento de Bonares (Huelva).

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano, en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden en el plazo de dos meses, contados desde
el día siguiente al de la notificación de este acto, todo ello
de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y
117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 5 de septiembre de 2001.- El Director General,
Vicente Vigil-Escalera Pacheco.

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 17 de septiembre de 2001, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se modifica la
de 23 de abril de 1998, sobre criterios de despla-
zamiento del personal que ocupa plaza con carácter
provisional y de reubicación de determinado personal
interino o eventual dependiente del Organismo.

La Ley 30/1999, de 5 de octubre, ha regulado la selección
y provisión de plazas de personal estatutario de los Servicios
de Salud, anticipando una parte esencial del marco estatutario
regulador del personal incluido en su ámbito de aplicación,
en el que destaca la novedosa figura de la promoción interna
temporal.

El Decreto 136/2001, de 12 de junio, por el que se regu-
lan los sistemas de selección de personal estatutario y de pro-
visión de plazas básicas en los Centros Sanitarios del Servicio
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Andaluz de Salud, desarrolla, en la Sección 2.ª del Capítulo V,
el régimen de la Promoción Interna Temporal en el Servicio
Andaluz de Salud, dentro del marco de la legislación básica
establecida por la citada Ley 30/1999.

Por todo ello, se hace necesario incluir en la Resolución
de 23 de abril de 1998 (BOJA núm. 50, de 5 de mayo)
al personal que desempeña provisionalmente funciones por
estar disfrutando de una Promoción Interna Temporal, el cual
será desplazado en el mismo orden que el personal que se
encuentra en Situación Especial en Activo.

En su virtud, esta Dirección General de Personal y
Servicios, en uso de las competencias que tiene atribuidas
por el artículo 14 del Decreto 245/2000, de 31 de mayo,
por el que se establece la estructura orgánica básica de la
Consejería de Salud y del Servicio Andaluz de Salud, y previa
negociación con las Organizaciones Sindicales presentes en
la Mesa Sectorial de Sanidad de la Comunidad Autónoma,

R E S U E L V E

Articulo único. Modificar los artículos 2.º d) y 3.º c) de
la Resolución de 23 de abril de 1998, que pasan a tener
la siguiente redacción:

Artículo 2.º d) El personal estatutario en situación especial
en activo o en desempeño de funciones mediante promoción
interna temporal, comenzando por el que lleve menos tiempo
de servicios prestados en la categoría que actualmente desem-
peña con carácter temporal o provisional.

Artículo 3.º c) El personal estatutario en situación especial
en activo o en desempeño de funciones mediante promoción
interna temporal, comenzando por el que lleve menos tiempo
de servicios prestados en la categoría que actualmente desem-
peña con carácter temporal o provisional.

Disposición final. La presente Resolución será de apli-
cación a partir del día siguiente al de su publicación en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 17 de septiembre de 2001.- El Director General
de Personal y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 31 de agosto de 2001, de la
Universidad de Málaga, por la que se nombra Profesor
Titular de Universidad a don Pablo Otero Roth.

En virtud de los concursos convocados por Resolución
de la Universidad de Málaga de 30 de noviembre de 2000
(BOE de 25 de diciembre de 2000), y de conformidad con
las propuestas elevadas por las Comisiones designadas para
juzgar los citados concursos,

Este Rectorado, en uso de las atribuciones conferidas por
el art. 42 de la Ley 11/83, de 25 de agosto, de Reforma
Universitaria, ha resuelto nombrar Profesor Titular de Univer-
sidad de la Universidad de Málaga, con los emolumentos que
le corresponden según las disposiciones legales vigentes, a
don Pablo Otero Roth en el Area de conocimiento de Teoría
de la Señal y Comunicaciones, adscrita al Departamento de
Ingeniería de Comunicaciones.

Málaga, 31 de agosto de 2001.- El Rector, Antonio Díez
de los Ríos Delgado.

2.2. Oposiciones y concursos

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 11 de septiembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Huelva, por la que se amplía
el plazo para la resolución del concurso de méritos
para la provisión de puestos de trabajo vacantes en
la Delegación.

Mediante Resolución de fecha 28 de junio de 2001, publi-
cada en BOJA núm. 81, de 17 de julio, esta Delegación Pro-
vincial convocó concurso de méritos para la provisión de pues-
tos de trabajo vacantes en la misma, debiéndose resolver dicho
concurso, a tenor de lo previsto en la base undécima punto 4
de la convocatoria, en el plazo de dos meses a contar desde
el plazo de finalización de presentación de instancias, pudiendo
prorrogarse dicho plazo si concurrieran cinrcunstancias excep-
cionales debidamente justificadas.

Debido al elevado número de solicitudes que se han pre-
sentado al mismo, y al objeto de que la Comisión de Valoración
disponga de tiempo adecuado para proceder al análisis de
las instancias presentadas y elevación al órgano competente
de la propuesta de los candidatos seleccionados, se hace pre-
ciso ampliar el plazo de resolución antes referido.

Por ello, en uso de la competencia atribuida a esta Dele-
gación Provincial por la Orden de 21 de diciembre de 1998,
de la Consejería de Economía y Hacienda, por la que se delegan
competencias en materia de concursos de méritos para la pro-
visión de puestos de trabajo adscritos a personal funcionario
de la Consejería, y en base a lo dispuesto en la Ley de Régimen

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común y en el Decreto 151/1996, de 30 de
abril,

D I S P O N G O

Ampliar en dos meses el plazo para resolver el concurso
de méritos para la provisión de puestos de trabajo vacantes
en la Delegación Provincial de Economía y Hacienda de Huel-
va, convocado por Resolución de 28 de junio de 2001.

Huelva, 11 de septiembre de 2001.- El Delegado, Juan
Félix Masa Parralejo.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 10 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se hace públi-
ca la adjudicación de los puestos de trabajo corres-
pondiente a la convocatoria que se cita.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 25.1 de la
Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función
Pública de la Junta de Andalucía, esta Consejería, según lo
prevenido en el art. 1.1 del Decreto 56/1994, de 1 de marzo,
y en uso de las competencias que tiene delegadas esta Secre-
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taría General Técnica por Orden de 10 de noviembre de 2000
(Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núm. 138, de 30 de
noviembre), ha dispuesto dar publicidad a la adjudicación de
la convocatoria, correspondiente a la Resolución de 29 de
junio de 2001 (BOJA núm. 81, de 17 de julio de 2001)
y para el que se nombran los funcionarios que figuran en
el Anexo.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 48 del Real Decreto 364/1995, de
10 de marzo, remitiéndose la documentación correspondiente
para su inscripción al Registro General de Personal.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe interponer recurso de reposición, con carácter
potestativo, en el plazo de un mes a contar desde el día siguien-

te al de su publicación, de acuerdo con los artículos 116
y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común o recurso contencioso-administrativo
ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Sevilla
o ante el Juzgado en cuya circunscripción tuviera el deman-
dante su domicilio, a elección de éste último, en el plazo
de dos meses desde el día siguiente al de su publicación, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 46 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-administrativa.

Sevilla, 10 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, José Antonio Muriel Romero.

RESOLUCION de 20 de septiembre de 2001, del
Instituto Andaluz de Administración Pública, por la que
se aprueba la relación definitiva de aspirantes admi-
tidos y excluidos y se anuncia la fecha, hora y lugar
de celebración del primer ejercicio de las pruebas selec-
tivas, por el sistema de concurso-oposición, para ingre-
so en el Cuerpo Superior Facultativo, opción Informá-
tica (A.2019), según lo dispuesto en la Disposición
Transitoria Segunda de la Ley 17/1999, de 28 de
diciembre.

De conformidad con lo establecido en la base 4.4 de
la Orden de 12 de abril de 2000, de la Consejería de Gober-
nación y Justicia, por la que se convocan pruebas selectivas
para el ingreso en el Cuerpo Superior Facultativo, opción Infor-
mática, según lo dispuesto en la Disposición Transitoria Segun-
da de la Ley 17/1999, de 28 de diciembre (Funcionarización)
(BOJA núm. 57, de 16 de mayo de 2000), este Instituto,
por delegación de la Excma. Sra. Consejera de Justicia y Admi-
nistración Pública,

HA RESUELTO

Primero. Aprobar las listas definitivas de aspirantes admi-
tidos y excluidos a las mencionadas pruebas.

Segundo. Las listas quedarán expuestas al público en
la sede del Instituto Andaluz de Administración Pública, calle
Muñoz Torrero, s/n, de Sevilla; en la Consejería de Justicia
y Administración Pública, sita en Plaza Nueva, núm. 4, de
Sevilla, y en las sedes de las Delegaciones de Justicia y Admi-
nistración Pública de la Junta de Andalucía en cada una de
las provincias andaluzas.

Tercero. Se convoca a los aspirantes admitidos para la
realización del primer ejercicio, que de acuerdo con el Tribunal
Calificador de estas pruebas, se celebrará el día 8 de octubre,
a las 12,00 horas, en la Sala de Juntas de la 1.ª planta
de la Consejería de la Presidencia, sita en C/ Alfonso XII,
núm. 17, de Sevilla.

Los opositores deberán acudir al examen provistos nece-
sariamente del DNI u otro documento que acredite de forma
indudable su personalidad (carné de conducir o pasaporte),
así como de bolígrafo.

Cuarto. Contra la presente Resolución, que agota la vía
administrativa, cabe interponer recurso de reposición ante la
Excma. Sra. Consejera de Justicia y Administración Pública,
con carácter potestativo, en el plazo de un mes a contar desde
el día siguiente al de su publicación, de acuerdo con los ar-
tículos 116 y 117 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley
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4/99, de 13 de enero, o recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Sevilla del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de
dos meses desde el día siguiente al de su publicación, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 46 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 20 de septiembre de 2001.- El Director, Joaquín
Castillo Sempere.

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 19 de septiembre de 2001, de
la Viceconsejería, por la que se anuncia convocatoria
pública para cubrir puestos de trabajo por el sistema
de libre designación en la Consejería.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Ley 6/85,
de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función Pública
de la Junta de Andalucía, esta Viceconsejería, en virtud de
la competencia que tiene atribuida por la Orden de 2 de abril
de 1997, por la que se delegan competencias en materia de
personal (Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núm. 46,
de 19 de abril), anuncia la provisión de puestos de trabajo
por el sistema de libre designación, con sujeción a las siguien-
tes bases:

Primera. Se convoca la provisión de los puestos de trabajo
por el sistema de libre designación que se detalla en el Anexo
de la presente Resolución.

Segunda. 1. Podrá participar en la presente convocatoria
el personal funcionario que reúna los requisitos señalados para
el desempeño de los mismos en el Anexo que se acompaña
y aquellos otros de carácter general exigidos por la legislación
vigente.

2. El personal docente y sanitario podrá participar en la
provisión de puestos de Administración Educativa o Sanitaria,
respectivamente, conforme se indica en la relación de puestos
de trabajo.

Tercera. 1. Las solicitudes, dirigidas a la Viceconsejería
de Asuntos Sociales, se presentarán dentro del plazo de quince
días hábiles, contados a partir del siguiente al de la publicación
de la presente Resolución en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía, en el Registro General de la Consejería de Asuntos
Sociales, sito en C/ Hytasa, s/n, sin perjuicio de lo establecido
en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

2. En la instancia figurarán los datos personales, acom-
pañando «curriculum vitae», en el que harán constar el número
de registro de personal, el Cuerpo de pertenencia, grado per-
sonal consolidado, títulos académicos, puestos de trabajo
desempeñados y cuantos otros méritos se relacionen con el
contenido del puesto.

3. Los méritos alegados deberán ser justificados con la
documentación original o fotocopias debidamente compulsa-
das. De la citada documentación se presentarán tantas copias
como puestos a los que se aspire.

Cuarta. Con carácter previo al nombramiento se recabará
informe del Organismo a que esté adscrito el puesto de trabajo
a cubrir.

Quinta. Una vez transcurrido el período de presentación
de instancias, las solicitudes formuladas serán vinculantes para
el peticionario, y los destinos adjudicados serán irrenunciables,

salvo que, antes de finalizar el plazo de toma de posesión,
se hubiera obtenido otro destino mediante convocatoria
pública.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 48 del Real Decreto 364/1995, de
10 de marzo, remitiéndose la documentación correspondiente,
para su inscripción, al Registro General de Personal.

Contra la presente Resolución que agota la vía adminis-
trativa, cabe interponer recurso de reposición, potestativo, ante
el órgano que suscribe, en el plazo de un mes, contado desde
el día siguiente a la publicación de esta Resolución, según
disponen los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, o recurso
contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencio-
so-Administrativo de Sevilla o ante el Juzgado en cuya cir-
cunscripción tuviera el demandante su domicilio, a elección
de este último, en el plazo de dos meses, contados desde
el día siguiente al de la publicación de esta Resolución, de
conformidad con lo previsto en el artículo 46 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 19 de septiembre de 2001.- La Viceconsejera,
M.ª José Fernández Muñoz.

A N E X O

Núm. orden: 1.
Consejería/Org. Autónomo: Asuntos Sociales.
Centro directivo: Dirección Gerencia.
Centro de destino: Dirección Gerencia.
Código RPT: 640285.
Código SIRHUS: 725910.
Denominación del puesto: Subdirector General de Gestión.
Núm. plazas: 1.
Ads.: F.
Tipo Adm.:
Características esenciales.
Grupo: A.
Cuerpo: P.A11.
Modo acceso: PLD.
Area funcional: Asuntos Sociales.
Area relacional:
Nivel: 30.
C. específico: XXXX-2.587.908.
Requisitos para el desempeño.
Exp.: 3.
Titulación:
Formación:
Localidad: Sevilla.
Otras características:
Méritos específicos:

Núm. orden: 2.
Consejería/Org. Autónomo: Asuntos Sociales.
Centro directivo: Dirección Gerencia.
Centro de destino: Dirección Gerencia.
Código RPT: 640207.
Código SIRHUS: 1625810.
Denominación del puesto: Sv. Gestión Económica y

Contratación.
Núm. plazas: 1.
Ads.: F.
Tipo Adm.:
Características esenciales.
Grupo: A.
Cuerpo: P.A11.
Modo acceso: PLD.
Area funcional: Prestaciones y Gestión Económica.
Area relacional: Contabilidad Administra. y Rég. Patrim.
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Nivel: 28.
C. específico: XXXX-2.206.668.
Requisitos para el desempeño.
Exp.: 3.
Titulación:
Formación:
Localidad: Sevilla.
Otras características:
Méritos específicos:

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 6 de septiembre de 2001, de
la Universidad de Almería, por la que se anuncia la
convocatoria de concurso interno de méritos para la pro-
visión de puestos de trabajo de personal funcionario de
Administración y Servicios de los Grupos A, B, C y D.

Estando vacantes puestos de trabajo dotados presupues-
tariamente, cuya provisión corresponde llevar a efecto por el
procedimiento de concurso de méritos, establecido en el Regla-
mento de Provisión de Puestos de Trabajo del Personal Fun-
cionario de Administración y Servicios de esta Universidad.

Este Rectorado, en uso de las competencias que le están
atribuidas en el artículo 18 de la Ley 11/1983, de 25 de
agosto, de Reforma Universitaria (BOE de 1 de septiembre),
y el artículo 49 del Decreto 276/1998, de 22 de diciembre,
por el que se aprueban los Estatutos de la Universidad de
Almería, ha resuelto anunciar la convocatoria de concurso de
méritos para la provisión de los puestos de trabajo relacionados
en el Anexo I, así como de cuantas vacantes se produzcan
con motivo de la adjudicación de las anteriores.

BASES DE LA CONVOCATORIA

1. Requisitos y condiciones de participación.

1.1. Podrán tomar parte en el presente concurso de méri-
tos los funcionarios de carrera que se encuentren prestando
servicios en la Universidad de Almería, cualquiera que sea
su situación administrativa, excepto los suspensos en firme,
que no podrán participar mientras dure la suspensión, per-
tenecientes a los Cuerpos o Escalas clasificados en los Grupos
A, B, C, D de los establecidos en el artículo 25 de la Ley
30/1984, de 2 de agosto, o a las Escalas Propias de la Uni-
versidad de Almería.

1.2. Estarán obligados a participar en el presente concurso
los funcionarios en servicio activo con adscripción provisional
a puestos de trabajo en esta Universidad, de acuerdo con
el artículo 8.3 del Reglamento de provisión de puestos de
trabajo citado.

1.3. Los participantes deberán reunir las condiciones
generales y requisitos determinados en la convocatoria para
cada puesto en la fecha de terminación del plazo de pre-
sentación de instancias.

1.4. Los puestos de trabajo que pueden ser objeto de
solicitud son los que aparecen relacionados en el Anexo I de
esta convocatoria. En dicho Anexo se incluyen los puestos
de trabajo vacantes, los puestos ocupados mediante adscrip-
ción provisional por personal funcionario de carrera y aquellos
puestos que pudieran quedar vacantes como consecuencia
de la obtención por sus actuales titulares de otros puestos
de trabajo en el presente concurso o bien por pasar sus actuales
titulares a una situación administrativa diferente de la de
servicio activo, y que no conlleve la reserva del puesto de
trabajo.

1.5. De acuerdo con el artículo 3.1.2 del citado Regla-
mento, se cubrirán mediante Concurso de Méritos Específico

los puestos de trabajo con nivel de complemento de destino
igual o superior al 22, que no sean puestos base de los Grupos
A o B. El resto de puestos se cubrirá mediante Concurso de
Méritos General.

1.6. Los destinos adjudicados serán irrenunciables, salvo
que antes de finalizar el plazo de toma de posesión, el fun-
cionario hubiere obtenido otro destino mediante convocatoria
pública, en cuyo caso deberá optar en dicho plazo por uno
de los puestos de trabajo, poniéndolo, por escrito, en cono-
cimiento de la Gerencia.

1.7. Para los puestos de trabajo que en el Anexo I («Ob-
servaciones») se indica «Prueba de Aptitud», se exigirá que
los peticionarios presenten entre la documentación requerida
en el apartado 2.4 la acreditación de poseer los conocimientos
estipulados en la Relación de Puestos de Trabajo.

2. Presentación de solicitudes.

2.1. Los interesados dirigirán sus solicitudes al Excelen-
tísimo Sr. Rector de la Universidad de Almería en el plazo
de quince días hábiles, contados a partir del siguiente a la
publicación de esta convocatoria en el «Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía», debiendo ajustarse al modelo que será
facilitado en el Servicio de Gestión de Personal de la Uni-
versidad.

Las solicitudes se presentarán en el Registro General de
la Universidad de Almería (sito en Ctra. de Sacramento, s/n,
de La Cañada de San Urbano, Almería), o en las oficinas
a que se refiere el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2.2. Los participantes que soliciten varias plazas deberán
indicar el orden de preferencia de las mismas; de no hacerlo
se entenderá que optan por el mismo orden en que aparezcan
en la solicitud de participación.

2.3. Transcurrido el plazo de presentación de solicitudes,
las mismas serán vinculantes para el peticionario, no admi-
tiéndose renuncias ni modificaciones sobre su contenido.

2.4. Las solicitudes deberán ir acompañadas de los docu-
mentos originales o fotocopias que acrediten los méritos ale-
gados. En el caso de que el puesto solicitado se provea median-
te concurso de méritos específico, a la solicitud se acompañará
una Memoria que consistirá en una propuesta organizativa
que contendrá como mínimo un análisis de las tareas del
puesto y de los requisitos, condiciones y medios necesarios
para su desempeño. Los funcionarios que se encuentren en
situación de Comisión de Servicios aportarán también las cer-
tificaciones acreditativas de la antigüedad y del grado personal
consolidado que deberán ser expedidas por los Servicios de
Personal de las respectivas Universidades o Administraciones
Públicas.

2.5. Los méritos que sean aportados por los participantes
se computarán al último día de plazo de presentación de
solicitudes.

3. Resolución del concurso.

3.1. La valoración de los méritos para la adjudicación
de plazas se ajustará al baremo establecido en el Reglamento
de Provisión de Puestos de Trabajo del Personal Funcionario
de Administración y Servicios de esta Universidad.

3.2. En los supuestos de concursos de méritos específicos,
las Comisiones de Valoración harán públicos los criterios uti-
lizados para la valoración de la Memoria, que será defendida
personalmente por el interesado ante la correspondiente
Comisión.

3.3. En el concurso a puestos de trabajo que deban cubrir-
se mediante Concurso de Méritos Específico se requerirá la
obtención de diecisiete puntos como puntuación mínima para
la adjudicación de los respectivos puestos de trabajo. En este
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concurso no se exigirá puntuación mínima para la adjudicación
de los puestos convocados a Concurso de Méritos Generales.

3.4. En un plazo máximo de dos meses a contar desde
el día siguiente a la finalización de presentación de solicitudes,
las Comisiones de Valoración harán públicas en el tablón de
anuncios del Servicio de Gestión de Personal las listas pro-
visionales de adjudicación de puestos de trabajo. Los inte-
resados podrán realizar reclamaciones a dichas listas en el
plazo de cinco días hábiles, a partir del siguiente a su
publicación.

3.5. En el plazo máximo de veinte días hábiles desde
la finalización del plazo de reclamaciones a las listas pro-
visionales, las Comisiones de Valoración publicarán en el
Tablón de Anuncios del Servicio de Gestión de Personal las
listas definitivas de adjudicación de puestos de trabajo. El
plazo citado podrá ser prorrogado por las Comisiones de Valo-
ración en los términos preceptuados en el artículo 42 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

3.6. Publicada la lista definitiva de adjudicación de pues-
tos de trabajo y, en el caso de que alguno de los puestos
a cubrir mediante Concurso de Méritos Específico quedara
vacante como consecuencia de la obtención por parte de su
titular de otro puesto de trabajo, se establecerá un plazo de
quince días hábiles, a contar desde el día siguiente de la publi-
cación de la citada lista, para presentación de Memorias por
parte de aquellos aspirantes que hubieran solicitado dichos
puestos, no admitiéndose nuevas solicitudes ni modificaciones
de solicitudes ya presentadas.

3.7. En el caso de que varios aspirantes tuviesen igual
puntuación, para resolver el empate se acudirá a lo dispuesto
en el artículo 44.4 del Real Decreto 364/1995.

3.8. Finalizado el proceso anterior, las Comisiones de
Valoración elevarán al Rector de la Universidad de Almería
las actuaciones realizadas para que dicte Resolución, en la
que además de aprobar la lista definitiva de adjudicaciones
de puestos de trabajo, disponga su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

4. Comisiones de Valoración.

4.1. Las Comisiones de Valoración serán nombradas por
el Rector y estarán conformadas según lo estipulado en el
artículo 5.1 del Reglamento de Provisión de Puestos de Trabajo
del Personal Funcionario de Administración y Servicios de esta
Universidad.

4.2. A cada miembro titular podrá asignársele un suplente
que, en caso de ausencia justificada, le sustituirá.

4.3. Las Comisiones de Valoración podrán solicitar del
Rector la designación de expertos en calidad de asesores que
actuarán con voz pero sin voto.

4.4. Corresponde a las Comisiones de Valoración inter-
pretar y aplicar el baremo.

5. Toma de posesión.

5.1. El plazo para tomar posesión será de tres días hábiles
contados a partir del día siguiente al cese, que deberá efec-
tuarse dentro de los tres días hábiles siguientes a la publicación
de la Resolución del concurso en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía. Si la Resolución comporta el reingreso al servicio
activo, el plazo de toma de posesión deberá contarse desde
dicha publicación.

5.2. Excepcionalmente, la Gerencia de la Universidad de
Almería podrá diferir la incorporación por exigencias del normal
funcionamiento de los Servicios y de la Administración Uni-
versitaria hasta un máximo de 3 meses, contados a partir
del día siguiente a la publicación de la Resolución citada en
la base 5.1, todo ello sin perjuicio de que los efectos eco-
nómicos se puedan retrotraer al nombramiento.

6. Norma final.

6.1. En lo no regulado por las bases de esta convocatoria
se estará a lo dispuesto en el Reglamento de Provisión de
Puestos de Trabajo del Personal Funcionario de Administración
y Servicios de esta Universidad, y con carácter supletorio al
Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba
el Reglamento General de Ingreso del Personal al Servicio de
la Administración General del Estado y de Provisión de Puestos
de Trabajo y Promoción Profesional de los funcionarios civiles
de la Administración General del Estado.

6.2. Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, en virtud de los artículos 22 de la Ley Orgánica
11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria (BOE
núm. 209, de 1 de septiembre), y el artículo 60 del Decreto
276/1998, de 22 de diciembre, por el que se aprueban los
Estatutos de la Universidad de Almería (BOJA de 19 de enero
de 1999), podrán los interesados interponer recurso conten-
cioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de Almería, en el plazo de dos meses, de acuerdo
con el artículo 8.3 y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa
(BOE de 14 de julio de 1998), y en la nueva redacción dada
por la Ley 4/99, de 13 de enero, de modificación de la Ley
30/92 citada.

Almería, 6 de septiembre de 2001.- El Rector, Alfredo
Martínez Almécija.
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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don Jesús Miguel López Saeta, en repre-
sentación de Automáticos Recreant, SL, contra la Reso-
lución de 10 de enero de 2000, por la que no se
admitía a trámite la solicitud de revisión de oficio for-
mulada por Recreativos Recreant, SL.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Recreativos Recreant, S.L., contra Resolución
de esta Consejería, por la presente se procede a hacer pública
la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio,
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
ésta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a tres de mayo de dos mil uno.

Visto el recurso de reposición interpuesto y en base a
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por la Excma. Sra. Consejera de Gobernación
y Justicia de la Junta de Andalucía se dictó, en fecha 26
de enero de 1999, Resolución acordando desestimar el recurso
ordinario interpuesto por don Luis Medel Vera contra la Reso-
lución de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Jaén, de fecha 16 de abril de 1998, relativa a la revocación
de autorización de instalación de máquinas recreativas.

Segundo. Posteriormente, la otra parte interesada en el
proceso, Automáticos Recreant S.L., presenta solicitud de revi-
sión de oficio el día 5 de marzo de 1999, dictando la Excma.
Sra. Consejera de Gobernación y Justicia una Resolución con
fecha 10 de enero de 2000 resolviendo no admitir a trámite
la solicitud de revisión de oficio formulada por el interesado.

Tercero. Notificada oportunamente la Resolución, el inte-
resado interpone recurso potestativo de reposición, cuyas argu-
mentaciones se dan por reproducidas, al constar en el corres-
pondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

I I

En primer lugar debemos entrar a considerar las alega-
ciones que el recurrente ha presentado con la interposición

del correspondiente recurso. De las alegaciones presentadas
señala el recurrente que no se le notificó ninguna Resolución
con fecha 12 de junio de 1999, obviando que esa Resolución
fue publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
de fecha 12 de junio de 1999, BOJA núm. 67, página
núm. 6.948, para notificar la Resolución de 26 de enero de
1999 a don Luis Medel Vera y en virtud del artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, que dispone:

“Cuando los interesados en un procedimiento sean des-
conocidos, se ignore el lugar de la notificación o el medio
a que se refiere el punto 1 de este artículo, o bien intentada
la notificación, no se hubiese podido practicar, la notificación
se hará por medio de anuncios en el tablón de edictos del
Ayuntamiento en su último domicilio, en el Boletín Oficial del
Estado, de la Comunidad Autónoma o de la Provincia (...)”,
y, por tanto, se le ha notificado formalmente, tratando pre-
suntamente de confundir a esta Administración con un juego
de fechas que por parte de ésta queda suficientemente claro.
Es imposible que se le notificase esa Resolución, pues esa
Resolución iba dirigida a don Luis Medel Vera, ante la impo-
sibilidad de notificársela en su domicilio la Resolución de 26
de enero de 1999, que repetimos, le fue notificada a la parte
interesada, pues fue el que interpuso el correspondiente recur-
so de alzada en su momento oportuno.

Sentado todo lo anterior, hemos de decir que la empresa
operadora interesada no recurrió la Resolución por la que se
revocaba la autorización y solicitó la revisión de oficio, ampa-
rándose en su condición de parte interesada, de la resolución
del recurso ordinario en su día interpuesto por el titular del
local.

En el correspondiente recurso de reposición, el interesado,
en sus alegaciones cuarta y quinta, se repite en el contenido
de sus anteriores escritos ante la Administración, significando
que se le ha producido una cierta indefensión, señalando ade-
más que no le fue notificada la Resolución de la Delegación
del Gobierno en Jaén, señalándole que consta en el expediente,
a través de un escrito de 16 de abril de 1998 por el cual
se ponía en conocimiento de esa empresa operadora la citada
Resolución, que fue devuelta por Correos ante la imposibilidad
de notificársela al representante de la empresa operadora.

Hemos de señalar que la indefensión no se ha producido,
ya que nuestra normativa no otorga protección a la simple
indefensión formal, sino a la simple indefensión material, máxi-
me cuando la posible indefensión ha quedado subsanada en
la vía del recurso administrativo, y así se señala en la sentencia
del Tribunal Constitucional de 24 de noviembre de 1986 que
la indefensión que se prohíbe en el artículo 24.1 de la Cons-
titución no nace de la sola y simple infracción y que la inde-
fensión con relevancia jurídico constitucional se produce cuan-
do la vulneración de las normas procesales lleva consigo la
privación del derecho a la defensa con el consiguiente perjuicio
real y efectivo para los intereses del afectado.

I I I

En otro sentido, el recurrente ha estimado que la inter-
posición del recurso de reposición sería el adecuado, pues
apreciando el sentido del artículo 116 de la Ley 30/92, sería
el correcto al señalar:
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“Los actos administrativos que pongan fin a la vía admi-
nistrativa podrán ser recurridos potestativamente en reposición
ante el mismo órgano que los hubiere dictado o ser impugnados
directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-admi-
nistrativo.”

Tramitado el expediente de la forma legalmente prevista,
el recurrente planteó la solicitud de revisión de oficio, revisión
que le fue denegada al considerarla improcedente, ya que
no se contenía ninguno de los requisitos que señala el artícu-
lo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común:

“El órgano competente para la revisión de oficio podrá
acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las soli-
citudes formuladas por los interesados (...), (...) cuando las
mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del
artículo 62 o carezcan manifiestamente de fundamento (...)”,
por lo que atendiendo a la facultad que le concede el artícu-
lo 116, relativo al recurso de reposición, decide interponer
el citado recurso en los mismos términos que en recursos
anteriores, suponiendo para la Administración un tramo inne-
cesario que en definitiva de lo que trata el recurrente es alargar
la duración del proceso, y así evitar la jurisdicción conten-
cioso-administrativa e interpretando el recurrente la Ley de
procedimiento, estima que el recurso de reposición es el ade-
cuado, máxime cuando tampoco sería posible interponer el
recurso extraordinario de revisión, pues de las cuatro causas
que señala el artículo 118 de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, que indica:

1.ª Que al dictarlas se hubiera incurrido en error de hecho,
que resulte de los propios documentos incorporados al
expediente.

2.ª Que aparezcan documentos de valor esencial para
la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, evi-
dencien el error de la resolución recurrida.

3.ª Que en la resolución hayan influido esencialmente
documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judi-
cial firme, anterior o posterior a aquella resolución.

4.ª Que la resolución se hubiera dictado como conse-
cuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación
fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así
en virtud de sentencia judicial firme.

Ninguna se cumple para proceder a interponer el recurso
extraordinario de revisión y por lo cual el cauce normal después
de denegar la solicitud de revisión de oficio sería ir a la juris-
dicción contencioso-administrativa y así evitar un retraso a
la hora de resolver el presente expediente a la Administración,
pues interponer un recurso posterior sobre la misma causa
es innecesario e improcedente, teniendo en cuenta que el
único recurso que cabría interponer después de denegar una
solicitud de revisión de oficio sería el recurso extraordinario
de revisión cuando se diesen algunos de los cuatro requisitos
que se han señalado anteriormente, requisitos que no se cum-
plen para este caso determinado y que no cabría la inter-
posición tampoco del recurso extraordinario de revisión.

Parece deducirse de las alegaciones, en su apartado quin-
to, que señala que de no estimarse procedería la suspensión,
hay que señalar que el artículo 111.1 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
dispone que:

“La interposición de cualquier recurso, excepto en los
casos en que una disposición establezca lo contrario, no sus-
penderá la ejecución del acto impugnado.”

Continúa el apartado segundo de dicho artículo mani-
festando:

“No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano
a quien competa resolver el recurso, previa ponderación sufi-
cientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés
público o a terceros la suspensión y el perjuicio que se causa
al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del
acto recurrido, podrá suspender, de oficio o a solicitud del
recurrente, la ejecución del acto cuando concurra alguna de
las siguientes circunstancias:

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible
o difícil reparación.

b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las
causas de nulidad de pleno derecho previstas en el artícu-
lo 62.1 de esta Ley.”

Además hay que tener en cuenta que de acuerdo con
la doctrina mantenida por el Tribunal Supremo en auto de
30 de mayo de 1995 (art. 4.043), recordando la jurispru-
dencia consolidada al respecto, “(...) la suspensión del acto
administrativo o disposición de carácter general, es factible
concederse por el Tribunal a instancias del actor (...). Sin
embargo, esta concesión tan sólo puede ser otorgada cuando
la ejecución de producir daños o perjuicios de reparación impo-
sible o difícil, circunstancia que ha de acreditar, suficiente-
mente, el instante de la suspensión, conforme al artículo 1.214
del Código Civil, facilitando al Tribunal, siquiera sea indicia-
riamente, los elementos, fundamentos y circunstancias de los
que se deriven los perjuicios que se dicen de imposible o
difícil reparación para que dicho Tribunal pueda hacer uso
de la expresada facultad suspensiva, por ser la suspensión
una excepción al principio general de la ejecutividad de los
actos administrativos desde que se dictan (...)”.

Ante la ausencia de estas circunstancias requeridas para
efectuar la suspensión, debe aplicarse la regla general de inme-
diata ejecutoriedad de los actos administrativos (art. 111.1),
máxime cuando no se ha acreditado por el recurrente qué
perjuicio le había causado la Resolución dictada por la Dele-
gación del Gobierno en Jaén.

En conclusión, valorándose todas las circunstancias, acer-
ca de la solicitud de la revisión en vía administrativa de la
Resolución de 26 de enero de 1999, dictada por la Excma.
Sra. Consejera de Gobernación y Justicia, que pide el recurren-
te, además que se declarare la nulidad o anulabilidad y la
suspensión de su ejecución, debemos desestimar todas las
alegaciones presentadas, pues a la vista de todos los docu-
mentos obrantes en este expediente se ha demostrado que
la Resolución que se dictó en su día se ajusta a derecho
y no concurren ninguna de las circunstancias de las señaladas
en los artículos 62 y 63 de la Ley 30/92.

Vistos la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y demás normas de general y especial
aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso interpuesto, confirmando la Reso-
lución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
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nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don José Luis López López, en represen-
tación de la entidad Valisa Internacional, SA, contra
la Resolución de 22 de septiembre de 2000, de la
Delegación del Gobierno de Sevilla, denegando soli-
citud de instalación de la máquina SE-003384.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Valisa Internacional, S.A., contra Resolución del
Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Sevilla, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a ocho de junio de dos mil
uno.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 21 de julio de 2000, don José Luis López
López, en representación de la entidad Valisa Internacional,
S.A., solicitó autorización de instalación para la máquina tipo
B-1, con núm. de matrícula SE-003384, en el establecimiento
denominado “Asociación Los Quinteros”, al amparo del artícu-
lo 44 del Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar
de la Comunidad Autónoma de Andalucía (BOJA núm. 135,
de 23.11.96).

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla, el 22 de sep-
tiembre de 2000, denegando la petición del solicitante por
las siguientes razones:

“Consultado el sistema informático del Servicio de Juego
el día 18 de septiembre de 2000, y comprobada la instalación
en dicho establecimiento de la máquina recreativa SE-002209
perteneciente a la Empresa Operadora Recreativos Serrano, S.L.

He resuelto denegar la solicitud para la máquina con ma-
trícula SE-003384 en el citado establecimiento, de conformidad
con lo dispuesto en los artículos 47.1 y 49.1 del referido
Reglamento.”

Tercero. Notificada oportunamente la Resolución, el inte-
resado interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en el
que sucintamente expone:

1. El 29 de agosto de 2000 se concedió boletín de ins-
talación, en el establecimiento de referencia, para la máquina
con núm. de matrícula SE-002209, perteneciente a la empresa
operadora Recreativos Serrano, S.L., a pesar de que el 21 de

julio de 2000, el titular del establecimiento, don Manuel Egea
Mateo, procedió a presentar ante la Delegación del Gobierno
de Sevilla escrito de desistimiento, mediante el cual se solicitaba
la no autorización de cualquier solicitud de instalación no suscrita
por la empresa recurrente, haciendo especial mención a cual-
quier petición entregada por parte de Recreativos Serrano, S.L..

2. La simple solicitud de autorización de instalación, no
puede suponer la automática concesión del boletín de insta-
lación, sino que supone el punto de partida de un procedimiento
regulado en el artículo 45 del Reglamento de Máquinas Recrea-
tivas y de Azar de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

3. Vulneración abierta de los artículos 90 y 91 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 114.1, en relación con
el 107.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el
art. 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y
la Administración de la Comunidad Autónoma, resulta compe-
tente para la resolución del presente recurso el Excmo. Sr. Con-
sejero de Gobernación. La Orden de 11 de diciembre de 1998
delega la competencia en materia de resolución de recursos
administrativos, excepto en materia general de Función Pública
y los que afecten al personal funcionario de la Administración
de Justicia, en el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la
Consejería de Gobernación y Justicia (actualmente de Gober-
nación).

I I

En lo atinente a las alegaciones argüidas en el presente
recurso, giran en torno a la figura del desistimiento, regulada
en los artículos 90 y 91 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
por lo que la resolución del presente recurso requiere un análisis
previo de esta figura, para comprobar la concurrencia de los
requisitos exigibles a la misma, en el presente supuesto de hecho.
Así no parece que pueda discutirse que el desistimiento requiere
una declaración expresa, inequívoca y concluyente del interesado
manifestando su voluntad de abandonar o renunciar a la pre-
tensión generadora del procedimiento, resultando más proble-
mático saber si esa declaración del interesado basta para pro-
ducir, per se, la extinción del procedimiento, o si debe concurrir
también a alguna otra declaración de voluntad, de la Admi-
nistración o de terceros intervinientes en el procedimiento. Tam-
bién hay que tener en cuenta que dependiendo del tipo de
procedimiento ante el que nos encontremos, lineal o triangular,
la declaración del interesado, en nuestro caso titular del esta-
blecimiento, será causa eficiente, por sí o en concurrencia con
otra declaración distinta (empresa operadora), para producir ese
efecto extintivo, y en otros casos será un mero presupuesto
del acto extintivo que lo es de la Administración.

En el presente supuesto nos encontramos ante un pro-
cedimiento de fisonomía triangular, en los que las partes, titular
del establecimiento y empresa/s operadora/s, se encuentran
enfrentadas, actuando la Administración como un juez imparcial,
resolviendo el conflicto surgido entre aquéllas. Al tratarse de
un procedimiento de fisonomía triangular, el desistimiento sería
un acto complejo de naturaleza bilateral, cuya perfección tiene
lugar por la concurrencia de la voluntad de los litigantes (titular
de establecimiento y empresa operadora), siendo la declaración
de voluntad de la Administración un mero requisito de eficacia;
declaración que en el presente supuesto no se ha producido
por los siguientes motivos:

a) El desistimiento exige un acto expreso, inequívoco y con-
cluyente del interesado revocatorio del acto mediante el que
se formuló la solicitud (sentencia del T.S. de 24 de abril de
1991), limitándose el titular del establecimiento a formular una
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petición genérica de no concesión de autorizaciones a ninguna
empresa que no sea Valisa Internacional, S.A.

b) Ausencia de concurrencia de voluntades de las partes
enfrentadas, ya que la parte que solicitó la instalación de la
máquina, Recretarivos Serrano, S.L., no ha desistido de su
petición.

Como corolario de lo hasta aquí expuesto, y teniendo en
cuenta la doctrina inferida de la Jurisprudencia del Tribunal
Supremo, el desistimiento no puede tener lugar sin la decisión
de la Administración, exigiendo siempre un acto administrativo
de aceptación, siquiera sea un acto debido en aplicación del
artículo 91.2 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, pero que
puede no serlo, tal y como ocurre cuando hay terceros inte-
resados que se oponen.

Por cuanto antecede, vista la Ley 2/86, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
el Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar, aprobado
por Decreto 491/96, de 19 de noviembre, y demás normas
de general y especial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso interpuesto, confirmando la Reso-
lución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al
de su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de 11.12.98), Fdo.:
Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don Francisco J. Ramírez Barroso, en repre-
sentación de C.B. Francisco J. Ramírez Barroso y otra,
contra la Resolución de 14 de enero de 2000, de
la Delegación del Gobierno de Jaén, recaída en el expe-
diente sancionador núm. J-274/99-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente C.B. Francisco J. Ramírez Barroso y otra, contra
Resolución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta
de Andalucía en Jaén, por la presente se procede a hacer
pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-
cilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a cuatro de junio de dos mil
uno.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
J-274/99-EP, tramitado en instancia, se fundamenta en la
denuncia formulada por miembros de la Guardia Civil del pues-
to de Torredelcampo (Jaén) siendo las 22,00 horas del día
26 de agosto de 1999, incluidos en el ámbito de aplicación
de la Ley Orgánica 2/86, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
del Estado, por comprobación de los Agentes, que en el esta-
blecimiento denominado “Café Billar Shooter”, sito en la C/ San
Bartolomé, 67, de Torredelcampo (Jaén), se observó que el
citado establecimiento carecía de la preceptiva licencia muni-
cipal de apertura.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, por la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Jaén se dictó una Resolución por la que se imponía
una sanción consistente en multa de 250.000 ptas. (1.502,53
euros), como resultado de unos hechos que contravienen lo
dispuesto en el artículo 40.1 del Real Decreto 2816/82, de
27 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General
de Policía de espectáculos públicos y actividades recreativas,
encontrándose tipificada la citada infracción como falta grave
en el artículo 23.ñ) de la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero,
sobre protección de la seguridad ciudadana.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone recurso de alzada, cuyas argu-
mentaciones, al constar en el correspondiente expediente, se
dan por reproducidas.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, es competente para la resolución del presente
recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

I I

Teniendo en cuenta que para abrir un establecimiento
al público hay que poseer la correspondiente licencia admi-
nistrativa, que es la expresión típica de intervención de la
Administración en la esfera de la actividad privada y constituye
requisito necesario para el ejercicio de dicha actividad, el ar-
tículo 84 de la Ley reguladora de las Bases del Régimen Local,
de 2 de abril de 1985 expresa:

“1. Las Corporaciones Locales podrán intervenir la acti-
vidad de los ciudadanos a tráves de los siguientes medios:

a) Ordenanzas y bandos.
b) Sometimiento a previa licencia y otros actos de control

preventivo.
c) Ordenes individuales constitutivas de mandato para

la ejecución de un acto o la prohibición del mismo.”

Apoyándonos en la diferente normativa existente -estatal
y autonómica-, podemos afirmar que para que el municipio
otorgue la licencia de apertura deberá por un lado examinar
si la actividad en cuestión está comprendida en alguno de
los grupos, clases, anexos o nomenclátor existentes en atención
a la especialidad de la actividad a desarrollar, dándose por
finalizado el proceso con el acuerdo del Ayuntamiento, otor-
gando la correspondiente licencia. Así, la sentencia del Tribunal
Supremo de 7 de mayo de 1987, a la hora de hablar de
los despachos profesionales, especifica qué actividades deben
estar sujetas a licencia municipal, al señalar:
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“Las potestades administrativas en orden a la sumisión
previa licencia en el uso y apertura de locales se constriñen
al caso de que aquéllos constituyan establecimientos mer-
cantiles o industriales, a los que no cabe equiparar, dado
su carácter, los despachos profesionales en que desarrollan
su actividad los abogados en ejercicio.”

El objeto de las licencias de apertura en general consiste
en el control previo de que los locales e instalaciones, en
que se proyecte desarrollar la actividad, reúnen las necesarias
condiciones de tranquilidad, seguridad y salubridad y dichas
licencias son de carácter reglado, que habrían de concederse
o denegarse según cumplan o no tales condiciones, y de carác-
ter operativo, que condiciona, asimismo, el funcionamiento
de la actividad una vez autorizada, y origina por ello una rela-
ción continuada entre el sujeto autorizado y la Administración
municipal, en virtud de la cual ésta puede intervenir en todo
momento y acordar las medidas técnicas que sean precisas
para que la actividad se ajuste a las exigencias del interés
público, condición siempre implícita en este tipo de licencias.

La competencia para conceder la licencia de apertura de
establecimientos industriales, mercantiles o de cualquier otra
índole la tiene el Alcalde, así lo establece la Ley reguladora
de Bases de Régimen Local y el Reglamento de Organización
y Funcionamiento de las Entidades Locales al establecer:

“El Alcalde preside la Corporación y ostenta las siguientes
atribuciones: ... 9. La concesión de licencias de apertura de
establecimientos fabriles, industriales o comerciales y de cual-
quier otro índole...”

Esta competencia puede ser delegada por el Alcalde a
favor de la Comisión de Gobierno o en los miembros de la
misma, a tenor de lo dispuesto en el artículo 43 del Reglamento
de Organización y Funcionamiento de las Entidades Locales.

Asimismo, el Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto,
por el que se aprueba el Reglamento General de Policía de
espectáculos públicos y actividades recreativas, en su artícu-
lo 40 dispone:

“Para la apertura de todo local o recinto de nueva planta
o reformado, destinados exclusiva o preferentemente a la pre-
sentación de espectáculos o a la realización de actividades
recreativas, será preciso que se solicite y se obtenga, del Ayun-
tamiento del municipio de que se trate, la licencia corres-
pondiente, sin perjuicio de los demás requisitos y condiciones
impuestos por la reglamentación específica del espectáculo
de que se trate.”

La Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre protección
de la seguridad ciudadana, en su artículo 23 señala como
infracción grave:

“ñ) La apertura de un establecimiento, el inicio de sus
actividades o el desarrollo de su funcionamiento sin autori-
zación o sin adoptar total o parcialmente las medidas de segu-
ridad obligatorias o cuando aquéllas no funcionen o lo hagan
defectuosamente, o antes de que la autoridad competente haya
expresado su conformidad con las mismas.”

I I I

Entrando a valorar las alegaciones efectuadas por el
recurrente, decir respecto a la primera, que exponía la falta
de autoría por la infracción por la que se sanciona, ya que
el artículo 23.ñ) de la Ley Orgánica 1/92 hace referencia a
la comisión de una tercera infracción leve dentro del plazo
de un año.

Esta alegación no debemos admitirla por improcedente,
ya que el artículo 23.ñ) de la Ley Orgánica 1/92, de 21 de
febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana, se corres-

ponde tras la modificación operada por la disposición adicional
cuarta, con la antigua letra n), con lo que la infracción corres-
ponde con los hechos imputados, que son tal y como establece
la Ley:

“ñ) La apertura de un establecimiento, el inicio de sus
actividades o el desarrollo de su funcionamiento sin autori-
zación o sin adoptar total o parcialmente las medidas de segu-
ridad obligatorias o cuando aquéllas no funcionen o lo hagan
defectuosamente, o antes que la autoridad competente haya
expresado su conformidad con las mismas.”

Respecto a la alegación segunda, que expresa que existe
una falta de motivación en la graduación de la sanción, hemos
de advertir que se han tenido en cuenta las circunstancias
del presente caso en consonancia con el artículo 30 de la
Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre protección de
la seguridad ciudadana; artículo 131 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y artícu-
lo 82.5 del Reglamento General de Policía de espectáculos
públicos y actividades recreativas, encontrándose la sanción
impuesta dentro de los límites legalmente establecidos y dentro
de su escala inferior. En este sentido se expresa la sentencia
del Tribunal Supremo de 1 de febrero de 1995 al señalar:

“La discrecionalidad que se otorga a la Administración
debe ser desarrollada ponderando en todo caso las circuns-
tancias concurrentes al objeto de alcanzar la necesaria y debida
proporcionalidad entre los hechos imputados y la realidad
exigida.”

Fundamentado en todo lo anterior, hay que concluir que,
en el caso que nos ocupa, los hechos imputados deben ser
tenidos por ciertos al haber sido objeto de comprobación por
inspección directa de los Agentes que formularon la denuncia
y no deducir el interesado en las actuaciones hasta ahora
practicadas, prueba alguna que desvirtúe la imputación de
la infracción cometida, ya que nada desvirtúa una simple nega-
ción de los hechos denunciados, valorándose todas las cir-
cunstancias, y, por tanto, debemos desestimar las alegaciones
por considerar que la sanción se ajusta a Derecho, adecuán-
dose al principio de legalidad y tipicidad -principios presentes
en todo procedimiento sancionador-, debido principalmente
a la gravedad de los hechos que se han considerado probados,
máxime cuando el interesado no ha aportado ningún docu-
mento o prueba fehaciente que acredite la ausencia de res-
ponsabilidad en los hechos por los cuales se abrió el corres-
pondiente expediente administrativo.

I V

Con respecto a la responsabilidad del sancionado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación de
la sanción administrativa y así se expresa la sentencia del
Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando dice:

“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme
a Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo.” En igual sentido se expre-
sa la sentencia del mismo Tribunal de 5 de diciembre de
1987. Igualmente, la sentencia del Tribunal Constitucional
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de 28 de abril de 1990, número 76/90, aunque referida al
procedimiento sancionador en materia tributaria, mantiene que
en materia de infracciones administrativas “sigue rigiendo el
principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave
y culpa o negligencia leve o simple negligencia)”.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento General de Policía de espectáculos públicos
y actividades recreativas, así como las demás normas de espe-
cial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso inter-
puesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 11.12.98), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por Bermúdez Cantábrico, SA, contra la Reso-
lución de 16 de marzo de 1999, de la Delegación
del Gobierno de Cádiz, recaída en el expediente san-
cionador núm. 20/99-B.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Bermúdez Cantábrico, S.A., contra resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Cádiz, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio reproduciéndose
a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a ocho de junio de dos mil uno.
Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 4 de febrero de 1999 funcionarios de
la Inspección del Juego y Apuestas levantaron acta de denuncia
en la que se hace constar que la Sala de Bingo “Cádiz, C.F.”,
sito en Avda. Cayetano del Toro, 21, de Cádiz, se encontraba
abierta y con público participando en el juego del bingo a
las 13,30 horas; que sólo estaban presentes 4 empleados
y no existía jefe de sala, y que se encontraban en la sala
4 personas que no aparecían en el registro de admisión.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el día 16 de marzo de 1999 fue dictada la resolución
que ahora se recurre, por la que se sancionó a la empresa
de servicios Bermúdez Cantábrico, S.A., con multa de cua-
trocientas cincuenta mil pesetas (450.000 ptas.), por la comi-
sión de una falta grave y tres leves: 300.000 pesetas como

responsable de la falta grave tipificada en los artículos 29.1
de la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas,
y 46.a) del Reglamento del Juego del Bingo, aprobado por
Decreto 513/1996, de 10 de diciembre, por infracción de
los artículos 7.2 de la Ley y 35.4 del Reglamento; y 50.000
pesetas por cada una de las faltas leves tipificadas en los
artículos 30.4 de la Ley y 47.c) del Reglamento, por infracción
de los artículos 7.2 y 10.1 de la Ley y 27.2, 26.1.f) y 33.3,
respectivamente, del Reglamento.

Tercera. Notificada la resolución sancionadora el día 30
de marzo de 1999 mediante carta certificada con acuse de
recibo, Bermúdez Cantábrico, S.A., presenta el día 14 de abril
de 1999 un escrito, que no califica de recurso, pero en el
que manifiesta su oposición con aquella resolución, alegando
en síntesis lo siguiente:

- Que “teniendo autorización para la apertura en jornada
matinal y habiendo solicitado los días 24 y 31 de diciembre
de 1998 la apertura de la sala en jornada matinal y no habien-
do recibido notificación de prohibición, consideramos que sien-
do notificado según escrito de fecha 3 de febrero de 1999
para iniciar la jornada los jueves, viernes y sábados en horario
matinal, teniendo contratado al personal necesario para cubrir
esta jornada”.

- Que debido a un error informático, el empleado de admi-
sión control no había actualizado el sistema. Subsanado el
problema, en el listado aparecen las personas que no aparecían
en el listado que efectuaron los inspectores.

- Que en el escrito de 16 de marzo de 1999 se decide
sancionar a la entidad mercantil Bolgar, S.A., que no mantiene
relación de ningún tipo con Bermúdez Cantábrico, S.A.

Cuarto. El escrito de impugnación, sin embargo, no reunía
los requisitos exigidos en el artículo 110 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, en relación con los artículos 70.1.a)
y 32.3 de la misma Ley, puesto que ni está identificada la
persona que lo suscribe en nombre y representación de la
empresa Bermúdez Cantábrico, S.A., ni está acreditada la
representación por la cual actúa. El requerimiento que se cursó
a la empresa para que subsanara los defectos de que adolecía
su escrito no ha tenido contestación alguna.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Aunque el escrito de impugnación no se presenta for-
malmente como recurso, de su tenor se deduce con claridad
su carácter, por lo que puede calificarse y tramitarse como
tal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 110.2 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común. Concretamente, debe calificarse como recurso
de alzada, puesto que fue presentado precisamente el día en
que entró en vigor la Ley 4/1999, de 13 de enero, de modi-
ficación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

II

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es
competente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía. Por Orden de 11 de diciembre de 1998 (BOJA
núm. 2, de 5.1.1999), esta competencia de resolución de
recursos administrativos ha sido delegada en la Secretaría
General Técnica.
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III

La falta de subsanación de los defectos del escrito de
recurso en el plazo concedido al efecto determina que venga
en aplicación la consecuencia jurídica prevista en el artícu-
lo 71 de la Ley 30/1992, esto es, que se tenga al recurrente,
Bermúdez Cantábrico, S.A., por desistido de su recurso, como
se le había indicado debidamente en el requerimiento.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación,

R E S U E L V O

Declarar el desistimiento de la empresa Bermúdez Can-
tábrico, S.A. del recurso de alzada presentado.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don José Valle Gámez, contra la Resolución
de 26 de mayo de 1999 de la Delegación Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria en Jaén, recaída
en el expediente sancionador núm. 23382/97.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don José Valle Gámez, contra Resolución del
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e
Industria en Jaén, por la presente se procede a hacer pública
la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio,
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el Recurso de Alzada interpuesto por don José Valle
Gámez, contra la Resolución de la Delegación Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria de Jaén, de fecha 26
de mayo de 1999, recaída en el expediente sancionador núm.
23382/97, instruido por infracción en materia de protección
al consumidor, resultan los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria de Jaén dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a don José Valle Gámez una sanción
de cuarenta mil pesetas (40.000 ptas.), como responsable
de una infracción calificada de leve y tipificada en los artículos
3.3.6 y 6 del R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que
se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria, y en los
artículos 34.6 y 35 de Ley 26/1984, de 19 de julio, General

para la Defensa de los Consumidores y Usuarios en relación
con el 2 del Decreto 171/89, de 11 de julio, por los siguientes
hechos: “Con fecha 21 de julio de 1997 se presenta denuncia
núm. 345 por la 213ª Comandancia del puesto de Ubeda
(Jaén) contra don José Valle Gámez, al comprobarse que la
terraza de verano “Varadero”, de la que es titular, carecía del
Libro de Hojas de Quejas/Reclamaciones y de su cartel
anunciador”.

Segundo. Contra la anterior Resolución, el interesado
interpone en tiempo y forma Recurso de Alzada, en el que,
en síntesis, alega: Anulabilidad de la Resolución sancionadora
en virtud de caducidad por transcurso de más de seis meses
desde que la Administración tiene conocimiento de los hechos
hasta que se entiende incoado el expediente.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías,
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 11 de diciembre de 1998, por la que se delegan com-
petencias en diversas materias en distintos órganos de la Con-
sejería (BOJA núm. 2, de 5 de enero de 1999).

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente Recurso, conforme a lo dispuesto en el
artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. Del estudio detenido del expediente se deduce
que la alegación de caducidad no ha de ser apreciada por
los motivos que a continuación se exponen:

El Acuerdo de Iniciación se dictó el 15 de diciembre de
1997, fecha en que se entiende comenzado el procedimiento,
con independencia del posterior traslado de la denuncia.
Durante la tramitación del procedimiento se aprecia una actua-
ción del recurrente que permite imputarle la paralización del
expediente en algunas de sus fases. Se intenta una primera
notificación el 29 de diciembre de 1997 en la dirección donde
se persona la Policía Local y comprueba los hechos denun-
ciados, C/ Torrenueva, núm. 1, 1.º F), de Ubeda (Jaén), sin
que sea posible la misma por, según consta en el sobre de
Correos “desconocido en esa dirección”, dato que no es cierto,
dado que la segunda notificación en el mismo lugar sí se
practica y lo mismo ocurre con la Propuesta de Resolución.
La notificación del traslado del Parte de Denuncia y finalmente,
la Resolución, sin embargo, son llevadas a cabo con éxito
en el mismo domicilio. Conste, además, que en el encabe-
zamiento de los escritos de alegaciones el propio expedientado
designa como su domicilio el referido. Se concluye de lo
expuesto que si el procedimiento estuvo paralizado tras el pri-
mer intento de notificación del Acuerdo de Inicio y tras el
primer intento de notificación de la Propuesta de Resolución
fue por causa imputable al encartado quedando interrumpido
el plazo. Es de aplicación en esto el Decreto 139/1993, de
7 de septiembre, artículo único, punto 2, “Si la paralización
fuese por causa imputable al interesado el plazo para resolver
quedaría interrumpido”.

De conformidad con la doctrina jurisprudencial y con-
cretamente la Sentencia de 15 de septiembre de 1999 del
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Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en Sevilla: “Por
lo que respecta al dies ad quem, como regla general, debe
atenderse a la fecha en que se notifica la providencia de incoa-
ción del expediente sancionador por exigencias del art. 45.2
de la LPA, y del principio de seguridad jurídica, siendo la
línea iniciada por las sentencias de 5.3.1990 y 23.3.1992,
salvo que se pueda apreciar, en un supuesto determinado,
una reticente resistencia del interesado a la recepción del acto
de comunicación que determine una dilación indebida en el
cumplimiento de la finalidad de dicha norma y principio que
tienden a garantizar el oportuno y adecuado conocimiento del
acto administrativo”. A la luz de esta doctrina se examina
el expediente administrativo y se comprueba que la Admi-
nistración tuvo conocimiento de los hechos el 24 de julio de
1997, tal y como consta en el sello de la Delegación del
Gobierno de Jaén estampado en la Denuncia, siendo ese día
el inicial a efectos de una posible caducidad de la acción
y el día final del cómputo fue el de notificación del Acuerdo
de Iniciación, acto que, si bien tuvo lugar el día 2 de marzo
de 1998, se intentó el 29 de diciembre de 1997 en el domicilio
correcto, apreciándose esa mencionada aptitud dilatoria al no
recogerlo, comportamiento que además reitera posteriormente.

La Administración actuó con la diligencia debida en la
notificación, ya que el domicilio donde se intentó fue el mismo
a aquél en que realmente se practicó y donde indicó como
su domicilio el propio sancionado, por lo que a la fecha del
primer intento de notificación, 29 de diciembre de 1997, el
plazo de caducidad queda interrumpido, no habiendo trans-
currido 6 meses desde que la Administración tiene conoci-
miento de los hechos hasta esta fecha.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Decreto 171/1989,
de 11 de julio, por el que se regulan las hojas de quejas
y reclamaciones de los consumidores y usuarios en Andalucía;
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad
Sancionadora, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don José
Valle Gámez, contra la Resolución de la Delegación Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria de Jaén, de fecha
26 de mayo de 1999, recaída en el expediente sancionador
núm. 23382/97, instruido por infracción en materia de pro-
tección al consumidor, confirmando la resolución recurrida
en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 28 de mayo de 2001. El Secretario General
Técnico. P.D. (Orden 11.12.98), Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don Manuel Morales Luna, como Presidente
de la Peña Bética de Villanueva del Ariscal, contra
la Resolución de 6 de octubre de 1999, de la Dele-
gación del Gobierno de Sevilla, recaída en el expediente
sancionador núm. SC-26/98-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Manuel Morales Luna, contra Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Sevilla, por la presente se procede a hacer pública la misma
al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a veintinueve de marzo de dos mil uno.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. SC-26/98-M,
tramitado en instancia, se fundamenta en el acta levantada
por miembros del Servicio de Inspección de Espectáculos Públi-
cos, Juego y Actividades Recreativas, el 4 de marzo de 1998,
en virtud de la cual se hacen constar los siguientes hechos:

En la Peña Bética de Villanueva del Ariscal se hallaban
instaladas las máquinas recreativas tipo B, modelo Cirsa Mini
Money y Sonic Extra Line, careciendo de matrícula; la infrac-
ción se imputa a la citada entidad ya que no existe constancia
de la titularidad de las máquinas por empresa operadora.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla, por la que se
imponía a la entidad denunciada multa de doscientas cin-
cuenta mil pesetas (250.000 pesetas) por cada una de las
máquinas instaladas, ascendiendo el montante total de la san-
ción a quinientas mil pesetas (500.000 pesetas), como res-
ponsable de una infracción a lo dispuesto en el art. 4.1.c)
de la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de
la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con el
art. 26 del Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar,
aprobado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre; revistiendo
el carácter de grave de acuerdo con el art. 29.1 de la citada
Ley y 53.1 del referido Reglamento.

Tercero. Notificada la resolución sancionadora, el inte-
resado interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en
el que formula las siguientes alegaciones:

1.º “La concesión de las citadas máquinas recreativas
en el bar de nuestra sociedad, le fueron adjudicadas a la empre-
sa JINEMATIC, S.L.”

2.º Presenta escrito de la citada empresa operadora asu-
miendo la responsabilidad que se pueda derivar del expediente
de referencia.

Cuarto. A través de oficio de 6 de febrero de 2001 se
requiere a la entidad denunciada para que aporte documen-
tación que acredite la titularidad de las máquinas.
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Quinto. El 2 de marzo de 2001 se da cumplimiento al
requerimiento efectuado, recibiéndose entre otra documenta-
ción el original del contrato celebrado entre la citada Peña
Bética y JINEMATIC, S.L., para la explotación de las máquinas
arriba descritas, del que se deriva la titularidad de las mismas
por parte de JINEMATIC, S.L.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la
Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es
competente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía.

Por Orden de 11 de diciembre de 1998 (BOJA núm. 2,
de 5.1.1999), esta competencia de resolución de recursos
administrativos ha sido delegada en la Secretaría General
Técnica.

I I

Ha quedado acreditada la titularidad de las máquinas
recreativas por la empresa operadora JINEMATIC, S.L., acor-
dándose al amparo del art. 57.2 del Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19
de noviembre, la estimación del presente recurso, anulándose
por tanto la sanción impuesta a la Peña Bética de Villanueva
del Ariscal.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación,

R E S U E L V O

Estimar el recurso interpuesto, revocando la resolución
recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001. El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por doña Marisa Jiménez Barrera, contra la
Resolución de 25 de mayo de 1999, de la Delegación
del Gobierno de Cádiz, recaída en el expediente san-
cionador núm. 76/99-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
a la recurrente doña Marisa Jiménez Barrera contra Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de Cádiz, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido

practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a veintiuno de mayo de dos mil uno.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 25 de mayo de 1999, el Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz
dictó una Resolución por la que se impuso a la recurrente
una sanción por un importe de 15.000 ptas. (90,15 euros),
como responsable de una infracción a lo dispuesto en el artículo
15.1.e) del Reglamento de salones de juegos y salones recrea-
tivos de la Comunidad Autónoma de Andalucía, aprobado por
el Decreto 180/87, de 29 de julio. Dicha infracción fue tipi-
ficada como falta leve de acuerdo con el artículo 37.5.e) del
citado Reglamento.

Los hechos considerados como probados fueron que
mediante el acta de fecha 18 de marzo de 1999, por la Ins-
pección de Juego y Espectáculos Públicos, se comprobó la
no revisión en el plazo señalado reglamentariamente de los
extintores instalados en el establecimiento denominado “S.R.
Maracaibo”, sito en la calle Puerto Rico, núm. 7, de Arcos
(Cádiz), según se recoge en las tarjetas unidas a los mismos,
en las que consta como última revisión la realizada en el
mes de mayo de 1997.

Segundo. Contra la citada Resolución se interpuso por
la interesada recurso de alzada. No obstante, dicho recurso
no fue firmado. Ante tal defecto, por la Delegación del Gobierno
de la Junta de Andalucía en Cádiz se dirigió escrito requiriendo
la subsanación, resultando infructuoso dicho intento (9 de
julio de 1999), al constar en el sobre la diligencia del fun-
cionario de Correos y Telégrafos: “marchó sin dejar seña” .
Nuevamente, y con el objeto de evitar toda posibilidad de
indefensión, se intentó más tarde por la Consejería de Gober-
nación, con el mismo resultado (enero de 2000), constando
“cambio de domicilio”. Ante dicha circunstancia se procedió,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la Ley
30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, a la publicación del requerimiento en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía de 3 de abril de 2001 y en el tablón
de edictos del Ayuntamiento del último domicilio conocido
-Arcos (Cádiz)-, durante el período que va desde el 23 de
marzo al 17 de abril. Todo ello sin que se tenga constancia
de actuación alguna de la recurrente.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

I I

El artículo 110.1 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, señala, en el aparta-
do e), y entre los requisitos que deben estar expresados, la
firma del recurrente. En el mismo sentido, y de forma general
para todas las solicitudes se expresa el artículo 70.d) -aunque
permitiendo otras formas de acreditación de su voluntad.
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Al faltar dicho requisito en el expediente, se le requirió
a la interesada para que subsanara dicho defecto, a través
de una primera notificación a través del Servicio de Correos
por la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en
Cádiz, resultando ésta infructuosa -figura una diligencia indi-
cando “marchó sin dejar seña”- el día 9 de julio de 1999.

Ante esta circunstancia, y con el ánimo de evitar toda
indefensión, se produjo un nuevo intento de notificación, de
acuerdo con el artículo 71.1 de la Ley 30/92, a través del
cual se le requirió a la interesada para que subsanara dicho
defecto, advirtiéndole que, transcurrido el plazo de diez días
otorgado sin que lo hubiera hecho, se le consideraría, previa
resolución -dictada de acuerdo con lo previsto en el artículo
42 de la misma norma legal-, desistida. Este nuevo intento
concluyó, igualmente, con el mismo resultado en enero de
2001, constando “cambió de domicilio”. Consecuentemente,
y resultando el domicilio desconocido, se procedió, de acuerdo
con el artículo 59.4 de la Ley 30/92, a la publicación del
requerimiento en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
de 3 de abril de 2001 y en el Tablón de Edictos del Ayun-
tamiento del último domicilio conocido -Arcos (Cádiz)- durante
el período que va desde el 23 de marzo al 17 de abril.

I I I

Ante la falta de respuesta del requerimiento para que sub-
sanase el defecto de la carencia de firma del recurso, y en
aplicación de lo dispuesto en los artículos 71, 42 y 87 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, se debe declarar concluso el procedimiento,
ante el desistimiento -producido por el incumplimiento de la
interesada del requerimiento efectuado-, del recurso adminis-
trativo interpuesto.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación, resuelvo declarar concluso el procedi-
miento ante el desistimiento de la interesada, producido por
incumplimiento del requerimiento efectuado.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
11.12.98), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por doña Gloria Martínez Martínez, en repre-
sentación de Glorimatic, SL, contra la Resolución de
12 de agosto de 1999, de la Delegación del Gobierno
de Granada, recaída en el expediente sancionador
núm. GR-200/99-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Glorimatic, S.L., contra Resolución del Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de Granada, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintisiete de marzo de dos
mil uno.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
GR-200/99-M, tramitado en instancia, se fundamenta en el
acta levantada por Agentes de la Policía Autonómica el 18
de marzo de 1999, en virtud de la cual se hacen constar
los siguientes hechos:

En el establecimiento público Tiffanys se hallaba instalada
la máquina tipo B, modelo Gane la Bolsa, serie 98-497, care-
ciendo de matrícula.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada, por la que
se imponía a la entidad denunciada multa de trescientas mil
pesetas (300.000 pesetas); la sanción constituye una falta
tipificada como de carácter grave en virtud de lo dispuesto
en el art. 29.1 de la Ley 2/1986, del juego y apuestas de
la Comunidad Autónoma de Andalucía, cohonestado con el
art. 53.1 del Reglamento de máquinas recreativas y de azar.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
de alzada, en el que sucintamente expone:

1.º Conculcación del principio de proporcionalidad.
2.º Solicita la suspensión de la sanción.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 114.1, en relación con
el 107.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el
art. 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y la Administración de la Comunidad Autónoma, resulta com-
petente para la resolución del presente recurso el Excmo. Sr.
Consejero de Gobernación.

La Orden de 11 de diciembre de 1998 delega la com-
petencia en materia de resolución de recursos administrativos,
excepto en materia general de función pública y los que afecten
al personal funcionario de la Administración de Justicia, en
el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Gobernación y Justicia (actualmente de Gobernación).

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, con-
templando expresamente, en su artículo 25, la necesidad del
documento del boletín al establecer que “las máquinas recrea-
tivas clasificadas en este artículo deberán estar inscritas en
el correspondiente Registro de Modelos, estar perfectamente
identificadas y contar con un boletín de instalación debida-
mente autorizado, en los términos que reglamentariamente
se determinen”.
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De acuerdo con esta remisión al Reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su Disposición Adicional Segunda, el artículo 21 de la
norma reglamentaria establece que “Las máquinas sujetas al
presente Reglamento deberán hallarse provistas de una Guía
de Circulación, del documento de matrícula, del boletín de
instalación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento”. Desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos.

Por su parte, el artículo 43.1 del Reglamento establece
que: “La autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida por la Delegación de Gobernación
de la provincia a la empresa titular de la autorización de explo-
tación, para la instalación individualizada de una máquina
en un determinado establecimiento”.

Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas
y de la documentación obrante en el procedimiento sancio-
nador tramitado, que se ha constatado una infracción admi-
nistrativa en materia de juego por carecer la máquina en cues-
tión de la documentación precisa para su identificación y
explotación.

I I I

En lo atinente a las alegaciones vertidas en el recurso,
como criterios de dosimetría punitiva ponderados a la hora
de graduar la sanción se tienen en cuenta, de acuerdo con
el art. 55.1 del Reglamento de máquinas recreativas y de
azar, los previstos en el art. 131.3 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, y los explicitados en el art. 31 de la Ley
2/1986, del juego y apuestas de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, estableciendo en este sentido tanto la resolución
recurrida como el informe al presente recurso: “... la carencia
de matrícula implica que la máquina no está habilitada para
ser explotada en ningún caso, por lo que no se puede considerar
desproporcionada, al estar próxima al mínimo”.

En lo referente a la suspensión de la ejecución, ésta no
procede, ya que la resolución será ejecutiva cuando ponga
fin a la vía administrativa, causando estado el acto recurrido
con la resolución del presente recurso (art. 138.3 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre).

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la resolución recurrida, cual es mantener la máquina
a que se refiere el procedimiento sancionador de referencia
instalada y en funcionamiento careciendo de la preceptiva
matrícula. Y las circunstancias concretas del caso pueden ser-
vir, como ha ocurrido en el presente supuesto, para realizar
una valoración ponderada de la sanción a imponer, graduando
la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo
de la infracción y la sanción aplicada, como así se requiere
en el art. 131.3 de la Ley 30/1992, y en el artículo 55.2
del Reglamento, lo que no pueden conducir es a la exención
de la responsabilidad por la infracción administrativa cometida.

Todo lo expresado hasta ahora conlleva la necesidad de
confirmar la sanción impuesta por ser acorde con la infracción
cometida, ya que la graduación de las sanciones debe hacerse
aplicando la legislación vigente y haciendo una calificación
con la infracción y la sanción que se señala expresamente.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del juego y apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el Reglamento de
máquinas recreativas y de azar, aprobado por Decreto 491/96,
de 19 de noviembre, y demás normas de general y especial
aplicación, resuelvo desestimar el recurso interpuesto, con-
firmando la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente

al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por la Junta Directiva de la Peña Cultural R.D.
Higuera de la Sierra contra la Resolución de la Dele-
gación del Gobierno de Sevilla, de 18 de octubre de
1999, recaída en el expediente sancionador núm.
SC-200/98-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Junta Directiva de la Peña Cultural R.D. Higuera
de la Sierra, contra resolución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobier-
no de Sevilla, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a tres de mayo de dos mil uno.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
SC-200/98-M tramitado en instancia, se fundamenta en la
denuncia levantada por miembros de la Unidad del Cuerpo
Nacional de Policía, adscrita a la Junta de Andalucía, el 29
de mayo de 1998, en virtud de la cual se hacen constar
los siguientes hechos:

En el establecimiento público “Peña Higuera de la Sierra”
se hallaba instalada la máquina tipo B, modelo Cirsa Scala;
B-82/B-1867/91-574, careciendo de matrícula.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla, por la que se
imponía a la entidad denunciada multa de doscientas cin-
cuenta mil pesetas (250.000 pesetas), como responsable de
una infracción a lo dispuesto en los artículos 29.1 de la
Ley 2/1986, del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, y 53.1 del Reglamento de Máquinas Recreativas
y de Azar.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
de alzada, en el que sucintamente expone:

1.º La máquina pertenece a don Manuel Barriga Pérez,
adjuntando fotocopia de documento privado como prueba de
ello.

2.º La Peña reviste carácter cultural, funcionando sin áni-
mo de lucro y siendo económicamente débil.
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FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 114.1, en relación con
el 107.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el
art. 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y la Administración de la Comunidad Autónoma, resulta com-
petente para la resolución del presente recurso el Excmo. Sr.
Consejero de Gobernación.

La Orden de 11 de diciembre de 1998 delega la com-
petencia en materia de resolución de recursos administrativos,
excepto en materia general de función pública y los que afecten
al personal funcionario de la Administración de Justicia, en
el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Gobernación y Justicia (actualmente de Gobernación).

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”.

De acuerdo con esta remisión al Reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su Disposición Adicional Segunda; el artículo 21 de la
norma reglamentaria establece que “Las máquinas sujetas al
presente Reglamento deberán hallarse provistas de una Guía
de Circulación, del documento de matrícula, del boletín de
instalación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo, deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento”. Desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos.

Por su parte, el artículo 43.1 del Reglamento establece
que: “La autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida por la Delegación de Gobernación
de la provincia a la empresa titular de la autorización de explo-
tación, para la instalación individualizada de una máquina
en un determinado establecimiento”.

Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas
y de la documentación obrante en el procedimiento sancio-
nador tramitado, que se ha constatado una infracción admi-
nistrativa en materia de juego por carecer la máquina en cues-
tión de la documentación precisa para su explotación.

I I I

En lo atinente a las alegaciones vertidas en el presente
recurso, la fotocopia del documento privado aportado como
prueba por la entidad recurrente, carece de valor probatorio
al amparo del artículo 46.3 de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, en relación con el artículo 25.4 del Decreto 204/95, de
29 de agosto, por el que se establecen medidas organizativas
para los servicios administrativos de atención directa a los
ciudadanos en la Junta de Andalucía, y con los artículos 325
y 268 de la Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil, de 7 de
enero, en cuya virtud:

Forma de presentación de los documentos privados.
“1. Los documentos privados que hayan de aportarse se

presentarán en original o mediante copia autenticada por el
fedatario público competente...”

Por tanto, al no presentarse en el presente supuesto ni
el original ni copia compulsada del documento privado, sino
una simple fotocopia del mismo, carece de todo valor pro-
batorio en virtud de la normativa antes citada, sin que entre
por tanto en juego el principio «in dubio pro reo», prevaleciendo
el valor probatorio y presunción de veracidad de los hechos

recogidos en el acta/denuncia de referencia, al amparo de
lo establecido en los artículos 137.3 de la Ley 30/92, de
26 de noviembre, y 17.5 del Real Decreto 1398/93, de
4 de agosto; valor y presunción reiterada por abundante juris-
prudencia del Tribunal Supremo (así por ejemplo, la sentencia
de la Sala III de dicho Alto Tribunal de 5 de marzo de 1997);
no obstante, se trata de una presunción «iuris tantum», que
por tanto admite prueba en contra, invirtiendo la carga de
la prueba, correspondiendo ésta al inculpado; sin que pueda
atribuirsele tal carácter, a la fotocopia sin compulsa, de un
documento privado, aportada por la parte recurrente.

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la resolución recurrida, cual es mantener la máquina
a que se refiere el procedimiento sancionador de referencia
instalada y en funcionamiento careciendo de la preceptiva
matrícula.

Las circunstancias concretas del caso pueden servir, como
ha ocurrido en el presente supuesto, para realizar una valo-
ración ponderada de la sanción a imponer, graduando la debi-
da adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de
la infracción y la sanción aplicada, como así se requiere en
el artículo 131.3 de la Ley 30/1992, y en el artículo 55.2
del Reglamento, sin que puedan conducir, en ningún caso,
a la exención de la responsabilidad por la infracción admi-
nistrativa cometida.

Por cuanto antecede, vista la Ley 2/86, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, el Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar, apro-
bado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre, y demás nor-
mas de general y especial aplicación, resuelvo desestimar el
recurso interpuesto, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don Rafael Barón Esquivias, en represen-
tación de Atlántico 27, SL, contra la Resolución de
3 de febrero de 2000, de la Delegación Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria en Sevilla, en el
expediente sancionador núm. 454/99 AC.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Atlántico 27, S.L., contra Resolución del Ilmo.
Sr. Delegado Pronvicial de la Consejería de Trabajo e Industria
en Sevilla, por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Rafael
Barón Esquivias, actuando en nombre y representación de
Atlántico 27, S.L., contra la Resolución de la Delegación Pro-
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vincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Sevilla, de
fecha 3 de febrero de 2000, recaída en el expediente san-
cionador 454/99 AC, instruido por infracción en materia de
protección al consumidor, resultan los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Sevilla dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a Atlántico 27, S.L., una sanción de
cien mil pesetas (100.000 ptas.), como responsable de una
infracción calificada de leve y tipificada en los artículos 3.3.6
y 6 del Real Decreto 1945/83, de 22 de junio, por el que
se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria, en relación
con los artículos 2 y 5.1 del Decreto 171/89, de 11 de julio,
por los siguientes hechos: ”En inspección practicada por fun-
cionarios adscritos al Servicio de Consumo del Ayuntamiento
de Sevilla, en el establecimiento sito en C/ Alcázares, 4, 1
Acc. de Sevilla, cuyo titular es la entidad encartada, se levantó
Acta núm. 804, de fecha 6 de mayo de 1999, en la que
se pone de manifiesto que dicho establecimiento no posee
libro de hojas de quejas y reclamaciones, ni cartel anunciador
del mismo”.

Segundo. Contra la anterior Resolución, don Rafael Barón
Equivias, actuando en nombre y representación de Atlántico
27, S.L., interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en
el que, en síntesis, reconoce la existencia de infracción y asume
su responsabilidad respecto de los hechos por los que se le
sanciona; no obstante, considera desproporcionada la cuantía
impuesta en base a las atenuantes que cita.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 11 de diciembre de 1998, por la que se delegan com-
petencias en diversas materias en distintos órganos de la Con-
sejería (BOJA núm. 2, de 5 de enero de 1999).

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente recurso, conforme a lo dispuesto en el
artículo 32 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. Las alegaciones vertidas en el recurso no pueden
ser tenidas en cuenta a tenor de lo dispuesto en el artícu-
lo 112.1, segundo párrafo, de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre: ”No se tendrán en cuenta en la resolución de los
recursos hechos, documentos o alegaciones del recurrente,
cuando habiendo podido aportarlos en el trámite de alega-
ciones no lo haya hecho.” El Acuerdo de Iniciación del expe-
diente sancionador fue notificado correctamente como se acre-
dita con acuse de recibo de 27 de octubre de 1999, obrante
al folio 5 de las actuaciones, sin que presentase alegaciones.

Cuarto. Asumida que es la responsabilidad de la empresa
expedientada en su recurso, y aceptada la sanción, el principio
de proporcionalidad, que obliga a la Administración a atem-

perar la gravedad de la sanción a la de la conducta ha sido
respetado en la resolución recurrida, por cuanto la sanción
impuesta de cien mil ptas. (100.000 ptas.) se encuentra den-
tro del grado mínimo que corresponde a las infracciones leves,
que han de ser sancionadas con multa de hasta 500.000
ptas., según el artículo 36.1 de la Ley 26/84, de 19 de julio,
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Decreto 171/1989,
de 11 de julio, por el que se regulan las hojas de quejas
y reclamaciones de los consumidores y usuarios en Andalucía;
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad
Sancionadora, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica

Resuelve desestimar el recurso de alzada interpuesto por
don Rafael Barón Esquivias, actuando en nombre y repre-
sentación de Atlántico 27, S.L., contra la Resolución de la
Delegación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria
en Sevilla, de fecha 3 de febrero de 2000, recaída en el expe-
diente sancionador 454/99 AC, instruido por infracción en
materia de protección al consumidor, confirmando la reso-
lución recurrida en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 25 de junio de 2001. El Secretario General
Técnico. P.D. (Orden de 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por doña Gloria Martínez Martínez, en repre-
sentación de Glorymatic, SL, contra la Resolución de
4 de agosto de 1999, de la Delegación del Gobierno
de Granada, recaída en el expediente sancionador
núm. GR-158/99-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Glorymatic, S.L., contra Resolución del Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de Granada, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.
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«En Sevilla, a siete de mayo de dos mil uno.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 10 de marzo de 1999, miembros de la
Unidad de Policía adscrita a la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía levantaron acta de denuncia en la que se hace constar
que en el establecimiento denominado ”Bar Repica”, sito en
Plaza Constitución, s/n, de Otura (Granada), se encontraba
instalada y en funcionamiento una máquina recreativa de tipo
B - 1 , m o d e l o ” C i r s a C o r s a r i o s ” , n u m e r a c i ó n
B-82/B-2057/99-00483, careciendo de todo tipo de docu-
mentación.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el día 4 de agosto de 1999 fue dictada la Resolución
que ahora se recurre, por la que se impuso a la empresa
operadora propietaria de la máquina, Glorymatic, S.L., una
sanción consistente en multa de trescientas mil pesetas
(300.000 ptas.), equivalente a mil ochocientos tres euros con
cuatro céntimos (1.803,04 euros), como responsable de una
infracción grave, tipificada en los artículos 29.1 de la Ley
2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad
Autónoma, y 53.1 del Reglamento de Máquinas Recreativas
y de Azar, aprobado por Decreto 491/1996, de 19 de noviem-
bre, por infracción a lo dispuesto en los artículos 23 y 26
del Reglamento.

Tercero. Notificada la Resolución, doña Gloria Martínez
Martínez, en representación de la empresa operadora Glory-
matic, S.L., interpone en tiempo y forma recurso de alzada,
solicitando la anulación de la Resolución recurrida y la retroac-
ción del expediente, y/o, en su caso, sobreseer el expediente,
y en el supuesto de no tenerse en cuenta las alegaciones
formuladas en este sentido, que se modifique la calificación
de los hechos y/o se reduzca la cuantía de la sanción impuesta,
así como la suspensión de la ejecución de la Resolución. Sus
alegaciones, en síntesis, son las siguientes:

- Que la cuantía de la sanción es excesiva y en la Reso-
lución no se respeta el principio de proporcionalidad, pues
en ella no se da la fundamentación jurídica respecto de los
criterios graduadores, de acuerdo con los artículos 131.3 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre; 55 del Decreto
491/1996, de 19 de noviembre, y 31 de la Ley 2/1986,
citando en este sentido diversas sentencias del Tribunal Supre-
mo y del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

- Que la sanción no es ejecutiva hasta que se agote la
vía administrativa.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es com-
petente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las Resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía. Por Orden de 11 de diciembre de 1998 (BOJA
núm. 2, de 5.1.1999), esta competencia de resolución de
recursos administrativos ha sido delegada en la Secretaría
General Técnica.

I I

La recurrente no rebate ni la calificación jurídica de los
hechos ni su responsabilidad, sino que limita sus alegaciones

a la cuantía de las sanción. Coincidiendo con la recurrente
en la necesaria aplicación del principio de proporcionalidad
en la imposición de las sanciones, hay que disentir, sin embar-
go, de la consecuencia que pretende extraer de ello, esto es,
la reducción de la cuantía de la multa a la mínima de las
previstas legalmente.

Aunque en principio se considere que la cuantía de
300.000 es adecuada a la gravedad de los hechos, puesto
que las máquinas estaban siendo explotadas careciendo no
sólo de la autorización específica para el local donde se encon-
traban, sino de la autorización genérica que ha de conceder
la Administración para su explotación en la Comunidad Autó-
noma, no resulta baladí, sin embargo, que se concedieran
las autorizaciones de explotación previamente solicitadas antes
de resolverse el propio procedimiento sancionador, por lo que,
en aplicación de lo dispuesto en el artículo 131.3 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, acerca del principio de pro-
porcionalidad al sancionar, y teniendo en cuenta que a los
pocos días de la fecha de la denuncia la infracción fue sub-
sanada, debe ahora reducirse la sanción impuesta en su día
a 150.000 pesetas.

I I I

En cuanto a la suspensión de la sanción, el artículo 138.3
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, establece que las
resoluciones dictadas en procedimientos sancionadores serán
ejecutivas cuando pongan fin a la vía administrativa, por lo
que no era preciso conceder suspensión alguna.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación, resuelvo estimar parcialmente el recurso
interpuesto por doña Gloria Martínez Martínez, en nombre y
representación de Glorymatic, S.L., reduciendo la sanción
impuesta a ciento cincuenta pesetas (150.000 ptas.), equi-
valentes a novecientos un euros con cincuenta y dos céntimos
(901,52 euros), y confirmar la Resolución recurrida en los
demás extremos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don José Luis López Caparrós, en repre-
sentación de SERCO-1, SL, contra la Resolución de
25 de marzo de 1999, de la Delegación Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria en Málaga,
recaída en el expediente sancionador PC-121/98.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente SERCO-1, S.L., contra Resolución del Ilmo. Sr.
Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria
en Málaga, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.
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Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don José Luis
López Caparrós actuando en nombre y representación de
“SERCO-1, S.L.”, contra la Resolución de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Trabajo e Industria de Málaga,
de fecha 25 de marzo de 1999, recaída en el expediente
sancionador PC-121/98, instruido por infracción en materia
de protección al consumidor, resultan los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria de Málaga dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a “SERCO 1, S.L.”, una sanción de
trescientas mil pesetas (300.000 ptas.), como responsable
de una infracción calificada de leve y tipificada en los artícu-
los 34.8 y 35 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y en los
artículos 5.1 y 6.4 del R.D. 1945/83, de 22 de junio, por
el que se regulan las infracciones y sanciones en materia de
defensa del consumidor y de la producción agro-alimentaria,
por los siguientes hechos: “Haber incumplido el requerimiento
efectuado por el Servicio de Consumo de la Delegación Pro-
vincial de Málaga, notificado el 2 de octubre de 1997, con-
sistente en remitir en el plazo conferido al efecto copia de
la siguiente documentación:

1. Plano general de emplazamiento de la vivienda objeto
de reclamación y plano de la vivienda misma, así como des-
cripción y trazado de las redes eléctricas, de agua, gas y cale-
facción (si las hubiera) y garantías de las mismas y de las
medidas de seguridad con que cuenta el inmueble.

2. Descripción de la vivienda con expresión de su super-
ficie útil y de las zonas comunes y servicios accesorios.

3. Referencia a los materiales empleados en la construc-
ción de la vivienda, aislamientos térmicos y acústicos (memoria
de calidades).

4. Instrucciones sobre los usos y conservación de las
instalaciones.”

Segundo. Contra la anterior Resolución, don José Luis
López Caparrós actuando en nombre y representación de
“SERCO-1, S.L.” interpone en tiempo y forma recurso de alza-
da, en el que, en síntesis, alega:

1. Que al requerimiento se dio contestación mediante
escrito de 7.7.97, acompañando la documentación que obraba
en poder de la reclamada: Contrato de compraventa; con-
siderando por ello que el segundo requerimiento, notificado
el 2 de octubre de 1997, está contestado con el primero,
de 10 de junio de 1997 (notificado el 27 de junio de 1997).

SERCO-1, S.L., se ha constituido en fiduciaria de Vic-
toriamar, S.L., a los solos efectos de terminar las obras y for-
malizar la correspondiente escritura de compraventa.

2. Caducidad de la acción de la Administración para per-
seguir la infracción en base al art. 18.2 del Real Decreto
1945/83, de 22 de junio, puesto que han transcurrido más
de seis meses entre la comisión de la infracción y la notificación
de la incoación del procedimiento.

3. Desproporcionalidad de la sanción impuesta.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 11 de diciembre de 1998, por la que se delegan com-
petencias en diversas materias en distintos órganos de la Con-
sejería (BOJA núm. 2, de 5 de enero de 1999).

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente recurso, conforme a lo dispuesto en el
artículo 32 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. Las alegaciones efectuadas por el recurrente son,
en parte, reiteración de las llevadas a cabo a lo largo de la
instrucción; en concreto, la relativa al cumplimiento del reque-
rimiento, a lo que procede contestar reproduciendo lo dicho
en la Resolución al respecto. Con independencia de que se
cumplimentase, aunque indebidamente, el primer requeri-
miento, de 10 de junio de 1997, no se atendió al que se
le notificó posteriormente. Es evidente que este último reque-
rimiento tiene su sentido y se practicó porque fue necesario
para esclarecer los hechos. Es decir, la Administración realizó
el requerimiento de 23 de septiembre de 1997, consecuen-
temente, porque consideró insuficiente la contestación dada
por la encartada en un primer momento, pues sólo envió enton-
ces uno de los documentos solicitados anteriormente, y, cono-
ciendo la obligación de esta empresa Promotora-Constructora
de facilitar todos los documentos que se solicitan, se los requirió
sin obtener respuesta.

En ningún caso debía haber omitido la contestación, lo
que significa obstrucción. Si contestó el anterior requerimiento
que se le efectuó, debía haber contestado éste, máxime dadas
las advertencias que se hacen en el requerimiento sobre lo
que implica el incumplimiento.

Cuarto. La responsabilidad de SERCO-1, S.L., es clara
a la vista del documento (folio 36) de lo actuado en el expe-
diente, consistente en carta de 12 de junio de 1992, dirigida
por SERCO-1, S.L., al reclamante, donde consta expresamente:
“Nos dirigimos a ud. como propietario de la vivienda núm.
46 tipo C en el conjunto Victoriamar, 1.ª Fase, para comu-
nicarle que esta sociedad, hasta ahora constructora de la men-
cionada promoción, ha pasado a ser Promotora-Constructora
de la misma, cesando, por tanto, Victoriamar, S.A., su relación
con ud. y trasladándonos el contrato suscrito con cada
propietario.”

A su vez, los folios 78 y 79, que integran la Primera
Copia de la Escritura de Dación en pago de deuda otorgada
por Victoriamar, S.A., a SERCO-1, S.L., acreditan el carácter
con que actúa SERCO-1, S.L., y con ello su responsabilidad.

Finalmente, al folio 82, obra Escritura de Compraventa
otorgada por SERCO-1, S.L., a favor del reclamante.

Además, de conformidad con el R.D. 515/1989, de 21
de abril, las empresas como la expedientada tienen la obli-
gación de dar la información solicitada en el requerimiento.

Quinto. Es improcedente la alegación de caducidad habida
cuenta que, transcurridos los diez días concedidos desde que
se efectuó el requerimiento, notificado el 2 de octubre de 1997,
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por tanto, desde el 12 de octubre de 1997 hasta la notificación
del Acuerdo de Iniciación del Procedimiento Sancionador, el
2 de abril de 1998, no ha transcurrido el plazo de seis meses.

Sexto. Respecto de la alegación efectuada de contrario,
en aras del principio de proporcionalidad derivado del principio
de seguridad jurídica recogido en el art. 9 de la Constitución
Española, a fin de que se constate el cumplimiento del mismo
en sus estrictos términos, guardándose la debida adecuación
entre la gravedad de los hechos constitutivos de infracción
y la sanción aplicada, en atención a las circunstancias con-
currentes en este supuesto particular, procede la disminución
de la cuantía en concepto de sanción, fijándose la misma
en la suma de doscientas mil pesetas (200.000 ptas.), can-
tidad ajustada y que se encuentra dentro del grado mínimo
de las infracciones leves.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Real Decre-
to 515/1989, de 21 de abril; la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada
por Ley 4/1999, de 13 de enero; el Real Decreto 1398/1993,
de 4 de agosto, Reglamento del Procedimiento para el ejercicio
de la Potestad Sancionadora, y demás disposiciones concor-
dantes y de general aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar parcialmente el recurso de alzada interpuesto por
don José Luis López Caparrós actuando en nombre y repre-
sentación de “SERCO-1, S.L.”, contra la Resolución de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria de
Málaga, de fecha 25 de marzo de 1999, recaída en el expe-
diente sancionador PC-121/98, instruido por infracción en
materia de protección al consumidor en el estricto sentido
de reducir la cuantía de la sanción a doscientas mil pesetas
(200.000 ptas.) por la infracción cometida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 11 de junio de 2001. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don Juan Gómez Suárez contra la Reso-
lución de 11 de octubre de 1999, de la Delegación
del Gobierno de Granada, recaída en el expediente
sancionador núm. GR-281/98-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Juan Gómez Suárez, contra Resolución del

Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Granada, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a ocho de mayo de dos mil uno.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia de la denuncia formulada
el 20 de octubre de 1998 por miembros de la Unidad de
Policía adscrita a la Comunidad Autónoma de Andalucía, la
Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada
incoó expediente sancionador contra el titular del estableci-
miento “Café Bar Dos Luceros”, sito en la Avda. Améri-
ca, 114, local 4, de Granada, por permitir o consentir la explo-
tación de máquinas de juego careciendo de la autorización
de explotación o de la de instalación.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, por Resolución de la Delegación del Gobierno de
la Junta de Andalucía en Granada, de fecha 11 de octubre
de 1999, dictada en el expediente arriba referenciado, se san-
cionó a don Juan Gómez Suárez con una multa de doscientas
mil pesetas (200.000 ptas.) por infracción de los artículos
23 y 26 del Reglamento de máquinas recreativas y de azar,
aprobado por Decreto 491/1996, de 19 de noviembre, tipi-
ficada como infracción grave en los artículos 29.1 la Ley
2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas, y 53.2 del
Reglamento.

Tercero. Notificada la Resolución el 20 de octubre de
1999, don Juan Gómez Suárez presenta un escrito, que no
califica formalmente de recurso, pero en el que pone de mani-
fiesto su disconformidad con la resolución sancionadora.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Aunque el escrito de impugnación no se presenta for-
malmente como recurso de alzada, de su tenor se deduce
con claridad su carácter, por lo que puede calificarse como
tal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 110.2 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

I I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es com-
petente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las Resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía. Por Orden de 11 de diciembre de 1998 (BOJA
núm. 2, de 5.1.1999), esta competencia de resolución de
recursos administrativos ha sido delegada en la Secretaría
General Técnica.
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I I I

El artículo 115.1 de la Ley 30/1992 establece que el
plazo para la interposición del recurso de alzada será de un
mes, si el acto fuera expreso, cuyo cómputo, de acuerdo con
el artículo 48, apartado 2, se realizará a partir del día siguiente
a aquél en que tenga lugar la notificación o publicación del
acto de que se trate, y de fecha a fecha de conformidad con
el artículo 5 del Código Civil.

Del examen del expediente administrativo resulta que el
interesado recibió la notificación de la Resolución que ahora
se recurre el día 20 de octubre de 1999, y presentó el recurso
de alzada el día 25 de noviembre de 1999, cuando ya había
transcurrido el plazo legalmente establecido, con lo que la
resolución sancionadora ha adquirido firmeza.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación,

R E S U E L V O

No admitir el recurso interpuesto extemporáneamente por
don Juan Gómez Suárez.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por el Consejero al recurso de alzada inter-
puesto por don Salvador Gómez Berranquero, en repre-
sentación de Distribuciones Giralda, SL, contra la Reso-
lución de 28 de octubre de 1999, de la Delegación
del Gobierno de Sevilla, recaída en el expediente san-
cionador núm. SC-63/97-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Distribuciones Giralda, S.L., contra Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de Sevilla, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a dieciséis de mayo de dos
mil uno.

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
SC-63/97-M, tramitado en instancia, se fundamenta en la
denuncia levantada por miembros de 223 Comandancia de

la Guardia Civil, el 31 de octubre de 1997, en virtud de la
cual se hacen constar los siguientes hechos:

En el establecimiento público “Carmesí” se hallaba ins-
talada la máquina tipo B, modelo Cirsa Bingo-7, núm. de
serie D-1920, careciendo de matrícula.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla, por la que se
imponía a la entidad denunciada multa de trescientas cin-
cuenta mil pesetas (350.000 pesetas), como responsable de
una infracción a lo dispuesto en el art. 29.1 de la Ley 2/1986,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, cohonestado con el art. 53.1 del Reglamento de Máqui-
nas Recreativas y de Azar.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
de alzada, en el que sucintamente expone:

1.º La máquina Cirsa Bingo-7, núm. de serie D-1920,
es cierto que se encontraba en el local mencionado de su
propiedad.

2.º La citada máquina pertenece a don Marcelino Bejarano
Vega, adjuntando cuartilla de publicidad de la empresa del
supuesto propietario.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 114.1, en relación con
el 107.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el
art. 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y la Administración de la Comunidad Autónoma, resulta com-
petente para la resolución del presente recurso el Excmo. Sr.
Consejero de Gobernación.

La Orden de 11 de diciembre de 1998 delega la com-
petencia en materia de resolución de recursos administrativos,
excepto en materia general de función pública y los que afecten
al personal funcionario de la Administración de Justicia, en
el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Gobernación.

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”.

De acuerdo con esta remisión al reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 21 de la norma
reglamentaria establece que: “Las máquinas sujetas al presente
Reglamento deberán hallarse provistas de una Guía de
Circulación, del documento de matrícula, del boletín de ins-
talación y, en su caso, del justificante del abono de la tasa
fiscal del juego correspondiente; asimismo, deberán estar pro-
vistas de marcas de fábrica en los términos previstos en el
artículo 25 del presente Reglamento.” Desarrollándose en los
artículos posteriores el contenido de cada uno de los docu-
mentos referidos.

Por su parte, el artículo 43.1 del Reglamento establece
que: “La autorización de instalación consistirá en la habilitación
administrativa concedida por la Delegación de Gobernación
de la provincia a la empresa titular de la autorización de explo-
tación, para la instalación individualizada de una máquina
en un determinado establecimiento.”
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Resulta, a la luz de las disposiciones legales reseñadas
y de la documentación obrante en el procedimiento sancio-
nador tramitado, que se ha constatado una infracción admi-
nistrativa en materia de juego por carecer la máquina en cues-
tión de la documentación precisa para su explotación.

I I I

En lo atinente a las alegaciones vertidas en el presente
recurso, el art. 57.2 del Reglamento de Máquinas Recreativas
y de Azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre,
establece:

“En caso de carecer de documentación la máquina ins-
talada objeto de infracción, se tendrá como titular de la misma
al titular del negocio que se desarrolla en el local donde aquélla
se encuentre, salvo que a lo largo del procedimiento se acredite,
mediante las oportunas pruebas, que la titularidad corresponde
a otra persona.”

El recurrente se limita a afirmar la supuesta propiedad
de la máquina por don Marcelino Bejarano Vega, sin que aporte
prueba alguna que demuestre tal condición, ya que no puede
atribuírsele tal carácter a la cuartilla de publicidad adjuntada,
prevaleciendo, por tanto, la presunción de titularidad recogida
en el art. 57.2 antes citado.

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la resolución recurrida, cual es mantener la máquina
a que se refiere el procedimiento sancionador de referencia
instalada y en funcionamiento careciendo de la preceptiva
matrícula.

Por cuanto antecede, vista la Ley 2/86, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía; el Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar, apro-
bado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre, y demás nor-
mas de general y especial aplicación, resuelvo desestimar el
recurso interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 23 de agosto de 2001, de la
Delegación del Gobierno de Málaga, por la que se con-
cede una subvención al Ayuntamiento de Machara-
viaya al amparo de la Orden que se cita.

A N T E C E D E N T E S

De conformidad con la Orden de la Consejería de Gober-
nación de 29 de diciembre de 2000, por la que se regula
y convoca la concesión de subvenciones a Entidades Locales
para la mejora de su infraestructura en el ejercicio 2001, el
Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Macharaviaya pre-
sentó ante esta Delegación de Gobierno, dentro del plazo esta-
blecido, una solicitud de subvención por un importe de
20.000.000 de ptas. con destino a «Construcción de nueva
Casa Consistorial. Segunda fase», acompañada de la docu-
mentación exigida en el artículo 8 de la Orden.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. El artículo tercero de la Orden citada dispone
que serán actuaciones subvencionables las tendentes a mejo-
rar la infraestructura local -incluida la adquisición de los bienes
inmuebles que sean preciso para ello- así como el mobiliario
y/o enseres de aquellas Entidades Públicas cuyas carencias
impidan o dificulten la adecuada prestación de los servicios
que legalmente tienen atribuidos y, preferentemente, las rela-
tivas a equipamiento y obras de primer establecimiento, refor-
ma, reparación y conservación de Casas Consistoriales, depen-
dencias municipales o edificios destinados a la prestación de
servicios públicos de las Entidades Locales y Entidades Públi-
cas de carácter supramunicipal, y adquisición de bienes
inventariables.

Segundo. El artículo cinco de la Orden citada dispone
que las subvenciones concedidas se financiarán con cargo
a los créditos consignados en los subconceptos presupuestarios
765.00.81.A y 766.00.81.A.

Tercero. El artículo diez de la Orden citada delega la com-
petencia para resolver las subvenciones cuya cuantía no exceda
de cuatro millones de pesetas -24.040,45 euros- en los Dele-
gados del Gobierno de la Junta de Andalucía.

Evaluado el expediente, y vistas las disposiciones citadas
y demás de general aplicación, resuelvo:

Primero. Considerando que la actuación solicitada tiende
a mejorar la infraestructura local y sirve para la adecuada
prestación de los servicios que legalmente tienen atribuidos
las Entidades Locales, conceder al Ayuntamiento de Macha-
raviaya una subvención por importe de dos millones de pesetas
(2.000.000 de ptas. 12.020,24 euros) con destino a «Cons-
trucción de nueva Casa Consistorial. Segunda fase».

Segundo. Las subvenciones otorgadas se harán efectivas
mediante el abono de un primer pago correspondiente al 75%
de su importe, librándose el 25% restante una vez se haya
justificado el libramiento anterior, salvo que los límites esta-
blecidos en las Leyes anuales de presupuesto permitan un
solo pago.

Tercero. La justificación de las subvenciones percibidas
se realizarán ante la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andulucia en Málaga, como se indica a continuación:

a) En el plazo de seis meses desde su percepción se
justificará el primer pago correspondiente al 75% de la sub-
vención, aportando la siguiente documentación:

1. Certificación en la que conste, conforme al modelo
que figura en el Anexo de la Orden de 29 de diciembre de
2000:

- Haber sido registrada en la contabilidad de la Entidad
el ingreso de la cantidad percibida, con indicación expresa
del asiento contable practicado y la fecha del mismo.

- Los gastos efectuados con cargo al 75% percibido, en
base a las certificaciones de las obras ejecutadas, o a los
justificantes de los gastos realizados cuando se trate de obras
ejecutadas por la propia Administración o de adquisición de
bienes inventariables, todo ello hasta el límite del importe efec-
tivamente abonado en este primer pago de la subvención.

2. Fotocopia compulsada de las certificaciones de obras
y/o justificantes de los gastos relacionados en la certificación
a la que se refiere el punto anterior.
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b) En el plazo de seis meses desde su percepción se
justificará el segundo pago, correspondiente al 25% de la sub-
vención, dediéndose aportar la siguiente documentación:

1. Certificación en la que conste conforme al modelo que
figura en el Anexo citado en el apartado anterior:

- Haber sido registrada en la contabilidad de la Entidad
el ingreso de la cantidad percibida, con indicación expresa
del asiento contable practicado y la fecha del mismo.

- Los gastos efectuados con cargo al 25% restante, en
base a las certificaciones de obras ejecutadas o los justificantes
de los gastos realizados cuando se trate de obras ejecutadas
por la propia Administración o de adquisición de bienes
inventariables.

2. Fotocopia compulsada de las certificaciones de obras
y/o justificantes de los gastos relacionados en la certificación
a la que se refiere el punto anterior.

3. Certificación final de las obras realizadas, o en el caso
de adquisición de bienes inventariables, acreditación del inicio
del trámite de inscripción en el inventario de la Entidad Local.

Cuarto. La Entidad beneficiaria tendrá las siguientes
obligaciones:

a) Realizar la actividad que fundamente la concesión de
la subvención, acreditando ante esta Delegación del Gobierno
la aplicación de los fondos en la forma y plazos establecidos
en la presente Resolución.

b) El sometimiento a las actuaciones de comprobación
a efectuar por la Consejería de Gobernación, sin perjuicio de
las de control que correspondan al Tribunal de Cuentas, a
la Cámara de Cuentas de Andulucia y a la Intervención General
de la Junta de Andalucía, facilitando cuanta información le
sea requerida por estos órganos.

c) Comunicar a esta Delegación del Gobierno la obtención
de subvenciones o ayudas para la misma finalidad, proce-
dentes de cualesquiera Administraciones o Entes públicos o
privados, nacionales o internacionales.

d) Comunicar a esta Delegación del Gobierno cualquier
alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la con-
cesión de la subvención.

e) Hacer constar, en toda publicidad que se haga del
objeto subvencionado, que el mismo ha sido financiado por
la Consejería de Gobernación de la Junta de Andalucía.

Quinto. Procederá al reintegro de las cantidades percibidas
en todos y cada uno de los supuestos establecidos en el
art. 112 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, con las consecuencias, en
cuanto a la exigencia o no de interés de demora, que para
cada uno de ellos establece el citado precepto legal.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso potestativo de reposición
ante este órgano, en el plazo de un mes contado a partir
del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
o publicación del presente acto, o interponer directamente
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses
a contar desde el día siguiente a la notificación o publicación,
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, todo ello de conformidad
con lo establecido en los artículos 116 y 117 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y en el artículo 46.1 de
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Málaga, 23 de agosto de 2001.- El Delegado, Luciano
Alonso Alonso.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 20 de septiembre de 2001, por la
que se garantiza el funcionamiento del servicio público
que presta la empresa Compañía Tranvía de Cádiz a
San Fernando y Carraca, SA, de Cádiz, mediante el
establecimiento de servicios mínimos.

Por la Federación Provincial de Transportes, Comunica-
ciones y Mar de UGT y por la Federación de Comunicaciones
y Transportes de CC.OO. de Cádiz, ha sido convocada huelga
consistente en los paros parciales del 28 de septiembre al
31 de diciembre de 2001, relacionados en la convocatoria
presentada el 18 de septiembre de 2001 en el Registro General
de la Delegación Provincial de Empleo y Desarrollo Tecnológico
de Cádiz y que, en su caso, podrá afectar a todos los tra-
bajadores de la citada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que la empresa Compañía Tranvía de Cádiz a
San Fernando y Carraca, S.A., presta un servicio esencial para
la comunidad, cual es facilitar el ejercicio del derecho a la
libre circulación de los ciudadanos proclamado en el artícu-
lo 19 de la Constitución en la provincia de Cádiz, y el ejercicio
de la huelga convocada podría obstaculizar el referido derecho
fundamental. Por ello la Administración se ve compelida a
garantizar dicho servicio esencial mediante la fijación de
servicios mínimos, por cuanto que la falta de libre circulación
de los ciudadanos en el ámbito territorial de Cádiz y provincia
colisiona frontalmente con el derecho proclamado en el artículo
19 de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto últi-
mo posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos
legales aplicables, artículos 28.2 y 19 de la Constitución;
artículo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Real Decreto
635/1984, de 26 de marzo; Acuerdo del Consejo de Gobierno
de la Junta de Andalucía de 5 de octubre de 1983, y la
doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga que, en su caso, podrá
afectar a todos los trabajadores de la empresa Compañía Tran-
vía de Cádiz a San Fernando y Carraca, S.A., consistente en
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los paros parciales del 28 de septiembre al 31 de diciembre
de 2001, relacionados en la convocatoria presentada el 18
de septiembre de 2001 en el Registro General de la Delegación
Provincial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de Cádiz, deberá
ir acompañada del mantenimiento de los servicios mínimos
que figuran en el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 20 de septiembre de 2001

JOSE ANTONIO VIERA CHACON ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico Consejero de Gobernación

CONCEPCION GUTIERREZ DEL CASTILLO
Consejera de Obras Públicas y Transportes

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Director General de Administración Local.
Ilmo. Sr. Director General de Transportes.
Ilmos. Sres. Delegados Provinciales de las Consejerías de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, del Gobierno y de Obras
Públicas y Transportes de Cádiz.

A N E X O

a) Los servicios mínimos a realizar, y que se concretan
en los epígrafes B y C, se realizarían durante la franja horaria
comprendida entre las 6,00 horas hasta las 9,00 horas de
cada día de huelga convocada, y teniendo en cuenta el horario
habitual de inicio de las Líneas respectivas.

b) Servicio urbano de Cádiz.

Línea Núm. de autobuses

Plaza España-Cortadura 3
Plaza de Sevilla-Pza. España-Puntales-Bda. Loreto 2
Plaza España-Bda. Paz-Puntales 2
Plaza España-Bda. Loreto-Zona Franca 2
Ingeniero la Cierva-Simón Bolívar 1
Plaza España-Avda. Las Cortes 1

Servicio urbano San Fernando.

Línea Núm. de autobuses

Bahía Sur-Ardilla-Bda. Bazán 1
Camposoto-Bda. Bazán 1
Gallineras-Casería de Ossio 1

c) Personal de mantenimiento, recaudación y portería.

1 Jefe de equipo en turno de mañana.
1 Portero en el turno de día.

RESOLUCION de 10 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia dictada en el recurso
contencioso-administrativo número 137/2001, inter-
puesto por Perforaciones Expoa, SL.

En el recurso contencioso-administrativo número
137/2001, interpuesto por Perforaciones Expoa, S.L., contra
la Resolución de 19 de octubre de 2000 de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Andalucía,
mediante la cual se desestimó el recurso de alzada interpuesto
por don Antonio García García, en nombre y representación
de Perforaciones Expoa, S.L., contra Resolución de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en
Córdoba, de fecha 22 de febrero de 2000, recaída en expe-
diente sancionador número 164/99, confirmando la misma
en todos sus términos, se ha dictado sentencia por el Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo Núm. Cuatro de Sevilla, con
fecha 15 de junio de 2001, cuya parte dispositiva es del
siguiente tenor literal:

«Fallo: Que debo estimar y estimo el recurso contencio-
so-administrativo interpuesto por la representación de Perfo-
raciones Expoa, S.L. contra las Resoluciones indicadas en el
Antecedente de Hecho Primero de esta Resolución y en con-
secuencia debo anular y anulo las mismas por no ser conformes
a Derecho.

Todo ello sin realizar pronunciamiento condenatorio sobre
las costas.»

Mediante Providencia de fecha 23 de julio de 2001 se
declara firme la sentencia anterior acordándose que se lleve
a puro y debido efecto lo resuelto.

En virtud de lo establecido en el artículo 3.º 5.ª de la
Orden de 3 de octubre de 2000, de delegación de compe-
tencias, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118
de la Constitución y 17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de
1 de julio, del Poder Judicial, y 104 y siguientes de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, he dispuesto el cumplimiento en sus
propios términos de la expresada sentencia, así como su publi-
cación en el BOJA.

Sevilla, 10 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Juan Francisco Sánchez García.

RESOLUCION de 23 de agosto de 2001, de la
Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hacen
públicas subvenciones concedidas al amparo de la
Orden que se cita.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, esta Delegación Provincial ha resuelto
dar publicidad a las subvenciones concedidas con cargo a
la aplicación presupuestaria 0.1.13.00.18.11.78100.23 A.4
y al amparo de la Orden 5 de marzo de 1998, que desarrolla
y convoca la ayuda pública de apoyo al autoempleo como
medida de fomento de empleo, establecidas en el Decre-
to 199/97, de 29 de julio de 1997.
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Cádiz, 23 de agosto de 2001.- El Delegado, Agustín Barberá Salvador.

CONSEJERIA DE TURISMO Y DEPORTE

RESOLUCION de 16 de agosto de 2001, de la
Dirección General de Actividades y Promoción Depor-
tiva, por la que se dispone la publicación de los esta-
tutos de la Federación Andaluza de Voleibol.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 del
Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas
Andaluzas, por Resolución de esta Dirección General de Acti-
vidades y Promoción Deportiva de 15 de enero de 2001,
se ratificó la modificación de los estatutos de la Federación
Andaluza de Voleibol y se acordó su inscripción en el Registro
Andaluz de Entidades Deportivas, así como su publicación
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la dis-
posición antes mencionada, se dispone la publicación de los
estatutos de la Federación Andaluza de Voleibol, que figura
como Anexo a la presente Resolución.

Sevilla, 16 de agosto de 2001.- El Director General,
José P. Sanchís Ramírez.

TITULO PRIMERO

DENOMINACION, DOMICILIO, OBJETO Y NATURALEZA

Artículo 1. La Federación Andaluza de Voleibol es una
Entidad Deportiva de Derecho Privado que tiene por objeto,
mediante la integración de Asociaciones Deportivas, Depor-
tistas, Técnicos y Entrenadores, Jueces y Arbitros, el promover,
reglamentar, organizar, desarrollar y promocionar la práctica
del Voleibol en el territorio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

Artículo 2. La Federación Andaluza goza, para el cum-
plimiento de sus fines, de personalidad jurídica propia e inde-
pendiente de quienes la integran, de plena capacidad para
obrar, y se halla constituida de acuerdo con lo dispuesto en
la Ley del Deporte y demás legislación complementaria de
aplicación.

Artículo 3. La Federación Andaluza de Voleibol es una
entidad de utilidad pública, al amparo de la Ley del Deporte,
lo que conlleva el reconocimiento de los beneficios que el
ordenamiento jurídico otorga con carácter general a estas
entidades.

Artículo 4. El domicilio de la Federación Andaluza de Volei-
bol se establece en el Pabellón Municipal de Deportes de El
Puerto de Santa María, ubicado en la calle Crucero Baleares,
número 3. El cambio de domicilio social dentro de la misma
localidad se realizará con la aprobación de la mayoría simple
de la Asamblea General. Para el traslado fuera de la localidad
y dentro de la Comunidad Autónoma Andaluza se necesitará
de la aprobación de la mayoría de las 2/3 partes de los miem-
bros de derecho.

Artículo 5. La Federación Andaluza de Voleibol adecuará
su estructura a la organización Territorial de la Comunidad
Autónoma Andaluza, de acuerdo con el desarrollo deportivo
y las características propias de esta Federación.

Artículo 6. Serán competencias y fines de la Federación
Andaluza de Voleibol, dentro del ámbito de la Comunidad Autó-
noma Andaluza:

a) Calificar y organizar las actividades y competiciones
oficiales de Voleibol.

b) La elaboración de programas de promoción y extensión
de la práctica deportiva del Voleibol.

c) Colaborar con la Real Federación Española de Voleibol
en el diseño, elaboración y ejecución de los planes de pre-
paración de los deportistas de alto nivel.

d) Colaborar con las Administraciones Públicas en la for-
mación de técnicos deportivos y en la prevención, control y
represión del uso de sustancias prohibidas y métodos no regla-
mentarios en el deporte.

e) La colaboración o, en su caso, ejecución de los pro-
gramas planteados por la Comunidad Autónoma Andaluza.

f) La formación de Jueces y Arbitros.
g) La diligencia y gestión de las licencias deportivas y

la inscripción de los clubes y los deportistas en las com-
peticiones.
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h) Ejercer la potestad disciplinaria deportiva, en los tér-
minos reglamentarios, sobre todas aquellas personas o enti-
dades que, encontrándose federadas, desarrollan el deporte
de Voleibol.

i) La representación de la Real Federación Española de
Voleibol y la ejecución de competencias nacionales por expresa
delegación de ésta.

j) Establecer convenios y contratos con entidades públicas
y privadas.

k) Controlar y coordinar el patrimonio de la Federación
Andaluza de Voleibol.

TITULO SEGUNDO

DE LOS ORGANOS DE GOBIERNO Y REPRESENTACION

Artículo 7. De acuerdo con el artículo 15 del Decreto
146/85, son Organos de Gobierno de la Federación Andaluza
de Voleibol:

- La Asamblea General.
- El Presidente.
- La Junta Directiva.
- La Comisión Ejecutiva.

Artículo 8. La Asamblea General, debidamente convo-
cada, es el órgano de control ordinario de la gestión federativa
y el cuerpo deliberante de la Federación, a quien compete
realizar el desarrollo reglamentario.

Los miembros serán elegidos cada cuatro años, con carác-
ter ordinario, coincidiendo con los años Olímpicos de verano,
por sufragio libre, igual, directo y secreto, por y entre los inte-
grantes de cada estamento del Voleibol, de acuerdo con lo
que se establezca en la Orden correspondiente de la Consejería
de Turismo y Deporte de la Junta de Andalucía.

Artículo 9. La Asamblea General es el Organo Supremo
de la Federación Andaluza de Voleibol, y en él están repre-
sentados todos los estamentos de la misma, en la proporción
siguiente:

- Asociaciones Deportivas, el 60%.
- Deportistas, el 20%.
- Entrenadores y Técnicos, el 10%.
- Jueces y Arbitros, el 10%.

A cada circunscripción electoral le corresponde un mínimo
inicial de un representante por estamento.

Artículo 10. La Asamblea General deberá ser convocada,
con carácter ordinario, una vez al año, para la aprobación
de cuentas, proyecto de presupuesto, análisis de programas
deportivos realizados, calendario de las competiciones de la
temporada siguiente, y de todo aquello que sea insertado en
el Orden del Día.

Con carácter extraordinario podrá ser convocada, asimis-
mo, por el Presidente, a petición de, al menos, un tercio de
sus miembros, y siempre que se justifique y exprese en la
solicitud su objeto.

La convocatoria deberá ser notificada, en la de carácter
ordinario, con treinta días naturales de antelación a la fecha
elegida. En la de carácter extraordinario, con un mínimo de
quince días de antelación. Serán acompañadas del Orden del
Día.

Artículo 11. Son competencias de la Asamblea General,
con carácter exclusivo, las siguientes:

a) La elección, mediante sufragio libre, igual, directo y
secreto, del Presidente de la Federación Andaluza de Voleibol.

b) La aprobación y modificación de los Estatutos de la
Federación Andaluza de Voleibol, acordada por una mayoría
de los 2/3 de la totalidad de los miembros.

c) La provisión de las vacantes de los miembros que se
produzcan en la Asamblea General durante el plazo de man-
dato de los mismos, regulándose en el Reglamento General.

d) La moción de censura al Presidente, para cuya apro-
bación se requerirá los 2/3 de los votos de los miembros de
derecho.

e) Atender y tramitar, a petición de la Consejería de Turis-
mo y Deporte de la Junta de Andalucía, el expediente con-
tradictorio para cesar al Presidente de la Federación, previa
imputación de los cargos.

f) La disolución de la Federación Andaluza de Voleibol,
acordada por decisión de los 2/3 de los miembros de derecho
de la Asamblea General, ratificada por la Dirección General
de Actividades y Promoción Deportiva de la Consejería de Turis-
mo y Deporte de la Junta de Andalucía.

g) El desarrollo y aprobación del Reglamento General de
la Federación Andaluza de Voleibol.

h) La aprobación del presupuesto anual y su liquidación.
i) La aprobación del calendario deportivo.

Artículo 12. Las Asambleas Generales, tanto Ordinarias,
como Extraordinarias, quedarán válidamente constituidas en
primera convocatoria cuando concurran la mayoría de sus
miembros de derecho. En segunda convocatoria será suficiente
la asistencia de 1/3 de los miembros componentes.

Las Asambleas Generales adoptarán sus acuerdos por
mayoría simple. Cuando se trate de enajenaciones o de gra-
vamen de bienes inmuebles, contratos de préstamos, emisión
de títulos transferibles representativos de deudas, la mayoría
será de 2/3 de los miembros de derecho.

El voto de los miembros de la Asamblea General sólo
será indelegable y personal para la elección del Presidente
de la Federación, y para cuando se trate de enajenaciones,
contratos de préstamos, y todo tema que suponga modifica-
ciones sustanciales en el patrimonio y funcionamiento de la
Federación.

TITULO TERCERO

DEL PRESIDENTE

Artículo 13. El Presidente de la Federación Andaluza de
Voleibol, que ostenta la representación legal de la misma, será
la máxima autoridad de la misma entre Asambleas.

1. Convocará y presidirá sus Organos de Gobierno y eje-
cutará los acuerdos adoptados en ellos.

2. El mandato del Presidente será de cuatro años, coin-
cidiendo con los ciclos olímpicos de verano. La elección del
mismo será mediante sufragio, igual, directo, personal y secreto
de los miembros de la Asamblea General.

3. El cargo de Presidente, que será honorífico, salvo por
decisión mayoritaria de la Asamblea General, es incompatible
con cualquier otro dentro de las propias estructura federativas
territoriales andaluzas de las Asociaciones Deportivas, Depor-
tistas, Entrenadores, Técnicos, Jueces y Arbitros.

Artículo 14. El Presidente de la Federación Andaluza de
Voleibol ejercerá las siguientes funciones:

a) Presidir y dirigir la Junta Directiva.
b) El voto de calidad, en caso de empate, en los Organos

que presida.
c) Estimular y coordinar la actuación de los distintos órga-

nos federativos.
d) Ordenar pagos a nombre de la Federación Andaluza

de Voleibol, firmando con el Tesorero los documentos al efecto.
e) Conferir poderes especiales o generales a letrados, pro-

curadores o cualquier otra persona mandataria para que osten-
te su representación legal, tanto en juicio como fuera de él.

f) Designar al Secretario y demás cargos de la Federación.
g) Firmar contratos y convenios.
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Artículo 15. 1. El Presidente de la Federación Andaluza
de Voleibol cesará en el cargo por los motivos siguientes:

a) Expiración del término del mandato.
b) Renuncia, dimisión o incapacidad física.
c) Por incurrir en algunas de las causas de ilegalidad

establecida en los presentes Estatutos.
d) Por aprobación de la moción de censura.

2. Producido el cese del Presidente por cualquiera de
las causas establecidas en el apartado anterior, el Presidente
en funciones convocará la Asamblea General en un plazo no
inferior a un mes. La celebración de la misma no podrá exceder
de dos meses desde que se produjo el cese.

Artículo 16. La Asamblea General conocerá de la moción
de censura presentada contra el Presidente. Si, sometida a
votación, fuera aprobada por mayoría absoluta de sus miem-
bros asistentes, se producirá el cese automático del Presidente.
La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por
la tercera parte de los miembros de la Asamblea. Presentada
la moción de censura, el Presidente enviará la convocatoria
de la Asamblea Extraordinaria en un plazo no superior a diez
días.

La moción de censura deberá ser votada antes de treinta
días desde su presentación. Si la moción de censura fuera
rechazada por la Asamblea General, sus signatarios no podrán
presentar otra hasta transcurrido un año.

TITULO CUARTO

DE LA JUNTA DIRECTIVA

Artículo 17. La Junta Directiva es el Organo colegiado
de gestión de la Federación Andaluza de Voleibol. Estará pre-
sidida por el Presidente, e integrada por los vocales que aquél
designe libremente.

El número de miembros no será inferior a cinco, ni superior
a doce, y estará compuesto como mínimo por el Presidente,
Vicepresidente, un Secretario, un Tesorero y un Vocal.

Podrán ser convocadas a las reuniones de la Junta Direc-
tiva, como asesores con voz y sin voto, aquellas personas
que el Presidente considere oportunas.

Artículo 18. Los miembros de la Junta Directiva, que no
lo sean de la Asamblea General, tendrán acceso a las sesiones
de la Asamblea General con derecho a voz, pero sin voto.

Artículo 19. Corresponde al Presidente, a iniciativa propia
o a propuesta de la tercera parte de sus miembros, la con-
vocatoria de la Junta Directiva, que contendrá el lugar, la fecha
y la hora de su celebración, así como el Orden del Día.

Deberá ser comunicado, al menos, con siete días de ante-
lación, salvo casos urgentes, en los que bastará cuarenta y
ocho horas. La Junta Directiva quedará válidamente cons-
tituida cuando asistan, al menos, el Presidente y 2/3 de su
Junta Directiva.

Los acuerdos de Junta Directiva se adoptan por mayoría
simple, teniendo el Presidente voto de calidad en caso de
empate.

Artículo 20. El Vicepresidente o Vicepresidentes colabo-
rarán con el Presidente en el desempeño de los cometidos
que éste les encomiende, y le sustituirán en todos los casos
de ausencia o enfermedad, por su orden.

En caso de más de un Vicepresidente, el que ostente
la Vicepresidencia 1.ª deberá ser miembro de la Asamblea.

Artículo 21. Los miembros de la Junta Directiva no serán
remunerados, a excepción de cuando lo sean en función de
su vinculación profesional con la Federación Andaluza.

SECRETARIA GENERAL

Artículo 22. El Secretario General asiste permanentemente
a todos los órganos de gobierno y representación, así como
a todos los órganos técnicos de la Federación Andaluza de
Voleibol.

Artículo 23. El cargo de Secretario será remunerado.

Artículo 24. El Secretario General actuará como secretario
de todos los órganos superiores colegiados de la Federación
Andaluza de Voleibol. Aportará documentación e información
sobre los asuntos que sean objeto de deliberación, y levantará
acta de sus sesiones. Una vez aprobadas las actas, custodiará
los correspondientes libros de actas.

Artículo 25. Las competencias del Secretario General son
las siguientes:

1. Será responsable del personal de la Federación Anda-
luza de Voleibol.

2. Coordinará la actuación de los diversos órganos de
la Federación Andaluza de Voleibol.

3. Preparará la resolución y despacho de todos los
asuntos.

4. Velará por el cumplimiento de todas las normas jurí-
dico-deportivas, teniendo debidamente informado sobre el con-
tenido de las mismas a los órganos de la Federación Andaluza
de Voleibol.

5. Cuidará del buen orden de las dependencias fede-
rativas.

6. Preparará las reuniones de los órganos de gobierno
y de los órganos técnicos, actuando en ellos con voz, pero
sin voto. Levantará acta de sus reuniones, y es responsable
de los libros de actas.

7. Recibe y expide la correspondencia oficial de la Fede-
ración, y llevará un libro de entradas y salidas de la misma.

8. Organiza, mantiene y custodia el archivo de la
Federación.

9. Prepara la memoria anual de la Federación para su
presentación a la Junta Directiva y a la Asamblea General.

T E S O R E R I A

Artículo 26. La Tesorería es el órgano de gestión eco-
nómica de la Federación. Al frente de la misma se hallará
un Tesorero designado por el Presidente, que sea miembro
de su Junta Directiva. Las funciones de la Tesorería y su titular
se establecen en el Reglamento General de la Federación.

Artículo 27. El Tesorero tendrá a su cargo los libros de
contabilidad, la formalización del balance de situación y las
cuentas de ingresos y gastos exigidos por la normativa vigente.
La reglamentación de los gastos, y la inspección económica
de los órganos federativos, la preparación del anteproyecto
de presupuestos y la elaboración de cuantos estudios e infor-
mes sean precisos para la buena marcha de la Tesorería.

ORGANOS TECNICOS

Artículo 28. Para la ejecución, desenvolvimiento de sus
respectivas funciones de gobierno, la Federación Andaluza de
Voleibol contará con los siguientes órganos técnicos:

1. Dirección Técnica.
2. Escuela de Entrenadores.
3. Colegio Andaluz de Arbitros.

Además de los que el Presidente considere oportunos
crear, ratificados por la Asamblea General, y cuyo funciona-
miento y fines se desarrollan en el Reglamento General.
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TITULO QUINTO

DE LA COMISION EJECUTIVA

Artículo 29. 1. La Junta Directiva podrá constituir una
Comisión Ejecutiva permanente para el trámite y gestión de
los asuntos ordinarios.

2. La Comisión Ejecutiva estará integrada por el Presidente
de la FAVB, que la presidirá, o un Vicepresidente, asistido
como mínimo por dos miembros de su Junta Directiva y con
asistencia del Secretario, si lo hubiese.

3. Los acuerdos de la Comisión Ejecutiva se adoptarán
por la mitad más uno de sus miembros, y deberán constar
en el libro de actas. En todo caso, será necesario su ratificación
en la primera reunión de la Junta Directiva.

4. La Comisión Ejecutiva está facultada para velar con
permanencia y asiduidad por el buen gobierno de la FAVB,
pudiendo, asimismo, resolver todo tipo de asuntos propios
de la Junta Directiva.

TITULO SEXTO

DE LAS DELEGACIONES TERRITORIALES

Artículo 30. 1. La Federación Andaluza de Voleibol se
organizará territorialmente en Delegaciones Territoriales.

2. Las Delegaciones Territoriales de la Federación Anda-
luza de Voleibol dependerán orgánicamente de la misma, y
su finalidad es la descentralización administrativa, el acer-
camiento a las entidades y personas integradas en la Fede-
ración Andaluza, en los diferentes núcleos deportivos de volei-
bol, donde se realicen competiciones oficiales, a nivel pro-
vincial.

Al frente de las mismas se encontrarán los Delegados
Territoriales.

TITULO SEPTIMO

ELECCION DE LOS ORGANOS DE GOBIERNO
Y REPRESENTACION

Artículo 31. Los requisitos para ser electores y elegibles
son los siguientes:

- Por las Asociaciones Deportivas, los representantes de
las que existan en cada circunscripción electoral, inscritas en
el Registro de Asociaciones Deportivas de la Consejería de
Turismo y Deporte de la Junta de Andalucía y que hayan
tenido alguna actividad deportiva el último año, y se hallen
al corriente de sus obligaciones federativas.

Cada Asociación estará representada por su Presidente
o persona en quien delegue.

- Deportistas que se encuentren con licencia en vigor.
- Entrenadores y Técnicos que tengan licencia en vigor.
- Jueces y Arbitros que tengan licencia en vigor.

Artículo 32. Se considera Circunscripción Electoral aquella
provincia en la que tenga su sede al menos una Asociación
Deportiva. Aquellas provincias que no cumplan con este requi-
sito, pero en las que estén presentes deportistas y técnicos,
se incluirán a todos los efectos dentro de la circunscripción
más próxima.

Artículo 33. Como condición general se establece que
los electores habrán de tener, como mínimo, dieciséis años,
y los elegibles, la mayoría de edad, todos ellos al momento
de la convocatoria de las elecciones, y no hallarse incurso
en ninguna causa de incompatibilidad e ilegalidad de las nor-
mas establecidas en el Reglamento Electoral General.

Artículo 34. Se constituirá una Junta Electoral Federativa
formada por un representante de cada estamento, elegidos
por sorteo entre los censos de cada uno de los estamentos

de la circunscripción electoral donde radique el domicilio social
de la Federación, y un miembro que será designado por la
Consejería de Turismo y Deporte, que ejercerá el cargo de
Presidente.

El Secretario General de la Federación Andaluza de Volei-
bol formará parte de la Junta Electoral, con voz pero sin voto.

Artículo 35. Serán funciones propias de la Junta Electoral
Federativa el conocimiento y resolución de las impugnaciones
y reclamaciones que se interpongan en el proceso electoral
federativo, que se refieran a candidatos y votaciones, así como
cualquier otra cuestión que afecte al desarrollo de las elec-
ciones y a su resultado. La Junta Electoral Federativa, en el
uso de las atribuciones que le vienen conferidas, podrá actuar
de oficio en cualquier fase del proceso electoral.

Artículo 36. La Secretaría General de la Federación Anda-
luza de Voleibol elaborará un censo por estamento, actualizado
a la fecha de la convocatoria electoral.

TITULO OCTAVO

DE LAS ASOCIACIONES DEPORTIVAS, DEPORTISTAS,
TECNICOS Y ARBITROS

Artículo 37. Las Asociaciones que tengan entre sus fines
la práctica y promoción del voleibol se integrarán, a petición
propia, en la Federación Andaluza de Voleibol, a través de
la Delegación Territorial que les corresponda por su domicilio
legal, siempre que se ajusten a la legalidad vigente y se com-
prometan a cumplir con los Estatutos y Reglamento de la Fede-
ración, y a someterse a la autoridad de los órganos federativos,
en relación con las materias de su competencia. En caso de
denegarse su admisión, que habrá de ser motivada, podrá
recurrir ante la Consejería de Turismo y Deporte de la Junta
de Andalucía.

Artículo 38. Los mismos criterios y requisitos se exigirán
para la integración en la Federación Andaluza de Voleibol de
los deportistas, técnicos, jueces y árbitros.

Artículo 39. La integración de los deportistas, técnicos,
entrenadores, jueces y árbitros se producirá mediante la con-
cesión de la Licencia Federativa. Dicha concesión será acor-
dada por la Junta Directiva de la Federación Andaluza de
Voleibol.

Artículo 40. Todos los miembros de la Federación Anda-
luza de Voleibol tienen derecho a recibir la tutela de la misma
con respecto a sus intereses deportivos legítimos, así como
el de participar en sus actividades y en el funcionamiento
de sus órganos de acuerdo con los presentes Estatutos y el
Reglamento General.

Los miembros de la Federación Andaluza de Voleibol tie-
nen, a su vez, el deber de acatar los acuerdos de sus órganos,
sin perjuicio de recurrir, ante las instancias federativas com-
petentes y, en su caso, ante la jurisdicción ordinaria, aquéllos
que consideren contrarios a sus intereses.

TITULO NOVENO

DEL REGIMEN ECONOMICO

Artículo 41. La Federación Andaluza de Voleibol, que
cuenta con patrimonio propio y presupuesto normalizado, regu-
lará su contabilidad de acuerdo con la normativa vigente.

Artículo 42. La Junta Directiva preparará el proyecto de
presupuestos para cada ejercicio, que será aprobado por la
Asamblea General y presentado en la Consejería de Turismo
y Deporte de la Junta de Andalucía, para su registro y control.
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Artículo 43. La justificación y cierre de los ejercicios eco-
nómicos se realizarán de acuerdo con lo establecido por la
normativa específica dictada por los organismos competentes.

Artículo 44. Constituyen los ingresos de la Federación
Andaluza de Voleibol:

1. Las subvenciones de la Consejería de Turismo y Deporte
de la Junta de Andalucía, así como las de las demás Admi-
nistraciones Públicas.

2. Las subvenciones y ayudas de la Real Federación Espa-
ñola de Voleibol.

3. Los bienes y derechos que reciba por herencia, legado
o donación, siempre que no repercutan cargas para la
Federación.

4. Las cuotas de los federados.
5. Las sanciones pecuniarias que se impongan a los

federados.
6. Los frutos, rentas e intereses de sus bienes patri-

moniales.
7. Los préstamos y créditos que se le concedan.
8. Los ingresos que obtenga por la organización de prue-

bas deportivas.

Artículo 45. La Federación Andaluza de Voleibol destinará
la totalidad de sus ingresos y de su patrimonio a la consecución
de los fines propios de su objeto.

Artículo 46. Las cantidades que tengan disponibles para
el cometido de sus fines deberán ser depositadas en entidades
bancarias o de ahorro, a nombre de «Federación Andaluza
de Voleibol», siendo necesarias dos firmas conjuntas, auto-
rizadas por el Presidente, para la disposición de dichas cuentas.

Artículo 47. El ejercicio económico comenzará el 1 de
enero y finalizará el 31 de diciembre siguiente.

Artículo 48. La Federación Andaluza de Voleibol, en su
ámbito de competencia, podrá realizar la fiscalización y control
de la gestión económica de aquellas entidades a las que otor-
gue subvenciones.

TITULO DECIMO

REGIMEN DOCUMENTAL

Artículo 49. El régimen documental de la Federación
Andaluza de Voleibol comprenderá los siguientes libros:

1. Libro de Registro de las Delegaciones Territoriales, que
deberá reflejar las denominaciones de las mismas, su domicilio
social, ámbito de competencia, organización, nombre y ape-
llidos del Delegado y de los miembros de las mismas, fecha
de toma de posesión y cese de los mismos, y cualquier inci-
dencia reseñable de carácter funcional.

2. Libro de Registro de Clubes, en el que constarán las
denominaciones de éstos, domicilio social, nombre y apellidos
de los componentes de las Juntas Directivas de los mismos,
fecha de toma de posesión y fecha de ceses. Estos registros
deberán estar ordenados por temporadas, haciendo constar
los clubes inscritos en cada una de ellas.

3. Libros de actas, que consignarán las reuniones que
celebren todos los órganos colegiados de la Federación Anda-
luza de Voleibol, tanto los de gobierno como los de repre-
sentación.

4. Los libros de contabilidad exigidos por la legislación
vigente.

5. Los libros de entradas y salidas de correspondencia.

Este régimen documental podrá ser realizado en soporte
informático, cuando no exista norma que lo prohíba.

Artículo 50. Las Delegaciones Territoriales estarán obli-
gadas a llevar los libros de los puntos 2 y 5 del artículo 49.

Artículo 51. Los órganos deportivos de la Junta de Anda-
lucía podrán supervisar el Régimen Documental de la Fede-
ración.

TITULO UNDECIMO

REGIMEN JURIDICO Y DISCIPLINARIO

Artículo 52. Constituida la organización deportiva de la
Federación Andaluza de Voleibol en base a la afiliación volun-
taria de sus componentes, todos ellos conocen las normas
de disciplina de la Federación y quedan obligados a acatar
las decisiones de sus órganos de autoridad competente con
arreglo a los Estatutos y Reglamentos que lo desarrollan,
pudiendo impugnarlos a través de los recursos legales esta-
blecidos.

Artículo 53. Son Organos Disciplinarios de la Federación
Andaluza de Voleibol:

- El Comité de Competición.
- El Comité de Apelación.

Artículo 54. El Comité de Competición es el Organo de
Jurisdicción, en primera instancia, que posee la Federación
Andaluza de Voleibol.

Ante él se presentarán las reclamaciones contra las reso-
luciones adoptadas por los Organos de Gobierno de la Fede-
ración Andaluza de Voleibol, y resolverá aquellos conflictos
que se planteen en el normal desarrollo de las competiciones
organizadas por la Federación Andaluza de Voleibol.

Artículo 55. El Comité de Apelación de la Federación
Andaluza de Voleibol es el Organo de segunda instancia de
la jurisdicción federativa. Ante él se plantearán los recursos
contra las resoluciones y dictámenes realizados por el Comité
de Competición.

Artículo 56. La Federación Andaluza de Voleibol, en mate-
ria de Disciplina Deportiva, adecuará su Reglamento General
a las disposiciones dictadas por la Administración.

TITULO DUODECIMO

EXTINCION, DISOLUCION

Artículo 57. La Federación Andaluza de Voleibol se extin-
guirá por las siguientes causas:

1. Por acuerdo de la Asamblea General, adoptado por
una mayoría de 2/3 de sus miembros.

2. Por las demás causas establecidas por las Leyes.

Artículo 58. Una vez producida la liquidación, el patri-
monio neto será destinado a los fines de carácter deportivo
que determine la Consejería de Turismo y Deporte de la Junta
de Andalucía.

TITULO DECIMOTERCERO

REFORMA DE LOS ESTATUTOS

Artículo 59. Los Estatutos de la Federación Andaluza de
Voleibol únicamente podrán ser modificados por acuerdo de
la Asamblea, previa inclusión en el Orden del Día de la modi-
ficación que se pretende.

Artículo 60. El Proyecto de modificación o reforma de
los Estatutos deberá ser aprobado por mayoría de 2/3 de los
miembros de derecho de la Asamblea General.
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La propuesta de modificación o reforma podrá ser rea-
lizada:

1. Por la Junta Directiva.
2. Por 1/3 de los miembros de la Asamblea General.

Aprobada la modificación de los Estatutos, ésta sólo será
eficaz a partir del momento en que sea ratificado por la Con-
sejería de Turismo y Deporte de la Junta de Andalucía.

RESOLUCION de 21 de agosto de 2001, de la
Dirección General de Actividades y Promoción Depor-
tiva, por la que se dispone la publicación de los esta-
tutos de la Federación Andaluza de Halterofilia.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 del
Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas
Andaluzas, por Resolución de esta Dirección General de Acti-
vidades y Promoción Deportiva de 5 de marzo de 2001, se
ratificó la modificación de los estatutos de la Federación Anda-
luza de Halterofilia y se acordó su inscripción en el Registro
Andaluz de Entidades Deportivas, así como su publicación
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la dis-
posición antes mencionada, se dispone la publicación de los
estatutos de la Federación Andaluza de Halterofilia, que figura
como Anexo a la presente Resolución.

Sevilla, 21 de agosto de 2001.- El Director General,
José P. Sanchís Ramírez.

ESTATUTOS DE LA FEDERACION ANDALUZA
DE HALTEROFILIA

TITULO I

DEFINICION, OBJETO SOCIAL, REGIMEN JURIDICO
Y FUNCIONES

Artículo 1. Definición.
1. La Federación Andaluza de Halterofilia (FAH) es una

entidad deportiva de carácter privado y naturaleza asociativa,
sin ánimo de lucro, con personalidad jurídica propia y plena
capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, con-
sistentes en la promoción, práctica y desarrollo de la halte-
rofilia, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

2. Además de sus propias atribuciones, ejerce por dele-
gación funciones públicas de carácter administrativo, actuando
en estos casos como agente colaboradora de la Administración
y ostenta el carácter de utilidad pública en Andalucía.

3. La Federación Andaluza de Halterofilia se integra en
la correspondiente Federación Española, de acuerdo con el
procedimiento y requisitos establecidos en los estatutos de
ésta, gozando así del carácter de utilidad pública, de con-
formidad con la Ley del Deporte estatal.

Artículo 2. Composición.
La Federación está integrada por los clubes deportivos,

secciones deportivas, deportistas, entrenadores, técnicos, jue-
ces y árbitros, que de forma voluntaria y expresa se afilien
a través de la preceptiva licencia.

Artículo 3. Representatividad.
1. La Federación Andaluza de Halterofilia ostenta la repre-

sentación de la Comunidad Autónoma de Andalucía en las
actividades y competiciones deportivas oficiales de carácter
estatal e internacional, celebradas dentro y fuera del territorio
español.

2. Asimismo, la Federación Andaluza de Halterofilia repre-
senta en el territorio andaluz a la Federación Española en
la que se integra.

Artículo 4. Domicilio social.
La Federación Andaluza de Halterofilia está inscrita en

el Registro Andaluz de Entidades Deportivas. Tiene su domicilio
social en la ciudad de Sevilla, C/ Lora del Río, s/n. El cambio
de domicilio social necesitará del acuerdo de la mayoría abso-
luta de los miembros de la Asamblea General, salvo que se
efectúe dentro del mismo término municipal, en cuyo caso
podrá efectuarse por mayoría simple. El cambio de domicilio
deberá comunicarse al Registro Andaluz de Entidades Depor-
tivas.

Artículo 5. Régimen jurídico.
La Federación Andaluza de Halterofilia se rige por la Ley

6/1998, de 14 de diciembre, del Deporte; por el Decreto
7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas Andaluzas;
por el Decreto 236/1999, de 13 de diciembre, del Régimen
Sancionador y Disciplinario Deportivo, y demás normativa
deportiva autonómica de aplicación, así como por los presentes
estatutos y los reglamentos federativos.

Artículo 6. Funciones propias.
Son funciones propias de la Federación las de gobierno,

administración, gestión, organización, desarrollo y promoción
del deporte de la halterofilia, en todo el territorio de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 7. Funciones públicas delegadas.
1. Además de sus funciones propias, la Federación Anda-

luza de Halterofilia ejerce por delegación, bajo los criterios
y tutela de la Consejería de Turismo y Deporte, las siguientes
funciones de carácter administrativo:

a) Calificar y organizar, en su caso, las actividades y com-
peticiones oficiales de ámbito autonómico.

b) Expedir licencias deportivas para participar en com-
peticiones oficiales.

c) Asignar, coordinar y controlar la correcta aplicación
que sus asociados den a las subvenciones y ayudas de carácter
público concedidas a través de la Federación.

d) Ejercer la potestad disciplinaria en los términos esta-
blecidos en los presentes estatutos y reglamentos federativos.

e) Ejecutar, en su caso, las resoluciones del Comité Anda-
luz de Disciplina Deportiva.

f) Cualquier otra que se establezca reglamentariamente.

2. La Federación Andaluza de Halterofilia, sin la auto-
rización de la Administración competente, no podrá delegar
el ejercicio de las funciones públicas delegadas, si bien podrá
encomendar a terceros actuaciones materiales relativas a las
funciones previstas en las letras a), b) y c) del apartado anterior.

Artículo 8. Otras funciones.
La Federación Andaluza de Halterofilia, de conformidad

con lo preceptuado en el artículo 22.5 de la Ley del Deporte
de Andalucía, ejerce, además, las siguientes funciones:

a) Colaborar con las Administraciones Públicas y con la
Federación Española en la promoción de sus modalidades
deportivas, en la ejecución de los planes y programas de pre-
paración de los deportistas de alto nivel en Andalucía, par-
ticipando en su diseño y en la elaboración de las relaciones
anuales de deportistas de alto nivel y ámbito estatal que realiza
el Consejo Superior de Deportes.

b) Colaborar con la Administración de la Junta de Anda-
lucía en la promoción de los deportistas de alto rendimiento
y en la formación de técnicos, jueces y árbitros.

c) Colaborar con la Administración Deportiva del Estado
en la prevención, control y represión del uso de sustancias
y grupos farmacológicos prohibidos, así como en la prevención
de la violencia en el deporte.

d) Colaborar en la organización de las competiciones ofi-
ciales y actividades deportivas que se celebren en el territorio
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de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de carácter estatal
o internacional.

e) Elaborar sus propios reglamentos deportivos, así como
disponer cuanto convenga para la promoción y mejora de la
practica de la halterofilia.

Artículo 9. Tutela de la Administración Deportiva.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 29.1 del

Decreto 7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas
Andaluzas, la Federación Andaluza de Halterofilia se somete
a las siguientes funciones de tutela de la Secretaría General
para el Deporte:

a) Convocatoria de los órganos federativos cuando se
incumplan las previsiones contenidas en los presentes esta-
tutos al respecto.

b) Instar del Comité Andaluz de Disciplina Deportiva la
incoación del procedimiento disciplinario al Presidente y demás
miembros directivos de la Federación y, en su caso, la sus-
pensión cautelar de los mismos.

c) Convocar elecciones a los órganos de gobierno y repre-
sentación de la Federación, así como el nombramiento de
una Comisión Gestora, cuando se produzca una dejación mani-
fiesta de las atribuciones de los órganos federativos compe-
tentes para el desarrollo de tal actividad.

d) Comprobar, previa a la aprobación definitiva, la ade-
cuación a la legalidad vigente de los reglamentos deportivos
de la Federación, así como sus modificaciones.

e) Resolución de recursos contra los actos que la Fede-
ración haya dictado en el ejercicio de funciones públicas de
carácter administrativo.

f) Inspeccionar los libros y documentos oficiales y regla-
mentarios.

Avocar y revocar el ejercicio de las funciones públicas
que la Federación Andaluza de Halterofilia tenga atribuidas.

TITULO II

LOS MIEMBROS DE LA FEDERACION

CAPITULO I

La licencia federativa

Artículo 10. La licencia federativa.
La licencia federativa es el documento mediante el que

se formaliza la relación de especial sujeción entre la Federación
Andaluza de Halterofilia y la persona o entidad de que se
trate. Con ella, se acredita documentalmente la afiliación, sir-
viendo de título acreditativo para el ejercicio de los derechos
y deberes reconocidos por los presentes estatutos a los miem-
bros de la Federación.

La pérdida por su titular de la licencia federativa, por
cualquiera de las causas previstas, lleva aparejada la de la
condición de miembro de la Federación.

Artículo 11. Expedición de la licencia.
1. La expedición y renovación de las licencias se efectuará

en el plazo de un mes desde su solicitud, siempre que el
solicitante cumpla con los requisitos que fijan los presentes
estatutos y los reglamentos federativos.

2. La Junta Directiva acordará la expedición de la corres-
pondiente licencia federativa o la denegación de la misma.
Se entenderá estimada la solicitud si una vez transcurrido el
plazo mencionado en el apartado anterior no hubiese sido
resuelta y notificada expresamente.

3. La denegación de la licencia será siempre motivada
y contra la misma podrá interponerse recurso de alzada ante
el órgano competente de la Administración Deportiva.

Artículo 12. Pérdida de la licencia.
El afiliado a la federación perderá la licencia federativa

por las siguientes causas:

a) Por voluntad expresa del federado.
b) Por sanción disciplinaria.
c) Por falta de pago de las cuotas establecidas.

La pérdida de la licencia por la causa señalada en el
apartado c) requerirá la previa advertencia al afiliado, con noti-
ficación fehaciente, concediéndole un plazo no inferior a diez
días para que proceda a la liquidación del débito con indicación
de los efectos que se producirían en caso de no atender a
la misma.

CAPITULO II

Los clubes y secciones deportivas

Artículo 13. Requisitos de los clubes y las secciones
deportivas.

Podrán ser miembros de la Federación los clubes y las
secciones deportivas que reúnan los siguientes requisitos:

a) Que su objeto exclusivo o principal lo constituya la
práctica del deporte.

b) Que estén inscritos en el Registro Andaluz de Entidades
Deportivas.

c) Que estén interesados en los fines de la Federación
y se adscriban a la misma.

Artículo 14. Régimen de los clubes y las secciones
deportivas.

Los clubes y secciones deportivas integrados en la Fede-
ración Andaluza de Halterofilia deberán someterse a las dis-
posiciones y acuerdos emanados de sus órganos de gobierno
y representación, y estarán sujetos a la potestad disciplinaria
de la Federación de conformidad con lo dispuesto en su regla-
mento disciplinario y demás normativa de aplicación.

Artículo 15. Participación en competiciones oficiales.
La participación de los clubes y secciones en compe-

ticiones oficiales de ámbito autonómico se regirá por lo dis-
puesto en los presentes estatutos, por los reglamentos fede-
rativos y demás disposiciones de aplicación.

Artículo 16. Solicitud de integración en la Federación.
El procedimiento de integración de los clubes y secciones

deportivas en la Federación, conforme a lo previsto en los
artículos 10 y 11 de estos estatutos, se iniciará a instancia
de los mismos dirigida al Presidente, a la que se adjuntará
certificado del acuerdo de la Asamblea General en el que conste
el deseo de la entidad de federarse y de cumplir los estatutos
de la Federación.

Artículo 17. Pérdida de la condición de miembro de la
Federación.

1. Los clubes y las secciones deportivas podrán solicitar
en cualquier momento la baja en la Federación, mediante
escrito dirigido al Presidente de la misma al que acompañarán
acuerdo adoptado por la Asamblea General en dicho sentido.

2. Asimismo, perderán la condición de miembro de la
Federación cuando incurran en los siguientes supuestos:

a) Por extinción del club.
b) Por pérdida de la licencia federativa.

Artículo 18. Derechos de los clubes y secciones depor-
tivas.

Los clubes y secciones deportivas miembros gozarán de
los siguientes derechos:
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a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la Federación y ser elegidos
para los mismos, en las condiciones establecidas en la nor-
mativa electoral deportiva de la Junta de Andalucía y en los
reglamentos electorales federativos.

b) Estar representados en la Asamblea General de la Fede-
ración, con derecho a voz y voto.

c) Tomar parte en las competiciones y actividades oficiales
federativas, así como en cuantas actividades sean organizadas
por la misma.

d) Beneficiarse de las prestaciones y servicios previstos
por la Federación para sus miembros.

e) Ser informado sobre las actividades federativas.
f) Separarse libremente de la Federación.

Artículo 19. Obligaciones de los clubes y secciones
deportivas.

Serán obligaciones de las entidades miembros:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
de la Federación.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias de integración.

c) Cooperar al cumplimiento de los fines de la Federación.
d) Poner a disposición de la Federación a los deportistas

federados de su plantilla al objeto de integrar las selecciones
deportivas andaluzas, de acuerdo con la Ley del Deporte Anda-
luz y disposiciones que la desarrollan.

e) Poner a disposición de la Federación a sus deportistas
federados con el objeto de llevar a cabo programas específicos
encaminados a su desarrollo deportivo.

f) Aquellas otras que le vengan impuestas por la legislación
vigente, por los presentes estatutos o por los acuerdos váli-
damente adoptados por los órganos federativos.

CAPITULO III

Los deportistas, entrenadores, técnicos, jueces y árbitros

Sección 1.ª Disposiciones generales de integración y baja

Artículo 20. Integración en la Federación.
Los deportistas, entrenadores, técnicos, árbitros y jueces,

como personas físicas y a título individual, pueden integrarse
en la Federación y tendrán derecho, de acuerdo con los ar-
tículos 10 y 11 de estos estatutos, a una licencia de la clase
y categoría establecida en los reglamentos federativos, que
servirá como ficha federativa y habilitación para participar en
actividades y competiciones deportivas oficiales, así como para
el ejercicio de los derechos y obligaciones reconocidos a los
miembros de la Federación.

Artículo 21. Pérdida de la condición de miembro de la
Federación.

Los deportistas, entrenadores, técnicos, jueces y árbitros
cesarán en su condición de miembro de la Federación por
pérdida de la licencia federativa.

Sección 2.ª Los deportistas

Artículo 22. Definición.
Se consideran deportistas quienes practican el deporte

de la halterofilia, respetando las condiciones federativas y
estando en posesión de la correspondiente licencia.

Artículo 23. Derechos de los deportistas.
Los deportistas tendrán los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la Federación y ser elegidos
para los mismos, en las condiciones establecidas en los regla-
mentos electorales federativos.

b) Estar representados en la Asamblea General de la Fede-
ración, con derecho a voz y voto.

c) Estar en posesión de un seguro médico que cubra
los daños y riesgos derivados de la práctica de la halterofilia.

d) Tomar parte en las competiciones y actividades oficiales
federativas, así como en cuantas actividades sean organizadas
por la misma en el marco de las reglamentaciones que rigen
el deporte de la halterofilia.

e) Acudir a las selecciones deportivas andaluzas cuando
sean convocados para ello.

f) Ser informado sobre las actividades federativas.
g) Separarse libremente de la Federación.

Artículo 24. Deberes de los deportistas.
Los deportistas tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
federativos.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los
fines de la Federación.

d) Acudir a las selecciones deportivas andaluzas y a los
programas específicos federativos encaminados a favorecer su
desarrollo deportivo.

e) Aquellos otros que le vengan impuestos por la legis-
lación vigente, por los presentes estatutos o por los acuerdos
válidamente adoptados por los órganos federativos.

Artículo 25. Controles antidopaje.
Los deportistas con licencia para participar en compe-

ticiones oficiales de cualquier ámbito estarán obligados a some-
terse a los controles antidopaje durante las competiciones o
fuera de ellas, a requerimiento de cualquier Organismo con
competencias para ello.

Sección 3.ª Los técnicos

Artículo 26. Definición.
Son entrenadores y técnicos las personas que, con la titu-

lación reconocida de acuerdo con la normativa vigente, ejercen
funciones de enseñanza, formación, perfeccionamiento y direc-
ción técnica del deporte de la halterofilia, respetando las con-
diciones federativas y estando en posesión de la correspon-
diente licencia.

Artículo 27. Derechos de los entrenadores y técnicos.
Los entrenadores y técnicos tendrán los siguientes dere-

chos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la Federación y ser elegidos
para los mismos, en las condiciones establecidas en los regla-
mentos electorales federativos.

b) Estar representados en la Asamblea General de la Fede-
ración, con derecho a voz y voto.

c) Ser beneficiario de un seguro médico que cubra los
daños y riesgos derivados de las funciones que ejercen en
relación con la práctica de la halterofilia.

d) Ser informado sobre las actividades federativas.
e) Separarse libremente de la Federación.

Artículo 28. Deberes de los técnicos.
Los técnicos tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
federativos.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los
fines de la Federación.
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d) Asistir a las pruebas y cursos a los que sean convocados
por la Federación.

e) Aquellos otros que le vengan impuestos por la legis-
lación vigente, por los presentes estatutos o por los acuerdos
válidamente adoptados por los órganos federativos.

Sección 4.ª Los jueces y árbitros

Artículo 29. Definición.
Son jueces/árbitros las personas que, con las categorías

que reglamentariamente se determinen, velan por la aplicación
de las reglas del juego, respetando las condiciones federativas
y estando en posesión de la correspondiente licencia.

Artículo 30. Derechos de los jueces y árbitros.
Los jueces/árbitros tendrán los siguientes derechos:

a) Participar en los procesos electorales a los órganos
de gobierno y representación de la Federación y ser elegidos
para los mismos, en las condiciones establecidas en los regla-
mentos electorales federativos.

b) Estar representados en la Asamblea General de la Fede-
ración, con derecho a voz y voto.

c) Ser beneficiario de un seguro médico que cubra los
daños y riesgos derivados de las funciones que ejercen refe-
rentes a la práctica de la halterofilia.

d) Ser informado sobre las actividades federativas.
e) Separarse libremente de la Federación.

Artículo 31. Deberes de los jueces y árbitros.
Los jueces/árbitros tendrán los siguientes deberes:

a) Acatar las prescripciones contenidas en los presentes
estatutos y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos
federativos.

b) Abonar, en su caso, las cuotas de entrada, así como
las periódicas correspondientes a las licencias federativas.

c) Cooperar en todo momento al cumplimiento de los
fines de la Federación.

d) Asistir a las pruebas y cursos a los que sean convocados
por la Federación.

e) Aquellas otras que le vengan impuestas por la legis-
lación vigente, por los presentes estatutos o por los acuerdos
válidamente adoptados por los órganos federativos.

TITULO III

LA ESTRUCTURA ORGANICA

CAPITULO I

Organos federativos

Artículo 32. Organos federativos.
Son órganos de la Federación Andaluza de Halterofilia:

a) De gobierno y representación:

- La Asamblea General.
- La Junta Directiva.
- El Presidente.

b) De Administración:

- El Secretario General.
- El Interventor.

c) Técnicos:

- El Comité Técnico de Arbitros o Jueces.
- El Comité de Entrenadores.
- Los Comités Específicos.

d) Los Comités Disciplinarios.
e) La Comisión Electoral.
f) Las Delegaciones Territoriales.

CAPITULO II

LA ASAMBLEA GENERAL

Artículo 33. La Asamblea General.
La Asamblea General es el órgano supremo de gobierno

y representación y está integrada por clubes y secciones depor-
tivas, deportistas, entrenadores, técnicos, jueces y árbitros.

Artículo 34. Composición.
Estará compuesta por el número de miembros que se

determine en el reglamento electoral federativo, de conformi-
dad con lo dispuesto en la normativa electoral deportiva de
la Junta de Andalucía.

Artículo 35. Elección a miembros de la Asamblea General.
Los miembros de la Asamblea General serán elegidos,

cada cuatro años, coincidiendo con los años de celebración
de los Juegos Olímpicos de verano, mediante sufragio libre,
secreto y directo, entre y por los componentes de cada esta-
mento de la Federación y de conformidad con las proporciones
que se establezcan en el reglamento electoral federativo.

Artículo 36. Electores y elegibles.
1. Son electores y elegibles para miembros de la Asamblea

General de la Federación:

a) Los clubes deportivos y las secciones deportivas que,
en la fecha de la convocatoria y al menos desde la anterior
temporada oficial, figuren inscritos en el Registro Andaluz de
Entidades Deportivas y estén afiliados a la Federación.

b) Los deportistas, entrenadores, técnicos, jueces y árbi-
tros que sean mayores de edad, para ser elegibles, y que
no sean menores de 16 años para ser electores, con licencia
federativa en vigor en el momento de la convocatoria de las
elecciones y que la hayan tenido en la temporada anterior.

Para ser elector o elegible en cualquiera de los estamentos
federativos es, además, necesario haber participado, al menos,
desde la anterior temporada oficial, en competiciones o acti-
vidades oficiales, salvo causa de fuerza mayor debidamente
justificada o que no hubiera existido competición o actividad
con dicho carácter, bastando acreditar tal circunstancia.

2. Los requisitos exigidos para ser elector o elegible a
la Asamblea General deberán concurrir el día en que se publi-
que la convocatoria de elecciones.

Artículo 37. Causas de baja en la Asamblea General.
Los miembros de la Asamblea General causarán baja en

los siguientes casos:

a) Expiración del período de mandato.
b) Fallecimiento.
c) Dimisión.
d) Incapacidad que impida el desempeño del cargo.
e) Sanción disciplinaria o resolución judicial que comporte

inhabilitación para ocupar cargos en la organización deportiva
o privación de la licencia federativa.

f) Cambio o modificación de la situación federativa que
implique la alteración de las condiciones y requisitos exigidos
para su elección, siendo requisito necesario la apertura del
correspondiente expediente contradictorio con audiencia al
interesado durante el plazo de diez días.

Transcurrido dicho plazo, la Junta Directiva de la Fede-
ración resolverá sobre la mencionada baja. Esta resolución
se comunicará a la Dirección General de Actividades y Pro-
moción Deportiva el día siguiente al de su adopción y se noti-
ficará al interesado, que podrá interponer recurso contra la
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misma, ante la Comisión Electoral Federativa, en el plazo de
cinco días naturales desde su notificación.

Artículo 38. Competencias.
Son competencias exclusivas e indelegables de la Asam-

blea General:

a) La aprobación de las normas estatutarias y sus
modificaciones.

b) La aprobación del presupuesto anual, su modificación
y su liquidación.

c) La aprobación y modificación de los Estatutos.
d) La elección del Presidente.
e) La designación de los miembros de los órganos de

disciplina deportiva.
f) La designación de los miembros del Comité de Con-

ciliación.
g) La resolución de la moción de censura y de la cuestión

de confianza del Presidente.
h) Adoptar el acuerdo de disolución voluntaria de la Fede-

ración o conocer de la disolución no voluntaria y articular
el procedimiento de liquidación.

i) El otorgamiento de la calificación oficial de las acti-
vidades y las competiciones deportivas y la aprobación del
calendario deportivo y la memoria deportiva anual.

j) Aprobar las normas de expedición y revocación de las
licencias federativas así como sus cuotas.

k) Aprobar las operaciones económicas que impliquen
el gravamen o enajenación de sus bienes inmuebles o que
impliquen comprometer gastos de carácter plurianual.

l) La aprobación y modificación de sus reglamentos depor-
tivos, electorales y disciplinarios.

m) Resolver aquellas otras cuestiones que hayan sido
sometidas a su consideración en la convocatoria y se hallen
en el Orden del Día.

n) Cualquier otra que se le atribuya en los presentes esta-
tutos o se le otorguen reglamentariamente.

Artículo 39. Sesiones.
La Asamblea General se reunirá en sesión plenaria y con

carácter ordinario al menos una vez al año para la aprobación
de las cuentas y memoria de las actividades deportivas del
año anterior, así como del calendario, programas y presupuesto
anuales.

Podrán convocarse reuniones de carácter extraordinario
a iniciativa del Presidente o de un número de miembros de
la Asamblea General no inferior al veinte por ciento de los
mismos.

Artículo 40. Convocatoria.
1. La convocatoria deberá efectuarse mediante comuni-

cación escrita a todos los miembros de la Asamblea General
con expresa mención del lugar, día y hora de celebración en
primera y segunda convocatoria, así como el Orden del Día
de los asuntos a tratar. Entre la primera y la segunda con-
vocatoria deberá mediar una diferencia de al menos 30
minutos.

2. Las convocatorias se efectuarán con una antelación
de 15 días naturales a su celebración, salvo casos de urgencia
debidamente justificados.

Artículo 41. Constitución.
La Asamblea General quedará válidamente constituida

cuando concurran en primera convocatoria la mayoría de sus
miembros o, en segunda convocatoria, la tercera parte de los
mismos.

Artículo 42. Presidencia.
1. El Presidente de la Federación presidirá las reuniones

de la Asamblea General y moderará los debates, regulando
el uso de la palabra y sometiendo a votación las proposiciones

o medidas a adoptar. El Presidente resolverá las cuestiones
de orden y procedimiento que pudieran plantearse.

2. Antes de entrar a debatir los asuntos previstos en el
Orden del Día se procederá al recuento de asistentes, mediante
la verificación de los asambleístas de conformidad con la nor-
mativa de aplicación.

Artículo 43. Asistencia de personas no asambleístas.
El Presidente, a iniciativa propia o a petición de un tercio

de los miembros de la Asamblea General, podrá convocar a
las sesiones de la misma a personas que no sean miembros
de ella, para informar de los temas que se soliciten.

Asimismo, podrán asistir a las reuniones de la Asamblea
General, con voz y sin voto, los miembros de la Junta Directiva
de la Federación que no lo sean de la Asamblea General.

Artículo 44. Acuerdos.
1. Los acuerdos deberán ser adoptados, con carácter gene-

ral, por mayoría de los votos emitidos, salvo que estos estatutos
prevean otra cosa.

2. El voto de los miembros de la Asamblea General es
personal e indelegable.

3. La votación será secreta en la elección del Presidente,
en la moción de censura, en la cuestión de confianza y en
la adopción de acuerdo sobre la remuneración del Presidente.
Será pública en los casos restantes, salvo que la décima parte
de los asistentes solicite votación secreta.

4. El Presidente tendrá voto de calidad, en caso de empate,
en la adopción de los acuerdos de la Asamblea General.

Artículo 45. Secretaría.
El Secretario de la Federación lo será también de la Asam-

blea General. En su ausencia, actuará como Secretario el
miembro más joven de la Asamblea.

Artículo 46. Acta.
1. El Acta de cada reunión especificará los nombres de

los asistentes, las personas que intervengan y el contenido
fundamental de las deliberaciones, así como el texto de los
acuerdos que se adopten y el resultado de las votaciones y,
en su caso, los votos particulares contrarios a los acuerdos
adoptados.

2. Podrá ser aprobada al finalizar la sesión del Pleno
correspondiente, sin perjuicio de su posterior remisión a los
miembros del mismo.

En caso de no ser sometida a aprobación al término de
la reunión, será remitida a todos los miembros de la Asamblea
en un plazo máximo de treinta días para su aprobación en
la próxima Asamblea General que se celebre, sin perjuicio
de la inmediata ejecutividad de los acuerdos adoptados, que
sólo podrán suspenderse por acuerdo del órgano competente.

CAPITULO III

El Presidente

Artículo 47. El Presidente.
1. El Presidente de la Federación es el órgano ejecutivo

de la misma. Ostenta su representación legal, convoca y pre-
side los órganos de gobierno y representación, y ejecuta los
acuerdos de los mismos.

Asimismo, otorga la representación de la entidad y ostenta
la dirección superior de la administración federativa, contra-
tando al personal administrativo y técnico que se precise, asis-
tido por la Junta Directiva.

2. El Presidente nombra y cesa a los miembros de la
Junta Directiva de la Federación así como a los Delegados
Territoriales de la misma.

Artículo 48. Mandato.
El Presidente de la Federación será elegido cada cuatro

años, en el momento de constitución de la Asamblea General,
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coincidiendo con los años de los Juegos Olímpicos de Verano
y mediante sufragio libre, directo y secreto por y entre los
miembros de la Asamblea General.

Artículo 49. Candidatos.
1. Los candidatos a Presidente de la Federación deberán

ser presentados como mínimo por el 15% de los miembros
de la Asamblea General.

2. Los clubes integrantes de la Asamblea, que no serán
elegibles para el cargo de Presidente, podrán proponer un
candidato que, además del requisito de presentación exigido
en el apartado anterior, deberá ser socio del club y tener la
condición de elegible para los órganos de gobierno y repre-
sentación del mismo.

Artículo 50. Elección.
La elección del Presidente de la Federación se producirá

por un sistema de doble vuelta. Si en la primera votación
ningún candidato de los presentados alcanzara la mayoría
absoluta del total de los miembros de la Asamblea, se realizará
una nueva votación entre los dos candidatos más votados,
resultando elegido el que obtenga mayor número de votos.
En caso de empate, tras un receso de dos horas como mínimo,
se repetirá la votación y, de persistir el empate, se dirimirá
el mismo mediante sorteo.

Artículo 51. Sustitución.
1. En caso de ausencia, enfermedad o vacante, le sus-

tituirá el Vicepresidente, sin perjuicio de las delegaciones que
considere oportuno realizar.

2. La sustitución en la Presidencia de la Asamblea, en
el caso de que el Vicepresidente no sea miembro de la misma,
recaerá en el miembro que sea designado por la Asamblea
entre los asistentes.

Artículo 52. Cese.
El Presidente cesará por:

a) Por el transcurso del plazo para el que fue elegido.
b) Por fallecimiento.
c) Por dimisión.
d) Por incapacidad legal sobrevenida.
e) Por prosperar una moción de censura o no ser aprobada

una cuestión de confianza en los términos que se regulan
en los presentes estatutos.

f) Por inhabilitación o destitución del cargo acordada en
sanción disciplinaria firme en vía administrativa.

g) Por incurrir en las causas de inelegibilidad o incom-
patibilidad establecidas en los presentes estatutos o en la legis-
lación vigente.

Artículo 53. Vacante.
En el caso de que, excepcionalmente, quede vacante la

presidencia por cualquier causa que no sea la finalización
del mandato o el haber prosperado una moción de censura,
la Asamblea General Extraordinaria, que se celebrará en el
plazo de un mes, procederá a elegir nuevo Presidente por
el tiempo que falte hasta la terminación del plazo correspon-
diente al mandato ordinario.

Artículo 54. Moción de censura.
1. La moción de censura contra el Presidente de la Fede-

ración habrá de formularse por escrito, mediante solicitud al
Presidente de la Comisión Electoral en la que consten las firmas
y los datos necesarios para la identificación de los promotores,
que serán, como mínimo, un 25% de la Asamblea General.
La moción de censura deberá incluir necesariamente un can-
didato alternativo a Presidente.

2. En el plazo de diez días, la Comisión Electoral cons-
tituirá una Mesa, integrada por dos miembros de la Junta
Directiva, designados por ésta, los dos primeros firmantes de

la moción de censura y un quinto miembro, elegido por la
Comisión Electoral entre federados de reconocida independen-
cia e imparcialidad, que actuará como Presidente, siendo
Secretario el más joven de los restantes.

3. Comprobada por la Mesa la legalidad de la moción
de censura, solicitará a la Junta Directiva que convoque Asam-
blea General Extraordinaria, lo que hará en cinco días, para
su celebración en un plazo no superior a un mes desde la
constitución de la Mesa.

4. La Asamblea, sus debates y la votación serán dirigidos
por la Mesa, que resolverá, por mayoría, cuantos incidentes
y reclamaciones se produzcan. Finalizada la votación, la Mesa
realizará el escrutinio. Para ser aprobada, la moción de censura
requiere el voto favorable de la mayoría absoluta de la Asam-
blea General. Si así ocurre, el candidato alternativo será elegido
Presidente de la Federación.

5. Sólo cabrán impugnaciones, cualquiera que fuese su
naturaleza, una vez concluida la Asamblea, tras ser rechazada
o prosperar la moción de censura. Tales impugnaciones debe-
rán formularse, en el plazo de cinco días, ante la Comisión
Electoral, que las resolverá en tres días y, en su caso, pro-
clamará definitivamente Presidente al candidato alternativo
electo, sin perjuicio de los recursos administrativos y juris-
diccionales que procedan.

Las mismas impugnaciones y recursos proceden contra
la decisión de la Mesa de no tramitar la moción de censura.

6. Unicamente podrán formularse dos mociones de cen-
sura en cada mandato de la Asamblea y, entre ellas, deberá
transcurrir, como mínimo, un año.

Artículo 55. Cuestión de confianza.
1. El Presidente de la Federación podrá plantear a la

Asamblea General la cuestión de confianza sobre un programa
o una declaración de política general de la entidad deportiva.

2. La cuestión de confianza se debatirá en sesión extraor-
dinaria de la Asamblea General. A la convocatoria se acom-
pañará escrito justificativo de los motivos que fundamenten
la petición de confianza.

3. La sesión de la Asamblea General se iniciará con la
presentación por el Presidente federativo de los términos de
la confianza solicitada. Tras su exposición, podrán intervenir
los miembros de la Asamblea que lo soliciten y, en turno
de contestación, individual o colectiva, el propio Presidente.

4. Concluido el debate o, en su defecto, tras la intervención
del Presidente, tendrá lugar la votación. La confianza se enten-
derá otorgada por el voto favorable de la mayoría de asistentes
a la Asamblea. La denegación de la confianza supone el cese
inmediato del Presidente de la Federación.

5. Sólo cabrán impugnaciones, cualquiera que fuese su
naturaleza, una vez concluida la Asamblea, tras ser otorgada
o denegada la confianza. Tales impugnaciones deberán for-
mularse, en el plazo de cinco días, ante la Comisión Electoral,
que las resolverá en tres días.

Artículo 56. Remuneración.
El cargo de Presidente podrá ser remunerado, siempre

que tal acuerdo, así como la cuantía de la remuneración, sea
aprobado en votación secreta por la mayoría absoluta de los
miembros de la Asamblea General.

En todo caso, la remuneración del Presidente concluirá
con el fin de su mandato, no pudiendo extenderse más allá
de la duración del mismo.

En ningún caso dicha remuneración podrá ser satisfecha
con cargo a subvenciones públicas.

Artículo 57. Incompatibilidad.
El cargo de Presidente de la Federación será incompatible

con el desempeño de cualquier otro en la misma o en los
clubes o secciones deportivas que se integren en la Federación.
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CAPITULO IV

La Junta Directiva

Artículo 58. La Junta Directiva.
1. La Junta Directiva es el órgano colegiado de gestión

de la Federación. Estará presidida por el Presidente.
2. La Junta Directiva asiste al Presidente en el cumpli-

miento de sus funciones y, en particular, en la confección
del proyecto de presupuesto y de las cuentas anuales de la
Federación, elaboración de la memoria anual de actividades,
coordinación de las actividades de las distintas Delegaciones
Territoriales, designación de técnicos de las Selecciones Depor-
tivas Andaluzas, concesión de honores y recompensas y en
la adopción de disposiciones interpretativas de los estatutos
y reglamentos federativos.

Artículo 59. Composición.
Su número no podrá ser inferior a cinco ni superior a

quince, estando compuesta, como mínimo, por el Presidente,
un Vicepresidente, un Secretario y un vocal.

Artículo 60. Nombramiento y cese.
Los miembros de la Junta Directiva serán nombrados y

cesados libremente por el Presidente. De tal decisión se infor-
mará a la Asamblea General.

Artículo 61. Convocatoria y constitución.
Corresponde al Presidente, a iniciativa propia o a instancia

de la tercera parte de sus miembros, la convocatoria de la
Junta Directiva, que contendrá el lugar, fecha y hora de su
celebración, así como el Orden del Día.

La convocatoria deberá ser comunicada, al menos, con
siete días de antelación, salvo en los casos urgentes, en los
que bastará una antelación de 48 horas.

Quedará válidamente constituida con un mínimo de tres
miembros asistentes, siempre que uno de ellos sea el Pre-
sidente o el Vicepresidente.

Igualmente quedará válidamente constituida la Junta
Directiva, aunque no se hubiesen cumplido los requisitos de
convocatoria, si concurren todos sus miembros y así lo acuer-
dan por unanimidad.

Artículo 62. Actas.
De las reuniones se levantarán las correspondientes Actas,

que se someterán a su aprobación al final de la sesión res-
pectiva o al comienzo de la siguiente sesión como primer punto
del Orden del Día.

Artículo 63. Acuerdos.
Los acuerdos de la Junta Directiva serán adoptados por

mayoría simple, teniendo el Presidente voto de calidad en
caso de empate.

CAPITULO V

La Secretaría General

Artículo 64. El Secretario General.
La Secretaría General es el órgano administrativo de la

Federación que, además de las funciones que se especifican
en los artículos 65 y 66, estará encargado de su régimen
de administración conforme a los principios de legalidad, trans-
parencia y eficacia, con sujeción a los acuerdos de los órganos
de gobierno, a los presentes estatutos y a los reglamentos
federativos.

Al frente de la Secretaría General se hallará el Secretario
General, que lo será también de la Asamblea General y de
la Junta Directiva, teniendo voz pero no voto.

Artículo 65. Nombramiento y cese.
El Secretario General será nombrado y cesado por el Pre-

sidente de la Federación y ejercerá las funciones de fedatario

de los actos y acuerdos, así como de custodia de los archivos
documentales de la Federación.

En caso de ausencia será sustituido por la persona que
designe el Presidente.

Artículo 66. Funciones.
Son funciones propias del Secretario General:

a) Levantar Acta de las sesiones de los Organos en los
cuales actúa como Secretario.

b) Expedir las certificaciones oportunas, con el visto bueno
del Presidente, de los actos y acuerdos adoptados por dichos
órganos.

c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos citados en
el anterior punto.

d) Llevar los Libros federativos.
e) Preparar las estadísticas y la memoria de la Federación.
f) Resolver y despachar los asuntos generales de la

Federación.
g) Prestar el asesoramiento oportuno al Presidente en los

casos en que fuera requerido para ello.
h) Ostentar la jefatura del personal de la Federación.
i) Preparar la documentación y los informes precisos para

las reuniones de los órganos en los que actúa como Secretario.
j) Coordinar la ejecución de las tareas de los órganos

federativos.
k) Velar por el cumplimiento de las normas jurídico-de-

portivas que afecten a la actividad de la Federación, recabando
el asesoramiento externo necesario para la buena marcha de
los distintos órganos federativos.

l) Velar por el buen orden de las dependencias federativas,
adoptando las medidas precisas para ello, asignando las fun-
ciones y cometidos entre los empleados y vigilando el estado
de las instalaciones.

m) Facilitar a los directivos y órganos federativos los datos
y antecedentes que precisen para los trabajos de su com-
petencia.

n) Cuidar de las relaciones públicas de la Federación ejer-
ciendo tal responsabilidad, bien directamente, bien a través
de los departamentos federativos creados al efecto.

o) Aquéllas que le sean asignadas por el Presidente de
la Federación.

CAPITULO VI

El Interventor

Artículo 67. El Interventor.
El Interventor de la Federación es la persona responsable

del ejercicio de las funciones de control y fiscalización interna
de la gestión económico-financiera, patrimonial y presupues-
taria, así como de contabilidad y tesorería.

Artículo 68. Nombramiento y cese.
El Interventor será designado y cesado por la Asamblea

General a propuesta del Presidente.

CAPITULO VII

El Comité Técnico de Arbitros o Jueces

Artículo 69. El Comité Técnico de Arbitros o Jueces.
En el seno de la Federación Andaluza de Halterofilia se

constituye el Comité Técnico de Arbitros o Jueces, cuyo Pre-
sidente y cuatro vocales serán nombrados y cesados por el
Presidente de la Federación.

Sus acuerdos serán adoptados por mayoría simple, tenien-
do voto de calidad el Presidente en caso de empate.

Artículo 70. Funciones.
Corresponden al Comité Técnico de Arbitros o Jueces las

siguientes funciones:
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a) Establecer los niveles de formación de jueces y árbitros
de conformidad con los fijados por la Federación Deportiva
española correspondiente.

b) Proponer la clasificación técnica de los jueces o árbitros
y la adscripción a las categorías correspondientes.

c) Proponer los métodos retributivos de los mismos.
d) Coordinar con las Federaciones Deportivas españolas

los niveles de formación.
e) Designar, atendiendo a criterios objetivos, a los árbitros

o jueces en las competiciones oficiales de ámbito andaluz.

CAPITULO VIII

El Comité de Entrenadores

Artículo 71. El Comité de Entrenadores.
El Comité de Entrenadores estará constituido por su Pre-

sidente y cuatro vocales, designados por el Presidente de la
Federación.

Artículo 72. Funciones.
El Comité de Entrenadores ostenta las funciones de gobier-

no y representación de los entrenadores y técnicos de la Fede-
ración y tendrá, entre otras, las siguientes funciones:

a) Proponer, de conformidad con las normas vigentes,
los métodos complementarios de formación y perfecciona-
miento.

b) Emitir informe razonado sobre las solicitudes de licencia
formalizadas por los técnicos y entrenadores en Andalucía.

c) Proponer y, en su caso, organizar cursos o pruebas
de perfeccionamiento y actualización para técnicos y entre-
nadores.

CAPITULO IX

Los Comités Específicos

Artículo 73. Comités específicos.
1. Se podrán crear Comités Específicos por cada moda-

lidad o especialidad deportiva existente en la Federación o
para asuntos concretos de especial relevancia.

2. El Presidente y los vocales de los mismos serán desig-
nados por la Junta Directiva y serán ratificados en la primera
Asamblea General que se celebre.

3. Corresponderá a estos Comités el asesoramiento del
Presidente y de la Junta Directiva en cuantas cuestiones afec-
ten a la modalidad o especialidad que representan o a la
materia para el que ha sido creado, así como la elaboración
de informes y propuestas relacionados con la planificación
deportiva, reglamentos de competiciones o asuntos que se
le encomiende.

CAPITULO X

Los Comités Disciplinarios

Artículo 74. Comités Disciplinarios.
1. Los Comités Disciplinarios de la Federación Andaluza

de Halterofilia son el Comité de Competición y el Comité de
Apelación.

2. Ambos Comités estarán integrados por un mínimo de
tres miembros y un máximo de cinco, de los que al menos
uno será Licenciado en Derecho. Serán designados por la
Asamblea General y eligirán de entre ellos a su Presidente
y a su Secretario.

3. La condición de miembro de uno de estos Comités
será incompatible con la pertenencia al otro, y la pertenencia
a cualquiera de éstos con el desempeño de cualquier cargo
directivo en la Federación.

Artículo 75. Funciones.
1. Corresponde al Comité de Competición la resolución

en primera instancia de las cuestiones disciplinarias que se

susciten como consecuencia de la infracción a las reglas de
juego o competición y a las normas generales deportivas.

En cualquier caso, se diferenciará entre la fase de ins-
trucción y resolución, de forma que se desarrollen por personas
distintas.

2. Al Comité de Apelación corresponde el conocimiento
de todas las impugnaciones y recursos interpuestos contra
las resoluciones adoptadas por el Comité de Competición, ago-
tando sus resoluciones la vía federativa, contra las que se
podrá interponer recurso ante el Comité Andaluz de Disciplina
Deportiva.

CAPITULO XI

La Comisión Electoral

Artículo 76. La Comisión Electoral.
1. La Comisión Electoral estará integrada por tres miem-

bros y sus suplentes, elegidos por la Asamblea General, en
sesión anterior a la convocatoria del proceso electoral, siendo
preferentemente uno de sus miembros y su suplente Licenciado
en Derecho, sin que se requiera su pertenencia al ámbito
federativo. Su Presidente y Secretario serán también desig-
nados entre los elegidos por la Asamblea General.

2. La condición de miembros de la Comisión Electoral
será incompatible con haber desempeñado cargos federativos
en el ámbito federativo durante los tres últimos años, excepto
en órganos disciplinarios o en anteriores Comisiones Electo-
rales. Tampoco podrán ser designados para cargo directivo
alguno durante el mandato del presidente electo.

3. Su mandato finaliza cuando la Asamblea elija a los
nuevos miembros, de conformidad con lo previsto en el apar-
tado 1.

Artículo 77. Funciones.
La Comisión Electoral es el órgano encargado de controlar

que los procesos electorales de la Federación se ajusten a
la legalidad, correspondiéndole las siguientes funciones:

a) Admisión y publicación de candidaturas.
b) Designación, por sorteo, de las Mesas Electorales.
c) Autorización a los interventores.
d) Proclamación de los candidatos electos.
e) Conocimiento y resolución de las impugnaciones que

se formulen durante el proceso electoral, en la cobertura de
bajas o vacantes y en los supuestos de cese del Presidente
o moción de censura en su contra.

f) Actuación de oficio cuando resulte necesario.

Contra los acuerdos de la Comisión Electoral federativa
resolviendo las impugnaciones contra los distintos actos del
proceso electoral podrá interponerse recurso ante el Comité
Andaluz de Disciplina Deportiva en el plazo de tres días hábiles
desde el día siguiente al de su notificación.

CAPITULO XII

Organización Territorial

Sección 1.ª Las Delegaciones Territoriales

Artículo 78. La estructura territorial.
La estructura territorial de la Federación se acomoda a

la organización territorial de la Comunidad Autónoma, ar-
ticulándose a través de las Delegaciones Territoriales.

Artículo 79. Las Delegaciones Territoriales.
Las Delegaciones Territoriales, que estarán subordinadas

jerárquicamente a los órganos de gobierno y representación
de la Federación, ostentarán la representación de la misma
en su ámbito.



BOJA núm. 112Página núm. 16.148 Sevilla, 27 de septiembre 2001

Artículo 80. Régimen jurídico.
Las Delegaciones Territoriales se regirán por las normas

y reglamentos emanados de esta Federación Andaluza.

Sección 2.ª El Delegado Territorial

Artículo 81. El Delegado Territorial.
Al frente de cada Delegación Territorial existirá un Dele-

gado, que será designado y cesado por el Presidente de la
Federación.

Artículo 82. Requisitos.
El Delegado Territorial deberá ostentar la condición de

miembro de la Asamblea General, salvo en el supuesto en
que lo sea de la Junta Directiva.

Artículo 83. Funciones.
Son funciones propias de los Delegados todas aquéllas

que le sean asignadas específicamente por el Presidente.

CAPITULO XIII

Disposiciones generales

Artículo 84. Incompatibilidades de los cargos.
Sin perjuicio de las demás incompatibilidades previstas

en los presentes estatutos, el ejercicio del cargo de Presidente,
miembro de la Junta Directiva, Delegado Territorial, Secretario,
Interventor y Presidentes de los Comités y Comisiones exis-
tentes en la Federación será incompatible con:

- El ejercicio de otros cargos directivos en una Federación
andaluza o española distinta a la que pertenezca aquélla donde
se desempeñe el cargo.

- El desempeño de cargos o empleos públicos directa-
mente relacionados con el ámbito deportivo.

- La realización de actividades comerciales directamente
relacionadas con la Federación.

TITULO IV

LAS COMPETICIONES OFICIALES

Artículo 85. Competiciones oficiales.
1. La calificación de la actividad o competición como

oficial corresponde, de oficio o previa solicitud, en exclusiva
a la Federación.

2. Para obtener el carácter de oficial será requisito indis-
pensable el acuerdo a tal efecto de la Asamblea General cada
temporada o período anual.

Artículo 86. Requisitos de la solicitud de calificación.
En el supuesto de solicitud de calificación de una com-

petición como oficial, deberán especificarse las razones por
las que se formula y, asimismo, las condiciones en que se
desarrollará tal actividad o competición, siendo requisito míni-
mo e indispensable el que esté abierta a todos sin discri-
minación alguna, sin perjuicio de las diferencias derivadas
de los méritos deportivos.

Artículo 87. Calificación de competiciones oficiales.
Para calificar una actividad o competición deportiva como

de carácter oficial, se tendrán en cuenta, entre otros, los
siguientes criterios:

a) Existencia de una modalidad o especialidad deportiva
oficialmente reconocida.

b) Desarrollo de todas las pruebas y encuentros en ins-
talaciones incluidas en el Inventario Andaluz de Instalaciones
Deportivas.

c) Capacidad y experiencia organizativa y de gestión de
los promotores.

d) Nivel técnico y relevancia de la actividad o competición
en el ámbito deportivo andaluz.

e) Garantía de medidas de seguridad contra la violencia.
f) Control y asistencia sanitaria.
g) Aseguramiento de responsabilidad civil, de acuerdo con

la legislación vigente.
h) Conexión o vinculación de la actividad o competición

deportiva con otras actividades y competiciones deportivas de
ámbito estatal e internacional.

i) Disponibilidad de reglamentación específica para su
desarrollo, incluyendo la disciplinaria.

j) Previsión de fórmulas de control y represión de dopaje.

TITULO V

EJERCICIO DE LAS FUNCIONES PUBLICAS DELEGADAS

Artículo 88. Procedimiento.
1. Los actos que se dicten por la Federación Andaluza

de Halterofilia en el ejercicio de las funciones públicas dele-
gadas se ajustarán a los principios inspiradores de las normas
reguladoras del procedimiento administrativo común.

2. A falta de regulación expresa en estos estatutos o en
los reglamentos federativos sobre los procedimientos para el
ejercicio de las funciones públicas delegadas, se fija un trámite
de audiencia a los interesados durante un período mínimo
de cinco días hábiles y un plazo de resolución, para los ini-
ciados mediante solicitud de los interesados, que no podrá
ser superior a un mes.

Artículo 89. Recurso.
Los actos dictados por la Federación Andaluza de Hal-

terofilia en el ejercicio de las funciones públicas de carácter
administrativo son susceptibles de recurso ante el Secretario
General para el Deporte, con arreglo al régimen establecido
para el recurso de alzada en la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, rigiéndose por su normativa específica los que se inter-
pongan contra los actos dictados en ejercicio de la potestad
disciplinaria, cuyo conocimiento corresponde al Comité Anda-
luz de Disciplina Deportiva.

TITULO VI

REGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 90. Potestad disciplinaria deportiva.
La Federación Andaluza de Halterofilia ejerce la potestad

disciplinaria deportiva sobre las personas y entidades inte-
gradas en la misma: Clubes o secciones deportivas y sus depor-
tistas, técnicos, entrenadores, jueces y árbitros y, en general,
sobre quienes de forma federada desarrollen la modalidad
deportiva propia de la Federación.

Artículo 91. Organos disciplinarios.
La potestad disciplinaria federativa se ejercerá por la Fede-

ración Andaluza de Halterofilia a través de los órganos dis-
ciplinarios establecidos en estos estatutos.

Artículo 92. Régimen disciplinario.
El régimen disciplinario será regulado reglamentariamen-

te, de conformidad con la normativa autonómica, debiendo
contener como mínimo los siguientes extremos:

a) Un sistema tipificado de infracciones, calificándolas
según su gravedad.

b) Un sistema de sanciones correspondientes a cada una
de las infracciones, así como las causas o circunstancias que
eximan, atenúen o agraven las responsabilidades y los requi-
sitos de su extinción.

c) El procedimiento disciplinario aplicable y el recurso
admisible.
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TITULO VII

CONCILIACION EXTRAJUDICIAL

Artículo 93. Objeto.
Cualquier cuestión litigiosa de naturaleza jurídico-depor-

tiva que se suscite entre deportistas, técnicos, árbitros o jueces,
clubes y demás partes interesadas, como miembros integrantes
de la Federación, podrá ser objeto de conciliación extrajudicial
y voluntariamente sometida al Comité de Conciliación.

Se exceptúan aquellas materias que afecten al régimen
sancionador deportivo y a aquellas otras que, de conformidad
con la legislación vigente, se refieran a derechos personalísimos
no sometidos a libre disposición.

Artículo 94. El Comité de Conciliación.
El Comité de Conciliación lo integrarán un Presidente y

dos vocales, con la formación adecuada y específica en la
materia, que serán nombrados, con igual número de suplentes,
por la Asamblea General por un período de cuatro años.

Sus funciones son las de promover la solución de los
conflictos en materia deportiva a través de la conciliación entre
las partes, adoptando aquellas medidas que garanticen los
principios de contradicción, igualdad y audiencia del proce-
dimiento de conciliación y la ejecución voluntaria de sus
resoluciones.

Artículo 95. Solicitud.
Toda persona física o jurídica que manifieste su voluntad

de someter a conciliación una cuestión litigiosa en materia
deportiva ante el Comité de Conciliación deberá así solicitarlo
expresamente a este órgano federativo, por escrito y haciendo
constar los hechos que lo motivan y los fundamentos de dere-
cho que puedan ser invocados, así como las pruebas que
se propongan y las pretensiones de la demanda.

Dicho escrito se acompañará de documento donde figure
su inequívoca voluntad de someterse a la conciliación extra-
judicial.

Artículo 96. Contestación.
El Comité de Conciliación, una vez recibida la solicitud,

dará traslado de la misma a las partes implicadas para que,
en un plazo de quince días, formulen contestación. En ella
se contendrá, en todo caso, la aceptación de la conciliación
con expresa mención de someterse a la resolución que pudiera
dictarse, pretensiones, alegaciones y, en su caso, las pruebas
pertinentes que se deriven de las cuestiones suscitadas o,
por el contrario, la oposición a la conciliación. En este último
supuesto se darán por concluidas las actuaciones.

Artículo 97. Recusación de los miembros del Comité de
Conciliación.

Los miembros del Comité de Conciliación podrán ser recu-
sados por alguna de las causas previstas en el ordenamiento
jurídico administrativo. Si la recusación, que será resuelta por
el propio Comité, fuera aceptada, los recusados serán sus-
tituidos por sus suplentes. De los nuevos nombramientos se
dará traslado a todos los interesados en el procedimiento de
conciliación.

Artículo 98. Práctica de pruebas y trámite de audiencia.
Recibida la contestación a que se refiere el artículo 96

sin oposición alguna al acto de conciliación, el Comité de
Conciliación procederá, a continuación, a valorar los escritos
de demanda y oposición, practicar las pruebas que estime
pertinentes y convocará a todas las partes en un mismo acto,
para que, en trámite de audiencia, expongan sus alegaciones
y aporten las pruebas que a su derecho convengan.

En este acto, cuyos debates serán moderados por el Pre-
sidente del Comité de Conciliación, se hará entrega a las partes
de copia del expediente tramitado hasta ese momento.

Artículo 99. Resolución.
En un plazo de veinte días desde la celebración de la

anterior convocatoria, el Comité de Conciliación dictará reso-
lución en el expediente de conciliación, que será notificada
y suscrita por las partes intervinientes.

La resolución conciliadora será ejecutiva y cumplida en
el plazo de diez días desde que fue notificada.

Artículo 100. Duración del procedimiento.
El procedimiento de conciliación tendrá una duración

máxima de dos meses, sin perjuicio de ser prorrogado por
expreso acuerdo de todas las partes.

TITULO VIII

REGIMEN ECONOMICO-FINANCIERO DE LA FEDERACION

Artículo 101. Presupuesto y patrimonio.
1. La Federación Deportiva Andaluza de Halterofilia tiene

presupuesto y patrimonio propios para el cumplimiento de
sus fines, debiendo aplicar la totalidad de sus rentas a los
fines deportivos para los que se constituye.

2. El patrimonio de la Federación está integrado por los
bienes y derechos propios y por los que le sean cedidos por
la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía
o cualesquiera otras Administraciones Públicas.

3. El proyecto de presupuesto anual será elaborado por
el Presidente y la Junta Directiva, que lo presentarán para
su debate y aprobación a la Asamblea General. La Federación
no podrá aprobar presupuestos deficitarios, salvo autorización
expresa de la Consejería de Turismo y Deporte. La liquidación
del presupuesto deberá ser aprobada por la Asamblea General,
previo informe de la Junta Directiva.

Artículo 102. Recursos.
1. Son recursos de la Federación, entre otros, los

siguientes:

a) Las subvenciones que puedan concederle las Entidades
públicas.

b) Las donaciones, herencias y legados que reciba y pre-
mios que le sean otorgados.

c) Los beneficios que produzcan las actividades y com-
peticiones deportivas que organice, así como los derivados
de los contratos que realice.

d) Los frutos de su patrimonio.
e) Los préstamos o créditos que obtenga.
f) Cualesquiera otros que se le atribuyan por disposición

legal o en virtud de convenio.

2. Los recursos económicos de la Federación deberán
estar depositados en entidades bancarias o de ahorro a nombre
de «Federación Andaluza de Halterofilia», siendo necesa-
rias dos firmas conjuntas, autorizadas por el Presidente, para
la disposición de dichos fondos.

Artículo 103. Contabilidad.
1. La Federación someterá su contabilidad y estados eco-

nómicos o financieros a las prescripciones legales aplicables.
El Interventor ejercerá las funciones de control y fiscalización
interna de la gestión económico-financiera, patrimonial y pre-
supuestaria, así como de contabilidad y tesorería.

2. La Federación ostenta las siguientes competencias
económico-financieras:

a) Gravar y enajenar sus bienes inmuebles, salvo los que
le sean cedidos por las Administraciones Públicas, siempre
que con ello no se comprometa de modo irreversible el patri-
monio federativo. Cuando el importe de la operación sea igual
o superior al 10% de su presupuesto requerirá la aprobación
de la Asamblea General, por acuerdo de dos tercios de sus
miembros.

b) Gravar y enajenar sus bienes muebles.
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c) Emitir títulos representativos de deuda o de parte alí-
cuota patrimonial, con autorización de la Asamblea General.
Los títulos serán nominativos y se inscribirán en el libro corres-
pondiente, donde se anotarán también las sucesivas trans-
ferencias, de acuerdo con la normativa reguladora de la
materia.

d) Ejercer actividades de carácter industrial, comercial,
profesional o de servicios, siempre que los posibles beneficios
sean destinados al cumplimiento de su objeto social. En ningún
caso podrán repartirse directa o indirectamente los posibles
beneficios entre los integrantes de la Federación.

e) Comprometer gastos de carácter plurianual. Cuando
el gasto anual comprometido supere el 10% del presupuesto
o rebase el período de mandato del Presidente requerirá la
aprobación de la Asamblea General, por acuerdo de dos tercios
de sus miembros.

f) Tomar dinero a préstamo en los términos establecidos
en la legislación vigente.

Artículo 104. Gravamen y enajenación de bienes.
1. El gravamen y enajenación de los bienes inmuebles

financiados, en todo o en parte, con subvenciones o fondos
públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía requerirán
autorización previa de la Dirección General de Actividades y
Promoción Deportiva.

2. El gravamen y enajenación de los bienes muebles,
financiados total o parcialmente con fondos públicos, requiere
dicha autorización cuando superen los dos millones de pesetas.

Artículo 105. Auditorías.
La Federación se someterá, cada dos años como mínimo

o cuando la Dirección General de Actividades y Promoción
Deportiva de la Consejería de Turismo y Deporte lo estime
necesario, a auditorías financieras y de gestión sobre la tota-
lidad de sus gastos o, en su caso, a verificaciones de con-
tabilidad. La Federación remitirá los informes de dichas audi-
torías a la Consejería de Turismo y Deporte.

Artículo 106. Subvenciones y ayudas públicas.
La Federación asignará, coordinará y controlará la correcta

aplicación que sus asociados den a las subvenciones y ayudas
de carácter público concedidas a través de ella conforme a
lo establecido legalmente.

TITULO IX

REGIMEN DOCUMENTAL DE LA FEDERACION

Artículo 107. Libros.
1. La Federación Andaluza de Halterofilia llevará los

siguientes libros:

a) Libro de Registro de Delegaciones Territoriales, que
deberá reflejar la denominación, domicilio social y demás cir-
cunstancias de las mismas. Se hará constar también en él
los nombres y apellidos de los Delegados Territoriales y, en
su caso, miembros de los órganos colegiados, de represen-
tación y gobierno de la Delegación Territorial, así como las
fechas de toma de posesión y cese de estos cargos.

b) Libro de Registro de Clubes, en el que se hará constar
su denominación, domicilio social, nombre y apellidos de su
Presidente y miembros de la Junta Directiva, con indicación
de las fechas de toma de posesión y cese. En este Libro se
inscribirán también las secciones deportivas integradas en la
Federación.

c) Libro de Actas, en el que se incluirán las Actas de
las reuniones de la Asamblea General, de la Junta Directiva
y demás órganos colegiados de la Federación. Las Actas espe-
cificarán necesariamente los asistentes, el orden del día de
la reunión, las circunstancias de lugar y de tiempo en que
se ha celebrado, los puntos principales de las deliberaciones
así como el contenido de los acuerdos adoptados.

d) Libro de entrada y salida de correspondencia, en el
que se hará el correspondiente asiento de todo escrito que
sea presentado o se reciba en la Federación y también se
anotará la salida de escritos de la Federación a otras entidades
o particulares. Los asientos se practicarán respetando el orden
temporal de recepción o salida. El sistema de registro garan-
tizará la constancia en cada asiento, ya sea de entrada o de
salida, de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza,
fecha de entrada o de salida, identificación del remitente y
destinatario, y referencia al contenido del escrito.

e) Libros de contabilidad, de conformidad con la normativa
de aplicación.

f) Cualesquiera otros que procedan legalmente.

2. Con independencia de los derechos de información
y acceso de los miembros de la Federación y señaladamente
de los asambleístas que, en lo que atañe a su específica fun-
ción, deberán disponer de la documentación relativa a los
asuntos que se vayan a tratar en la Asamblea General con
una antelación suficiente a su celebración, los Libros fede-
rativos están abiertos a información y examen, de acuerdo
con la legislación vigente, cuando así lo dispongan decisiones
judiciales, de los órganos competentes en materia deportiva
y, en su caso, de los auditores.

TITULO X

LA DISOLUCION DE LA FEDERACION

Artículo 108. Causas de disolución.
La Federación se disolverá por las siguientes causas:

a) Acuerdo de la Asamblea General, convocada en sesión
extraordinaria y con ese único punto del Orden del Día.

Dicho acuerdo, que será adoptado necesariamente por
mayoría cualificada de dos tercios de los miembros de la Asam-
blea, así como la certificación acreditativa del estado de la
tesorería, se comunicará al órgano administrativo deportivo
competente de la Junta de Andalucía, a los efectos previstos
en la normativa aplicable.

b) Integración en otra Federación Deportiva Andaluza.
c) No elevación a definitiva de la inscripción provisional

en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas, a los dos
años de su inscripción.

d) Revocación administrativa de su reconocimiento.
e) Resolución judicial.
f) Aquellas otras previstas en el ordenamiento jurídico.

Artículo 109. Destino del patrimonio neto.
En el acuerdo de disolución, la Asamblea General desig-

nará una Comisión liquidadora del patrimonio de la Federación,
con capacidad para administrar, conservar y recuperar los bie-
nes y derechos de la entidad, efectuar pagos y, en general,
ejercer aquellas otras acciones imprescindibles para practicar
la liquidación final.

En todo caso, el patrimonio neto resultante, si lo hubiera,
se destinará al fomento y práctica de actividades deportivas,
salvo que por resolución judicial se determine otro destino.

TITULO XI

APROBACION Y MODIFICACION DE LOS ESTATUTOS
Y REGLAMENTOS FEDERATIVOS

Artículo 110. Acuerdo.
Los estatutos y reglamentos federativos serán aprobados

por la Asamblea General, al igual que sus modificaciones,
mediante acuerdo de la mayoría cualificada de dos tercios
de sus miembros.

Artículo 111. Procedimiento de modificación.
1. El procedimiento de modificación de los estatutos se

iniciará a propuesta del Presidente, de la Junta Directiva o
de un tercio de los miembros de la Asamblea General.
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Dicha propuesta, acompañada de un informe detallado
que motive las causas que la originan, será sometida a la
Asamblea General, en convocatoria extraordinaria y con expre-
sa inclusión de la misma en el Orden del Día.

2. La modificación de los reglamentos seguirá el proce-
dimiento establecido en el apartado anterior.

Artículo 112. Inscripción en el Registro Andaluz de Enti-
dades Deportivas.

1. Los acuerdos de aprobación o de modificación adop-
tados serán remitidos para su ratificación al órgano adminis-
trativo competente en materia deportiva de la Junta de Anda-
lucía. Asimismo, se solicitará su inscripción en el Registro
Andaluz de Entidades Deportivas.

2. Las disposiciones aprobadas o modificadas sólo pro-
ducirán efectos frente a terceros desde la fecha de inscripción
en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas.

Disposición Final. Sin perjuicio de su publicación en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, los presentes estatutos
surtirán efectos frente a terceros una vez ratificados por el
Director General de Actividades y Promoción Deportiva e ins-
critos en el Registro Andaluz de Entidades Deportivas.

RESOLUCION de 12 de septiembre de 2001, del
Instituto Andaluz de Deporte, por la que se designa
la composición del Jurado Calificador del III Premio
Andalucía, Arte y Deporte.

El artículo 6 de la Orden de la Consejería de Turismo
y Deporte de 26 de febrero de 2001, por la que se convoca
el III Premio Andalucía, Arte y Deporte del año en curso, esta-
blece que la composición del Jurado se publicará en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía mediante Resolución del Direc-
tor del Instituto Andaluz del Deporte.

Designados los diferentes miembros por las Instituciones
correspondientes, procede dar cumplimiento al mandato esta-
blecido en la precitada Orden de 26 de febrero de 2001.

En su consecuencia, y en virtud de lo expuesto, este Ins-
tituto Andaluz del Deporte dispone lo siguiente:

Primero. Se hace pública la relación de miembros que
componen el Jurado Calificador del «III Premio Andalucía,
Arte y Deporte».

Segundo. Los componentes del citado Jurado Calificador
son los siguientes:

Presidente. El Director General de Tecnología e Infraes-
tructuras Deportivas, Ilmo. Sr. don Luis Miguel Pons Moriche.

Vicepresidente: El Director del Instituto Andaluz del Depor-
te, Ilmo. Sr. don Andrés Mérida Guerrero.

Vocales:

- Doña María Luisa López Moreno, del Centro Andaluz
de Arte Contemporáneo, designada por la Dirección General
de Instituciones del Patrimonio Histórico de la Consejería de
Cultura.

- Don Juan Abad Gutiérrez, designado por la Facultad
de Bellas Artes de la Universidad de Sevilla.

- Don Miguel Angel Moleón Viana, designado por la Facul-
tad de Bellas Artes de la Universidad de Granada.

Nombrados por designación directa del Consejero de
Turismo y Deporte:

- Don Santiago Fernández Aragüez.
- Don Juan Antonio Huguet Pretel.
- Don Pedro Alajama Vázquez.
- Don Antonio Durán López.

En representación del Instituto Andaluz del Deporte:

- Don Emilio Francisco Fernández Moledo, Jefe del Depar-
tamento de Investigación y Estudios.

- Don José Antonio Aquesolo Vegas, Jefe del Departa-
mento de Documentación y Publicaciones.

- Don Jaime Ruiz Lahoz, Secretario General.

Málaga, 12 de septiembre de 2001.- El Director, Andrés
Mérida Guerrero.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

ORDEN de 17 de agosto de 2001, por la que
se concede la autorización definitiva de apertura y fun-
cionamiento al Centro Privado de Educación Infantil
El Salvador, de Jerez de la Frontera (Cádiz).

Examinado el expediente incoado a instancia de doña
Modesta Jiménez Antequera, en su calidad de representante
de la Congregación «Hijas de la Caridad de San Vicente de
Paúl», entidad titular del centro docente privado de Educación
Infantil «El Salvador», con domicilio en Plaza Ponce de León,
núm. 1, de Jerez de la Frontera (Cádiz), en solicitud de auto-
rización definitiva de apertura y funcionamiento del mencio-
nado centro con 6 unidades de Educación Infantil (primer
ciclo).

Resultando que el expediente ha sido tramitado en la
debida forma por la Delegación Provincial de la Consejería
de Educación y Ciencia en Cádiz.

Resultando que en el mencionado expediente han recaído
informes favorables del correspondiente Servicio de Inspección
Educativa y del Departamento Técnico de Construcciones del
Servicio de Programas y Obras de dicha Delegación Provincial.

Vistos la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (BOE de 27 de noviembre), modificada
por la Ley 4/1999 (BOE del 14 de enero); la Ley Orgánica
8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación
(BOE del 4 de julio); la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo (BOE del 4 de
octubre); el Real Decreto 1004/1991, de 14 de junio, por
el que se establecen los requisitos mínimos de los Centros
que impartan enseñanzas de Régimen General no universi-
tarias (BOE de 26 de junio); el Real Decreto 986/1991, de
14 de junio, por el que se aprueba el calendario de aplicación
de la nueva Ordenación del Sistema Educativo, modificado
y completado por el Real Decreto 173/1998, de 16 de febrero
(BOE del 17 de febrero); el Decreto 109/1992, de 9 de junio,
sobre autorizaciones de Centros Docentes Privados para impar-
tir Enseñanzas de Régimen General (BOJA del 20 de junio).

Considerando que se han cumplido en el presente expe-
diente todos los requisitos exigidos por la normativa vigente
en esta materia.

Esta Consejería de Educación y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Conceder la autorización definitiva de apertura
y funcionamiento al centro docente privado de Educación
Infantil «El Salvador», quedando con la autorización definitiva
que se describe a continuación:

Denominación Genérica: Centro de Educación Infantil.
Denominación específica: El Salvador.
Código de Centro: 11001269.
Domicilio: Plaza Ponce de León, núm. 1.
Localidad: Jerez de la Frontera.
Municipio: Jerez de la Frontera.
Provincia: Cádiz..
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Titular: Hijas de la Caridad de San Vicente de Paúl.
Composición resultante: 6 unidades de Educación Infantil

(primer ciclo) para 82 puestos escolares.

Segundo. El personal que atienda las unidades de Edu-
cación Infantil autorizadas deberá reunir los requisitos sobre
titulación que establece el Real Decreto 1004/1991, de 14
de junio (BOE del 26 de junio) y la Orden Ministerial de 11
de octubre de 1994 (BOE del 19 de octubre).

Tercero. La titularidad del Centro remitirá a la Delegación
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia en Cádiz
la relación del profesorado del Centro, con indicación de su
titulación respectiva.

Cuarto. Dicho Centro queda obligado al cumplimiento de
la legislación vigente y a solicitar la oportuna revisión cuando
haya de modificarse cualquiera de los datos que señala la
presente Orden.

Quinto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer, potestativamente, recurso de
reposición ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Cien-
cia, en el plazo de un mes desde el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, modificados por la Ley 4/1999, o recurso
contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses, ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 10 y 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 17 de agosto de 2001

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

ORDEN de 20 de agosto de 2001, por la que
se concede la autorización definitiva de apertura y fun-
cionamiento al Centro privado de Educación Infantil
San José, de Marbella (Málaga).

Examinado el expediente incoado a instancia de doña
María José Altadill Rivas, en su calidad de titular del Centro
Docente Privado de Educación Infantil «San José», con domi-
cilio en Carretera de Cádiz, km 191, de Marbella (Málaga),
en solicitud de autorización definitiva de apertura y funcio-
namiento del mencionado centro con 3 unidades de Educación
Infantil (segundo ciclo).

Resultando que el expediente ha sido tramitado en la
debida forma por la Delegación Provincial de la Consejería
de Educación y Ciencia en Málaga.

Resultando que en el mencionado expediente han recaído
informes favorables del correspondiente Servicio de Inspección
Educativa y del Departamento Técnico de Construcciones del
Servicio de Programas y Obras de dicha Delegación Provincial.

Vistos la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (BOE de 27 de noviembre), modificada
por la Ley 4/1999 (BOE de 14 de enero); la Ley Orgánica
8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación
(BOE de 4 de julio); la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo (BOE de 4 de
octubre); el Real Decreto 1004/1991, de 14 de junio, por
el que se establecen los requisitos mínimos de los Centros
que impartan enseñanzas de Régimen General no universi-
tarias (BOE de 26 de junio); el Real Decreto 986/1991, de
14 de junio, por el que se aprueba el calendario de aplicación

de la nueva Ordenación del Sistema Educativo, modificado
y completado por el Real Decreto 173/1998, de 16 de febrero
(BOE de 17 de febrero); el Decreto 109/1992, de 9 de junio,
sobre autorizaciones de Centros Docentes Privados para impar-
tir Enseñanzas de Régimen General (BOJA de 20 de junio).

Considerando que se han cumplido en el presente expe-
diente todos los requisitos exigidos por la normativa vigente
en esta materia.

Esta Consejería de Educación y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Conceder la autorización definitiva de apertura
y funcionamiento al centro docente privado de Educación
Infantil «San José», quedando con la autorización definitiva
que se describe a continuación:

Denominación genérica: Centro de Educación Infantil.
Denominación específica: San José.
Código de Centro: 29006787.
Domicilio: Carretera de Cádiz, km 191.
Localidad: Marbella.
Municipio: Marbella.
Provincia: Málaga.
Titular: Doña María José Altadill Rivas.
Composición resultante: 3 unidades de Educación Infantil

(segundo ciclo) para 75 puestos escolares.

Segundo. El personal que atienda las unidades de Edu-
cación Infantil autorizadas deberá reunir los requisitos sobre
titulación que establece el Real Decreto 1004/1991, de 14
de junio (BOE de 26 de junio), y la Orden Ministerial de 11
de octubre de 1994 (BOE de 19 de octubre).

Tercero. La titularidad del Centro remitirá a la Delegación
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia en Málaga
la relación del profesorado del Centro, con indicación de su
titulación respectiva.

Cuarto. Dicho Centro queda obligado al cumplimiento de
la legislación vigente y a solicitar la oportuna revisión cuando
haya de modificarse cualquiera de los datos que señala la
presente Orden.

Quinto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer, potestativamente, recurso de
reposición ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Cien-
cia en el plazo de un mes desde el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, modificados por la Ley 4/1999, o recurso
contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses, ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 10 y 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 20 de agosto de 2001

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

ORDEN de 20 de agosto de 2001, por la que
se concede la autorización definitiva de apertura y fun-
cionamiento al Centro privado de Educación Infantil
Jarotines, de Villanueva de Córdoba (Córdoba).

Examinado el expediente incoado a instancia de doña
Juana M.ª Reyes Sánchez, en su calidad de representante
de «Jarotines, S.L.», entidad titular del Centro Docente Privado
de Educación Infantil «Jarotines», con domicilio en C/ Julio
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Romero de Torres, s/n, de Villanueva de Córdoba (Córdoba),
en solicitud de autorización definitiva de apertura y funcio-
namiento del mencionado Centro con 6 unidades de Educación
Infantil (3 unidades de primer ciclo y 3 unidades de segundo
ciclo).

Resultando que el expediente ha sido tramitado en la
debida forma por la Delegación Provincial de la Consejería
de Educación y Ciencia en Córdoba.

Resultando que en el mencionado expediente han recaído
informes favorables del correspondiente Servicio de Inspección
Educativa y del Departamento Técnico de Construcciones del
Servicio de Programas y Obras de dicha Delegación Provincial.

Vistos la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (BOE de 27 de noviembre), modificada
por la Ley 4/1999 (BOE de 14 de enero); la Ley Orgánica
8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación
(BOE de 4 de julio); la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo (BOE de 4 de
octubre); el Real Decreto 1004/1991, de 14 de junio, por
el que se establecen los requisitos mínimos de los Centros
que impartan enseñanzas de Régimen General no universi-
tarias (BOE de 26 de junio); el Real Decreto 986/1991, de
14 de junio, por el que se aprueba el calendario de aplicación
de la nueva Ordenación del Sistema Educativo, modificado
y completado por el Real Decreto 173/1998, de 16 de febrero
(BOE de 17 de febrero); el Decreto 109/1992, de 9 de junio,
sobre autorizaciones de Centros Docentes Privados para impar-
tir Enseñanzas de Régimen General (BOJA de 20 de junio).

Considerando que se han cumplido en el presente expe-
diente todos los requisitos exigidos por la normativa vigente
en esta materia.

Esta Consejería de Educación y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Conceder la autorización definitiva de apertura
y funcionamiento al centro docente privado de Educación
Infantil «Jarotines», quedando con la autorización definitiva
que se describe a continuación:

Denominación genérica: Centro de Educación Infantil.
Denominación específica: Jarotines.
Código de Centro: 14000264.
Domicilio: C/ Julio Romero de Torres, s/n.
Localidad: Villanueva de Córdoba.
Municipio: Villanueva de Córdoba.
Provincia: Córdoba.
Titular: Jarotines, S.L.
Composición resultante: 6 unidades de Educación Infantil

(3 unidades de primer ciclo para 36 puestos escolares y 3
unidades de segundo ciclo para 45 puestos escolares).

Segundo. El personal que atienda las unidades de Edu-
cación Infantil autorizadas deberá reunir los requisitos sobre
titulación que establece el Real Decreto 1004/1991, de 14
de junio (BOE de 26 de junio), y la Orden Ministerial de 11
de octubre de 1994 (BOE de 19 de octubre).

Tercero. La titularidad del Centro remitirá a la Delegación
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia en Córdoba
la relación del profesorado del Centro, con indicación de su
titulación respectiva.

Cuarto. Dicho Centro queda obligado al cumplimiento de
la legislación vigente y a solicitar la oportuna revisión cuando
haya de modificarse cualquiera de los datos que señala la
presente Orden.

Quinto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer, potestativamente, recurso de
reposición ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Cien-
cia, en el plazo de un mes desde el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,

de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, modificados por la Ley 4/1999, o recurso
contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses, ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 10 y 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 20 de agosto de 2001

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

ORDEN de 21 de agosto de 2001, por la que
se concede la autorización definitiva de apertura y fun-
cionamiento al Centro privado de Educación Infantil
Padre Rubio, de Dalías (Almería).

Examinado el expediente incoado a instancia de don José
Sánchez González, en su calidad de representante de la «Parro-
quia de Santa M.ª de Ambrox», entidad titular del Centro docen-
te privado de Educación Infantil «Padre Rubio», con domicilio
en C/ Padre Rubio, núm. 15, de Dalías (Almería), en solicitud
de autorización definitiva de apertura y funcionamiento del
mencionado Centro con 3 unidades de Educación Infantil (pri-
mer ciclo).

Resultando que el expediente ha sido tramitado en la
debida forma por la Delegación Provincial de la Consejería
de Educación y Ciencia en Almería.

Resultando que en el mencionado expediente han recaído
informes favorables del correspondiente Servicio de Inspección
Educativa y del Departamento Técnico de Construcciones del
Servicio de Programas y Obras de dicha Delegación Provincial.

Vistos la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (BOE de 27 de noviembre), modificada
por la Ley 4/1999 (BOE de 14 de enero); la Ley Orgánica
8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación
(BOE de 4 de julio); la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo (BOE de 4 de
octubre); el Real Decreto 1004/1991, de 14 de junio, por
el que se establecen los requisitos mínimos de los Centros
que impartan enseñanzas de Régimen General no universi-
tarias (BOE de 26 de junio); el Real Decreto 986/1991, de
14 de junio, por el que se aprueba el calendario de aplicación
de la nueva Ordenación del Sistema Educativo, modificado
y completado por el Real Decreto 173/1998, de 16 de febrero
(BOE de 17 de febrero); el Decreto 109/1992, de 9 de junio,
sobre autorizaciones de Centros Docentes Privados para impar-
tir Enseñanzas de Régimen General (BOJA de 20 de junio).

Considerando que se han cumplido en el presente expe-
diente todos los requisitos exigidos por la normativa vigente
en esta materia.

Esta Consejería de Educación y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Conceder la autorización definitiva de apertura
y funcionamiento al Centro docente privado de Educación
Infantil «Padre Rubio», quedando con la autorización definitiva
que se describe a continuación:

Denominación genérica: Centro de Educación Infantil.
Denominación específica: Padre Rubio.
Código de Centro: 04000304.
Domicilio: C/ Padre Rubio, núm. 15.
Localidad: Dalías.
Municipio: Dalías.
Provincia: Almería.
Titular: Parroquia de Santa M.ª de Ambrox.
Composición resultante: 3 unidades de Educación Infantil

(primer ciclo) para 41 puestos escolares.
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Segundo. El personal que atienda las unidades de Edu-
cación Infantil autorizadas deberá reunir los requisitos sobre
titulación que establece el Real Decreto 1004/1991, de 14
de junio (BOE de 26 de junio), y la Orden Ministerial de 11
de octubre de 1994 (BOE de 19 de octubre).

Tercero. La titularidad del Centro remitirá a la Delegación
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia en Almería
la relación del profesorado del Centro, con indicación de su
titulación respectiva.

Cuarto. Dicho Centro queda obligado al cumplimiento de
la legislación vigente y a solicitar la oportuna revisión cuando
haya de modificarse cualquiera de los datos que señala la
presente Orden.

Quinto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer, potestativamente, recurso de
reposición ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Cien-
cia, en el plazo de un mes desde el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, modificados por la Ley 4/1999, o recurso
contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses, ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 10 y 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 21 de agosto de 2001

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

ORDEN de 23 de agosto de 2001, por la que
se concede la autorización definitiva de apertura y fun-
cionamiento al Centro privado de Educación Infantil
Rosario Moreno, de Málaga.

Examinado el expediente incoado a instancia de don Fran-
cisco de Paula Molina Pacheco, en su calidad de Subdirector
General y en representación de «Unicaja, Obra Socio Cultural»,
entidad titular del Centro docente privado de Educación Infantil
«Rosario Moreno», con domicilio en C/ Manuel de Falla,
núm. 5, de Málaga, en solicitud de autorización definitiva
de apertura y funcionamiento del mencionado Centro con 6
unidades de Educación Infantil (2.º ciclo) en el mismo recinto
escolar de los Centros de Educación Primaria y Educación
Secundaria.

Resultando que el expediente ha sido tramitado en la
debida forma por la Delegación Provincial de la Consejería
de Educación y Ciencia en Málaga.

Resultando que en el mencionado expediente han recaído
informes favorables del correspondiente Servicio de Inspección
Educativa y del Departamento Técnico de Construcciones del
Servicio de Programas y Obras de dicha Delegación Provincial.

Resultando que el Centro «Rosario Moreno», con código
29004870, tiene autorización definitiva de dos Centros en
el mismo recinto escolar: De Educación Primaria con 30 uni-
dades para 750 puestos escolares, y de Educación Secundaria
con 20 unidades de Educación Secundaria Obligatoria para
600 puestos escolares, por Orden de 14 de marzo de 1996.

Resultando que consultados los antecedentes obrantes
en la Dirección General de Planificación y Ordenación Edu-
cativa aparece que la titularidad del Centro la ostenta «Unicaja,
Obra Socio Cultural».

Vistos la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (BOE de 27 de noviembre), modificada

por la Ley 4/1999 (BOE de 14 de enero); la Ley Orgánica
8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación
(BOE de 4 de julio); la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo (BOE de 4 de
octubre); el Real Decreto 1004/1991, de 14 de junio, por
el que se establecen los requisitos mínimos de los Centros
que impartan enseñanzas de Régimen General no universi-
tarias (BOE de 26 de junio); el Real Decreto 986/1991, de
14 de junio, por el que se aprueba el calendario de aplicación
de la nueva Ordenación del Sistema Educativo, modificado
y completado por el Real Decreto 173/1998, de 16 de febrero
(BOE de 17 de febrero); el Decreto 109/1992, de 9 de junio,
sobre autorizaciones de Centros Docentes Privados para impar-
tir Enseñanzas de Régimen General (BOJA de 20 de junio).

Considerando que se han cumplido en el presente expe-
diente todos los requisitos exigidos por la normativa vigente
en esta materia.

Esta Consejería de Educación y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Conceder la autorización definitiva de apertura
y funcionamiento para la ubicación, en el mismo recinto escolar
que los Centros de Educación Primaria y Educación Secun-
daria, de un Centro de Educación Infantil con 6 unidades
de segundo ciclo para 150 puestos escolares, quedando con
la autorización definitiva que se describe a continuación:

Denominación genérica: Centro de Educación Infantil.
Denominación específica: Rosario Moreno.
Código de Centro: 29004870.
Domicilio: C/ Manuel de Falla, núm. 5.
Localidad: Málaga.
Municipio: Málaga.
Provincia: Málaga.
Titular: Unicaja, Obra Socio Cultural.
Composición resultante: 6 unidades de Educación Infantil

(2.º ciclo) para 150 puestos escolares.

Segundo. El personal que atienda las unidades de Edu-
cación Infantil autorizadas deberá reunir los requisitos sobre
titulación que establece el Real Decreto 1004/1991, de 14
de junio (BOE de 26 de junio), y la Orden Ministerial de 11
de octubre de 1994 (BOE de 19 de octubre).

Tercero. La titularidad del Centro remitirá a la Delegación
Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia en Málaga
la relación del profesorado del Centro, con indicación de su
titulación respectiva.

Cuarto. Dicho Centro queda obligado al cumplimiento de
la legislación vigente y a solicitar la oportuna revisión cuando
haya de modificarse cualquiera de los datos que señala la
presente Orden.

Quinto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer, potestativamente, recurso de
reposición ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Cien-
cia, en el plazo de un mes desde el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, modificados por la Ley 4/1999, o recurso
contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses, ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 10 y 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 23 de agosto de 2001

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia
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ORDEN de 30 de agosto de 2001, por la que
se concede la ampliación de la autorización definitiva
de funcionamiento a los Centros privados de Educación
Infantil y Educación Primaria y autorización definitiva
de apertura y funcionamiento al Centro privado de Edu-
cación Secundaria Rincón Añoreta, de Rincón de la
Victoria (Málaga).

Examinado el expediente incoado a instancia de don Anto-
nio Salcedo Merchán y don Francisco Hernández Márquez,
en su calidad de representantes de «Colegio Rincón Añoreta,
S.L.», entidad titular de los Centros docentes privados de Edu-
cación Infantil y Educación Primaria «Rincón Añoreta», con
domicilio en Carretera de Macharaviaya, s/n -Urbanización
Añoreta Golf, II fase-, de Rincón de la Victoria (Málaga), en
solicitud de ampliación de la autorización definitiva de fun-
cionamiento de dichos Centros de: Educación Infantil en 4
unidades (1 unidad de primer ciclo y 3 unidades de segundo
ciclo) y Educación Primaria en 6 unidades, y autorización
definitiva de apertura y funcionamiento de un Centro de Edu-
cación Secundaria con 8 unidades de Educación Secundaria
Obligatoria en el mismo edificio o recinto escolar que los Cen-
tros de Educación Infantil y Educación Primaria.

Resultando que el expediente ha sido tramitado en la
debida forma por la Delegación Provincial de la Consejería
de Educación y Ciencia en Málaga.

Resultando que en el mencionado expediente han recaído
informes favorables del correspondiente Servicio de Inspección
Educativa y del Departamento Técnico de Construcciones del
Servicio de Programas y Obras de dicha Delegación Provincial.

Resultando que con código 29000153 tienen autoriza-
ción definitiva: El Centro de Educación Infantil con 6 unidades
(3 unidades de primer ciclo para 41 puestos escolares y 3
unidades de segundo ciclo para 75 puestos escolares) y el
Centro de Educación Primaria con 6 unidades para 150 pues-
tos escolares, por Orden de 28 de agosto de 2000.

Resultando que consultados los antecedentes obrantes
en la Dirección General de Planificación y Ordenación Edu-
cativa aparece que la titularidad del Centro la ostenta la entidad
«Colegio Rincón Añoreta, S.L.».

Vistos la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común (BOE de 27 de noviembre), modificada
por la Ley 4/1999 (BOE de 14 de enero); la Ley Orgánica
8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación
(BOE de 4 de julio); la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo (BOE de 4 de
octubre); el Real Decreto 1004/1991, de 14 de junio, por
el que se establecen los requisitos mínimos de los Centros
que impartan enseñanzas de Régimen General no universi-
tarias (BOE de 26 de junio); el Real Decreto 986/1991, de
14 de junio, por el que se aprueba el calendario de aplicación
de la nueva Ordenación del Sistema Educativo, modificado
y completado por el Real Decreto 173/1998, de 16 de febrero
(BOE de 17 de febrero); el Decreto 109/1992, de 9 de junio,
sobre autorizaciones de Centros Docentes Privados para impar-
tir Enseñanzas de Régimen General (BOJA de 20 de junio).

Considerando que se han cumplido en el presente expe-
diente todos los requisitos exigidos por la normativa vigente
en esta materia.

Esta Consejería de Educación y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Conceder la ampliación de la autorización defi-
nitiva de funcionamiento a los Centros docentes privados «Rin-
cón Añoreta»: De Educación Infantil en 4 unidades (1 unidad
de primer ciclo para 16 puestos escolares y 3 unidades de
segundo ciclo para 75 puestos escolares) y de Educación Pri-
maria en 6 unidades para 150 puestos escolares, y la auto-
rización definitiva de apertura y funcionamiento del Centro
docente privado de Educación Secundaria «Rincón Añoreta»
con 8 unidades de Educación Secundaria Obligatoria para 240

puestos escolares en el mismo edificio o recinto escolar que
los Centros de Educación Infantil y Educación Primaria, que-
dando con la autorización definitiva que se describe a
continuación:

Denominación genérica: Centro de Educación Infantil.
Denominación específica: Rincón Añoreta.
Código de Centro: 29000153.
Domicilio: Ctra. de Macharaviaya - Urbanización Añoreta

Golf, II fase.
Localidad: Rincón de la Victoria.
Municipio: Rincón de la Victoria.
Provincia: Málaga.
Titular: Colegio Rincón Añoreta, S.L.
Composición resultante: 10 unidades de Educación Infan-

til (4 unidades de primer ciclo para 57 puestos escolares y
6 unidades de segundo ciclo para 150 puestos escolares).

Denominación genérica: Centro de Educación Primaria.
Denominación específica: Rincón Añoreta.
Código de Centro: 29000153.
Domicilio: Ctra. de Macharaviaya - Urbanización Añoreta

Golf, II fase.
Localidad: Rincón de la Victoria.
Municipio: Rincón de la Victoria.
Provincia: Málaga.
Titular: Colegio Rincón Añoreta, S.L.
Composición resultante: 12 unidades de Educación Pri-

maria para 300 puestos escolares.

Denominación genérica: Centro de Educación Secundaria.
Denominación específica: Rincón Añoreta.
Código de Centro: 29000153.
Domicilio: Ctra. de Macharaviaya - Urbanización Añoreta

Golf, II fase.
Localidad: Rincón de la Victoria.
Municipio: Rincón de la Victoria.
Provincia: Málaga.
Titular: Colegio Rincón Añoreta, S.L.
Composición resultante: 8 unidades de Educación Secun-

daria Obligatoria para 240 puestos escolares.

Segundo. El personal que atienda las unidades de Edu-
cación Infantil, Educación Primaria y Educación Secundaria
autorizadas deberá reunir los requisitos sobre titulación que
establece el Real Decreto 1004/1991, de 14 de junio (BOE
de 26 de junio), y la Orden Ministerial de 11 de octubre
de 1994 (BOE de 19 de octubre).

Tercero. La titularidad de los Centros remitirá a la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Educación y Ciencia en
Málaga la relación del profesorado de los Centros, con indi-
cación de su titulación respectiva.

Cuarto. Dichos Centros quedan obligados al cumplimiento
de la legislación vigente y a solicitar la oportuna revisión cuando
haya de modificarse cualquiera de los datos que señala la
presente Orden.

Quinto. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer, potestativamente, recurso de
reposición ante la Excma. Sra. Consejera de Educación y Cien-
cia, en el plazo de un mes desde el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, modificados por la Ley 4/1999, o recurso
contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses, ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 10 y 46.1 de la Ley 29/1998, de
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13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 30 de agosto de 2001

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ

Consejera de Educación y Ciencia

RESOLUCION de 11 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
a los posibles interesados la interposición de recurso
contencioso-administrativo (rec-cont. núm. 522/01).

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
núm. Seis de Sevilla, C/ Vermondo Resta, s/n, Edif. Viapol,
Portal B-6.ª planta, de Sevilla, se ha interpuesto por don Anto-
nio José Gimbert Olivares recurso contencioso-administrativo
núm. 522/01, contra la desestimación presunta del recurso
de alzada contra la Resolución de 30.1.2001, de la Jefatura de
Servicios de Gestión de Personal de la Delegación Provincial
de Sevilla, publicada en la referida fecha en tablones de anun-
cios de la Delegación Provincial sobre Relación de Integrantes
de las Bolsas Extraordinarias de Filología Francesa, Ciencias
Sociales y Matemáticas, y frente a la Resolución de convo-
catoria de posibles vacantes/sustituciones en Centros Públicos
de Educación Infantil y Primaria, Bolsa de Trabajo para cubrir
vacantes/sustituciones en el Cuerpo de Maestros de fecha
30.10.2000 del mismo órgano publicada en tablones de anun-
cio de la Delegación Provincial.

Por dicho órgano judicial se señala, para la celebración
de vista, el día 11 de octubre de 2001, a las 10,45 horas.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicho Juzgado, en el plazo de nueve días.

Sevilla, 11 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, José Manuel Martín Rodríguez.

RESOLUCION de 11 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
a los posibles interesados la interposición de recurso
contencioso-administrativo (rec-cont. núm. 349/01).

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
núm. Cinco de Sevilla, C/ Vermondo Resta, s/n, Edif. Viapol,
portal B-6.ª planta, de Sevilla, se ha interpuesto por don Anto-
nio de la Cruz Ruiz Millán recurso contencioso-administrativo
núm. 349/01, contra la Resolución 24.8.2000, de la Direc-
ción General de Gestión de Recursos Humanos de la Consejería
de Educación y Ciencia, por la que se publica el tiempo de
servicios de los participantes en cada una de las bolsa de
trabajo prestado hasta el día 30.6.00 a fin de cubrir posibles
vacantes o sustituciones mediante nombramiento interino
durante el curso 2000/2001 en Centros Públicos de Ense-
ñanza Secundaria, Formación Profesional y Enseñanza de
Régimen Especial.

Por dicho órgano judicial se señala, para la celebración
de vista, el día 30 de octubre de 2001, a las 10,30 horas.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicho Juzgado, en el plazo de nueve días.

Sevilla, 11 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, José Manuel Martín Rodríguez.

RESOLUCION de 18 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
a los posibles interesados la interposición de recurso
contencioso-administrativo núm. PA 622/2001.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm.
Dos de Sevilla, sito en C/ Vermondo Resta, s/n, Edif. Viapol,
portal B, 6.ª planta, se ha interpuesto por doña Ana M.ª Ana-
sagasti Valderrama recurso contencioso-administrativo núm.
P.A. 622/2001 contra la Resolución de 24 de mayo de 2001,
de la Dirección General de Gestión de Recursos Humanos,
por la que se establecen las bases para la determinación y
reubicación del profesorado con destino definitivo en Centros
Públicos de enseñanza no universitaria afectado por insufi-
ciencia de horario.

Por dicho órgano judicial se señala para la celebración
de la vista el día 9 de octubre de 2001, a las 11,30 horas.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicho Juzgado en el plazo de nueve días.

Sevilla, 18 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, José Manuel Martín Rodríguez.

CONSEJERIA DE CULTURA

DECRETO 181/2001, de 24 de julio, por el que
se declara Bien de Interés Cultural, con la categoría
de Monumento, el antiguo Convento de San Francisco
de Morón de la Frontera (Sevilla).

I. El artículo 13.27 de la Ley Orgánica 6/1981, de 30
de diciembre, del Estatuto de Autonomía para Andalucía, esta-
blece la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma
en materia de patrimonio histórico, artístico, monumental,
arqueológico y científico y el artículo 6.a) de la Ley 16/1985,
de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, determina
que se entenderán como organismos competentes para la eje-
cución de la Ley «los que en cada Comunidad Autónoma
tengan a su cargo la protección del patrimonio histórico».

Así mismo, el artículo 2 del Reglamento de Organización
Administrativa del Patrimonio Histórico de Andalucía, apro-
bado por Decreto 4/1993, de 26 de enero, atribuye a la Con-
sejería de Cultura de la Junta de Andalucía la competencia
en la formulación, seguimiento y ejecución de la política anda-
luza de Bienes Culturales, referida a la tutela, enriquecimiento
y difusión del Patrimonio Histórico Andaluz, siendo, de acuerdo
con el artículo 3.3 del citado Reglamento, la titular de la Con-
sejería de Cultura el órgano competente para proponer al Con-
sejo de Gobierno de la Junta de Andalucía la declaración y
competiendo, según el artículo 1.1 del citado Reglamento,
a este último dicha declaración.

II. El antiguo convento de San Francisco de Morón de
la Frontera (Sevilla), importante para la historia de la localidad
en los variados usos que ha tenido (además de convento,
cuartel, escuela, casa de vecinos y actualmente iglesia parro-
quial y centro hospitalario), es un inmueble con valores arqui-
tectónicos y artísticos. Levantado en el siglo XVI siguiendo
el nuevo estilo renacentista, evidencia, por ejemplo en sus
yeserías de distintos estilos y cronologías, las remodelaciones
históricas que ha tenido.

III. La Dirección General de Bellas Artes, Archivos y Biblio-
tecas, por Resolución de 8 de marzo de 1982 (publicada
en el BOE de 21 de abril de 1982) incoó expediente de decla-
ración de monumento histórico-artístico a favor del Convento
de San Francisco, en Morón de la Frontera (Sevilla), según
la Ley de 13 de mayo de 1933, sobre defensa, conservación
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y acrecentamiento del Patrimonio Artístico Nacional, siguiendo
su tramitación según lo previsto en dicha Ley, en el Decreto
de 16 de abril de 1936 por el que se aprueba el Reglamento
para la aplicación de la Ley del Tesoro Artístico Nacional,
así como en el Decreto de 22 de julio de 1958 por el que
se crea la categoría de monumentos provinciales y locales,
en función de lo preceptuado en la Disposición Transitoria
Sexta Primera de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patri-
monio Histórico Español.

En la tramitación del expediente se han observado las
determinaciones prevenidas en el artículo 9.2 de la Ley
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español,
cumpliéndose adecuadamente los trámites preceptivos de
información pública (publicada en el BOJA núm. 77, de 6
de julio de 1999) y de audiencia al Ayuntamiento y particulares
interesados (publicada en el BOJA núm. 40, de 4 de abril
de 2000, expuesta en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento
de Morón de la Frontera).

Emitieron informe favorable a la declaración la Real Aca-
demia de Bellas Artes de San Fernando y la Real Academia
de la Historia, cumpliendo así con lo previsto en el artículo
14 de la Ley de 13 de mayo de 1933, sobre defensa, con-
servación y acrecentamiento del Patrimonio Histórico-Artístico
Nacional, así como en el artículo 84 de la Ley de Procedimiento
Administrativo de 17 de junio de 1958.

Así mismo, conforme al Decreto de 22 de julio de 1958
y los artículos 81 y 93 de la Ley de Procedimiento Admi-
nistrativo de 17 de julio de 1958, artículos 11.2, 18 y Dis-
posición Transitoria Sexta Primera de la Ley 16/1985, de 25
de junio, del Patrimonio Histórico Español, se realizó la deli-
mitación del entorno, atendiendo a las relaciones que el inmue-
ble mantiene con el lugar en que se ubica.

Terminada la instrucción del expediente, según lo previsto
en el artículo 14.2 del último texto legal citado, procede la
declaración de Bien de Interés Cultural de dicho inmueble,
con la categoría de Monumento, así como, y de conformidad
con lo prevenido en la Disposición Transitoria Primera de la
Ley 1/1991, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de Anda-
lucía, en relación con el artículo 8 del Reglamento de Pro-
tección y Fomento del Patrimonio Histórico de Andalucía, apro-
bado mediante Decreto 19/1995, de 7 de febrero, la inclusión
del mismo en el Catálogo General del Patrimonio Histórico
Andaluz.

En virtud de lo expuesto y de acuerdo con lo establecido
en los artículos 6, 9.1 y 9.2 de la Ley 16/1985, de 25 de
junio, del Patrimonio Histórico Español, en relación con el
artículo 1.1 del Reglamento de Organización Administrativa
del Patrimonio Histórico Andaluz, a propuesta de la Consejera
de Cultura y previa deliberación, el Consejo de Gobierno, en
su reunión del día 24 de julio de 2001,

A C U E R D A

Primero. Declarar Bien de Interés Cultural, con la categoría
de Monumento, el Antiguo Convento de San Francisco de
Morón de la Frontera (Sevilla), cuya descripción figura en el
Anexo a la presente disposición.

Segundo. Delimitar un entorno o espacio en el cual las
alteraciones pudieran afectar a los valores propios del bien,
a su contemplación, apreciación o estudio. Dicho entorno afec-
tado por la declaración de Bien de Interés Cultural abarca
los espacios públicos y privados, las parcelas, inmuebles y
elementos urbanos comprendidos dentro de la delimitación
que figura en el Anexo y, gráficamente, en el «Plano de deli-
mitación del B.I.C. y su entorno».

Tercero. Conceder la consideración de Bienes de Interés
Cultural, por constituir parte esencial de la historia del edificio,
a los bienes muebles que se describen en el Anexo a la presente
Disposición.

Cuarto. Inscribir este Bien declarado de Interés Cultural,
junto con sus bienes muebles y entorno, en el Catálogo General
del Patrimonio Histórico Andaluz.

Contra el presente acto, que pone fin a la vía adminis-
trativa, se podrá interponer, desde el día siguiente al de su
notificación, potestativamente, recurso de reposición ante el
mismo órgano que lo dicta en el plazo de un mes, conforme
al artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común (modificada por la Ley
4/1999, de 13 de enero), o directamente recurso contencio-
so-administrativo, en el plazo de dos meses, ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía con sede en Sevilla, de acuerdo con lo previsto
en los artículos 10 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 24 de julio de 2001

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN CALVO POYATO
Consejera de Cultura

A N E X O

I. DESCRIPCION

El convento franciscano del Santísimo Corpus Christi de
Morón de la Frontera (Sevilla) fue establecido en 1541 por
don Juan Téllez Girón, IV Conde de Ureña y I Duque de Osuna,
responsable de numerosas fundaciones en sus territorios.

Originariamente se situaba en las afueras del casco urba-
no, en una zona elevada, aunque con la expansión de la pobla-
ción, se convirtió en elemento aglutinante del barrio que
preside.

En el exterior, el mayor interés reside en la portada de
la iglesia, de mediados del siglo XVI, labrada en piedra caliza,
que presenta vano de medio punto enmarcado por pilastras
cajeadas. Sobre él corre un entablamento con inscripción inma-
culadista y sobre éste un frontón triangular con flameros en
los vértices y en cuyo tímpano está tallado un escudo del
convento del que se despliegan filacterias de líneas fuertemente
onduladas.

El templo posee una sola nave dividida en siete tramos.
En los dos más próximos a la entrada se levanta el coro sobre
doble arquería de tres arcos que descansan en el centro en
columnas toscanas. El sotocoro se decora con yeserías de
motivos geométricos manieristas (cartabones, puntas de
diamante...).

Los tramos de la nave se dividen por pilastras toscanas
pareadas que soportan un entablamento con casetones y den-
tellones, desde el que arranca una bóveda de medio cañón
con fajones y lunetos ciegos con decoración manierista de
tipo geométrico.

Las capillas se adosaron con posterioridad a la construc-
ción de la iglesia en el lado del Evangelio. La más cercana
al presbiterio es la Capilla Sacramental a la que se accede
por una reja de hierro forjado en la que figuran dos ángeles
custodiando un cáliz con la Sagrada Forma y una inscripción
alusiva a los promotores de su reedificación, concluida en
1731. En el interior, la cúpula se recubre de una profusa
decoración vegetal muy carnosa.

La siguiente capilla se cubre también por cúpula sobre
pechinas ornamentadas con yeserías de tipo vegetal de notable
volumen que incluyen cartelas con símbolos pasionarios, que-
rubines, etc. En esta capilla hay un retablo de estípites labrado
en el muro y policromado.

La capilla contigua se destina actualmente a almacén
y presenta en la bóveda semiesférica pinturas con tarjas que
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enmarcan figuras de ángeles que portan símbolos de la orden
franciscana.

En el lado de la Epístola se abre el claustro rodeado de
galerías de arcos de medio punto sobre columnas toscanas
que se levantan sobre un zócalo corrido.

II. BIENES MUEBLES

1. Denominación: Retablo mayor. Materia: Madera. Téc-
nica: Ensamblado, tallado. Dimensiones: 8,70 m de ancho.
Autor: Anónimo. Cronología: 1766-1779. Ubicación: Pres-
biterio.

2. Denominación: Retablo de la Capilla del Sagrario. Mate-
ria: Madera, pigmentos, pan de oro. Técnica: Ensamblado,
tallado, dorado, policromado. Dimensiones: 5,40 m de ancho.
Autor: Anónimo. Cronología: 1731. Ubicación: Capilla del
Sagrario.

Elementos integrantes del Retablo de la Capilla del
Sagrario:

2.1. Denominación: Santa Clara. Materia: Madera, pig-
mentos, pan de oro. Técnica: Tallado, dorado, policromado.
Dimensiones: 1,10 m de alto. Autor: Anónimo. Cronología:
1731. Ubicación: Hornacina lateral del primer cuerpo, calle
de la Epístola.

2.2. Denominación: San Francisco. Materia: Madera, pig-
mentos, pan de oro. Técnica: Tallado, dorado, policromado.
Dimensiones: 1,10 m de alto. Autor: Anónimo. Cronología:
1731. Ubicación: Hornacina lateral del primer cuerpo, calle
del Evangelio.

2.3. Denominación: Relieve de la Coronación de la Virgen.
Materia: Madera, pigmentos, pan de oro. Técnica: Tallado,
dorado, policromado. Dimensiones: 1,05 m de ancho. Autor:
Anónimo. Cronología: 1731. Ubicación: Atico, hornacina
central.

3. Denominación: Cristo orante arrodillado. Materia:
Madera, pigmentos. Técnica: Tallado, policromado. Dimen-
siones: 1,23 cm (alto). Autor: Luis de la Peña. Cronología:
1622.

4. Denominación: Virgen con el Niño («Virgen de las
Aguas»). Materia: Madera, pigmentos. Técnica: Tallado, poli-
cromado. Dimensiones: 1,32 cm (alto). Autor: Luis de la Peña.
Cronología: 1618.

5. Denominación: Grupo escultórico de Santa Ana y la
Virgen. Materia: Madera, pigmentos. Técnica: Tallado, poli-
cromado. Dimensiones: Imagen de Santa Ana: 1,10 cm (alto);
imagen de la Virgen: 0,80 cm (alto). Autor: Anónimo. Cro-
nología: Finales del siglo XVII.

6. Denominación: Crucificado. Materia: Madera, pigmen-
tos. Técnica: Tallado, policromado. Dimensiones: 1,70 cm
(alto). Autor: Baltasar López. Cronología: 1592.

7. Denominación: Las lágrimas de San Pedro. Materia:
Pigmentos al aceite, lienzo. Técnica: Oleo sobre lienzo. Dimen-
siones: 1,39 x 1,02 cm. Autor: Copia de José de Ribera.
Cronología: Siglo XVII. Ubicación: Sotocoro.

III. DELIMITACION DEL ENTORNO

El entorno de protección del Antiguo Convento de San
Francisco de Morón de la Frontera (Sevilla) comprende los
espacios privados y públicos que a continuación se enumeran
y que se definen gráficamente en el «Plano de delimitación
del B.I.C. y su entorno».

La delimitación del entorno se ha hecho siguiendo los
límites de las parcelas catastrales completas incluyéndose
aquéllas que mantienen contacto físico con el inmueble objeto
de la declaración de B.I.C. o áreas de la misma parcela en
la que se ubica éste que no deben ser consideradas partes
integrantes del mismo. Se incluyen también parcelas que con-
forman el trazado urbano en el que se ubica el B.I.C. y que
mantienen, por tanto, una doble relación física e histórica con
el monumento (que debe entenderse como agente importante
en la configuración de la trama urbana) y, por último, parcelas
que presentan una relación visual con el monumento.

ESPACIOS PRIVADOS:

Manzana 22092:
Parcela 01, C/ San Francisco, núm. 37.

Manzana 21081:
Parcela 08, Plaza de San Francisco, s/n.
Parcela 07, Plaza de San Francisco, núm. 1.
Parcela 06, Plaza de San Francisco, núm. 2.
Parcela 05, Plaza de San Francisco, núm. 3.
Parcela 04, Plaza de San Francisco, núm. 4.
Parcela 03, Plaza de San Francisco, núm. 5.
Parcela 02, Plaza de San Francisco, núm. 6.
Parcela 01, Plaza de San Francisco, núm. 7.
Parcela 51, C/ Guadiana, núm. 1.
Parcela 50, C/ Guadiana, núm. 3.

Manzana 20080:
Parcela 21, C/ Antonio Garrocho Martínez, núm. 1.

Manzana 19082:
Parcela 32, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 64.
Parcela 31, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 62.
Parcela 30, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 60.
Parcela 29, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 58.
Parcela 28, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 56.
Parcela 27, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 54.
Parcela 26, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 52.
Parcela 25, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 50.
Parcela 24, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 48.
Parcela 23, C/ Diego Bermúdez Rodríguez, núm. 46.

Manzana 19098:
Parcela 23, C/ Humanes, núm. 44.
Parcela 22, C/ Humanes, núm. 42.
Parcela 21, C/ Humanes, núm. 40.
Parcela 20, C/ Humanes, núm. 38.
Parcela 19, C/ Humanes, núm. 36.

Manzana 20092:
Parcela 62, resto de la superficie no considerada como

parte integrante del B.I.C., según se expresa gráficamente en
el «Plano de delimitación del B.I.C.».

Parcela 63, resto de la superficie no considerada como
parte integrante del B.I.C., según se expresa gráficamente en
el «Plano de delimitación del B.I.C.».

ESPACIOS PUBLICOS:

Plaza de San Francisco.
C/ San Francisco.
C/ Reyes Benítez.
C/ Humanes.
C/ Diego Bermúdez Rodríguez.
C/ Antonio Garrocho Martínez.
C/ Guadiana.
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CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 10 de julio de 2001, de la Direc-
ción General de Prevención y Calidad Ambiental, por
la que se autoriza como Entidad Colaboradora de la
Consejería en materia de protección ambiental a la
sociedad Gestiones Medioambientales del Sur, SL.

Vista la solicitud presentada por don Manuel Cuerva, en
nombre y representación de la sociedad Gestiones Medioam-
bientales del Sur, S.L., para su autorización como Entidad
Colaboradora de la Consejería de Medio Ambiente en materia
de Protección Ambiental, y el informe al respecto del Servicio
de Actuaciones Integradas, adscrito a esta Dirección General,
resultan los siguientes

H E C H O S

Primero. La solicitante ha presentado la documentación
exigida en el artículo 6 del Decreto 12/1999, de 26 de enero,
por el que se regulan las Entidades Colaboradoras de la Con-
sejería de Medio Ambiente en materia de Protección Ambiental.

Segundo. Del examen de la documentación presentada
se desprende que la solicitante reúne los requisitos que el
citado Decreto exige para su autorización como Entidad Cola-
boradora para su actuación en los campos que se especifiquen
en la presente Resolución.

A la vista de estas consideraciones, y en virtud de las
facultades que me confiere el citado Decreto 12/1999,

R E S U E L V O

Primero. Autorizar a la sociedad Gestiones Medioambien-
tales del Sur, S.L., para actuar como Entidad Colaboradora
de la Consejería de Medio Ambiente en materia de Protección
Ambiental en el campo:

- Residuos y suelos contaminados.

Los cometidos autorizados en dicho campo son los que
corresponden al tipo de inspecciones y ámbito normativo espe-
cificados en el alcance de la acreditación que figura en el
expediente.

Segundo. El ámbito de actuación de la solicitante como
Entidad Colaboradora, en los términos establecidos en el ordi-
nal anterior, será el de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Tercero. Ordenar la inscripción de Gestiones Medioam-
bientales del Sur, S.L., en el Registro Administrativo Especial
de Entidades Colaboradoras adscrito a esta Dirección General
con el número REC019.

Cuarto. Los informes se presentarán en el formato a pro-
porcionar por esta Dirección General.

Quinto. La sociedad solicitante, de conformidad con lo
establecido en el artículo 12.g) del citado Decreto 12/1999,
deberá comunicar a esta Dirección General, en el plazo de
dos meses, las tarifas de referencia a aplicar en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, así como las variaciones que las mis-
mas experimenten.

Sexto. En función de la evolución del sistema de ase-
guramiento de riesgos medioambientales, la Consejería de
Medio Ambiente determinará la necesidad de revisar las con-
diciones de la póliza de Responsabilidad Civil, siempre en
el marco del Decreto 12/1999.

Séptimo. Cualquier modificación en las circunstancias o
condiciones incluidas en la solicitud que da origen a la presente
autorización deberá ser comunicada, con carácter previo, a
la Dirección General de Prevención y Calidad Ambiental.

Octavo. La vigencia de esta autorización está condicionada
a la de la acreditación a que se refiere el artículo 5 del citado
Decreto 12/1999.

Noveno. La presente autorización queda condicionada a
su posterior adaptación al desarrollo normativo que se pueda
dictar al efecto.

Décimo. Ordenar la publicación de la presente Resolución
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponer recurso de alzada ante la Ecxma.
Consejera de Medio Ambiente en el plazo de un mes, a contar
desde el día siguiente a la recepción de la misma, de con-
formidad con lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada
por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

Sevilla, 10 de julio de 2001.- El Director General, Juan
Espadas Cejas.

ANEXO I

COMETIDOS AUTORIZADOS A GESTIONES MEDIOAMBIEN-
TALES DEL SUR, S.L., EN EL CAMPO RESIDUOS Y SUELOS

CONTAMINADOS

Se autoriza la realización de las funciones generales y
específicas establecidas en el artículo 3 del Decreto 12/1999,
de 26 de enero, por el que se regulan las Entidades Cola-
boradoras de la Consejería de Medio Ambiente en materia
de Protección Ambiental, en relación con los tipos de ins-
pecciones y documentos normativos especificados en el alcan-
ce de la Acreditación de ENAC que figura en el expediente,
y que se detallan a continuación de forma resumida:

Campos: Residuos y suelos contaminados.
Cometidos:

- Residuos.
- Suelos contaminados.

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 4 de septiembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Granada, por la que se
hacen públicas las subvenciones concedidas al amparo
de la Orden que se cita.

Mediante la Orden de 2 de enero de 2001 (BOJA núm. 5,
de 13 de enero de 2001) se regula la convocatoria de ayudas
públicas en materia de asuntos sociales relativas al ámbito
competencial de la Consejería de Asuntos Sociales para el
año 2001.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 17 de
la Orden citada, se procede a dar publicidad a las subvenciones
concedidas a las entidades que a continuación se relacionan.

Granada, 4 de septiembre de 2001.- La Delegada,
M.ª José Sánchez Rubio.
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CAMARA DE CUENTAS DE ANDALUCIA

RESOLUCION de 10 de septiembre de 2001, por
la que se ordena la publicación del Informe de Fis-
calización de regularidad de la Mancomunidad de
Municipios de la Costa del Sol Occidental, correspon-
diente a los ejercicios 1997 y 1998.

Ver esta Disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo
número

RESOLUCION de 19 de septiembre de 2001, por
la que se ordena la publicación del Informe de Fis-
calización sobre el suministro de agua en Andalucía:
Coste y calidad del servicio, correspondiente al ejercicio
1999-2000.

Ver esta Disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo
número

4. Administración de Justicia

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. DOS
DE CORDOBA

EDICTO dimanante de juicio verbal 424/2000.
(PD. 2619/2001).

NIG: 1402142C20002000543.
Procedimiento: Juicio verbal 424/2000. Negociado: JG.
Sobre: Juicio Verbal.
De: Don Salvador Valera Gómez.
Procuradora: Sra. doña Inés González Santa-Cruz.
Letrado: Sr. don Enrique J. Montero Fuentes-Guerra.
Contra: Don Juan de Dios Osuna Giménez, don Germán

Vega Alvarez y Compañía Mafre, S.A.
Procuradores: Sres. don José Espinosa Lara y doña In-

maculada Miguel Vargas.
Letrados: Sres. don Manuel España Garrido y don Juan

José Lujano Calero.

Hago saber: Que en los autos de Juicio Verbal número
424/2000, seguidos en este Juzgado de Primera Instancia
número Dos de Córdoba a instancia de Salvador Valera Gómez,
representado por la Procuradora doña Inés González Santa
Cruz contra Juan de Dios Osuna Giménez, declarado en rebel-
día, contra Germán Vega Alvarez, representado por el Pro-
curador don José Espinosa Lara, y contra Compañía Mapfre,
S.A., representada por la Procuradora doña Inmaculada de
Miguel Vargas, sobre reclamación de cantidad, se ha dictado
la sentencia que copiada en su encabezamiento y fallo es
como sigue:

«Sentencia: En la ciudad de Córdoba, a tres de noviembre
de dos mil.

La Ilma. Sra. doña María José Beneito Ortega, Magis-
trada-Juez de Primera Instancia número Dos de esta ciudad,
ha visto los precedentes autos de juicio verbal, seguidos en

este Juzgado con el número 424 de 2000, instados por la
Procuradora doña Inés González Santa Cruz en nombre y repre-
sentación de don Salvador Valera Gómez, defendido por el
Letrado don Enrique J. Montero Fuentes-Guerra, contra Map-
fre, S.A., representada por la Procuradora doña Inmaculada
de Miguel Vargas y defendida por el Letrado don Juan José
Lujano Calero, contra don Germán Vega Alvarez, representado
por el Procurador don José Espinosa Lara y defendido por
el Letrado don Manuel España Garrido y contra don Juan
de Dios Osuna Giménez, declarado en rebeldía, en reclamación
de cantidad y,

Fallo: Que estimando en parte la demanda formulada por
don Salvador Valera Gómez, representado por la Procuradora
doña Inés González Santa Cruz, contra don Germán Vega Alva-
rez, representado por el Procurador don José Espinosa Lara,
Mafre, Mutualidad de Seguros, representada por la Procura-
dora doña Inmaculada de Miguel Vargas y don Juan de Dios
Osuna Giménez, debo condenar y condeno solidariamente a
don Juan de Dios Osuna Giménez y Mapfre, a abonar a la
actora la cantidad de 595.161 ptas., más el interés legal que
respecto de la compañía será el establecido en el art. 20 de
la LCS, absolviendo a don Germán Vega Alvarez de los pedi-
mentos de la actora. Sin expresa imposición de costas.

Notifíquese la presente Resolución con instrucción de que
contra la misma cabe interponer, con los requisitos que marca
el artículo 733 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, recurso de
apelación ante este Juzgado en el plazo de cinco días, durante
los que estará la causa a disposición de las partes en la Secre-
taría de este Juzgado.

Así por esta mi sentencia, definitivamente juzgando en
esta instancia, lo pronuncio, mando y firmo.»

Y con el fin de que sirva de notificación en forma legal
al demandado Juan de Dios Osuna Giménez, que se encuen-
tran en situación procesal de rebeldía y cuyo actual domicilio
se desconoce, expido y firmo la presente en Córdoba, a diez
de julio de dos mil uno.- El/La Secretario.
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5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

PARLAMENTO DE ANDALUCIA

RESOLUCION de 10 de septiembre de 2001, de
la Secretaría General, por la que se anuncia la adju-
dicación del contrato que se cita.

1. Entidad adjudicadora: Parlamento de Andalucía.
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Servicio.
b) Descripción del objeto: Prestación del servicio para

la vigilancia y seguridad de la sede del Parlamento de
Andalucía.

c) Lote: No.
d) Boletín y fecha de publicación del anuncio de licitación:

BOPA núm. 137 y BOJA núm. 53, de 10 de mayo de 2001;
BOE núm. 119, de 18 de mayo de 2001; y DOCE núm. S87,
de 5 de mayo de 2001.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto de licitación: 108.000.000 de pesetas,

equivalentes a 649.093,07 euros, IVA incluido.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 6 de septiembre de 2001.
b) Contratista: Segurisa, Servicios Integrales de Seguridad,

S.A.
c) Nacionalidad: Española.
d) Importe de adjudicación: 106.914.090 pesetas, equi-

valentes a 642.566,62 euros, IVA incluido.

Sevilla, 10 de septiembre de 2001.- El Letrado Mayor,
José A. Víboras Jiménez.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 20 de septiembre de 2001, de
la Dirección General de Gestión de Recursos, por la
que se anuncian concursos por procedimiento abierto
para la contratación de los arrendamientos de inmue-
bles que se indica. (PD. 2631/2001).

La Consejería de Justicia y Administración Pública ha
resuelto convocar concurso por procedimiento abierto para la
contratación de los siguientes arrendamientos de inmuebles:

A):

1. Entidad adjudicadora.
Organo contratante: Consejería de Justicia y Administra-

ción Pública de la Junta de Andalucía.
Dependencia que tramita el expediente: Dirección General

de Gestión de Recursos.
Número de expediente: 30/01.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: «Arrendamiento Inmueble para

Sede de los Juzgados de 1.ª Instancia y Servicios Comunes
de Granada».

b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución: Granada.
d) Fecha límite de entrega:

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
a) Importe anual: Ciento quince millones doscientas mil

pesetas (115.200.000 pesetas), equivalente a seiscientos
noventa y dos mil trescientos sesenta y cinco con noventa
y cuatro euros (692.365,94 euros).

5. Garantías.
a) Provisional: No.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Servicio de Contratación y Administración.
b) Domicilio: Plaza de la Gavidia, núm. 10, de Sevilla.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
d) Teléfono: 95/503.18.11.
e) Telefax: 95/503.18.35.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Hasta la fecha de finalización del plazo de presentación de
ofertas.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: No,
b) Otros requisitos: Ninguno.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las 14 horas del

octavo día siguiente al de la publicación de este anuncio en
el BOJA. Si éste fuera domingo o festivo, se trasladará al
siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: Tres sobres (A, B y C)
firmados y cerrados, conteniendo, respectivamente, la Docu-
mentación General, Proposición Técnica y Proposición Eco-
nómica exigidas en el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares.

c) Lugar de presentación:

1. Entidad: Registro de la Consejería de Justicia y Admi-
nistración Pública.

2. Domicilio: Plaza de la Gavidia, núm. 10.
3. Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
4. Si el licitador presentara su oferta por correo o en cual-

quiera de los Registros admitidos en el apartado 4.º del artícu-
lo 38 de la Ley 30/92, estará obligado a comunicar dicho
envío al órgano gestor mediante fax o telegrama, dentro del
plazo otorgado en el apartado 8.a) de este anuncio, requisito
sin el cual quedará excluido de la licitación.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Tres meses a partir de la apertura de
proposiciones.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Sala de Juntas de la Dirección General de

Gestión de Recursos.
b) Domicilio: Plaza de la Gavidia, núm. 10-2.ª planta.
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: A las nueve treinta horas del decimosegundo

día siguiente al de terminación del plazo de presentación de
ofertas. Si éste fuera sábado o festivo, se pospondrá hasta
el siguiente día hábil a la misma hora.

10. Otras informaciones: Las ofertas se presentarán en
español.

Celebrada la reunión de la Mesa de Contratación, fijada
para el octavo día después de la finalización del plazo de
presentación de ofertas, al objeto de examinar la documen-
tación administrativa, se concederá un plazo de subsanación
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máximo de tres días. A tal efecto, en el tablón de anuncios
de la Dr. Gral. Gestión de Recursos, sito en la Plaza de la
Gavidia, núm. 10, se publicarán los defectos observados en
la documentación administrativa presentada por los licitadores.

11. Gastos de anuncios: Correrán por cuenta del adju-
dicatario.

12. Fecha de envío de anuncio al Diario Oficial de las
Comunidades Europeas: No.

B):

1. Entidad adjudicadora.
Organo contratante: Consejería de Justicia y Administra-

ción Pública de la Junta de Andalucía.
Dependencia que tramita el expediente: Dirección General

de Gestión de Recursos.
Número de expediente: 61/01.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: «Arrendamiento Inmueble para

Sede del Juzgado de Instrucción Núm. 1 y del Juzgado de
Vigilancia Penitenciaria de Almería».

b) División por lotes y número: No.
c) Lugar de ejecución: Almería.
d) Fecha límite de entrega:
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Urgente.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
a) Importe anual: Treinta y tres millones de pesetas

(33.000.000 de pesetas), equivalentes a ciento noventa y
ocho mil trescientos treinta y tres con noventa y nueve euros
(198.333,99 euros).

5. Garantías.
a) Provisional: No.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Servicio de Contratación y Administración.
b) Domicilio: Plaza de la Gavidia, núm. 10, de Sevilla.
c) Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
d) Teléfono: 95/503.18.11.
e) Telefax: 95/503.18.35.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Hasta la fecha de finalización del plazo de presentación de
ofertas.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: No,
b) Otros requisitos: Ninguno.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las 14 horas del

octavo día siguiente al de la publicación de este anuncio en
el BOJA. Si éste fuera domingo o festivo, se trasladará al
siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: Tres sobres (A, B y C)
firmados y cerrados, conteniendo, respectivamente, la Docu-
mentación General, Proposición Técnica y Proposición Eco-
nómica exigidas en el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares.

c) Lugar de presentación:

1. Entidad: Registro de la Consejería de Justicia y Admi-
nistración Pública.

2. Domicilio: Plaza de la Gavidia, núm. 10.
3. Localidad y código postal: Sevilla, 41071.
4. Si el licitador presentara su oferta por correo o en cual-

quiera de los Registros admitidos en el apartado 4.º del artícu-
lo 38 de la Ley 30/92, estará obligado a comunicar dicho
envío al órgano gestor mediante fax o telegrama, dentro del
plazo otorgado en el apartado 8.a) de este anuncio, requisito
sin el cual quedará excluido de la licitación.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Tres meses a partir de la apertura de
proposiciones.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Sala de Juntas de la Dirección General de

Gestión de Recursos.
b) Domicilio: Plaza de la Gavidia, núm. 10-2.ª planta.
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: A las 10 horas del decimosegundo día siguiente

al de terminación del plazo de presentación de ofertas. Si
éste fuera sábado o festivo, se pospondrá hasta el siguiente
día hábil a la misma hora.

10. Otras informaciones: Las ofertas se presentarán en
español.

Celebrada la reunión de la Mesa de Contratación, fijada
para el octavo día después de la finalización del plazo de
presentación de ofertas, al objeto de examinar la documen-
tación administrativa, se concederá un plazo de subsanación
máximo de tres días. A tal efecto, en el tablón de anuncios
de la Dr. Gral. Gestión de Recursos, sito en la Plaza de la
Gavidia, núm. 10, se publicarán los defectos observados en
la documentación administrativa presentada por los licitadores.

11. Gastos de anuncios: Correrán por cuenta del adju-
dicatario.

12. Fecha de envío de anuncio al Diario Oficial de las
Comunidades Europeas: No.

Sevilla, 20 de septiembre de 2001.- El Subdirector General
de Gestión de Recursos, Miguel Amor Moreno.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 18 de septiembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Huelva, por la que se anun-
cia la contratación de obras que se indica, por el pro-
cedimiento abierto, mediante la forma de subasta. (PD.
2620/2001).

La Consejería de Obras Públicas y Transportes de la Junta
de Andalucía ha resuelto anunciar, por el procedimiento abierto
y la forma de subasta, las siguientes obras:

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Delegación

Provincial de Huelva.
c) Número de expediente: 2001-2111-02-06.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Refuerzo de firmes en varios

tramos de la A-495.
b) División por lote y números: No.
c) Lugar de ejecución: Huelva.
d) Plazo de ejecución: 6 meses a partir de la firma del

contrato.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

58.378.190 ptas. (350.859,99 euros).
5. Garantías.
a) Provisional: Un millón ciento sesenta y siete mil qui-

nientas sesenta y cuatro pesetas (1.167.564 ptas.); siete mil
diecisiete euros con veinte céntimos (7.017,20 euros).

b) Definitiva: 4% del presupuesto de adjudicación.
6. Obtención de documentos e información.
a) Entidad: Delegación Provincial de Huelva de la Con-

sejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Domicilio: C/ José Nogales, 4.
c) Localidad y Código Postal: Huelva, 21071.
d) Teléfono: 959/00.20.00.
e) Telefax: 959/00.21.24/25.
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f) Fecha límite de obtención de documentos e información:
Hasta las trece horas del último día del plazo de presentación
de proposiciones.

7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: Grupo G, Subgrupo 4, Categoría d.
b) Otros requisitos: Los determinados en el Pliego de Cláu-

sulas Administrativas Particulares.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 23 de octubre de 2001.
b) Documentación a presentar: Los licitadores deberán

presentar, en sobres cerrados y firmados, la siguiente docu-
mentación:

Sobre núm. 1, «Documentación Administrativa»: La seña-
lada y en la forma que determina la cláusula 08.2.1 del Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares.

Sobre núm. 2, «Proposición Económica»: La señalada
y en la forma que determina la cláusula 08.2.2 del Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares.

c) Lugar de presentación:

Entidad: Registro General de la Delegación Provincial de
Huelva de la Consejería de Obras Públicas y Transportes, sito
en C/ José Nogales, 4. 21071, Huelva.

Cuando las proposiciones se envíen por correo, el repre-
sentante de la empresa o del equipo técnico deberá justificar
la fecha de presentación o de imposición del envío en la Oficina
de Correos y anunciar al Organo de Contratación su remisión
mediante télex, telegrama o telefax en el mismo día. Sin la
concurrencia de ambos requisitos no será admitida la pro-
posición si es recibida por el Organo de Contratación con pos-
terioridad a la fecha de la terminación del plazo señalado en
el anuncio.

Transcurridos, no obstante, diez días naturales siguientes
a la indicada fecha sin haberse recibido la proposición, ésta
en ningún caso será admitida.

Núm. de fax del Registro Auxiliar: 95/505.80.49.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener su oferta: Veinte días desde la apertura de proposiciones.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Delegación Provincial de Huelva de la Con-

sejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Domicilio: José Nogales, 4.
d) Fecha: 5 de noviembre de 2001.
e) Hora: 10,00.
10. Otras informaciones: La documentación acreditativa

de la personalidad y la capacidad de obrar, así como, en
su caso, de estar al corriente de las obligacines tributarias
y de la Seguridad Social, podrá ser sustituida por la corres-
pondiente certificación de los datos contenidos en el Registro
de Licitadores de la Comunidad Autónoma de Andalucía, junto
con la declaración responsable de no alteración de los mismos.

11. Gastos de los anuncios: Por cuenta del adjudicatario.
12. Fecha de envío al DOCE (en su caso):

Huelva, 18 de septiembre de 2001.- El Delegado,
Francisco Díaz Olivares.

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 9 de agosto de 2001, de la Dele-
gación Provincial de Málaga, por la que se anuncia
concurso por procedimiento abierto para la adjudica-
ción que se cita. (PD. 2630/2001).

1. Entidad adjudicadora.
Consejería de Medio Ambiente.
Delegación Provincial de Málaga.

Dirección: C/ Mauricio Moro Pareto, núm. 2, 3.ª planta.
C.P. 29006, Málaga.

Tlfno.: 95/104.00.58. Fax: 95/104.01.08.
2. Objeto del contrato.
a) Título: Contratación de aprovechamientos cinegéticos

en montes públicos gestionados por la Delegación Provincial
de la Consejería de Medio Ambiente en Málaga.

b) Número de expediente: Ac-1/2001.
c) Datos de los montes:

1.er Lote. Denominación del Monte: Cortijo Guerrero I
(Grupo de Montes).

Superficie: 144,50 ha.
Término municipal: Antequera.
Categoría: 4.ª (350 ptas./ha).
Tipo aprovechamiento: Caza Menor Jabalí.
2.º Lote. Denominación del Monte: Cortijo Guerrero II

y III (Grupo de Montes).
Superficie: 512,54 ha.
Término municipal: Antequera.
Categoría: 4.ª (350 ptas./ha).
Tipo aprovechamiento: Caza Menor Jabalí.
3.er Lote. Denominación del Monte: La Alhajuela.
Superficie: 1.706,00 ha.
Término municipal: Antequera.
Categoría: 4.ª (350 ptas./ha).
Tipo aprovechamiento: Caza Menor Jabalí.
4.º Lote. Denominación del Monte: La Sierra.
Superficie: 451,92 ha.
Término municipal: Humilladero.
Categoría: 5.ª (200 ptas./ha).
Tipo aprovechamiento: Caza Menor.
5.º Lote. Denominación del Monte: Sierra Llana.
Superficie: 351.24 ha.
Término municipal: Alhaurín de la Torre.
Categoría: 4.ª (350 ptas./ha).
Tipo aprovechamiento: Caza Menor Jabalí.
6.º Lote. Denominación del Monte: Las Carboneras.
Superficie: 374,80 ha.
Término municipal: Cañete la Real.
Categoría: 4.ª (350 ptas/ha).
Tipo aprovechamiento: Caza Menor Jabalí.
7.º Lote. Denominación del Monte: La Mezquita.
Superficie: 718,50 ha.
Término municipal: Alhaurín de la Torre.
Categoría: 4.ª (350 ptas./ha).
Tipo aprovechamiento: Caza Menor Jabalí.

d) Plazo de ejecución: Desde la entrega hasta el
30.6.2006.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma de adjudicación: Concurso.
4. Presupuesto mínimo de licitación. Equivalencia en

euros:

- Lote núms. 1 y 2: 229.950 ptas. (1.382,03 euros).
- Lote núm. 3: 597.100 ptas. (3.588,64 euros).
- Lote núm. 4: 90.400 ptas. (543,31 euros).
- Lote núm. 5: 122.850 ptas. (738,34 euros).
- Lote núm. 6: 131.250 ptas (788,83 euros).
- Lote núm. 7: 251.650 ptas (1.512,45 euros).

5. Garantía definitiva: 4% del importe de adjudicación.
6. Obtención de documentación e información.
a) Lugar: Véase punto 1. Servicio Administración General.

Sección Gestión Económica y Contratación.
b) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: 2 días antes del fin de recepción de ofertas.
7. Requisitos específicos del contratista: Ver Pliego-Tipo

de Cláusulas Administrativas Particulares, aprobado por Reso-
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lución de fecha 19 de octubre de 2000 (BOJA núm. 18,
de 13 de febrero de 2001).

8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 26 días naturales, a con-

tar desde el día siguiente al de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, finalizando el plazo a las
14 horas de la fecha indicada; si el final coincidiera con sábado
o inhábil, se trasladará al siguiente día distinto a los anteriores.

b) Documentación a presentar: Los licitadores presentarán
tres sobres, firmados y cerrados, de forma que se garantice
el secreto de la oferta, señalados con los números 1, 2 y 3.
En cada uno figurará el nombre del licitador, el domicilio social
y el título del aprovechamiento, e incluirá la documentación
que se especifica en el art. 17 del Pliego de Cláusulas Admi-
nistrativas Particulares:

- Sobre núm. 1. Título: Documentación General (art. 17.1
del PCAP).

- Sobre núm. 2. Título: Documentación Técnica (art. 17.2
del PCAP).

- Sobre núm. 3. Título: Proposición Económica (art. 17.3
del PCAP).

c) Lugar de presentación: Véase punto 1. Registro General
Delegación Provincial.

d) Plazo durante el cual el licitador está obligado a man-
tener la oferta: Tres meses, desde el día siguiente al de apertura
de proposiciones.

9. Apertura de ofertas.
a) Forma: Acto público.
b) Lugar: Sala de Juntas de la Delegación Provincial. Véase

punto 1.
c) Fecha y hora: A las 12 horas del décimo día natural

después del indicado en 8.a). Si la fecha coincidiera con sába-
do o inhábil, se trasladará al siguiente día distinto a los
anteriores.

10. Otras informaciones.
a) Modalidad de ingreso: Ingreso de la cantidad corres-

pondiente a la primera temporada antes de la formalización
del contrato.

b) Gastos de anuncios: El importe de los anuncios, tanto
oficiales como de prensa, será de cuenta del adjudicatario.

Málaga, 9 de agosto de 2001.- El Delegado, P.A.
(Dto. 179/2000, de 23.5), El Secretario General, Emiliano
de Cara Sáez.

AYUNTAMIENTO DE SEVILLA

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, por
la que se convoca concurso público para la adquisición
del suministro de vehículo ambulancia tipo Reanimóvil
para el Servicio Contra Incendios y Salvamento. (PP.
2584/2001).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Ayuntamiento de Sevilla.
b) Dependencia que tramita el expediente: Area de Segu-

ridad Ciudadana, Sección de Apoyo Jurídico.
c) Número de expediente: 133/01.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Adquisición del suministro de

vehículo ambulancia tipo Reanimóvil para el Servicio Contra
Incendios y Salvamento.

b) Número de unidades a entregar: 1.
c) División por lotes y números: Entregas unitarias.
d) Lugar de entrega: Jefatura del Servicio, C/ Demetrio

de los Ríos, s/n.
e) Plazo de entrega: 2 meses como máximo, a contar

desde la fecha de comunicación al adjudicatario de la adju-
dicación de la oferta.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso público.
4. Presupuesto base de licitación. Importe total:

12.900.000 pesetas (IVA incluido).
5. Garantías. Provisional: 258.000 pesetas.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Ayto. de Sevilla, Delegación de Seguridad Ciu-

dadana, Negociado de Gestión Administrativa de Policía Local
y Bomberos de la Sección de Apoyo Jurídico.

b) Domicilio: Avda. de Américo Vespucio, 35, Isla de
la Cartuja.

c) Localidad y código postal: Sevilla, 41092.
d) Teléfono: 94/450.57.50.
e) Telefax: 95/450.57.57.
f) Fecha límite de obtención de documentación e infor-

mación: 15 días naturales, a contar desde el siguiente a la
publicación del anuncio de licitación en el BOJA.

7. Requisitos específicos del contratista: La solvencia téc-
nica del contratista podrá acreditarse por alguno de los medios
previstos en el art. 18 de la TRLCAP.

8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de
participación.

a) Fecha límite de presentación: Hasta el decimoquinto
día siguiente al de la publicación del anuncio en el BOJA.

b) Documentación a presentar:

Sobre núm. 1: Documentación exigida.
Sobre núm. 2: Documentación relativa a los criterios de

adjudicación.
Sobre núm. 3: Plica económica, atenida a modelo. Todos

los sobres firmados por el licitador o su representante estarán
cerrados y expresarán su contenido y el nombre de aquél.

c) Lugar de presentación:

1.º Entidad: Ayto. de Sevilla. Registro General.
2.º Domicilio: C/ Pajaritos, núm. 14.
3.º Localidad y código postal: Sevilla, 41001.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta, el establecido en el art. 90 de la LCAP.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de ofertas (sobres 2 y 3).
a) Entidad: Ayuntamiento de Sevilla-Sala de Fieles Eje-

cutores.
b) Domicilio: Plaza Nueva, 1.
c) Localidad: Sevilla.
d) Fecha: 2.º lunes siguientes a la finalización del plazo

de presentación de las proposiciones.
e) Hora: A partir de las 9,00 horas.
10. Otras informaciones: Negociado de Gestión Admi-

nistrativa de Policía Local y Bomberos, Avda. Américo Ves-
pucio, 35, Isla de la Cartuja.

11. Gastos de anuncio: Serán de cuenta del que resuelte
adjudicatario.

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Teniente de
Alcalde, Delegado de Seguridad Ciudadana.

GESTION DE INFRAESTRUCTURAS DE ANDALUCIA, SA

ANUNCIO de licitación de concurso de obra. (PD.
2625/2001).

1. Entidad contratante: Gestión de Infraestructuras de
Andalucía, S.A. (GIASA). Empresa Pública de la Junta de Anda-
lucía, adscrita a la Consejería de Obras Públicas y Transportes.
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2. Objeto del contrato.
a) Descripción: Expediente: T-HU1031/OEJ0. «Obra de

supresión de paso a nivel en el p.k. 68/982 de la línea Sevi-
lla-Huelva y carretera A-92 de La Palma del Condado a Val-
verde (Huelva).»

b) Lugar de ejecución: Provincia de Huelva. Comunidad
Autónoma de Andalucía. España.

c) Plazo de ejecución: Seis (6) meses.
3. Procedimiento y forma de adjudicación.
a) Procedimiento: Abierto.
b) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación. Doscientos treinta y cinco

millones quinientas una mil quinientas treinta (235.501.530)
pesetas, IVA incluido (1.415.392,70 euros).

5. Garantías: No.
6. Obtención de documentación e información: Gestión

de Infraestructuras de Andalucía , S.A. (GIASA).
a) Domicilio: C/ Rioja, 14-16, 2.ª pl.
b) Localidad y código postal: Sevilla, 41001.
c) Teléfono: 95/500.74.00. Fax: 95/500.74.77.
7. Requisitos específicos del contratista. Clasificación

requerida:

- Grupo B. Subgrupo 2. Categoría e.
- Grupo F. Subgrupo 1. Categoría c.

8. Presentación de las ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las 12,00 h del

día 23 de octubre de 2001.
b) Documentación a presentar: La indicada en el Pliego

de Cláusulas Particulares.
c) Lugar de presentación: Gestión de Infraestructuras de

Andalucía, S.A. (GIASA). Domicilio: C/ Rioja, 14-16, 2.ª pl.,
41001, Sevilla.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Seis meses desde la fecha del acta de apertura
económica.

e) Admisión de variantes: No se admiten.
9. Apertura de la oferta económica: Tendrá lugar en la

C/ Rioja 14-16, 2.ª pl.
Fecha: Día 7 de noviembre de 2001, a las 10,00 h.
10. Otras informaciones: Para toda correspondencia rela-

cionada con dicha licitación debe mencionarse el expediente
siguiente: T-HU1031/OEJ0.

11. Gastos de anuncios: Los gastos de los anuncios serán
satisfechos por el adjudicatario.

12. Fecha de envío del anuncio al DOCE: No se envía.

Sevilla, 20 de septiembre de 2001.- El Director de Secre-
taría General, José Luis Nores Escobar.

ANUNCIO de concurso asistencia técnica y con-
sultoría. (PD. 2624/2001).

1. Entidad contratante: Gestión de Infraestructuras de
Andalucía, S.A. (GIASA). Empresa Pública de la Junta de Anda-
lucía, adscrita a la Consejería de Obras Públicas y Transportes.

2. Objeto del contrato.
a) Descripción: T-HU1031/ODO0. Asistencia técnica y

dirección de obras de supresión de paso a nivel en el p.k.
68/982 de la línea Sevilla-Huelva y carretera A-492 de La
Palma del Condado a Valverde (Huelva).

b) Lugar de ejecución: Provincia de Huelva. Comunidad
Autónoma de Andalucía. España.

c) Plazo de ejecución: Nueve (9) meses.
3. Procedimiento y forma de adjudicación.
a) Procedimiento: Abierto.
b) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación: Diez millones doscientas cua-

renta y tres mil novecientas cuarenta y siete (10.243.947)
pesetas, IVA incluido (61.567,36 euros).

5. Garantías: No.
6. Obtención de documentación e información: Gestión

de Infraestructuras de Andalucía, S.A. (GIASA).
a) Domicilio: C/ Rioja, 14-16, 2.ª pl.
b) Localidad y código postal: Sevilla, 41001.
e) Teléfono: 95/500.74.00. Fax: 95/500.74.77.
7. Presentación de las ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las 12,00 h del

día 23 de octubre de 2001.
b) Documentación a presentar: La indicada en el Pliego

de Cláusulas Particulares.
c) Lugar de presentación: Gestión de Infraestructuras de

Andalucía, S.A. (GIASA). Domicilio: C/ Rioja, 14-16, 2.ª pl.,
41001, Sevilla.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Seis meses desde la fecha del acta de apertura
económica.

e) Admisión de variantes: No se admiten.
9. Apertura de la oferta económica: Tendrá lugar en la

dirección indicada en el apartado 6.
Fecha: Día 7 de noviembre de 2001, a las 10,00 h.
10. Otras informaciones: Para toda correspondencia rela-

cionada con dicha licitación debe mencionarse el expediente
siguiente: T-HU1031/ODOO.

11. Gastos de anuncios: Los gastos de los anuncios serán
satisfechos por el adjudicatario.

12. Fecha de envío del anuncio al DOCE: No se envía.

Sevilla, 20 de septiembre de 2001.- El Director de
Secretaría General, José Luis Nores Escobar.

SOCIEDAD ANDALUZA PARA EL DESARROLLO
DE LAS TELECOMUNICACIONES, SA

ANUNCIO de concurso que se cita. (PD.
2629/2001).

Objeto: Asistencia técnica para la contratación de trabajos
de Revisión y Auditoría de Cuentas Anuales a cargo de Audi-
tores de Cuentas para «Sociedad Andaluza para el Desarrollo
de las Telecomunicaciones, S.A.», así como asistencia técnica
para la contratación de trabajos de asesoramiento fiscal.

Procedimiento y forma de adjudicación: Ordinario,
mediante concurso.

Presupuesto de licitación: Se establece un presupuesto
máximo de licitación (IVA incluido) de:

- Dos millones de pesetas (doce mil veinte euros con
veinticuatro céntimos de euro) para cada anualidad del contrato
en los trabajos de Revisión y Auditoría de Cuentas.

- Dos millones cuatrocientas treinta y seis mil pesetas
(catorce mil seiscientos cuarenta euros con sesenta y cinco
céntimos de euro) para cada anualidad del contrato en los
trabajos de asesoramiento fiscal.

Fianza provisional: Cuarenta mil pesetas (doscientos cua-
renta euros con cuarenta céntimos de euro), y cuarenta y ocho
mil setecientas veinte pesetas (doscientos noventa y dos euros
con ochenta y un céntimos de euro), respectivamente, para
cada concurso.

Disponibilidad de la documentación: Los Pliegos de Con-
diciones Técnicas y Jurídicas y demás documentos podrán
retirarse por los interesados en la Dirección Financiera de la
Sociedad, sita en Avenida Isaac Newton, s/n, Centro de Empre-
sas Pabellón de Italia, Isla de la Cartuja, 41092, Sevilla, duran-
te el plazo de presentación de ofertas.

Presentación de ofertas: Las ofertas económicas, con los
requisitos y la documentación exigida en los Pliegos, se pre-
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sentará en la Dirección Financiera, indicada anteriormente,
antes de las 14,00 horas del último día del plazo de quince
días naturales, a contar desde el siguiente a la publicación
del presente anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía. Si el último día antes referido fuera sábado o festivo,
se trasladaría al siguiente día hábil inmediatamente posterior.

El importe de los anuncios será por cuenta del (de los)
adjudicatario (s).

Sevilla, 17 de septiembre de 2001.- El Director Gerente
de Sociedad Andaluza para el Desarrollo de las Telecomu-
nicaciones, S.A., Joaquín Fernández-Palacios Carmona.

5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica, por
el que se insta la subsanación de defectos observados
en el recurso planteado por Toros Torremolinos, SL,
contra la Resolución de la Delegación del Gobierno
de Málaga, de 1 de octubre de 1999, recaída en el
expediente sancionador núm. MA-402/98-ET.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente Toros Torremolinos, S.L., contra resolución del
Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Málaga, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto su recurso ordinario de fecha 4 de octubre de 1999
contra la resolución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de
la Junta de Andalucía en Málaga, de fecha 1 de octubre de
1999, por el que se le sancionaba con una multa de 100.000
ptas., en relación con el expediente sancionador
MA-98402-ET (infracción al artículo 15.h) de la Ley 10/1991,
de 4 de abril, en relación con la sustitución del rejoneador
don Claudio José el día 21 de junio de 1998), se procede
por la presente a comunicarle que a su escrito de interposición
de recurso, efectuado mediante fax, no se ha acompañado
con posterioridad los originales del mismo, siendo ello nece-
sario, tal y como se desprende, a sensu contrario, de lo dis-
puesto en el art. 17.1 del Decreto 204/1995, de 29 de agosto,
por el que se establecen medidas organizativas para los ser-
vicios administrativos de atención directa a los ciudadanos.
Además, tratándose de que la entidad sancionada es una per-
sona jurídica, debería haberse indicado la persona que actúa
como representante de la misma. Todo ello en relación con
los artículos 70.1 y 110.1 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común.

Por último se le indica que, cuando se señale a la persona
que actúa como representante, deberá acreditarse igualmente
su representación, de acuerdo con lo previsto en el artículo 32
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

En consecuencia, de acuerdo con los artículos 34 y 71.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, se le requiere por la presente para que,
en el plazo de diez días hábiles, -contados a partir del día
siguiente a la recepción del presente escrito- acompañe el
original del recurso, indique la identidad de la persona que
actúa como representante, así como se acredite su represen-

tación. Así mismo se le advierte que, si así no lo hiciere,
se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución.
El Jefe del Servicio de Legislación, Fdo.: Juan Ignacio Pérez
de Algaba Lovera.»

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 6 de agosto de 2001, de la Dele-
gación Provincial de Jaén, por la que se convoca para
el levantamiento de actas previas a la ocupación de
determinadas fincas afectadas por la construcción de
la instalación eléctrica Línea Aérea de AT a 132 kV
desde la futura planta de Biomasa de Energía de la
Loma hasta la Subestación de Villanueva del Arzobispo.
Expte. 8468/99. (PP. 2583/2001).

Con fecha 6 de agosto de 2001 se ha dictado Resolución
por la Dirección General de Industria, Energía y Minas por
la que se otorga la declaración, en concreto, de utilidad pública
de la instalación eléctrica «Línea Aérea de A.T. a 132 kV
desde la futura Planta de Biomasa de Energía de la Loma
hasta la Subestación de Villanueva del Arzobispo», previa la
correspondiente información pública. Dicha declaración, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley 54/1997,
de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, lleva implícita la
necesidad de ocupación de los bienes y derechos afectados
e implicará la urgente ocupación a los efectos del artícu-
lo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa, de 16 de diciembre
de 1954.

En su virtud, en cumplimiento de lo establecido en el
artículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa, esta Delegación
Provincial ha resuelto convocar a los titulares de bienes y dere-
chos afectados, que se citan en la relación anexa, en los Ayun-
tamientos donde radican las fincas afectadas, como punto
de reunión, para, de conformidad con el procedimiento que
establecen el art. 52 de la Ley de Expropiación Forzosa y
56 de su Reglamento, llevar a cabo el levantamiento de las
actas previas a la ocupación de los bienes y derechos afectados
por el proyecto arriba indicado y, si procediera, a las de ocu-
pación definitiva.

El levantamiento de actas tendrá lugar los días 30 y 31
de octubre de 2001 en el Ayuntamiento de Villanueva del
Arzobispo.

Todos los interesados, así como las personas que sean
titulares de cualquier clase de derechos o bienes afectados,
deberán acudir personalmente o representados por persona
debidamente autorizada, aportando los documentos acredi-
tativos de su titularidad y el último recibo de la Contribución,
pudiéndose acompañar, a su costa, de sus Peritos y un Notario,
si lo estima oportuno.

El orden del levantamiento de las actas figura en el tablón
de edictos del Ayuntamiento afectado y se comunicará a cada
interesado mediante la oportuno cédula de citación, signifi-
cándose que esta publicación se realiza, igualmente, a los
efectos que determina el artículo 59.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
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Administrativo Común, para la notificación de la presente Reso-
lución en los casos de titular desconocido o domicilio ignorado.

En el expediente expropiatorio, «Energía de la Loma» asu-
me la condición de beneficiaria.

Presupuesto en pesetas: 2.803.580 ptas.

Lo que se hace público para que pueda ser examinada
la documentación presentada en esta Delegación Provincial,
sita en Jaén, Paseo de la Estación, 19-2.ª planta, y formular
la reclamación, por duplicado, que se estime oportuno, en
el plazo de 20 días, contados a partir del siguiente al de la
publicación de este anuncio.

Asimismo, los afectados, dentro del mismo plazo, podrán
aportar los datos oportunos a los solos efectos de rectificar
posibles errores en la relación indicada, de acuerdo con el
artículo 56 del Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa,
así como formular las alegaciones procedentes por razón de
lo dispuesto en el artículo 126 del R.D. 1955/2000.

Los afectados podrán recabar, a través de esta Delegación
Provincial, que el peticionario les facilite los datos que con-
sideren previos para la identificación de los bienes.

Jaén, 6 de agosto de 2001.- El Delegado, Juan de Dios
Alcázar Serrano.

ANEXO QUE SE CITA

RELACION CONCRETA E INDIVIDUALIZADA DE LOS INTERESADOS Y BIENES AFECTADOS POR LA LINEA AEREA DE A.T.
A 132 kV, DESDE LA FUTURA PLANTA DE BIOMASA DE ENERGIA DE LA LOMA HASTA LA SUBESTACION DE VILLANUEVA

DEL ARZOBISPO

RESOLUCION de 3 de septiembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Sevilla, por la que se publi-
can beneficiarios de los Programas de Creación de
Empleo Estable de la Junta de Andalucía, a los que
no ha sido posible notificar un acto administrativo.

Expediente: 1345/99.
Entidad: Angeles Ferrusola Santiago.
Contenido del Acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 4002/98.

Entidad: O.C.P. Asesores, S.L.

Contenido del Acto: Denegación de la subvención por pre-
sentar la solicitud fuera de plazo.

Expediente: 3915/98.

Entidad: Desarrollo del Bricolage 2002, S.L.

Contenido del Acto: Denegación de la subvención por pre-
sentar la solicitud fuera de plazo.
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Expediente: 3916/98.
Entidad: Amefer Informática, S.L.
Contenido del Acto: Resolución de archivo por transcurso

del plazo establecido para la aportación de documentación
requerida.

Expediente: 4046/98.
Entidad: Sevillana de Levaduras, S.L.
Contenido del Acto: Aceptación del desestimiento.

Expediente: 4096/98.
Entidad: Rafael Bello Ferrapeira.
Contenido del Acto: Resolución de archivo por transcurso

del plazo establecido para la aportación de documentación
requerida.

Expediente: 4100/98.
Entidad: Dymo Distribuciones y Montajes.
Contenido del Acto: Resolución de archivo por transcurso

del plazo establecido para la aportación de la documentación
requerida.

Expediente: 4110/98.
Entidad: Mansureño, S.L.
Contenido del Acto: Aceptación del desestimiento.

Expediente: 4133/98.
Entidad: José María Marín Rivero.
Contenido del Acto: Resolución de archivo por transcurso

del plazo establecido para la aportación de documentación
requerida.

Expediente: 4145/98.
Entidad: Susana Lobo Díaz.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria de la subven-

ción solicitada.

Expediente: 4151/98.
Entidad: Antonio Ortega Parada.
Contenido del Acto: Resolución de archivo por transcurso

del plazo establecido para la aportación de documentación
requerida.

Expediente: 4164/98.
Entidad: El Buho Cafetería, S.L.
Contenido del Acto: Resolución de archivo por transcurso

del plazo establecido para la aportación de documentación
requerida.

Expediente: 4189/98.
Entidad: Transportes de Muebles Petramur.
Contenido del Acto: Denegación de la subvención por pre-

sentar la solicitud fuera de plazo.

Expediente: 4274/98.
Entidad: Sofimar Sdad. Coop. And.
Contenido del Acto: Aceptacion del desestimiento.

Expediente: 4316/98.
Entidad: Cristina Pusone Kruckenberg.
Contenido del Acto: Denegación de la subvención por pre-

sentar la solicitud fuera de plazo.

Expediente: 4365/98.
Entidad: Gold Circuits España, S.L.V.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria de la subven-

ción solicitada.

Expediente: 4359/98.
Entidad: Rosario Calderón Macías.

Contenido del Acto: Resolución de archivo por transcurso
del plazo establecido para la aportación de la documentación
requerida.

Expediente: 4474/98.
Entidad: Candelaria 44, S.L.
Contenido del Acto: Denegación de la subvención por pre-

sentación de la solicitud fuera de plazo.

Expediente: 4501/98.
Entidad: Francisco Javier Bermúdez.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 4578/98.
Entidad: Capitel Integral de Rep. Copaña, S.L.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 4611/98.
Entidad: María Angeles Orts Cruzado.
Contenido del Acto: Denegación de la subvención por pre-

sentar la solicitud fuera de plazo.

Expediente: 4639/98.
Entidad: Automóviles, Hogar e Industria, S.A.
Contenido del Acto: Denegación de la subvención por pre-

sentar la solicitud fuera de plazo.

Expediente: 4639/98.
Entidad: Automóviles, Hogar e Industria, S.A.
Contenido del Acto: Aceptacion del desestimiento.

Expediente: 4698/98.
Entidad: G.V.M. Dental, S.C.
Contenido del Acto: Estimación del Recurso de Reposición

interpuesto por don José Vizcaya González.

Expediente: 4733/98.
Entidad: Santos Molano Hartillo.
Contenido del Acto: Estimación del Recurso de Reposición

interpuesto por Santos Molano Hartillo.

Expediente: 4733/98.
Entidad: Santos Molano Hatillo.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria de la subven-

ción solicitada.

Expediente: 5037/98.
Entidad: Mar 81, S.L.
Contenido del Acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 5078/98.
Entidad: Juan María Pérez Alvarez.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 5154/98.
Entidad: Carnes Garzón, S.L.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria de la subven-

ción solicitada.

Expediente: 5164/98.
Entidad: Armengou Trading, S.L.
Contenido del Acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 5184/98.
Entidad: Emilio Mix, S.L.
Contenido del Acto: Aceptación del desestimiento.
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Expediente: 5206/98.
Entidad: Francisco Javier Vela Sierra.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 5307/98.
Entidad: José Manuel Sebastina Ortega.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 5315/98.
Entidad: Mar 80, S.L.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 5342/98.
Entidad: Fco. J. Cordobés Ballano.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 5367/98.
Entidad: Servisur Credit, S.L.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 5425/98.
Entidad: Vega Iglesias María del Carmen.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 5463/98.
Entidad: Riskaudit, S.L.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 5473/98.
Entidad: Power Plant Rent, S.L.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 5517/98.
Entidad: Lurmadivi.
Contenido del Acto: Aceptación del desestimiento.

Expediente: 5532/98.
Entidad: Carmen Gómez Medina.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 5577/98.
Entidad: Técnicas de Ventas del Sur.
Contenido del Acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 5611/98.
Entidad: Sespi Activa.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 5740/98.
Entidad: Gestora Eventual.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 5463/98.
Entidad: Riskaudit, S.L.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 4761/98.
Entidad: Servicios Generales Enrique Bravo, S.L.
Contenido del Acto. Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 4782/98.
Entidad: Panificadora Fátima, S.L.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 5772/98.
Entidad: New Limp, S.L.
Contenido del Acto: Aceptación del desestimiento.

Expediente: 5741/98.
Entidad: Inversores San Antón, S.L.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 4792/98.
Entidad: EBC Editorial, S.A.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 4835/98.
Entidad: Contadores del Sur, S.A.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 4866/98.
Entidad: Sevillana Gabinete Invest. Niconda, S.L.
Contenido del Acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 4910/98.
Entidad: Melpi, S.A.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 4911/98.
Entidad: Gastronomía Aljaima.
Contenido del Acto: Aceptación del desestimiento.

Expediente: 4924/98.
Entidad: Distrielche, S.L.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 4926/98.
Entidad: Sergio Parrilla Rubio-Manzanares.
Contenido del Acto: Resolución de archivo.

Expediente: 4927/98.
Entidad: Asesirua O’Donell.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 4950/98.
Entidad: Sevillana de Almacenaje y Financiación, S.L.
Contenido del Acto: Resolución estimatoria.

Expediente: 5502/98.
Entidad: Dolores Serrano Sansegundo.
Contenido del Acto: Denegación de la subvención soli-

citada.

Expediente: 5908/98.
Entidad: Galerías Goya Sevilla, S.L.
Contenido del Acto: Aceptación del desestimiento.

Expediente: 5919/98.
Entidad: Sevillana Telecom 98, S.L.
Contenido del Acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 24/99.
Entidad: Abistyl, S.L.
Contenido del Acto: Requerimiento de documentación

para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Expediente: 1298/98.
Entidad: Repostería Martínez, S.A. (Bimbo).
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Contenido del Acto: Requerimiento de documentación
para la tramitación del correspondiente expediente admi-
nistrativo.

Sevilla, 3 de septiembre de 2001.- El Delegado, Antonio
Rivas Sánchez.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 10 de agosto de 2001, de la
Dirección General de Transportes, por la que se somete
a información pública la solicitud de Transportes Alsina
Graells Sur, SA, de autorización del Servicio Coordinado
Maro-Nerja-Málaga-Sevilla. (PP. 2517/2001).

El representante de la empresa Transportes Alsina Graells
Sur, S.A., ha solicitado autorización para el establecimiento,
en forma definitiva, del Servicio Coordinado Maro-Nerja-Má-
laga-Sevilla.

Concesiones afectadas:

VJA-160 Sevilla-Granada por Antequera, Córdoba y Mála-
ga y VJA-167 Siles-Málaga-Almería, por Córdoba, Granada
y Jaén, con hijuelas ambas de titularidad de Transportes Alsina
Graells Sur, S.A.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 8.º de
la Ley 3/1985, de 22 de mayo, de Coordinación de Con-
cesiones de Servicios Regulares de Transporte de Viajeros por
Carretera en Andalucía, se convoca esta información pública,
por un plazo de veinte días hábiles, contados a partir del
siguiente al de esta publicación, a fin de que todos aquellos
que tengan interés en el asunto puedan examinar el expediente
y alegar lo que a su derecho convenga.

Se convocan expresamente a:

- Las Excmas. Diputaciones Provinciales de Málaga y
Sevilla.

- Los Ayuntamientos que corresponden a las localidades
siguientes: Sevilla, Málaga, Torre del Mar, Torrox, Nerja y Maro.

- Asociaciones y Agrupaciones Empresariales que puedan
estar interesadas.

- Centrales Sindicales de las mencionadas provincias.
- Asociaciones de Usuarios y Consumidores de Andalucía.
- Concesionarios de servicios regulares de la misma clase

que exploten itinerarios con algún punto de contacto.

La solicitud y Memoria justificativa podrán ser examinadas
en los Servicios de Transportes de las Delegaciones Provin-
ciales de la Consejería de Obras Públicas y Transportes de
Málaga, Plaza de San Juan de la Cruz, 18, y de Sevilla, Plaza
de San Andrés, 2, además de en la Dirección General de
Transportes, C/ Maese Rodrigo, núm. 1, 2.ª planta, Sevilla.

Sevilla, 10 de agosto de 2001.- El Director General,
Rafael Candau Ramila.

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 5 de septiembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Sevilla, por la que se hace
pública la resolución del expediente de suspensión de
actividades núm. 111/01.

A los efectos previstos en el art. 59.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, e intentada sin efecto la notificación
de la Resolución de suspensión de actividades sanitarias que
tiene formulada esta Delegación Provincial en el Expediente

Administrativo núm. 111/01, incoado a Policlínica Plaza de
Armas, S.C., con domicilio últimamente conocido en C/ Arjona,
núm. 5, 1.º B, de Sevilla, se advierte que tiene un plazo
de un mes desde el día siguiente a la presente publicación
para interponer recurso de alzada ante la Dirección General
de Aseguramiento, Financiación y Planificación de la Con-
sejería de Salud, de acuerdo con lo preceptuado en el art.
114 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (BOE núm. 285, de 27 de noviembre).

Sevilla, 5 de septiembre de 2001.- El Delegado,
Francisco Javier Cuberta Galdós.

RESOLUCION de 6 de septiembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Sevilla, por la que se hace
público el Acuerdo de Iniciación del Procedimiento de
Suspensión de Actividades núm. 180/01.

A los efectos previstos en el art. 59.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, e intentada sin efecto la notificación
del Acuerdo de Iniciación del Procedimiento de Suspensión
de Actividades núm. 180/01, incoado a doña Cándida Sánchez
Rosales, con domicilio últimamente conocido en C/ Burgos,
núm. 7, de San Juan de Aznalfarache (Sevilla), significándole
que dispone de un plazo de 10 días para aportar cuantas
alegaciones, documentos o informaciones estime oportunas,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 76.1 de la Ley
30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 6 de septiembre de 2001.- El Delegado,
Francisco Javier Cuberta Galdós.

RESOLUCION de 6 de septiembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Sevilla, por la que se hace,
público el Acuerdo de Iniciación del Procedimiento San-
cionador núm. 179/01.

A los efectos previstos en el art. 59.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, e intentada sin efecto la notificación
del Acuerdo de Iniciación del Procedimiento Sancionador núm.
179/01, incoado a doña Cándida Sánchez Rosales, con domi-
cilio últimamente conocido en C/ Burgos, núm. 7, de San
Juan de Aznalfarache (Sevilla), significándole que dispone de
un plazo de 15 días para aportar cuantas alegaciones, docu-
mentos o informaciones estime oportunas, y para proponer
las pruebas que convengan a su derecho, pudiendo en el
referido plazo solicitar vista de lo actuado, y advirtiéndole que,
de no efectuar alegaciones, el presente escrito podrá consi-
derarse como propuesta de Resolución a los efectos de los
artículos 18 y 19 del R.D. 1398/93, de 4 de agosto, de regu-
lación del procedimiento para el ejercicio de la potestad
sancionadora.

Sevilla, 6 de septiembre de 2001.- El Delegado,
Francisco Javier Cuberta Galdós.

RESOLUCION de 7 de septiembre de 2001, de
la Delegación Provincial de Sevilla, por la que se hace
pública la Resolución recaída en el expediente san-
cionador núm. 42/01.

A los efectos previstos en el art. 59.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, e intentada sin efecto la notificación
de la Resolución recaída en el expediente sancionador núm.
42/01, incoado a don Javier Mosquera Guasch, con domicilio
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últimamente conocido en C/ Cultura, núm. 38-izqda., de
San José de la Rinconada (Sevilla), significándole que, contra
dicha Resolución, que no pone fin a la vía administrativa,
podrá interponer recurso de alzada, ante la Dirección General
de Salud Pública y Participación de la Consejería de Salud
de la Junta de Andalucía, en el plazo de un mes contado
desde el día siguiente al de su notificación, de conformidad
con lo establecido en la Disposición Transitoria 2.ª de la Ley
4/99, de 13 de enero, de modificación de la Ley 30/92, de
26 de noviembre (BOE núm. 12, de 14.1.99) en relación
con lo dispuesto en los arts. 107 y 114 del citado texto legal
en la redacción dada por la Ley 4/99.

Sevilla, 7 de septiembre de 2001.- El Delegado, Fran-
cisco Javier Cuberta Galdós.

CONSEJERIA DE CULTURA

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Córdoba,
por el que se somete a información pública y se notifica
la apertura del trámite de audiencia a los interesados
que se desconocen en el procedimiento para la decla-
ración de Bien de Interés Cultural, en la categoría de
Zona Arqueológica, a favor de la Villa Romana de Fuen-
te Alamo, en Puente Genil.

Encontrándose en tramitación en la Delegación Provincial
de la Consejería de Cultura de Córdoba el procedimiento de
declaración de Bien de Interés Cultural, con la categoría de
Zona Arqueológica, a favor de la Villa Romana de Fuente Ala-
mo, en Puente Genil (Córdoba), y atendiendo al estado en
que se encuentran las actuaciones, se anuncia la apertura
del período de información pública del expediente y se concede
trámite de audiencia a los interesados en el mismo cuyos
datos se desconocen, ya sean propietarios o titulares de otros
derechos afectados por la delimitación del entorno, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley
16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Español;
artículo 13 del Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarro-
llo parcial de la Ley; y 84 y 86 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

A tal efecto, el expediente en cuestión estará de manifiesto
por plazo de veinte días, contados a partir del día siguiente
al de la publicación de este Anuncio, para el primero de los
trámites referidos, y por plazo de quince días, contados a partir
del día siguiente al de la publicación de este Anuncio, para
el tramite de audiencia, para que cuantos tengan interés en
el mismo puedan, en estos plazos, examinarlo y formular las
alegaciones que estimen pertinentes.

El lugar de exhibición es la Delegación Provincial de la
Consejería de Cultura, Departamento de Protección e Insti-
tuciones del Patrimonio Histórico, en Córdoba, C/ Capitulares,
núm. 2, de nueve a catorce horas.

Córdoba, 28 de agosto de 2001.- La Delegada, Rafaela
Valenzuela Jiménez.

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Córdoba,
por el que se somete a información pública y se notifica
la apertura del trámite de audiencia a los interesados
que se desconocen en el procedimiento para la ins-
cripción con carácter específico en el Catálogo General
del Patrimonio Histórico Andaluz, en la categoría de
Monumento, de la Iglesia y antiguo Convento de San
Francisco de Priego de Córdoba.

Encontrándose en tramitación en la Delegación Provincial
de la Consejería de Cultura de Córdoba el procedimiento de
Inscripción con carácter específico en el Catálogo General del

Patrimonio Histórico de Andalucía, con la categoría de Monu-
mento, a favor de la Iglesia y antiguo Convento de San Fran-
cisco de Priego de Córdoba, y atendiendo al estado en que
se encuentran las actuaciones, se anuncia la apertura del perío-
do de información pública del expediente y se concede trámite
de audiencia a los interesados en el mismo cuyos datos se
desconocen, ya sean propietarios o titulares de otros derechos
afectados por la delimitación del entorno, de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 9.2 de la Ley 1/1991, de 3 de
julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía; 12 del Reglamento
de Protección y Fomento del Patrimonio Histórico; Decreto
19/1995, de 7 de febrero, y 84 y 86 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

A tal efecto, el expediente en cuestión estará de manifiesto
por plazo de un mes, contado a partir del día siguiente al
de la publicación de este Anuncio, para el primero de los
trámites referidos, y por plazo de quince días, contados a partir
del día siguiente al de la publicación de este Anuncio, para
el trámite de audiencia, para que cuantos tengan interés en
el mismo puedan, en estos plazos, examinarlo y formular las
alegaciones que estimen pertinentes.

El lugar de exhibición es la Delegación Provincial de la
Consejería de Cultura, Departamento de Protección e Insti-
tuciones del Patrimonio Histórico, en Córdoba, C/ Capitulares,
núm. 2, de nueve a catorce horas.

Córdoba, 29 de agosto de 2001.- La Delegada, Rafaela
Valenzuela Jiménez.

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

EDICTO de 7 de septiembre de 2001, de la Dele-
gación Provincial de Almería, por el que se notifica
Resolución sobre modificación y/o extinción de pen-
siones no contributivas.

Intentada la notificación sobre modificación de pensión
no contributiva de invalidez a las personas que se relacionan,
sin haber podido efectuar las mismas en el último domicilio
conocido, y de conformidad con lo previsto en el art. 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre (BOE de 27), se publica
el presente Edicto para que sirva de notificación, significán-
doles que contra dichas Resoluciones pueden interponer recla-
mación previa a la vía jurisdiccional laboral ante esta Dele-
gación Provincial en el plazo de treinta días, contados a partir
del siguiente al de esta publicación, en virtud de lo establecido
en el R.D. Legislativo 2/95, de 7 de abril (BOE de 11 de
abril).

Don Antonio López Rodríguez.
C/ Arquímedes, 28.
04002, Almería.
DNI: 34.838.564.
Expte.: 04/0000789-I/96.
Deuda: 72.180 ptas.

Almería, 7 de septiembre de 2001.- El Delegado, Luis
López Jiménez.

DIPUTACION PROVINCIAL DE CORDOBA

CORRECCION de errata al anuncio de bases. (BOJA
núm. 107, de 15.9.2001).

Advertida errata en el anuncio de bases correspondiente
a la convocatoria de 10 plazas de Delineantes incluidas en
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la Oferta de Empleo Público del año 2001, a continuación
se transcribe la oportuna rectificación:

En la página 15.702, columna de la derecha, línea 27,
donde dice:

«c) Estar en posesión del título de Bachiller o Formación
Profesional de 2.º grado, rama Delineación...».

Debe decir:

«c) Estar en posesión del título de Formación Profesional
de 2.º grado, rama Delineación...».

Sevilla, 20 de septiembre de 2001

AYUNTAMIENTO DE MOTRIL

EDICTO de 17 de septiembre de 2001, del Orga-
nismo Autónomo de Recaudación, sobre corrección de
errores de Edicto de 11 de julio de 2001, por el que
se publica la Oferta de Empleo Público correspondiente
al año 2001, así como las bases que regirán sus con-
vocatorias (BOJA núm. 100, de 30.8.2001).

Don Luis Manuel Rubiales López, Presidente del Orga-
nismo Autónomo Ciudad de Motril, en virtud de las compe-
tencias atribuidas por la legislación vigente,

D I S P O N E

En el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núm. 100,
de 30 de agosto, se publicó la Oferta de Empleo Público corres-
pondiente al año 2001 del Organismo Autónomo de Recau-
dación, habiéndose observado las siguientes erratas que han
de ser objeto de corrección en el mismo medio:

Primero. En el Edicto que dicta el Sr. Presidente del Orga-
nismo se dice « ... y ratificado por Pleno Ayuntamiento en
sesión de fecha 29.9.2001», debiendo decir: «... y ratificado
por Pleno Ayuntamiento en sesión de fecha 29.6.2001».

Segundo. En las bases relativas a dos plazas de Oficial
de Ejecutivo, en el punto 1.1 que dice « ...es objeto de la
presente convocatoria la provisión mediante el procedimiento
del concurso-oposición libre...», debe decir « ...es objeto de
la presente convocatoria la provisión mediante el procedimiento
del concurso-oposición, promoción interna».

Lo que se hace público para su general conocimiento
en Motril, 17 de septiembre de 2001.- El Presidente.

AYUNTAMIENTO DE BADOLATOSA

ANUNCIO de aprobación inicial de las Normas
Subsidiarias de Planeamiento. (PP. 2449/2001).

Don Luis Romero Sánchez, Alcalde en funciones del Ayun-
tamiento de Badolatosa.

Hace saber: Que el Ayuntamiento Pleno, en sesión extraor-
dinaria celebrada el día 20 de agosto de 2001, ha procedido
a la aprobación inicial, con la mayoría absoluta de sus miem-
bros, exigida en el art. 47.3.i) de la Ley 7/85, reguladora
de la Bases de Régimen Local, de las Normas Subsidiarias
de Planeamiento del Municipio, así como su correspondiente
Estudio de Impacto Ambiental.

En cumplimiento de lo preceptuado en el art. 114 del
Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Orde-

nación Urbana, aprobado por R.D.L. 1/92, de 26 de junio,
se somete a información pública por plazo de un mes, a partir
del día siguiente a la publicación de este anuncio en el BOP;
durante este período podrá ser examinado en la Secretaría
General del Ayuntamiento a efectos de presentación de las
alegaciones que estimen pertinentes.

Badolatosa, 21 de agosto de 2001.- El Alcalde en
Funciones.

AYUNTAMIENTO DE LA CAMPANA

ANUNCIO sobre aprobación inicial del expediente
de la cuarta Modificación de Normas Subsidiarias. (PP.
2547/2001).

El Pleno de esta Corporación, en sesión celebrada el día
3 de septiembre de 2001, acordó la aprobación inicial del
expediente de la cuarta Modificación Parcial de las Normas
Subsidiarias Municipales de La Campana, «Urbanización
Acceso Polígono Industrial La Cucaracha», redactadas por el
Arquitecto municipal don José Luis de la Chica Carreño, some-
tiéndose la misma a información pública por plazo de un mes,
mediante anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
Boletín Oficial de la Provincia y en uno de los diarios de mayor
circulación de la provincia, computándose el plazo desde la
última de las publicaciones, todo ello de conformidad con
lo establecido en el artículo 114 del Texto Refundido de la
Ley del Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992,
de 26 de junio (artículo único Ley 1/1997, de 18 de junio).

Igualmente se hace mención expresa que en el mismo
acuerdo se aprobó el Estudio de Impacto Ambiental vinculado
a la misma, por lo que el presente anuncio tiene también
por objeto la exposición pública para que puedan presentarse
alegaciones y sugerencias de acuerdo con lo previsto en el
artículo 18.2 de la Ley 7/1994, de 18 de mayo, de Protección
Ambiental, conforme a lo establecido en el artículo 33 del
Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental, de 12 de
diciembre de 1995.

La Campana, 11 de septiembre de 2001.- El Alcalde,
Francisco Vargas Cabello.

AYUNTAMIENTO DE LANTEJUELA

ANUNCIO sobre aprobación provisional del expe-
diente de Modificación Puntual de Normas Subsidia-
rias. (PP. 2509/2001).

Don Pablo Grijota Cornejo, Alcalde-Presidente del Ayun-
tamiento de Lantejuela (Sevilla).

Hago saber: Que el Pleno del Ayuntamiento de Lantejuela,
en sesión ordinaria celebrada el día 26 de abril de 2001,
adoptó con 6 votos a favor PSOE y 4 en contra (3 PA-1 IUCA)
acuerdo, cuya parte dispositiva es como sigue:

Primero. Aprobar provisionalmente el expediente de Modi-
ficación Puntual de Normas Subsidiarias del Ayuntamiento
de Lantejuela con destino a la provisión de suelos para la
inclusión de Municipio en el III Plan Andaluz de Vivienda
y Suelo, con unas dimensiones de 5.026 m2.

Segundo. Incorporar el condicionado de la Declaración
Previa formulada por la Consejería de Medio Ambiente, Dele-
gación Provincial, la documentación urbanística objeto de
modificación, remitiendo el expediente completo a la Conse-
jería de Medio Ambiente al objeto de emisión de la Declaración
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Definitiva de Impacto Ambiental y posterior aprobación defi-
nitiva, previa remisión, por la Comisión Provincial de Orde-
nación del Territorio y Urbanismo de la Consejería de Obras
Públicas de la Junta de Andalucía, todo ello de conformidad
con lo establecido en el artículo 114.2 del Texto Refundido
por el que se aprueba la Ley sobre Régimen de Suelo y Orde-
nación Urbana.

Lantejuela, 4 de septiembre de 2001.- El Alcalde, Pablo
Grijota Cornejo.

EMPRESA PUBLICA DE PUERTOS DE ANDALUCIA

ANUNCIO sobre resolución de expedientes san-
cionadores.

Habiendo resultado infructuosos los intentos de notifica-
ción personal de las resoluciones de los expedientes sancio-
nadores que a continuación se relacionan, dictadas por el
Director Gerente de la Empresa Pública de Puertos de Anda-
lucía, por infracciones al Reglamento de Policía, Régimen y
Servicio de los Puertos de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía en relación con la Ley 27/92, de Puertos del Estado
y de la Marina Mercante, y mediante el presente Anuncio,
se les notifica las mismas a los interesados, haciéndose constar
que las sanciones deberán hacerse efectivas en la entidad
Unicaja 2103, sucursal 1074, DC 18, núm. de cuenta
0230000011 en el plazo de quince días siguientes a la firmeza
de las resoluciones -firmeza que se producirá al no interponer
recurso de alzada dentro de plazo, o con la resolución del
mismo- advirtiéndose que se procederá, en caso contrario,
a su cobro por la vía de apremio. Asimismo, se detalla que
contra las referidas resoluciones podrá interponerse recurso
de alzada ante la Excma. Sra. Consejera de Obras Públicas
y Transportes en el plazo de un mes contado a partir de su
notificación, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 114
y 115 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, en la redacción dada a los mismos
por la Ley 4/1999, de 13 de febrero, quedando de manifiesto
los expedientes sancionadores en el domicilio legal de la
Empresa Pública de Puertos de Andalucía, sita en Sevilla,
C/ San Gregorio, 7, y previa solicitud en las respectivas ins-
talaciones portuarias.

1. Ref.: 247/99.
Expedientado: Técnicas Frig Onuba, S.L.
Denuncia: 5.7.99 (14,25 horas).
Fecha incoación: 31.8.99.
Hechos: «Acceso no autorizado (vehículo H-0144-L) a

la instalación portuaria de Punta Umbría (Huelva).»
Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

2. Ref.: 90/00.
Expedientado: Hans Jurgen Gustrau.
Denuncia: 22.3.00 (18,00 y 19,00 horas).
Fecha incoación: 12.4.00.
Hechos: «Haber estacionado (vehículo MA-9695-CM) en

zona no autorizada e interrumpiendo la circulación, en la ins-
talación portuaria de Estepona (Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

3. Ref.: 91/00.
Expedientado: Automóviles Marino, S.L.
Denuncia: 22.3.00 (19,15 horas).
Fecha incoación: 12.4.00.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (GR-5576-AH)

en zona no autorizada, en la instalación portuaria de Estepona
(Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

4. Ref.: 172/00.
Expedientado: José Cívico González.
Denuncia: 26.5.00 (17,56 horas).
Fecha incoación: 13.6.00.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (H-6116-W) en

zona no autorizada, en la instalación portuaria de Punta
Umbría (Huelva).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

5. Ref.: 310/00.
Expedientado: Xavier Churio Calvo.
Denuncia: 14.7.00 (1,48 horas).
Fecha incoación: 20.11.00.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (SE-4521-AV),

en zona no autorizada, (mitad de la calzada), en la instalación
portuaria de Marbella (Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

6. Ref: 354/00.
Expedientado: María Raquel Sánchez Bezo.
Denuncia: 8.9.00 (14,45 horas).
Fecha incoación: 6.11.00.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (MA-3191-CG)

sin contar con autorización de esta Entidad en la instalación
portuaria de Estepona (Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

7. Ref: 400/00.
Expedientado: María Angeles Madueño Rubio.
Denuncia: 25.8.00 (14,10 horas).
Fecha incoación: 30.10.00.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (CO-5571-U)

en zona no autorizada (encima de la acera), en la instalación
portuaria de Estepona (Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

8. Ref: 6/01.
Expedientado: María Soler Ortiz.
Denuncia: 16.9.00 (01,50 horas).
Fecha incoación: 18.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (M-0556-XZ)

en zona no autorizada, en la instalación portuaria de Punta
Umbría (Huelva).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

9. Ref: 7/01.
Expedientado: José Antonio García Ferrera.
Denuncia: 18.9.00 (21,20 horas).
Fecha incoación: 18.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (H-7918-W) en

zona no autorizada, en la instalación portuaria de Punta
Umbría (Huelva).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

10. Ref: 12/01.
Expedientado: Rufino Carpio Boza.
Denuncia: 18.9.00 (21,20 horas).
Fecha incoación: 18.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (H-9510-U) en

zona no autorizada, en la instalación portuaria de Punta
Umbría (Huelva).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

11. Ref: 14/01.
Expedientado: Dolores Arauz García.
Denuncia: 18.9.00 (21,20 horas).
Fecha incoación: 18.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (H-6291-S) en

zona no autorizada, en la instalación portuaria de Punta
Umbría (Huelva).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).
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12. Ref: 37/01.
Expedientado: María Mercedes Tello Pérez.
Denuncia: 18.8.00 (16,45 horas).
Fecha incoación: 22.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (CE-2868-G)

en zona no autorizada, en la instalación portuaria de Estepona
(Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

13. Ref: 42/01.
Expedientado: Lorena Escobar Silva.
Denuncia: 18.8.00 (01,50 horas).
Fecha incoación: 22.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (MA-9529-BL)

en zona no autorizada, en la instalación portuaria de Estepona
(Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

14. Ref: 45/01.
Expedientado: Diana García Virto.
Denuncia: 21.8.00 (14,25 horas).
Fecha incoación: 22.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (M-9757-LC)

en zona no autorizada, en la instalación portuaria de Estepona
(Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

15. Ref: 63/01.
Expedientado: María Yolanda Chacón Rodríguez.
Denuncia: 11.8.00 (20,50 horas).
Fecha incoación: 29.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (MA-1731-DD)

en zona no autorizada, en la instalación portuaria de Estepona
(Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

(Continúa en el fascículo 2 de 2)

16. Ref: 71/01.
Expedientado: José Luis Rodríguez Campra Berbel.
Denuncia: 28.7.00 (11,15 horas).
Fecha incoación: 26.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (MA-2720-BF),

en zona no autorizada, en la instalación portuaria de Estepona
(Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

17. Ref: 90/01.
Expedientado: Francisco José Triviño Zotano.
Denuncia: 18.7.00 (18,00 horas).
Fecha incoación: 29.1.01.
Hechos: «Haber estacionado un vehículo (MA-8066-Z),

en zona no autorizada, en la instalación portuaria de Estepona
(Málaga).»

Sanción: 15.000 ptas. (90,16 euros).

Sevilla, 10 de septiembre de 2001.- El Jefe del Dpto.
de Asuntos Jurídicos, José M.ª Rodríguez Gutiérrez.

SDAD. COOP. AND. COLORINES

ANUNCIO de disolución de Cooperativa. (PP.
2463/2001).

La Asamblea General celebrada el día 18 de enero de
2001 acordó por unanimidad la disolución de la Cooperativa,
en base al artículo 35, apartado b), de sus Estatutos Sociales.

Moguer, 21 de marzo de 2001.- Las Socias Liquida-
doras, Magdalena González Domínguez, María Teresa Parrales
González e Isidora del Carmen Cordero Rodríguez.

FRANQUEO CONCERTADO núm. 41/63

BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA
Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014 SEVILLA

Papel ecológico
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3. Otras disposiciones

CAMARA DE CUENTAS DE ANDALUCIA

RESOLUCION de 10 de septiembre de 2001, por
la que se ordena la publicación del Informe de Fis-
calización de Regularidad de la Mancomunidad de
Municipios de la Costa del Sol Occidental, correspon-
diente a los ejercicios 1997 y 1998.

En virtud de las facultades que me vienen atribuidas por
el artículo 21 de la Ley 1/1988, de 17 de marzo, de la Cámara
de Cuentas de Andalucía, y del acuerdo adoptado por el Pleno
de esta Institución, en la sesión celebrada el día 20 de junio
de 2001,

R E S U E L V O

De conformidad con el art. 12 de la citada Ley 1/1988,
ordenar la publicación del Informe de Fiscalización de Regu-
laridad de la Mancomunidad de Municipios de la Costa del
Sol Occidental, correspondiente a los ejercicios 1997 y 1998.

Sevilla, 10 de septiembre de 2001.- El Consejero Mayor,
Rafael Navas Vázquez.

MANCOMUNIDAD DE MUNICIPIOS DE LA COSTA DEL SOL
OCCIDENTAL

(OE 05/2000)

1997 y 1998

El Pleno de la Cámara de Cuentas de Andalucía, en su
sesión celebrada el día 20 de junio de 2001, con asistencia
de todos sus miembros, ha acordado aprobar por unanimidad
el Informe de Fiscalización de Regularidad de la Mancomu-
nidad de Municipios de la Costa del Sol Occidental, corres-
pondiente a los ejercicios 1997 y 1998.

I N D I C E

I. Introducción
II. Objetivos y alcance
III. Resultados de fiscalización
III.1. Fiscalización Económico-Financiera
III.1.1. Prórroga de los Presupuestos
III.1.2. Revisión de los expedientes de Modificación de

Créditos
III.1.3. Operaciones contables realizadas en relación con la

financiación y construcción de la Planta Desaladora
III.1.4. Operaciones contables en relación con la financiación

y construcción de la Planta de Tratamiento de
Residuos Sólidos Urbanos

III.1.5. Transferencia a Acosol, S.A.

III.1.6. Endeudamiento
III.1.7. Derechos pendientes de dudoso cobro
III.1.8. Otros derechos y obligaciones a ajustar
III.1.9. Derechos pendientes de cobro por Aportaciones de

Municipios
III.1.10. Importes pendientes de pago por IRPF y SS
III.1.11. Operaciones no presupuestarias
III.1.12. Inmovilizado
III.1.13. Cálculo del Resultado Presupuestario Ajustado
III.1.14. Cálculo del Remanente Líquido de Tesorería Ajustado

III.2. Fiscalización de la Contratación Administrativa
III.2.1. Expediente de Contratación de la Planta Desaladora.
III.2.2. Expediente de Contratación de la Planta de Tratamiento

de Residuos Sólidos Urbanos
III.2.3. Otros expedientes de contratación

III.3. Debilidades de Control Interno

IV. Conclusiones, recomendaciones y opinión
IV.1. Conclusiones y recomendaciones
IV.2. Opinión

V. Anexos
VI. Alegaciones al contenido del Informe.

A B R E V I A T U R A S

BCL Banco de Crédito Local
BOE Boletín Oficial del Estado
CCA Cámara de Cuentas de Andalucía
CEDEX Centros de Estudios Experimentales de Obras Públicas
FEDER Fondos Europeos de Desarrollo Regional
GFA Gastos con Financiación Afectada
IGAE Intervención general de la Administración del Estado
IRPF Impuesto sobre las Rentas de las Personas Físicas
IVA Impuesto del Valor Añadido
LCAP Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
LCE Ley de Contratación del Estado
LEF Ley de Expropiación Forzosa
LHL Ley de Haciendas Locales
MCS Mancomunidad de la Costa del Sol
MP Millones de pesetas
PCAP Pliegos de Clásusulas Administrativas Particulares
POMAL Programa Operativo de Medio Ambiente Local
PTRSU Planta de Tratamiento de Residuos Sólidos
RD Real Decreto
RLT Remanente Líquido de Tesorería
SA Sociedad Anónima
SL Sociedad Limitada
SS Seguridad Social
TRRL Texto Refundido de las disposiciones de Régimen

Local
UTE Unión Temporal de Empresas.
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RESOLUCION de 19 de septiembre de 2001, por
la que se ordena la publicación del Informe de Fis-
calización sobre el suministro de agua en Andalucía:
Coste y calidad del servicio, correspondiente al Ejercicio
1999-2000.

En virtud de las facultades que me vienen atribuidas por
el artículo 21 de la Ley 1/1988, de 17 de marzo, de la Cámara
de Cuentas de Andalucía, y del acuerdo adoptado por el Ple-
no de esta Institución, en la sesión celebrada el día 23 de
mayo de 2001,

R E S U E L V O

De conformidad con el art. 12 de la citada Ley 1/1988,
ordenar la publicación del Informe de Fiscalización sobre el
suministro de agua en Andalucía: Coste y calidad del servicio,
correspondiente al Ejercicio 1999-2000.

Sevilla, 19 de septiembre de 2001.- El Consejero Mayor,
Rafael Navas Vázquez.

EL SUMINISTRO DE AGUA EN ANDALUCIA: COSTE
Y CALIDAD DEL SERVICIO

1999-2000

El Pleno de la Cámara de Cuentas de Andalucía, en su
sesión celebrada el día 23 de mayo de 2001, con asistencia
de todos sus miembros, ha acordado aprobar por unanimidad
el Informe de Fiscalización sobre el suministro de agua en
Andalucía: Coste y calidad del servicio, correspondiente al ejer-
cicio 1999-2000.

I N D I C E

I. Introducción
II. Objetivos, metodología y limitaciones

II.1. Objetivos
II.2. Metodología
II.3. Limitaciones

III. Análisis del precio medio del agua para uso urbano
en Andalucía

IV. Tarifas de abastecimiento de agua potable, su
consideración como tasa o precio público

V. Calidad en la gestión del servicio

VI. Control de la calidad del agua para consumo urbano
VII. El uso agrario del agua. Análisis de los regadíos

en Andalucía

VII.1. Superficie regada
VII.2. Consumo de agua para uso agrícola
VII.3. Coste del agua para uso agrícola
VII.4. Productividad del agua destinada a riego
VII.5. La modernización de los regadíos
VII.6. Planes de regadíos

VIII. Estudio de la situación de la depuración de aguas
residuales en Andalucía

IX. La sequía. Medidas de ahorro y propuestas alter-
nativas que fomenten el uso eficiente del agua

IX.1. La sequía
IX.2. Medidas de ahorro y propuestas alternativas que

fomenten el uso eficiente del agua

X. Demandas y balances hídricos en Andalucía: Pre-
visiones del anteproyecto del Plan Hidrológico
Nacional

XI. Conclusiones
XII. Hechos posteriores
XIII. Anexos

A B R E V I A T U R A S

APHN Anteproyecto del Plan Hidrológico Nacional
CAA Consejo Andaluz del Agua
CAC Consejo Andaluz de Consumo
CC.RR Colectivos de Regantes
Ha Hectárea
Hm3 Hectómetro Cúbico
m3 Metro Cúbico
MP Millones de Pesetas
Nº Número
PHG Plan Hidrológico de la Cuenca del Guadalquivir
PNR Plan Nacional de Regadíos
Ptas. Pesetas
RSDA Reglamento del Suministro Domiciliario del Agua

en Andalucía
(UTA/Ha) Trabajo teórico demandado para el total de las

distintas operaciones requeridas por los cultivos
(1 UTA = 1.920 h/año (262 jornales/año))

TC Tribunal Constitucional
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5. Anuncios

5.2. Otros anuncios

AYUNTAMIENTO DE ALCARACEJOS

ANUNCIO de bases.

Se convocan pruebas selectivas para proveer por el pro-
cedimiento de concurso-oposición una plaza de Auxiliar Admi-
nistrativo de Administración General, encuadrada en la Escala
de Administración General, Subescala Auxiliar, Grupo de cla-
sificación D, del art. 25 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto.

B A S E S

Primera. Número de plazas, identificación, procedimiento
de selección.

Es objeto de la presente convocatoria la provisión en pro-
piedad, por el procedimiento de concurso-oposición libre, de
una plaza de Auxiliar Administrativo de Administración Gene-
ral, incluida en la Oferta de Empleo Público para el año 2000,
encuadrada en la Escala de Administración General, Subescala
Auxiliar, Grupo de clasificación D, del art. 25 de la Ley
30/1984, de 2 de agosto.

A las presentes pruebas selectivas les serán de aplicación
la Ley 30/84, de 2 de agosto; la Ley 7/85, de 2 de abril,
y Ley 11/99, de 21 de abril; R.D.L. 781/86, de 18 de abril;
R.D. 896/91, de 7 de junio; R.D. 364/95, de 10 de marzo,
y las bases de la presente convocatoria.

Segunda. Requisitos.
Para ser admitidos a la realización de estas pruebas selec-

tivas, los aspirantes deberán reunir los siguientes requisitos:

- Ser español.
- Tener cumplidos los 18 años de edad, y no exceder

de aquélla en que falten menos de diez años para la jubilación
por edad.

- Estar en posesión del título de Graduado Escolar, For-
mación Profesional de Primer Grado o equivalente, según el
art. 25 de la Ley 30/84.

- No padecer enfermedad o defecto físico que impida el
desempeño de la función.

- No hallarse incurso en ninguna de las causas de inca-
pacidad específica previstas en la legislación vigente.

- No haber sido separado, mediante expediente discipli-
nario, del servicio de cualquiera de las Administraciones Públi-
cas ni hallarse inhabilitado para el desempeño de funciones
públicas por sentencia firme.

Todos los requisitos a que se refieren las bases deberán
poseerse en el momento de finalizar el plazo de presentación
de instancias y mantenerlos durante el proceso selectivo.

Tercera. Solicitudes de admisión.
Las instancias solicitando ser admitido al concurso-opo-

sición habrán de expresar que los aspirantes reúnen todas
y cada una de las condiciones exigidas en las bases de la
convocatoria, acompañándose a la solicitud los documentos
acreditativos de los méritos alegados conforme al baremo que
se establece en las bases, y el resguardo de haber ingresado
1.000 ptas., en concepto de derechos de examen, en CajaSur,
cuenta 2024/6018/25/3110750049.

Las solicitudes, dirigidas al Excmo. Sr. Alcalde, se pre-
sentarán en el plazo de veinte días naturales, contados a partir
del siguiente a la publicación del extracto de esta convocatoria

en el Boletín Oficial del Estado, después de la publicación
íntegra en el Boletín Oficial de la Provincia y en el de la Junta
de Andalucía. Podrán presentarse:

- En el Registro General.
- A través de las Oficinas de Correos, y deberán ir en

sobre abierto para ser fechadas y selladas por el funcionario
de dicho organismo antes de ser certificadas.

- Y, asimismo, en la forma establecida en el art. 38.4
de la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Cuarta. Lista de aspirantes, comienzo de los ejercicios
y orden de actuación.

Terminado el plazo de presentación de instancias, el
Excmo. Sr. Alcalde dictará Resolución en el término máximo
de un mes, declarando aprobada la lista de admitidos, así
como la de excluidos, con indicación de las causas y el plazo
de subsanación de defectos. En dicha Resolución, que deberá
publicarse en el BOP, se indicarán los lugares en que se
encuentran expuestas las listas certificadas completas de aspi-
rantes admitidos y excluidos, concediéndose, de conformidad
con lo establecido en el art. 71.1 de la Ley 30/1992, un
plazo de diez días para que los aspirantes excluidos puedan
subsanar o completar su documentación, con los efectos admi-
nistrativos previstos en dicho precepto.

En la misma Resolución se expresará el lugar y fecha
y hora del comienzo de los ejercicios.

Subsanados, en su caso, los defectos que hubiesen sido
apreciados, la lista definitiva de aspirantes admitidos y exclui-
dos se expondrá en el talón de anuncios de la Casa Consistorial.

La publicación de la Resolución en el BOP será deter-
minante de los plazos a efectos de posibles impugnaciones
o recursos.

El orden de actuación de los aspirantes para aquel o aque-
llos ejercicios que no puedan realizarse conjuntamente, de
conformidad con el resultado del sorteo efectuado en la Casa
Consistorial el día 7 de agosto de 2001, se iniciará por aquél
cuyo apellido comience por la letra « », siguiéndose suce-
sivamente el orden alfabético.

Quinta. Tribunal Calificador.
El Tribunal Calificador estará integrado por los siguientes

miembros:

Presidente: El de la Corporación o miembro de la misma
en quien delegue.

Vocales:

Un Concejal designado por el Jefe de Personal. Será
suplente un Concejal designado por el Sr. Alcalde.

Un representante de la Junta de Andalucía, titular y
suplente.

Un representante de los trabajadores nombrado por el
Jefe de Personal, titular y suplente.

Un representante del grupo municipal de la oposición.
Dos funcionarios de Administración Local de igual o supe-

rior categoría a la plaza convocada, designados por el Sr.
Alcalde.

Secretario: El de la Corporación o funcionario en quien
delegue, que actuará con voz pero sin voto.
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Los Vocales deberán poseer titulación o especialización
igual o superior a la exigida para el acceso a la plaza convocada.

Los miembros del Tribunal deberán abstenerse de inter-
venir, notificándolo al Excmo. Sr. Alcalde, cuando concurran
en ellos alguna de las circunstancias previstas en el artícu-
lo 28 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Administrativo Común, o si hubieran realizado tareas de pre-
paración de aspirantes a pruebas selectivas de acceso en los
cinco años anteriores a la publicación de esta convocatoria.

La designación de los miembros del Tribunal incluirá la
de los respectivos suplentes.

El Tribunal no podrá constituirse ni actuar sin la asistencia,
al menos, de cinco de sus componentes.

El Tribunal podrá disponer de la incorporación a sus tra-
bajos de asesores especialistas para las pruebas correspon-
dientes de los ejercicios que estimen pertinentes, limitándose
dichos asesores a prestar su colaboración en sus especiali-
dades técnicas, que serán la única base de su colaboración
con el órgano de decisión.

El Presidente del Tribunal podrá exigir a los miembros
del mismo declaración expresa de no hallarse incursos en
causa de abstención en las circunstancias previstas en el
art. 28 de la Ley 30/92.

Asimismo, los aspirantes podrán recusar a los miembros
del Tribunal cuando concurran las circunstancias previstas en
el párrafo anterior.

El Tribunal no podrá aprobar ni declarar que han superado
las pruebas selectivas un número superior al de vacantes con-
vocadas. Las propuestas de aprobados que contravengan este
límite serán nulas de pleno derecho.

Los miembros del Tribunal son personalmente respon-
sables del estricto cumplimiento de las bases de la convocatoria
y de la sujeción a los plazos establecidos para la realización
y valoración de las pruebas y para la publicación de sus
resultados.

Por Resolución de la Alcaldía, se procederá al nombra-
miento de los empleados públicos que deban colaborar tem-
poralmente en el desarrollo de los procesos de selección con
las competencias de ejecución material y ordenación admi-
nistrativa de los distintos ejercicios que en cada prueba selec-
tiva les atribuya el Tribunal. Este personal estará adscrito a
dicho Tribunal y ejercerá sus funciones de conformidad con
las instrucciones que éste le curse al efecto.

Sexta. Llamamientos.
Los aspirantes serán convocados para cada ejercicio en

llamamiento único, siendo excluidos quienes no comparezcan,
salvo casos de fuerza mayor, debidamente justificados y apre-
ciados libremente por el Tribunal.

Los llamamientos se efectuarán mediante anuncio que
se publicará en el tablón de edictos de la Casa Consistorial
y en el lugar de celebración de las pruebas.

Séptima. Lugar y calendario de realización de las pruebas.
Los ejercicios de la fase de oposición se celebrarán en

dependencias municipales, y darán comienzo en la fecha y
hora que se determine por la Alcaldía.

Desde la terminación de una prueba y el comienzo de
la siguiente deberá transcurrir un plazo mínimo de 72 horas
y máximo de 45 días. Una vez comenzadas las pruebas, no
será obligatoria la publicación de los sucesivos anuncios de
la celebración de las restantes pruebas en el Boletín Oficial
de la Provincia. Estos anuncios se harán públicos en los locales
donde se hayan celebrado las pruebas anteriores.

Octava. Desarrollo del concurso-oposición.
El concurso-oposición constará de dos fases diferenciadas,

primero se celebrará la fase de concurso y después la de
oposición.

A) Fase de concurso. Constituido el Tribunal, éste pro-
cederá, con carácter previo, a la evaluación de los méritos
alegados por los aspirantes, con arreglo al siguiente baremo:

a) Experiencia profesional:

- Por cada mes completo de servicios prestados en la
Administración Local en plaza o puesto de igual o similar con-
tenido al que opta: 0,10 puntos.

- Por cada mes completo de servicios prestados en otras
Adm. Públicas en plaza o puesto de igual o similar contenido
al que opta: 0,05 puntos.

- Por cada mes completo de servicios prestados en Empre-
sa Pública o privada en puesto de Auxiliar Administrativo: 0,03
puntos.

A estos efectos no se computarán servicios que hubieran
sido prestados simultáneamente con otros igualmente alegados
y se reducirán proporcionalmente los prestados a tiempo
parcial.

Puntuación máxima por este apartado 12 puntos.
b) Titulaciones académicas:

- Título de Licenciado Universitario, en área o especialidad
que tenga relación directa con las actividades a desarrollar
en la plaza a que se opta: 2,00 puntos.

- Título de Diplomado Universitario, en área o especialidad
que tenga relación directa con las actividades a desarrollar
en la plaza a que se opta: 1,5 puntos.

- Título de Bachiller, Formación Profesional de 2.º Grado
o equivalente: 1 punto.

No se valorarán como méritos títulos imprescindibles para
la obtención de otros de nivel superior que se aleguen.

Las titulaciones deberán ser otorgadas, reconocidas u
homologadas por el Ministerio de Educación, Cultura y
Deporte.

Puntuación máxima 2 puntos.
c) Cursos, seminarios, congresos y jornadas:

- Por la participación como asistente a cursos, seminarios,
congresos y jornadas que tengan relación directa con las acti-
vidades a desarrollar en la plaza a que se opta y hubiesen
sido impartidos por instituciones de carácter público.

Por cada treinta horas lectivas se le asignará una pun-
tuación de 0,1 punto.

Cuando la duración sea mayor o menor de treinta horas
se prorrateará tal puntuación.

- Los cursos que no expresen duración alguna serán valo-
rados con la puntuación de 0,03 puntos.

Puntuación máxima a otorgar por este apartado 2 puntos.
Acreditación de los méritos alegados:

a) Experiencia profesional.
Los servicios prestados en la Administración se acreditarán

mediante certificación expedida por la Administración corres-
pondiente.

Los servicios prestados en empresa pública o privada se
acreditarán a través de contrato de trabajo visado por el Inem
y certificado de cotizaciones a la Seguridad Social.

b) Titulaciones académicas.
Mediante la presentación del original o fotocopia com-

pulsada del título académico o certificado de estudios desarro-
llados, expedidos por la autoridad docente competente.

c) Cursos, seminarios, congresos y jornadas.
Mediante certificado o documento acreditativo de la asis-

tencia expedido por el organismo público organizador de los
mismos.

Esta fase no tendrá carácter eliminatorio y su calificación
se hará pública en el tablón de edictos de la Casa Consistorial
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y lugar de celebración de las pruebas, al menos una hora
antes del inicio del primer ejercicio de la oposición.

En ningún caso las puntuaciones obtenidas en la fase
de concurso podrán aplicarse para superar los ejercicios de
la fase de oposición.

B) Fase de oposición: Constará de tres ejercicios, obli-
gatorios y eliminatorios, y serán los siguientes:

Primer ejercicio: De carácter obligatorio, igual para todos
los aspirantes, consistirá en contestar por escrito, en un tiempo
de sesenta minutos, un cuestionario de cincuenta preguntas
tipo test, con tres respuestas alternativas, determinado por
el Tribunal, en relación con los temas contenidos en el Anexo
de esta convocatoria.

El criterio de corrección será el siguiente: Por cada dos
preguntas contestadas erróneamente se penalizará con una
contestada correctamente. Cuando resulten contestadas
correctamente el 50% del total de las preguntas del cues-
tionario, una vez restadas las erróneas según la proporción
citada, corresponderá a 5,00 puntos, puntuación mínima
requerida para superar el ejercicio.

Segundo ejercicio: De carácter obligatorio, consistirá en
desarrollar por escrito, durante un período máximo de una
hora, un tema extraído al azar, igual para todos los aspirantes,
de entre los contenidos en el Anexo a la convocatoria.

Tercer ejercicio: De carácter obligatorio, igual para todos
los aspirantes, consistirá en la realización de dos pruebas:

Primera prueba: Realizar una copia en ordenador (Pro-
cesador de Textos Microsoft Word), durante diez minutos, de
un texto que facilitará el Tribunal. Se calificará la exactitud
de lo copiado y la corrección que presente el ejercicio.

Segunda prueba: Consistirá en la realización de un
supuesto práctico, a nivel de usuario, relacionado con la base
de datos Microsoft Access 97, en un período máximo de treinta
minutos.

Si durante el transcurso del procedimiento llegara a cono-
cimiento del Tribunal que alguno de los aspirantes ha incurrido
en inexactitudes o falsedades, deberá dar cuenta a los órganos
municipales competentes a los efectos que procedan.

Novena. Calificación de los ejercicios.
Los ejercicios de la oposición se calificarán de la forma

siguiente:

Primer ejercicio: Se calificará de 0 a 10 puntos, siendo
necesario para aprobar obtener un mínimo de 5 puntos.

Segundo ejercicio: Se calificará de 0 a 10 puntos, siendo
necesario para aprobar obtener un mínimo de 5 puntos.

Tercer ejercicio: Se calificará de 0 a 10 puntos, siendo
necesario para aprobar obtener un mínimo de 5 puntos.

El número de puntos que podrán ser otorgados por cada
miembro del Tribunal en cada uno de los ejercicios será de
cero a diez.

El cómputo de la puntuación de cada ejercicio se hará
mediante la media aritmética de las notas dadas por los miem-
bros del Tribunal presentes.

En base a una mayor objetividad en la calificación, ésta
se realizará mediante votación secreta cuando así lo requiera
cualquier miembro del Tribunal.

El orden de la calificación definitiva estará determinado
por la suma de puntuaciones obtenidas en el conjunto de
los ejercicios más la puntuación alcanzada en la fase de
concurso.

En caso de empate se resolverá a favor de quien hubiere
obtenido mayor puntuación en la fase de oposición. Si per-
sistiera el empate, será preferido quien hubiere obtenido mayor
puntuación en el segundo ejercicio.

Décima. Publicidad de las calificaciones.
La calificación otorgada en la fase de concurso se hará

pública en el tablón de edictos de la Casa Consistorial y lugar
de celebración de las pruebas, al menos una hora antes del
inicio del primer ejercicio de la oposición.

La lista de aprobados de cada ejercicio se publicará en
los locales donde se hayan celebrado los mismos, así como
en los tablones de edictos de la Corporación.

Undécima. Propuesta de nombramiento.
Finalizados los ejercicios de la oposición, el Tribunal hará

público el anuncio de los aspirantes aprobados, que no podrá
exceder de las plazas objeto de esta convocatoria, con espe-
cificación de la puntuación total obtenida por los mismos,
sumadas las fases de concurso y oposición. Dicho anuncio
será elevado al Excmo. Sr. Alcalde con propuesta de los can-
didatos para el nombramiento de funcionarios.

Duodécima. Aportación de documentos.
En el plazo de veinte días naturales, los aspirantes que

figuren en el anuncio a que se refiere la base anterior deberán
presentar en la Sección de Selección de Personal de este Ayun-
tamiento la documentación acreditativa de los requisitos expre-
sados en las bases.

Quien tuviera la condición de funcionario público estará
exento de justificar las condiciones y requisitos ya acreditados
para obtener su anterior nombramiento, debiendo presentar
únicamente certificación del Ministerio u organismo de quien
dependa, acreditando su condición y demás circunstancias
que consten en su expediente personal.

Si dentro del plazo fijado, y salvo los casos de fuerza
mayor, no presentare la documentación, o del examen de la
misma se dedujera que carece de algunos de los requisitos
señalados en la base 1.3, no podrá ser nombrado funcionario
y quedarán anuladas sus actuaciones sin perjuicio de la res-
ponsabilidad en que pudiera haber incurrido por falsedad en
la solicitud inicial.

Decimotercera. Nombramiento.
En el plazo de treinta días desde la aportación por los

aspirantes propuestos de los documentos referidos, el Excmo.
Sr. Alcalde efectuará el correspondiente nombramiento, que
se publicará en el BOJA.

Decimocuarta. Juramento.
Una vez efectuado el nombramiento, antes de la toma

de posesión, el nombrado deberá prestar juramento o promesa
en la forma legalmente prevenida.

Decimoquinta. Toma de posesión.
El interesado deberá tomar posesión dentro del plazo de

un mes, a contar desde el día de la fecha de notificación
del nombramiento.

Cuando sin causa justificada no tomase posesión dentro
del plazo señalado, decaerá en su derecho de hacerlo.

Decimosexta. Resoluciones del Tribunal, impugnaciones.
Las resoluciones del Tribunal vinculan a la Administra-

ción, sin perjuicio de que ésta, en su caso, pueda proceder
a su revisión, conforme a lo previsto en los arts. 102 y ss.
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre.

La convocatoria, sus bases y cuantos actos administrativos
se deriven de éstas agotan la vía administrativa, pudiendo
interponer los/as interesados/as recurso contencioso-adminis-
trativo ante la Sala del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía en el plazo de dos meses a partir del día siguiente al
de la publicación de la convocatoria en el Boletín Oficial del
Estado. No obstante, puede interponer recurso potestativo de
reposición en el plazo de un mes, a contar desde la mencionada
publicación, o cualquier otro recurso que estime procedente.
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Contra los actos del Tribunal y sus actos de trámite que
impidan continuar el procedimiento o produzcan indefensión,
se podrá formular recurso de alzada ante la autoridad que
haya nombrado a su Presidente, en el plazo de un mes desde
que se haga público el acuerdo o propuesta de resolución
adoptada que se pretenda impugnar.

Lo que se hace público para general conocimiento.

A N E X O

GRUPO I

Tema 1. La Constitución Española de 1978. Los Derechos
y deberes fundamentales. Nociones generales.

Tema 2. Derechos y deberes fundamentales de los espa-
ñoles. El Defensor del Pueblo.

Tema 3. La Administración Pública en el Ordenamiento
Jurídico Español. Tipología de los Entes Públicos: Las Admi-
nistraciones del Estado. Autonomía Local e Institucional. Rela-
ciones de las Entidades Locales con las restantes Adminis-
traciones Territoriales. La autonomía municipal y el control
de legalidad.

Tema 4. Las Comunidades Autónomas: Constitución y
competencias. El Estatuto de Autonomía para Andalucía:
Estructura y disposiciones generales. Idea general de las com-
petencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Tema 5. Régimen Local español. Entidades que lo inte-
gran. Principios Constitucionales y regulación jurídica. La pro-
vincia en el Régimen Local. Organización provincial. Com-
petencias.

Tema 6. El Municipio. Su concepto y elementos. Orga-
nización Municipal. Competencias. El Alcalde: Elección, debe-
res y atribuciones. El Pleno del Ayuntamiento. La Comisión
de Gobierno.

Tema 7. El Derecho Administrativo. Concepto. Fuentes
del Derecho Administrativo. Principios de actuación de la Admi-
nistración Pública. Sometimiento de la Administración a la
Ley y al Derecho.

Tema 8. Los actos administrativos: Concepto clases y ele-
mentos. Régimen jurídico. Motivación y notificación. Eficacia
y validez de los actos. El procedimiento administrativo. Su
significado.

Tema 9. Fases del procedimiento administrativo general:
Iniciación, ordenación, instrucción, terminación y ejecución.
Los recursos administrativos.

Tema 10. El administrado. Concepto y clases. La capa-
cidad del administrado y sus causas modificativas. Actos jurí-
dicos del administrado. Peticiones y solicitudes. Colaboración
y participación de los ciudadanos en la Administración. El
interesado.

Tema 11. Formas de acción administrativa en la esfera
local. El fomento y sus medios. La policía administrativa. Sus
medios y limitaciones. El servicio público. Modos de gestión
de los servicios públicos locales.

Tema 12. Las Haciendas Locales. Clasificación de los
recursos. Ordenanzas Fiscales.

Tema 13. Los Reglamentos y Ordenanzas Locales. Clases.
Procedimiento de elaboración y aprobación.

MATERIAS ESPECIFICAS

Tema 14. Funcionamiento de los órganos colegiados loca-
les. Convocatoria y orden del día. Actas y Certificaciones de
acuerdos.

Tema 15. Procedimiento Administrativo Local. El Registro
de Entrada y Salida de Documentos. Requisitos en la pre-
sentación de documentos. Comunicaciones y Notificaciones.

Tema 16. Los bienes de las Entidades Locales. El dominio
público. Los bienes patrimoniales.

Tema 17. Los recursos administrativos. Concepto y clases.
Regulación conforme a la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Tema 18. Los contratos administrativos locales: Concepto,
regulación y régimen jurídico. Elementos, formas de selección
de los contratistas. Incumplimiento de los contratos.

Tema 19. Intervención administrativa local en la actividad
privada: Concepto, principios y límites. Medios de Intervención.
La licencia administrativa. Concepto y procedimiento de con-
cesión. El régimen urbanístico del suelo. La Ley del Suelo.

Tema 20. Personal al servicio de la Entidad Local. La
Función Pública Local: Organización, selección y situaciones
administrativas. El personal laboral.

Tema 21. Derechos de los funcionarios públicos locales.
El sistema de Seguridad Social del personal al servicio de
las Entidades Locales.

Tema 22. Deberes de los funcionarios públicos. Respon-
sabilidad y régimen disciplinario.

Tema 23. La Corporación Municipal del Ayuntamiento
de Alcaracejos. Su organización.

Tema 24. Haciendas Locales: Clasificación de los ingre-
sos. Ordenación de los gastos y ordenación de los pagos. Los
presupuestos Locales.

Tema 25. La informática en la Administración Pública.
El ordenador personal: Sus componentes fundamentales.

Tema 26. La Ofimática: En especial el tratamiento de
textos y la base de datos. Paquete integrado Office.

Alcaracejos, 27 de agosto de 2001.- El Alcalde, Luciano
Cabrera Gil.
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NORMAS PARA LA SUSCRIPCION AL
BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA

PARA EL AÑO 2001

1. SUSCRIPCIONES
1.1. Las suscripciones al BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA están sujetas al pago

previo de las correspondientes tasas (art. 25.a de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y
Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía).

1.2. Las solicitudes de suscripción deberán dirigirse al Servicio de Publicaciones y BOJA. Apartado
Oficial Sucursal núm. 11, Bellavista. 41014 - Sevilla.

2. PLAZOS DE SUSCRIPCION
2.1. Las suscripciones al BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA serán por período de

un año indivisible (art. 28 de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de
la Comunidad Autónoma de Andalucía).

2.2. La solicitud de las suscripciones se efectuará dentro del mes anterior al inicio del período de
suscripción (art. 16, punto 3, del Reglamento del BOJA, Decreto 205/1983, de 5 de octubre).

3. TARIFAS
3.1. El precio de la suscripción para el año 2001 es de 23.766 ptas.

4. FORMA DE PAGO
4.1. El pago de la suscripción se realizará de conformidad con la liquidación que se practique por

el Servicio de Publicaciones y BOJA al aceptar la solicitud.
En dicha liquidación se detallará la forma de pago.

4.2. No se aceptarán pagos ni ingresos de ningún tipo que se realicen de forma distinta a la indicada
en la liquidación que se practique.

5. ENVIO DE EJEMPLARES
5.1. El envío, por parte del Servicio de Publicaciones y BOJA, de los ejemplares del BOLETIN

OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA, comenzará a hacerse una vez tenga entrada en
dicho Servicio el ejemplar para la Administración del Mod. 046 mecanizado por el Banco o
Caja de Ahorros.

5.2. En el caso de que el ejemplar para la Administración del Mod. 046 correspondiente al período
de suscripción solicitado tenga entrada en este Servicio una vez comenzado el mismo, el envío
de los Boletines será a partir de dicha fecha de entrada.

FRANQUEO CONCERTADO núm. 41/63

BOLETIN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCIA
Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014 SEVILLA

Papel ecológico


